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    PRÓLOGO A LA CUARTA EDICIÓN


    


    Esta cuarta edición de ¿Adónde vas, Cataluña?, actualizada con un nuevo prólogo y conclusiones, tiene su precedente en una obra que el autor tuvo ocasión de escribir, en varios impulsos sucesivos, a lo largo de los años 1974 y 1975, y que vio la luz como libro en 1976 con el título ¿Adónde vas, España? La obra, publicada por Planeta, alcanzó las siete ediciones, con una cifra de ventas de casi cien mil ejemplares. Y debo decir, además, que el título no fue ocurrencia mía, sino de un entonces joven editor, José Manuel Lara Bosch, quien un buen día me dijo: «Ramón, es el libro que has de escribir tú».


    Por aquel entonces, España era un hervidero político que vivía su transición a la democracia. Un periodo que se sitúa entre unas fechas u otras, según preferencias, y que, a mi juicio, empezó en los primeros años de la década de 1970, para terminar con la promulgación de la Constitución española de 1978, aunque a veces ese lapso se alarga a antes y después en el eje del tiempo, incluyendo desde los años 60 a los 80.


    El caso es que el autor vivió aquellos tiempos en actividades y observatorios muy diversos, y participó en episodios del cambio político en pos del ideal más o menos incierto de una democracia avanzada. Y me atrevo a decir que ese propósito nos nutría ya a quienes participamos en la rebelión estudiantil contra el régimen de Franco en 1956, esa que nos llevó a muchos a saborear, por primera vez, los encantos de la cárcel, concretamente la de Carabanchel —galería séptima, la de presos políticos—, entre otras cosas acusados de querer para España una Constitución democrática que sólo conseguiríamos dos décadas después, al promulgarse nuestra vigente Ley de leyes en 1978.


    En cambio, cuando este libro vio la luz por primera vez en 2014 la situación era muy diferente de la de 1976. La acumulación de progreso era indudable, pero también había arduas dificultades, más que pasajeras, derivadas de una larga crisis económica: la Gran Recesión de 2008 a 2013. A la que siguió la recuperación económica de 2013 a 2017.


    Es un tiempo en el que el país ha cambiado su faz en todos los aspectos, por la cada vez más estrecha integración en Europa y la globalización económica, en que nos insertamos de modo irreversible. Pero, al propio tiempo, dentro de ese periodo se han agravado algunos de los viejos demonios, como es el caso del independentismo catalán. Un problema que se ha reactivado, en buena medida por las libertades que vino a ofrecer la Constitución. Una Carta Magna a la cual ciertos sectores invocan, no tanto para profundizar la democracia y aumentar la eficiencia del Estado –¡que buena falta le hace!—, sino para poner trabas al esfuerzo común, magnificar hechos diferenciales y acabar tristemente en el secesionismo. En otras palabras, la Constitución dio alas a toda una serie de nacionalistas que se transmutaron en secesionistas; y que no cesan en su afán de separar, en vez de buscar la más racional vertebración e integración de España como un hábitat hospitalario para todos.


    En esa controversia, los separatistas han recurrido al llamado «derecho a decidir», algo que podría haber existido —pero que no llegó a cuajar— cuando se discutió la enmienda de Francisco Letamendia sobre autodeterminación (véase el epígrafe sobre el asunto del capítulo 4) en el debate parlamentario de 1978. Tras el debate, de los trece diputados catalanes, nueve se abstuvieron; otros tres —Heribert Barrera, Joaquín Arana y Josep Pau Pernau—, votaron a favor, y Miquel Roca Junyent (CiU), se ausentó. En cuanto a los diputados vascos, todos votaron en contra, porque ya contaban con el reconocimiento de sus derechos forales, recién aprobados, que era lo más interesante para ellos. En definitiva, pudo haber derecho a decidir, pero los propios catalanes y vascos no lo quisieron —y los demás menos aún—, de modo que lo único que hay, constitucionalmente, es la soberanía nacional, de todos los españoles. De manera que, si ahora se requiere introducir el pretendido derecho, no hay otra vía que la ofrecida en el propio texto constitucional: la reforma, por enmienda, según los artículos 166 a 169. Lo que sería harto difícil, por no decir imposible.


    


    Será bueno recordar aquí que en el referéndum del 6 de diciembre de 1978 el pueblo catalán acudió a las urnas en un 67,9 por 100 de su censo electoral, con el 90,5 por 100 de los votos emitidos a favor de la Constitución: los mejores resultados en toda España, algo a recordar a los que ahora hablan del cerrojo o del régimen de 1978.


    Por ello, ahora, casi cuarenta años después, el propósito de la secesión comporta un trasfondo, cuando menos, inquietante: la pretensión de romper la unión de un país, que en manera alguna es un puzle ocasional. Es más bien un pro indiviso, con largos y serios fundamentos históricos, políticos y económicos, hasta devenir una nación —surgida definitivamente en la Guerra de Independencia de 1808 a 1814—, cuya desintegración causaría gravísimo perjuicio para el progreso conseguido en todos los órdenes.


    Así, a los promotores de tantas posibles desgracias hay que preguntarles: ¿Independencia de quién, secesión para qué, en un mundo cada vez más interdependiente, en el que hemos puesto en común buena parte de la soberanía de España en las instituciones europeas? Por todo ello, este libro es un grito por la unión: para que todas las Españas continúen su vida en común, en unión democrática en torno a la Constitución de 1978.


    En otro plano de pensamiento, el autor confiesa que la redacción de este libro le ha hecho mucho bien, al posibilitarle un mejor conocimiento de Cataluña, la tierra en que, con catorce años de edad, en 1947, vio por primera vez el mar, en la costa de Salou. Y donde también tuvo la ocasión de percibir en directo la magia de la ópera, en el Teatro del Liceo. Como asimismo fue donde dictó su primera conferencia, en la Universidad de Barcelona, invitado por el profesor Estapé, en el muy lejano año de 1962. Sin olvidar que cada día hago el crucigrama de La Vanguardia de Jordi Fortuny.


    También ha de confesar el autor que, en el lapso dedicado a escribir estas páginas, fue acercándose más y más a la sensación de que nunca podrá llevarse a cabo la separación de ese pedazo de España que es Cataluña. Como tampoco podemos separarnos de la Unión Europea, y de ahí lo grave y absurdo de la petición de Puigdemont, el 25 de noviembre de 2017, en Bruselas, de otro referéndum para optar por seguir o no en la UE.


    


    Desde que este libro salió por primera vez al mercado, en mayo de 2014, han pasado casi cuatro años. Un tiempo en el que el escenario ha mostrado una gran crispación, al reforzarse las pretensiones independentistas. Sobre todo desde el 27 de septiembre de 2015, cuando las elecciones autonómicas dieron la mayoría de escaños a los diputados independentistas. Aunque en voto popular la mayoría fue para los no independentistas: 1,95 millones de Junts pel Sí más la CUP, frente a 1,97 de la suma de PSC, Ciudadanos, PP y Catalunya sí que es Pot. Un dato que casi nunca se menciona, pero que tiene toda la importancia, pues contemplando tales elecciones como plebiscitarias, los independentistas fueron derrotados.


    Y si hubo mayoría de escaños de los secesionistas, eso sucedió porque la Ley electoral de Cataluña favorece la distribución de escaños en las provincias menos pobladas. Barcelona dispone de 85 escaños (5,5 millones de habitantes, el 73,6 por 100 de la población de Cataluña, cada escaño a un coste de 48.521 votos); Tarragona de 18 (con una población de 792.299, 10,5 por 100, cada escaño al coste de 31.217 votos); Gerona de 17 (con 753.576 habitantes, 10 por 100 de la población, cada escaño a 30.048 votos) y Lérida de 15 (con 434.041 habitantes, 5,8 por 100 de la población y 20.915 votos por escaño, menos de la mitad que uno en Barcelona).1 De esa forma, los resultados por miembros del Parlamento favorecieron a los independentistas. Dentro de los cuales, la coalición Junts pel Sí hubo de conseguir los escaños de la CUP, pese a ser la suya una candidatura cuyo programa electoral es anticapitalista, aunque sentimentalmente sea independentista.


    Finalmente, después del retrasado referéndum ilegal del 1 de octubre de 2017, se llegó el día 27 de octubre a la declaración unilateral de independencia (DUI). Tras la cual el Gobierno de la nación no tuvo más remedio que —con los trámites necesarios— activar el artículo 155 de la Constitución, que dice así:


    


    1. Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u otras leyes le impongan, o actuare de forma que atente gravemente al interés general de España, el Gobierno, previo requerimiento al Presidente de la Comunidad Autónoma y, en el caso de no ser atendido, con la aprobación por mayoría absoluta del Senado, podrá adoptar las medidas necesarias para obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de dichas obligaciones o para la protección del mencionado interés general.


    2. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el Gobierno podrá dar instrucciones a todas las autoridades de las Comunidades Autónomas.


    


    La aplicación del artículo 155 —la bomba atómica de la Constitución de 1978, sólo una vez invocado antes, en 19892— tuvo como consecuencia inmediata la disolución del Parlamento catalán y la convocatoria de elecciones autonómicas para el 21 de diciembre de 2017. Una decisión, esta última, que los independentistas calificaron de «inconstitucional» (reconocen o ignoran la Constitución según les conviene), a pesar de lo cual todos ellos, de inmediato, decidieron presentarse a tal convocatoria electoral.


    En definitiva, en los sucesos principales, en este prólogo queda clara la evolución de los hechos hasta el 25 de noviembre de 2017, aunque quedan pendientes los resultados de las elecciones del 21 de diciembre de 2017, que no se habían celebrado aún en el momento de escribirse estas líneas. Los resultados de entonces obligarán, volis nolis, a seguir una vía autonómica/federal, y no la independencia. El artículo 155 es como una espada de Damocles constitucional para los independentistas.


    Además, parece conveniente que, cuando haya otra vez una cierta estabilidad política y se intente gobernar, en vez de seguir en el imposible monotema del independentismo se plantee valorar lo que ha sido el largo periodo de prevaricaciones y corrupciones promovidas por los soberanistas para conseguir su quimera. Que son muchas, y muy costosas, por lo cual habría que calcular el daño inducido, a fin de desvelar lo que ha sido y está siendo un drama consciente, con una «organización criminal» para ello, como proclamó la juez Lamela.


    En otras palabras, se ha jugado, y aún se está jugando, con la prosperidad de la gente, el empleo de los trabajadores, y el futuro de los ciudadanos en general. Creando, además, una estela de odio que ha fracturado la sociedad catalana, con toda suerte de tergiversaciones y falta de sentido común, de seny. En ese contexto, hay que decirlo, la actitud de algunos, muchos, financieros y otros empresarios, ha sido muy ambigua, entrambas aguas, porque no fueron capaces de valorar el daño de la inconsciente aventura soberanista. En las conclusiones del capítulo 9 se mencionan algunas de las más valiosas excepciones personales a esa actitud.


    


    En el espacio dedicado a los agradecimientos, tengo muchos que hacer. Empezando por una serie de amigos preocupados por el tema, que siguieron la evolución del presente libro muy de cerca, y que pudieron leer sucesivos avances del mismo para participarme sus observaciones en una cena de trabajo que tuvimos el 12 de febrero de 2014.3


    Además, expreso mi reconocimiento a tres padres constituyentes de los siete que fueron, empezando por Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón, José Pedro Pérez-Llorca, y Miquel Roca Junyent.


    De la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas —de la que soy miembro de número desde el 29 de enero de 2013—, debo recordar aquí por lo menos a cuatro distinguidos colegas que también contribuyeron a este libro con su amplio saber: Marcelino Oreja, Juan Velarde, Óscar Alzaga, y Helio Carpintero.


    Tengo también que expresar mi gratitud a una serie de amigos catalanes por sus apreciaciones sobre esta obra. Entre ellos, Francesc Granell, Joaquín Gay de Montellá, Pau Roca, Valentín Pich, Miguel Escudero, Manuel Milián y Josep Piqué.


    Mi gratitud se extiende a mi secretaria Begoña González Huertas, que conoce este libro mejor que yo, por las muchas horas que ha laborado ante el procesador de textos en las sucesivas versiones de la obra. En tanto que a mi esposa, CarmenPrieto-Castro, agradezco su actividad paciente y minuciosa de revisión de las pruebas de imprenta; y por las ideas que sobre la marcha, en la vida cotidiana, fue participándome sobre diferentes pasajes del libro.


    Sean mis penúltimas palabras para mi editor, Ramon Perelló y su equipo, entre ellos Sergi Díaz, que desde la sección de marketing de la editorial propuso la revisión del libro para una cuarta edición en 2018.


    Las últimas observaciones son para los lectores, a quienes pido, ya desde ahora, que me hagan llegar los comentarios críticos que entiendan oportunos sobre el trabajo realizado. Para así contribuir, también ellos, a un debate al que tendría que ponerse buen fin en no mucho tiempo y del modo más racional y razonable.


    


    Madrid,


    15 de diciembre de 2017
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      LA HISTORIA DE CATALUÑA HASTA LA UNIÓN DE LAS CORONAS DE ARAGÓN Y CASTILLA


       


       


       


      EL SENTIDO DE LA HISTORIA


       


      A alguno podrá extrañarle que en un libro que lleva por título ¿Adónde vas, Cataluña? haya un buen número de páginas sobre su historia. Pero estoy seguro de que el lector percibirá que esa atención es del todo indispensable, pues la ignorancia se ha difundido en España, en los últimos tiempos, de modo alarmante; y a diferencia de lo que sucedía en el pasado, al menos en las élites más culturizadas, hoy es fácil encontrarse con personas de alto nivel de ingresos, y se supone que con un cierto nivel educativo, que carecen de las mínimas nociones históricas para realmente saber en qué país viven, cómo se originó en el tiempo, cómo evolucionó, y cuál es, en última instancia, el origen de tantos problemas que no acaban de entenderse, por la supina ignorancia en que hemos caído.


       


       


      La ignorancia de casi todo


       


      De mis tiempos universitarios, evoco ahora las «pruebas de cultura», como entonces las llamábamos, que se hacían en la Cátedra al principio del curso, a fin de apreciar el estado del conocimiento del alumnado universitario. Y en los últimos tiempos, ni siquiera el 5 por 100 de los que participaban en esos tests sabía hacer una relación de jefes de Estado de España del año 1500 para acá. Una ignorancia que a escala de todo el país y a partir del siglo XVI era grave de por sí, pero que habría sido mucho mayor de haberse seleccionado la historia de una parte de España, por ejemplo, Cataluña: salvo tal vez en las cuatro provincias catalanas, habríamos comprobado una ignorancia casi absoluta, incluso de los hechos más indispensables para tratar de comprender la realidad catalana de hoy en función de los avatares que se produjeron a lo largo de su compleja historia.


      Esa superignorancia —como casi todo— tiene su explicación: la historia de España —nos dice Julián Marías— se ha escrito desde el siglo XV como una continuación de la de Castilla, «a la cual se incorpora en cierto momento la Corona de Aragón como un río afluente».1 Algo que los catalanes quisieron remediar desde la Renaixença, sobreviniendo entonces una excesiva polarización de Cataluña sobre sí misma, en aparente excelencia solitaria, cuando no ha estado nunca sola, sino mejor o peor acompañada dentro de la Corona de Aragón primero, y de toda España, después.


      Para algunos de los historiadores más exultantes del secesionismo fervoroso y un tanto solipsista, los males de la comunidad que historian dieron comienzo con el acuerdo de matrimonio de Petronila con Ramón Berenguer IV, en 1137. Y desde entonces, aseguran, los catalanes estuvieron manejados y zarandeados; primero por aragoneses y luego por castellanos... Pero sea eso exacto o no, lo que en cualquier caso está claro es que la historia de Cataluña ha sido mal contada en las usuales Historias de España; no siempre por castellanismo, sino también por negligencia, falta de enfoque, vagancia intelectual... y por qué no decirlo, por cierto desdén recíproco en tantos casos. Como también es evidente que en esa historia, y lo veremos en este primer capítulo, lo que pueda haber de fracasos en cuanto a proyectos de futuro —que los hay siempre en toda vida humana, individual o colectiva— no es algo particular de Cataluña, porque en todas partes —incluso en el Imperio británico y Estados Unidos— hay los más sonoros fracasos.


      Y dicho todo lo anterior, y no tanto como pliego de descargo, sino a modo de explicación del autor, diré que este primer capítulo, fundamentalmente de historia medieval, tiene su importancia más allá de la que se deriva meramente de un relato más o menos sintetizador de ocho siglos. En cierto modo, por algo que una vez le oí comentar personalmente al historiador Luis García de Valdeavellano, para quien la historia de España tenía su clave en la Edad Media; de modo que si no se entendía ésta, no podía comprenderse nada de lo ocurrido después.


      Y haré una segunda apreciación: tal vez este capítulo parezca un tanto evenemencière, que dicen los historiadores franceses, es decir, una narración de eventos consecutivos, de condes, reyes, batallas, enojos y reconciliaciones. Y no puede ser de otra manera, porque la historia medieval procede en gran parte de las crónicas que tienen por protagonistas a los soberanos de aquellos tiempos, con referencias a sucesos a veces magnificados, y con su elenco de figuras centrales que configura el dramatis personae histórico ligado a un entorno no tan fácil de reconfigurar históricamente.


       


       


      La geografía también cuenta


       


      Y hechas las anteriores observaciones, resulta indispensable entrar en ciertos factores geográficos, a efectos de contribuir a la explicación del particular perfil de Cataluña desde el enfoque de su ubicación, en una esquina del nordeste de la piel de toro —la pell de brau que decía Espriu—, de la península Ibérica: entre los Pirineos, el Mediterráneo, el Ebro y la franja en que tantas concomitancias hay con Aragón. Un espacio bien definido que ha dado a Cataluña mayor proximidad al resto de Europa, al tiempo que le proporcionó alejamiento del centro, con dos particularidades específicas: la divisoria pirenaica, que la separa de Francia, y la ancha ventana al mar que la une al Mare Nostrum.


      En efecto, los Pirineos impidieron un proceso histórico, que habría tenido gran interés, de formación de un Estado a ambos lados de esa cadena montañosa, en tiempos en que, al no haber las infraestructuras actuales, constituía un muro si no infranqueable, sí muy potente. Por eso, la posibilidad de un Estado que se extendiese a ambas vertientes del Pirineo resultó siempre de imposible configuración, tanto en las primeras décadas del dominio visigodo como durante la breve presencia de los árabes en ese ámbito territorial. Al igual que les sucedió ulteriormente a los carolingios y a los propios condados catalanes/provenzales. Sin que la Corona de Aragón pudiera consolidarse a caballo de la división montañosa. E incluso podría decirse algo similar de la experiencia de la unión con la Francia de Luis XIII en el siglo XVII y de la que proporcionó la invasión napoleónica del XIX.


      Esa posición geográfica, agregando todos los factores que se quiera, produjeron dos hechos en simultaneidad que podrán evaluarse en el iter de este primer capítulo. Por un lado, la tendencia a reforzar el flanco terrestre occidental de Cataluña frente al resto de los otros reinos cristianos peninsulares en la fase de la Reconquista. Como ya se advirtió claramente en la política de Ramón Berenguer IV, verdadero forjador de la Corona de Aragón, para impedir la absorción por parte de una Castilla demográficamente más poderosa.


      La otra faceta aludida: la expansión marítima de Cataluña, sobre todo a partir del momento en que una serie de tratados históricos (Cazola y Almizra, fundamentalmente) establecieron una línea de compromiso para no interferirse Aragón y Castilla en lo que iba quedando de reconquista peninsular hacia el sur. Estas circunstancias impulsaron la expansión catalana por el Mediterráneo que se relata en estas páginas. Como igualmente es cierto que a partir de 1453, con la caída de Constantinopla y con un Mare Nostrum ya menos nostrum —infestado de navíos turcos y de piratas berberiscos—, el tráfico y el comercio en el viejo mar entró en declive, en contraste con la pujanza de las navegaciones oceánicas emprendidas por los portugueses hacia la India y por los otros españoles hacia lo que luego se llamarían las Américas, y más allá, al océano Pacífico.


       


       


      La persistencia y fin del confederalismo 


       


      Por lo demás, en el segundo capítulo de este libro, tras haber analizado lo fundamental de la historia medieval, se hace el recorrido por los comienzos de la España moderna, constatándose el propósito catalán de mantenerse en sus propios fueros, sin aceptar un proceso de verdadera integración en la península Ibérica, al contrario de lo que era la tendencia en Francia, Inglaterra y otros países europeos. Y aunque no excluidos, como tantas veces se ha pretendido, de la aventura imperial en las Américas y el Pacífico, el interés de Cataluña siguió polarizándose en el Mediterráneo; hasta 1714, cuando comenzó a advertirse una creciente presencia catalana en todo el espacio peninsular, y también en el amplio mundo de la América española y Filipinas, proceso que culminó en el siglo XIX.


      En otras palabras, a partir del XVIII, hubo un mayor encaje de Cataluña en España. Hasta el punto de que la historia económica común a lo largo de los siglos XVIII al XX constituyó, prácticamente —sin que esa tesis se haya subrayado de manera suficiente—, una auténtica «colonización catalana» del mercado español, merced al proteccionismo arancelario, y también por obra y gracia del indudable espíritu emprendedor y de laboriosidad de las gentes del Principado, que además supieron aprovechar la fuerza de trabajo proveniente del sur del Ebro, para engrandecerse económicamente.


      Y terminando este introito sobre la importancia de la historia en un trabajo como éste, debe subrayarse la absoluta necesidad de no instrumentarla en pro de una u otra causa, en lo cual tiene un alto valor el punto de vista de un escritor catalán, Juan Goytisolo, el autor de Señas de identidad, Campos de Níjar y otras muchas obras, de quien es la cita siguiente:


       


      La manipulación de las historias nacionales, ya sean grandes o chicas, centrípetas o centrífugas, es algo demasiado conocido como para que exija una demostración... Hay lo nuestro y lo ajeno, un nosotros y un ellos, y la historia concebida en estos términos se identifica con el ideal patrio y se defiende con uñas y dientes. Más que de historias cabe hablar de mitologías, y dichas mitologías nacionales y crónicas supuestamente verídicas, sujetas siempre a una interesada manipulación, fueron escritas, tachadas, reescritas y expurgadas al hilo del tiempo...2


       


      Y no vamos a adelantar aquí más tesis de las ya expuestas, que irán surgiendo a lo largo del libro. Y ya desde ahora, entramos directo en la historia de Cataluña, empezando por la época medieval.


       


       


      LA RECONQUISTA: EL AVANCE CRISTIANO HACIA EL SUR3


       


      Análogamente a lo que sucedió en el resto de Europa occidental con las invasiones llamadas bárbaras, con la caída del Imperio romano —que se enseñoreó de Hispania por siglos—, la égida de los visigodos, con una duración de tres centurias (405-711), no fue una mera superposición de poblaciones recién llegadas (no más de 200.000 seguramente) sobre una demografía ya muy romanizada.


      El primer rey visigodo en la península Ibérica, Ataúlfo —cuya esposa era Gala Placidia, hija del emperador romano Teodosio, nacido en Hispania—, estableció su corte en Barcelona. Y cuando definitivamente en 476 cayeron Roma y su moneda, la acuñada por uno de los principales monarcas godos, la «Euricus Hispania Rex», fue la imperante en la nueva Hispania visigothorum. Y el Código del propio Eurico reguló jurídicamente una pre-nación cuya capital trasladó Leovigildo a Toledo (586).


      Durante la monarquía visigótica, el cristianismo arraigó en Hispania con una incidencia política de dimensiones formidables. De modo que a los concilios de la Iglesia que se celebraban de Toledo acudían los obispos catalanes como los demás de todo el reino godo, para tratar de los más diversos asuntos.


      Luego, con la invasión árabe, todo cambió: hubo una larga y discontinua pugna contra los ocupantes llegados de África, en un proceso de enorme complejidad. A lo largo de éste, el territorio cristiano del norte peninsular fue ampliándose hacia el sur, en un tejer y destejer de avances y retrocesos, quedando en toda la Iberia la impronta islámica de casi ocho centurias en multitud de facetas de la vida: toponimia, monumentos religiosos, militares y civiles, alimentación, costumbres y folclore, así como gran número de vocablos arábigos en las lenguas romances peninsulares.


      La España medieval de capitales y Cortes itinerantes, desde Asturias a la Marca Hispánica, evolucionó a lo largo de la Reconquista. Un tiempo en el que se mantuvo la idea del «reino perdido», como dijo Melchor Gaspar de Jovellanos, quien sintetizó esa memoria persistente con palabras emotivas: «Tu recuerdo de triste origen será de eterno llanto».4 Y en el mismo sentido se pronunció, siglos después, Julián Marías:


       


      España fue la primera nación europea en el sentido moderno de la palabra, inventora de la propia forma política nacional, como unidad proyectiva de convivencia, distinta de todas las medievales. El hecho decisivo de que la invasión musulmana del año 711 fuese interpretada por los cristianos como «la pérdida de España», de que la reconquista fuese la de «la España perdida» —no la de reinos o condados, que no preexistieron y que fueron, precisamente, los resultados parciales de esa reconquista de España como tal— fue un factor decisivo y que suele pasarse por alto.


       


      En la lucha contra el islam, en el oeste peninsular todo comenzó con el reino asturiano, casi legendariamente nacido de la batalla de Covadonga, de 718, frente a las huestes de Tarik y Muza. Un primer reducto de resistencia que gradualmente se extendería a zonas de menor implantación de los invasores, hacia poniente, Galicia, meridionalmente por tierras de León. De modo que a comienzos del siglo X, el incipiente territorio cristiano libre de Asturias se transformó en el Reino de León, con un pequeño núcleo dentro de sí, el Condado de Castilla.


      En el este peninsular —con antecedentes de autóctona resistencia pirenaica contra el islam—, a fines del siglo VIII, el emperador Carlomagno, en su intento de reconstruir el Imperio Romano de Occidente, configuró la Marca Hispánica con territorios del lado sur de los Pirineos, de los que surgirían: Navarra en torno a Pamplona, Aragón con su primera capital en Jaca, y lo que luego se llamaría Cataluña.


      En definitiva, desde el inicio de la Reconquista, nacieron entidades políticas diferenciadas, con lenguas que fueron evolucionando desde el latín primigenio. Y en esa larga marcha, en el flanco oeste se formó el habla galaicoportuguesa, con creciente diferenciación entre gallego y portugués, ahora lenguas hermanas pero ni mucho menos idénticas. Y en análogo proceso, en el amplio espacio desde Asturias (que en parte conservó su lengua originaria, asturiano o bable), nació un nuevo romance en Castilla, Cantabria y La Rioja, el castellano, que incluyendo León, se expandió hacia Andalucía, abarcando Extremadura y Murcia, y más tarde las Islas Canarias. Una lengua que se entreveró con las de Navarra y Aragón para generar un idioma tempranamente unificado, de ancha difusión peninsular, que luego seguiría por ultramar.5


      Por su parte, en Cataluña se evolucionó del latín a un romance propio, el catalán, lo que igualmente sucedería más tarde en Valencia y Baleares. Y todo ello en un contexto general en el que la única lengua ibérica resistente a la romanización, el vascuence o euskera, entró en un confinamiento gradual, desde una amplitud originariamente mucho mayor, en Guipúzcoa, parte de Vizcaya, y ciertas porciones de Álava y Navarra.


       


       


      LA MARCA HISPÁNICA Y EL CONDADO DE BARCELONA


       


      La Marca Hispánica fue la expresión del Imperio de Carlomagno al sur de los Pirineos. Un dominio que desde su centralidad imperial al norte restó territorio a Al Ándalus en el sur; que en la etapa carolingia se gestionó por condes de estirpe septentrional o autóctonos, según criterios de eficacia militar en la defensa de la frontera y de lealtad y fidelidad a la corona de allende la cordillera.


       


       


      La evolución de los carolingios


       


      De esos territorios carolingios, el que tenía Pamplona como núcleo principal se constituyó en reino en el primer cuarto del siglo IX con el nombre de Navarra; y a poco de ello, lo mismo sucedió con Aragón. En tanto que, del lado de la actual Cataluña, la primera formación con entidad política propia fue el Condado de Urgel, al que siguió el de Barcelona, que con el tiempo se convertiría en hegemónico sobre sus vecinos6 merced a su ubicación marítima y su muy antiguo puerto, desde tiempos de los Barcino, los cartagineses fundadores de la ciudad diez siglos antes.


       

      El visigodo Bera (801) fue el primer conde de Barcelona, por haber dirigido el asedio de la ciudad contra los moros. Y en esa posición siguió hasta ser sustituido, en 820, por el conde de Gerona Gaucelmo, que tuvo destacada presencia en la corte de Ludovico Pío, hijo y el sucesor de Carlomagno.


      Rigió después el Condado de Barcelona Sunifredo de Urgel (844-?), en designación hecha por Carlos el Calvo, heredero de Ludovico Pío y nieto de Carlomagno. Monarca que para mantener su poder transpirenaico separó el marquesado de Gotia del resto de la Marca Hispánica, echándose de ese modo los cimientos de lo que habría de ser una primera Cataluña, cuya configuración se conecta generalmente con la figura de Vifredo el Velloso (878-897), hijo de Sunifredo e iniciador de la dinastía condal catalana. Ésta continuaría con Borrell I, más conocido como Vifredo II (898-912), Suniario (912-947), Borrell II (947-992), Ramón Borrell III (992-1017) y Berenguer Ramón I (1017-1035). Sin embargo, realmente —dice el historiador Soldevila— no puede hablarse para entonces de una Cataluña en verdad independiente, por las múltiples manifestaciones existentes de que los condados de Gotia, la Septimania al sur de los Pirineos, seguían considerándose más o menos vasallos del rey de Francia.


      A propósito del linaje carolingio de la primera Cataluña, la controversia continúa a día de hoy, desde el punto y hora en que la singularidad catalana se asocia a su origen norteño, de lo que deriva un cierto sentimiento de primigenia europeidad de Cataluña.7 Tesis determinista, un tanto maxweberiana, que se ha objetado con la siguiente antítesis:8 si el Imperio carolingio fuera el sello de una especial vinculación a Europa, los pobladores de los otros territorios de la Marca Hispánica —los de Pamplona y Jaca— serían tan singulares como los propios catalanes. Lo cual no sucede: navarros y oscenses (y demás aragoneses) no se identifican genéticamente con esa ascendencia histórica.


      Además, el intento de abandonar la impregnación y dependencia de lo carolingio —como luego veremos— fue lo que llevó a Cataluña a confederarse con Aragón bajo una misma corona. Señal de que el gran conde Ramón Berenguer IV prefería el escenario ibérico, con un nuevo estatus de rey para su hereu, en un cierto afán de equipararse a lo que sucedía en los demás territorios cristianos peninsulares.


       


       


       

      ¿Cuándo se hizo independiente Cataluña?


       


      Con las reseñas antes expresadas, la verdadera independencia catalana comenzó a hacerse efectiva con el conde Borrell II (947-992), coincidiendo con la debilidad de los últimos carolingios, en la segunda mitad del siglo X. Tiempo en el que Barcelona sufrió un duro saqueo desde el Califato de Córdoba en una de las expediciones de Almanzor (985). Momento en que el rey de Francia, Hugo Capeto, condicionó su ayuda a Borrell II a la promesa de mantenerle su vasallaje personal, a lo que el conde no accedió, comenzando entonces a asentarse una cierta emancipación que buscó apoyos en el papado de Roma frente al reino franco.


      Con ese primer impulso de fuerza propia, Barcelona se constituyó en núcleo territorial aglutinador de los demás condados, y buena muestra de ello es que después de haber sufrido la Ciudad Condal nuevas acometidas califales —esta vez del hijo de Almanzor—, el conde de Barcelona, Ramón Borrell III, intervino con sus mesnadas en una expedición sobre Córdoba, en apoyo de uno de los pretendientes moros que se disputaban los despojos del califato (1010).


      El sucesor de Borrell III, Berenguer Ramón I el Curvo (1017-1035), comprometió el futuro de la casa condal de Barcelona al dividir sus dominios entre sus hijos. Pero su primogénito, Ramón Berenguer I el Viejo (1035-1076), consiguió que, por renuncia de sus hermanos, sus territorios se reintegraran en un solo espacio, al que se unió el vasallaje del conde de Urgel, Armengol. Y fue el propio Ramón Berenguer I quien, en 1058, promulgó los cuatro cuerpos del código de los Usatges, que proveyó de un primer régimen jurídico a la naciente Cataluña. Algo muy importante en la época, pues el ejercer la Justicia era la muestra visible de la soberanía.


      A la muerte de Ramón Berenguer I, su primogénito, Pedro Ramón, en lucha por el poder, mató a su madrastra y enemiga Almodís, por lo cual hubo de renunciar a sus derechos condales, comenzando así la corregencia de los dos hijos de la finada: Ramón Berenguer II y Berenguer Ramón II, aunque por lapso muy breve, por el fratricidio de Berenguer Ramón sobre su hermano. E incapacitado que fue por ese crimen, la corona condal pasó al hijo del muerto Ramón Berenguer II, que se coronó con el nombre de Ramón Berenguer III (el Grande, 1082-1131), quien acometió la conquista de Baleares, un foco de piratería mora, en alianza con varias repúblicas de Italia; pero que pronto se perdieron por la llegada de una gran flota del sultán Muhammad ibn Alí ibn Ganiya. Acometió una primera política territorial merced a su tercer matrimonio, con Dulce de Provenza (1112).


      A propósito de Ramón Berenguer III, debe recordarse que estando acampado cerca de la frontera de Cataluña el Cid Campeador, ayudando al rey moro de Zaragoza Muqtádir, tuvo un enfrentamiento con el conde, que fue derrotado (y hecho prisionero). Años después (1098), el Cid convino, con gran ventaja, el matrimonio de su hija María con el conde catalán en las que fueron sus primeras nupcias. Lo que demuestra que en el siglo XI había una gran osmosis guerrero-caballeresca: todos los cristianos se consideraban pertenecientes a un mismo pueblo, hablaran catalán o castellano, dos idiomas que cada uno utilizaba frente al otro, sin necesidad de intérpretes de ninguna clase.


      Y así termina, aquí y ahora, la relación de sucesiones condales, un tanto compleja, pero de conocimiento muy recomendable para llegar al principal conde de Barcelona: Ramón Berenguer IV, quien, por su matrimonio con Petronila, la hija de Ramiro II el Monje de Aragón, inauguraría la verdadera historia de la Corona de Aragón, según pasamos a ver.9


       


       


      RAMÓN BERENGUER IV: LA CORONA DE ARAGÓN10


       


      La muerte del rey de Aragón y Navarra (las otras dos piezas de la anterior Marca Hispánica), Alfonso I el Batallador (1134), sin herederos directos, planteó en sus territorios el difícil problema de la sucesión. Y aunque en su testamento, Alfonso había testado a favor de las órdenes militares del Santo Sepulcro, del Temple y del Hospital de Jerusalén, esa voluntad no fue acatada por los nobles aragoneses y navarros, que en la parte de Aragón eligieron como rey a un hermano de Alfonso, Ramiro, en tanto que los navarros se separaron para elevar al solio real a García Ramírez IV.


      El nuevo rey de Aragón, Ramiro II el Monje (reinante sólo de 1134 a 1137), abandonó su estado religioso (y de ahí su sobrenombre) para ceñir una corona que estaba en grave peligro de desaparecer, por el poderoso rival que era el rey de Castilla Alfonso VII, el Emperador, cuyos deseos de absorción no veían con buenos ojos ni los aragoneses ni los catalanes. De lo cual surgió la solución: el matrimonio de Ramiro e Inés de Poitiers, del que nació Petronila, quien a los dos años de edad fue aclamada como reina de Aragón (reinó de 1137 a 1164); simultáneamente con el compromiso de que la infantil monarca matrimoniara con el conde de Barcelona, Ramón Berenguer IV (1131-1162). Se formó así la Corona de Aragón, comprensiva de los territorios aragoneses y catalanes, confederados entre sí.


      Ese compromiso de casamiento fue una verdadera obra maestra de Ramón Berenguer, al conseguir que Ramiro II le diera a su hija por esposa, con la dote de todo su reino y renunciando él mismo a todos sus derechos. De manera que Ramón Berenguer quedó como soberano de facto durante doce años, hasta el matrimonio con Petronila, enlace que se produjo en 1151, al cumplir los 15 años su desposada. De modo que a partir de ese momento el Reino de Aragón y el Principado de Cataluña tuvieron un mismo monarca, conservando cada uno de ellos sus propias instituciones, en una egida de Petronila como reina y de Ramón Berenguer como Príncipe y Dominador de Aragón.


      Ramón Berenguer IV buscó, y encontró, en su relación confederal con los aragoneses no sólo el dominio de extensos territorios, sino, sobre todo, el título real que la infanta Petronila aportaba a su linaje. A fin de ser verdadero rey, sin ningún coste, sino todo lo contrario, por ese título; y sin tener que entrar en enojosas pugnas con el rey de Francia, que como soberano aún tenía cierta ascendencia sobre lo que había sido la Marca Hispania. Por eso, Cataluña nunca fue reino, siendo su soberano el rey de Aragón, que se ceñía la corona común a ambos territorios.


      Esa expresión, «Corona de Aragón», empezó a difundirse en tiempos de Pedro II el Católico (1196-1213); y excepcionalmente, reinando su sucesor, Alfonso III el Liberal, se utilizó por un tiempo la expresión «Corona de Aragón y Cataluña», Corona Aragonum et Cataloniae. Pero a la postre prevaleció la inicial forma, más concisa, de Aragón, a veces, con algún adjetivo reverente, como el de «Sacrosanta Corona de Aragón».


      La unión de catalanes y aragoneses en una misma corona (1164) obligó a resolver una serie de problemas de límites, pues las dos partes aspiraban a la conquista del reino moro de Valencia, con intereses también a compartir en el mediodía de Francia. Cuestiones que pudieron solventarse pacíficamente, con el hecho destacable de que, al principio de confederarse los dos territorios, Aragón se mostró remiso a seguir la política mediterránea de Cataluña.


      Con la perspectiva histórica que da el tiempo, la principal obra de Ramón Berenguer IV fue evitar que Aragón pasara al dominio de Castilla, uniéndolo en cambio a Cataluña. Con lo cual se abrieron amplios horizontes a los aragoneses, desde el punto y hora en que el conjunto formado pudo intentar extenderse desde entonces hacia los cuatro puntos cardinales: al norte por las tierras de la Francia meridional, Occitania, donde resonaba una lengua emparentada con el catalán y el altoaragonés; hacia el sur por la España todavía en gran parte musulmana; hacia el oeste, por Navarra, y hacia el este por el Mediterráneo.


      Con el tiempo, la Corona de Aragón abarcó cuatro territorios dentro de lo que hoy es España: las tres provincias aragonesas, Cataluña, Valencia y Mallorca. Y fuera de España, por tiempo más o menos largo, estuvieron los dominios de Córcega, Cerdeña, Sicilia, Nápoles y ciertos territorios en Grecia. Una plenitud con altibajos pero que comenzó a declinar, sobre todo en política exterior, cuando Fernando el Católico mancomunó sus posesiones con Isabel de Castilla. Una unidad personal que políticamente caracterizó a la monarquía hispánica durante todo el lapso del reinado de los Reyes Católicos y de los Austrias (1516-1700).


      Y fue dentro de ese confederalismo cuando se organizó —y lo hizo el propio Fernando— el Consejo de Aragón. Uno de los varios que en lo sucesivo presidiría el rey de todas las Españas, que en el caso de Aragón incluía los territorios peninsulares propios y del Mediterráneo: Sicilia y Nápoles. Hasta que en 1556, estos últimos se agregaron con el Milanesado —adquirido por Carlos V tras la batalla de Pavía (1525)— para depender de un nuevo Consejo de Italia.


       


       


      EL SUEÑO DE UN ESTADO A AMBOS LADOS DE LOS PIRINEOS


       


      En su testamento, Ramón Berenguer IV dejó a su primogénito Ramón —que en honor de Alfonso I el Batallador sustituyó su nombre por el de Alfonso— sus dominios del Condado de Barcelona, salvo la Cerdaña, el señorío de Carcasona y sus derechos a Narbona, que pasaron por herencia a su otro hijo, Pedro.11 Y de su madre, Alfonso II recibió el Reino de Aragón en sentido estricto; iniciándose así la genealogía de los reyes que figura en el Cuadro 1.1, útil para toda la secuencia histórica que sigue.


      El reinado de Alfonso II marcó el máximo de expansión catalanoaragonesa por el sur de Francia, en tanto que el de Pedro significó la pérdida irreversible de la mayor parte de esos territorios ultramontanos.


       


       


      Alfonso II el Casto


       


      Alfonso II extendió sus dominios hacia el sur, conquistando a los moros el espacio desde el Ebro hasta las fuentes del río Guadalope, llegando así al Alfambra, y al Guadalaviar (Turia en Valencia), ya en la proximidad de la actual ciudad de Teruel.


      Casó Alfonso II con Sancha, hija de Alfonso VII el Emperador, rey de Castilla, y luchó a su lado contra Navarra, como también le ayudó en la conquista de Cuenca (1177). Además, por el Tratado de Cazola (Soria, 1179), se fijó la línea divisoria entre las dos coronas para la reconquista que aún quedaba de cara a la España musulmana, límite que después de varios incumplimientos por ambas partes se pactaría nuevamente, ya más al sur, por el Tratado de Almizra de 1244, según veremos.


      En los últimos años de su reinado, Alfonso II cambió su política, aliándose con Navarra contra Castilla (1190), firmando convenios con el Reino de León (escindido entonces de Castilla) y con Portugal. Lo cual nos revela, en pocas palabras, que desde el comienzo de la Corona de Aragón hubo toda una serie de alianzas y guerras con los otros reinos cristianos peninsulares, en el sentimiento común de que eran parte de una misma España cristiana frente a Al Ándalus, en contra de lo que generalmente se expresa desde algunas tendencias históricas, que quieren hacer la historia del Condado de Barcelona (y del propio Aragón) como una especie de ente aparte de los territorios ibéricos en el largo Medioevo.12
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      Para más allá del recinto peninsular, durante el reinado de Alfonso II se dibujaron las directrices de la política internacional que había de seguir la Corona de Aragón: de un lado, tratar de mantener los dominios en la Francia meridional, para lo cual Alfonso II se hizo reconocer en Arlés como conde de Provenza. Y con su hábil política pactó con el conde de Tolosa, y recibió el homenaje de los señores de Nimes, Beziers, Carcasona y otras ciudades, consiguiendo así poner bajo su dominio toda la Galia meridional, desde Niza hasta el Atlántico, por lo que recibió el simbólico nombre de Emperador de los Pirineos.13


      Por otro lado, Alfonso II fue el primero en valorar el Mediterráneo como un área de expansión futura. Y con el antecedente de la expedición de Ramón Berenguer III, proyectó la conquista de las islas Baleares, en asociación a Guillermo II de Sicilia, proyecto que sin embargo no fue adelante. También en ese tiempo se establecieron las primeras relaciones con Cerdeña, que sería, a partir de entonces, un permanente objeto de deseo, con dificultades siempre para consolidar su dominio.


      Alfonso II aparece en los documentos de la época como un monarca activo, dotado de sentido político, hábil y de carácter benigno, y que por sus morigeradas costumbres recibió el sobrenombre de «el Casto». Por otro lado, la Gaya Ciencia14 tuvo en el primer rey de la Corona de Aragón un decidido protector, a lo que los trovadores correspondieron ensalzando al monarca en sus cantos.15 Y a él se debe también la formación del cartulario conocido con el nombre de Liber Feudorum Major que se conserva en el Archivo de la Corona de Aragón en Barcelona, y que fue un precedente del ulterior desarrollo cartográfico, ligado a la expansión catalanoaragonesa por el Mediterráneo.


       


       


      Pedro II el Católico y las Navas de Tolosa


       


      En Roma, Pedro II (rey entre 1196 y 1213) fue coronado rey por el papa Inocencio III, declarándose entonces la Corona de Aragón como feudataria de la Santa Sede (1204), lo que causó gran descontento entre la nobleza. E, igualmente, fue mal recibida la creación del impuesto de monedaje.16 La protesta ante esas inconveniencias se manifestó en la agrupación de la nobleza y las ciudades de Aragón en una causa común que andando el tiempo daría lugar a la poderosa Unión aragonesa.17


      En lo concerniente a la relación con los otros territorios peninsulares, Pedro II rectificó la orientación de su padre contra Castilla, para aliarse con Alfonso VIII frente a los almohades: la tercera gran invasión del norte de África, después de la de Tarik y Muza (siglo VIII), los almorávides (siglo X), los almohades (siglo XI), y los benimerines (siglo XIV). Lo que demuestra —ya se dijo antes— que los reinos cristianos se unían casi siempre contra el enemigo común que era el islam.


      Dentro de esa alianza, Pedro II tomó parte en la crucial batalla de las Navas de Tolosa (1212). Con gran valor y brillantez, como se aprecia en la Crónica general de Alfonso el Sabio, donde se dice que los ejércitos de Pedro «acabaron allí con las dudas de la victoria». Debiendo subrayarse que ese gran combate fue el más importante de toda la Reconquista: en él se consiguió la llave para abrir la puerta de Andalucía: lo más extenso, rico y arabizado de todo Al Ándalus. Y en la ocasión, el apoyo a Castilla de los reyes de Aragón y Navarra tuvo una extraordinaria significación, mostrando, una vez más —en contra de lo que la historiografía secesionista pretende a veces—, que una parte de España siempre ayudaba a la otra frente al islam.


      Ante la presión continua de la invasión almohade, Alfonso VIII de Castilla consiguió del papa Inocencio III que diera carácter de cruzada (con las indulgencias correspondientes a quienes participasen en ella) a la magna expedición que estaba preparando contra los invasores para el verano de 1212.


      El rey de Aragón, Pedro II, consiguió llegar a tiempo de participar en el primer hecho de armas, que fue la toma de la fortaleza de Malagón, donde pasaron a cuchillo a casi todos los musulmanes que allí había. Tras lo cual, los cruzados ultramontanos (de allende los Pirineos), desilusionados por el parco botín conseguido y sufriendo del calor y la sequía a que no estaban acostumbrados, se retiraron en masa, con el arzobispo de Burdeos y el obispo de Nantes al frente, quedando sólo Arnaud Amalric, el arzobispo de Narbona, de origen catalán. Una huida que se compensó con la incorporación del rey Sancho IV, el Bravo, de Navarra, que en la lucha ganó para su reino el todavía actual blasón de las cadenas.


      La batalla se libró el lunes 16 de julio de 1212, con espantoso desastre para los musulmanes, y la gran victoria trascendió a toda la cristiandad como la gran victoria de los tres reyes: de Castilla, Aragón y Navarra.


      A partir de esa gran gesta, los trovadores ensalzaron al rey, al ver en él un príncipe pródigo, galante y esforzado. Y fue con Alfonso VIII con quien Pedro II firmó un tratado local de límites en el área Agreda-Tarazona, como consecuencia del cual el gran macizo del Moncayo, que estaba en controversia con Castilla, pasó a Aragón.


      En cuanto a los dominios en Francia, es preciso narrar lo sucedido en la infancia del hijo de Pedro II, que sería Jaime I el Conquistador. Concebido con la noble provenzal María de Montpellier, Jaime nació en la ciudad occitana de ese nombre el 12 de febrero de 1208, en circunstancias difíciles: su padre habría repudiado a su madre, diciéndose que sólo había decidido engendrar un hijo por presiones de nobles y eclesiásticos, que temían por la falta de sucesor.


      Las circunstancias señaladas fueron el origen de un notorio rechazo de Pedro II hacia el infante Jaime, a quien no conoció sino dos años después de su nacimiento, para entonces pactar su entrega en tutela al Señor de Tolosa —que tenía grandes estados en toda la Francia meridional—, Simón de Montfort (1211), con la idea de que, a la llegada de su edad núbil, Jaime casaría con la hija de Montfort, de nombre Amicia. Y fue en ese trance cuando el niño, futuro rey, fue recluido, en prenda, en el castillo de Carcasona, donde permaneció seis años, hasta 1214, cuando el papa Inocencio III obligó a Montfort a devolverlo a los barones catalanes, que lo promovieron al trono inmediatamente, después de la muerte de Pedro II (1213).


      Dentro de la complejidad de la historia del pacto de Pedro II con Montfort, se esperaba que Pedro II no tomara partido a favor de la secta de los albigenses,18 violentos rebeldes contra la Iglesia papal por los abusos y la corrupción de curas y prelados, y por ello considerados herejes y contrarios a la autoridad papal de Roma. Pero al final, Pedro II —tras volver victorioso con su ejército de la batalla de las Navas de Tolosa— se unió a ellos para defender los territorios aragoneses al norte de los Pirineos frente a las apetencias del ambicioso Simón de Montfort. Con él se enfrentó en la batalla de Muret (12 de septiembre de 1213), en la que Pedro II fue derrotado y muerto, quedando así vacante la corona de Aragón, con la mencionada promoción al trono de su hijo Jaime por los nobles.


      El desastroso resultado de Muret constituyó el precedente del Tratado de Corbeil de 1245, al que luego nos referiremos, que marcó el final de la proyectada confederación catalano-aragonesa a ambos lados de los Pirineos. Así las cosas, desde entonces, la política de la Corona de Aragón se centraría en la península Ibérica y el Mediterráneo, quedando más allá de los Pirineos sólo los condados del Rosellón y la Cerdaña, donde la lengua catalana prosperó.


       


       


      JAIME I EL CONQUISTADOR


       


      La Corona de Aragón, formada y consolidada de la manera y en el tiempo que hemos visto por Alfonso II y Pedro II, prosiguió su marcha hacia el Mediterráneo y el sur, teniendo una primera culminación en la brillante figura de Jaime I el Conquistador, quien inició la efectiva expansión mediterránea con la conquista de Mallorca, siendo también él quien fijó la frontera sur con la incorporación del reino moro de Valencia (1238) (véase el mapa 1).


       


       


      Primeros tiempos y conquistas


       


      En la orfandad más absoluta —como ya hemos visto—, Jaime fue jurado conde de Barcelona en Lérida en 1214, con ocho años; y en septiembre de 1218 se celebraron las Cortes generales de aragoneses y catalanes, en las que se le declaró mayor de edad, a los doce años, asumiendo entonces todas sus potestades de rey.


      Durante casi los primeros tres lustros de su reinado, hasta que cumplió los 27, Jaime I mantuvo permanentes luchas con la díscola y levantisca nobleza aragonesa —ya comentada antes por su propósito de defensa de sus privilegios—, litigio que terminó con la llamada Concordia de Alcalá (marzo de 1227), que marcó el triunfo del rey en la ocasión. De ese modo se alcanzó la necesaria estabilidad de la Corona para emprender sucesivas campañas contra los musulmanes, en las que siempre hubo amplios contingentes de caballeros catalanes y aragoneses, en contra de lo que se pretende ahora por el nacionalismo secesionista, que presenta a los socios occidentales de Cataluña como los de un país, en lenguaje actual, subdesarrollado, lo que en absoluto fue cierto.19


       


      MAPA 1. La configuración de la Corona de Aragón durante el reino de Jaime I


      [image: 043.jpeg]


      Fuente: Enciclopedia Larousse en español.


       


      La conquista de Mallorca se inició el 5 de septiembre de 1229, al zarpar Jaime —al mando de una escuadra compuesta por 155 naves, que llevaban a bordo 1.500 caballeros y 15.000 soldados, efectivos que se dieron a la vela desde Salou—, quien rindió Mallorca, por entonces en manos de Abú Yahya, gobernador almohade semiindependiente. La mayoría de los derrotados musulmanes fueron esclavizados o huyeron a África.


      La ulterior gran hazaña de Jaime I fue la reconquista de Valencia, que se hizo con fuertes efectivos tanto catalanes como aragoneses. De hecho, la acción militar se preparó cuando Jaime I, en 1231, se reunió con el noble aragonés Blasco de Alagón y con el Maestre de la Orden Militar del Hospital en Alcañiz, con quienes el rey fijó el plan de conquista que comenzó en 1233 y terminó en 1245, con la ocupación de las actuales provincias de Castellón y Valencia.


      De misma fecha de 1245 fue la del ya referido Tratado de Almizra, convenio que suscribieron Jaime I y su yerno, el infante Alfonso, luego rey de Castilla con el número de X, y que recibiría el sobrenombre de «el Sabio». Conforme a ese acuerdo, se delimitaron las áreas de expansión sobre territorio musulmán en la península Ibérica, entre Castilla y la Corona de Aragón. De modo que la actual provincia de Alicante sería el área terminal de la Corona aragonesa, quedando el reino moro de Murcia para la Corona castellana. Un escenario en el que Jaime I tuvo un caballeroso comportamiento con ocasión de sublevarse los moriscos de Murcia contra el dominio de su yerno: fue el Conquistador quien recuperó Murcia, para devolvérselo a su legítimo dueño, Alfonso X de Castilla, según lo acordado en el Tratado de Almizra.


      Culminada la conquista de Valencia, y tras una serie de vicisitudes, Jaime aceptó poner fin a sus pretensiones territoriales transpirenaicas sobre los territorios perdidos con la batalla de Muret de 1213, que en su tiempo habían pasado al Señor de Montfort y luego a los reyes de Francia. De modo que por el Tratado de Corbeil (1258, suscrito por Jaime con Luis IX, luego san Luis) se consagró la retirada ultrapirenaica catalanoaragonesa, conservándose sólo, allende la cordillera, el Rosellón y la Cerdaña. Luis IX desistió de sus derechos, como descendiente que era de Carlomagno, sobre los territorios de la antigua Marca Hispánica y sus ulteriores expansiones. De esa manera se delimitó el definitivo espacio de la Corona de Aragón como confederación, que integraban los territorios estrictamente aragoneses, Cataluña, y los recién nacidos reinos de Mallorca y Valencia, amén de los dos citados condados ultrapirenaicos, cuya pérdida definitiva se consumó en la Paz de los Pirineos de 1659.


       


       


      Senectud y reflexiones


       

       


      Hasta el final de su vida, Jaime I fue un caballero lleno de fantasía, como se manifestó en su tentativa de llevar a cabo una cruzada a Tierra Santa (1269), hacia la cual llegó a embarcarse, aunque retornó en poco tiempo por controvertidas razones. Si bien su hijo bastardo Pedro Fernández, y sus mesnadas, siguieron en la aventura, que les llevó hasta San Juan de Acre (hoy en territorio de Siria), en lo que generalmente se considera como el preludio de las hazañas de los almogávares20 en sus expediciones por el Mediterráneo oriental.


      Los últimos años del reinado de Jaime fueron casi tan calamitosos como su minoridad. En 1272, las luchas entre el infante heredero, que luego sería Pedro III, y el hijo bastardo Fernán Sánchez de Castro provocaron alteraciones en las tres partes de la Corona de Aragón. Y los moriscos de Valencia se sublevaron, viéndose obligado el monarca a acudir personalmente a sofocar el levantamiento, lo que contribuyó a agravar su ya declinante estado de salud, muriendo en Alzira en 1276, cuando retornaba de esa campaña camino de la ciudad del Turia.


      Tras la más larga permanencia en el trono (51 años) de todos los reyes cristianos de la Reconquista, Jaime I murió a los sesenta y ocho, el 27 de julio de 1276. Y en Alzira permanecieron sus restos mortales, depositados en la iglesia de Santa María de Valencia hasta mayo de 1278, cuando fueron trasladados a Poblet, donde hoy siguen venerándose en uno de los más hermosos monasterios que es el mausoleo de los reyes de Aragón.


       


       


      Idea de España


       


      Jaime I tenía una clara idea de lo que era España como conjunto. Así lo evocó en el siguiente texto mi colega Luis Ramírez Beneytez, que por largos años residió en Cataluña:


       


      Poder leer las memorias de Jaime el Conquistador en el catalán de entonces es estupendo. Lo que escribe cuando vuelve fracasado del Concilio de Lyon, adonde acudió para que el papa lo coronase. Lleva una corona «feyta amb lo aur e amb peres precioses que ens había de posar damunt la testa y que en Lió no en trovaría una altra tan valuosa». Pero el papa le pidió unos atrasos que se le debían desde tiempos de su padre, Pedro II, amén de soldados y barcos prometidos y no cedidos para las cruzadas a Tierra Santa.


       


      ¡Pedirle dinero a un catalán! Jaime se enfadó, y se explica su enfado recordando lo mucho que había hecho por el papa y por la cristiandad. Así que se marcha sin ser coronado. «Ves, amb la bendició de en nostre Señor», le dijo el papa. «Y salieron fuera y cabalgaron... y haciendo galopar su caballo hicieron una gran exhibición, tanto que los franceses dijeron: el rey no es tan viejo como decían, que aún podría dar a un turco gran lanzada.»


       


      Y dijo Jaume: «Barons, ens podem anar, amb corona o sense corona, que avui es honorada tota Espanya». Así lo escribió don Jaime el Conquistador, quien no habló en esa ocasión ni de Cataluña ni de Aragón: habló de toda España, consciente de que lo que había dejado en su tierra, Castilla, León, Aragón, en guerra de reconquista para liberarla y conformarla.21


       


      El rey conquistador, que consideró a Cataluña como rectora de toda la España de su tiempo, contribuyó a la normalización del Derecho y a la transformación de las Cortes, con perfil diferenciado para cada uno de sus territorios. Como igualmente marcó el desplazamiento del centro de gravedad de la monarquía desde las tierras del interior, como sucedía con la primigenia confederación catalanoaragonesa, a la costa mediterránea.22


       


       


      Juicio histórico


       


      Como elementos positivos del reinado de Jaime I cabe señalar las ya expuestas conquistas de Mallorca y Valencia, así como el hecho de que el heredero de la Corona que luego sería Pedro III (hijo del segundo matrimonio de Jaime I con Violante de Hungría) casara con Constanza II de Sicilia, lo que daría definitivo impulso a la expansión mediterránea de la Corona de Aragón. Debiendo destacarse, además:


       


      •     El impulso dado al comercio, de lo que fue clara expresión el Llibre del Consolat de Mar, primer código de la actividad comercial marítima.


      •     La protección otorgada a los judíos, que proporcionaron grandes avances en la medicina, la cultura y las finanzas.


      •     La normalización jurídica, con figuras como Raimundo de Peñafort o Vidal de Canellas, que impulsaron la restauración de un Derecho originariamente romano pero ya diferenciable como propio.


      •     La consolidación de instituciones generales como las Cortes y los ayuntamientos.


      •     El progreso de las letras, con el rey como uno de los grandes protagonistas del Llibre dels fets o Crónica, primera gran narración medieval escrita con fórmula autobiográfica, aunque puesta en duda por algunos historiadores en cuanto a la autoría del rey.


      •     Particularmente penoso fue el testamento del rey, separando las piezas de la corona: a su hijo Pedro (III), le adjudicó Aragón, Cataluña y Valencia. En tanto que el Reino de Mallorca, con el Rosellón y la Cerdaña lo dejó a su hijo Jaime (II).


       


      Con todo, y por razones diversas, los juicios políticos sobre la figura de Jaime I dependen de la parte de la Corona de Aragón desde la que se enfoque su historia. De modo que los historiadores estrictamente aragoneses critican que no diera acceso al reino por la costa de Valencia, así como la fijación del límite catalanoaragonés en los ríos Cinca y Noguera Ribagorzana, lo que supuso la adjudicación final de la actual provincia de Lérida a Cataluña, lo que también contribuyó a que perdiera fuerza la confederación que formaban Aragón y Cataluña desde cien años atrás. Y está claro, igualmente, que, en el marco de la Corona de Aragón, Jaime I obtuvo un gran triunfo sobre la nobleza aragonesa, al convertir las tierras conquistadas en Valencia en un reino único, con usos propios comprendidos en els Furs, en vez de haber dividido las tierras conquistadas entre Aragón y Cataluña. En cambio, para los observadores de Baleares y Valencia, Jaime I fue un gran rey: el padre fundador de los dos reinos, el creador de sus señas de identidad.


      También se enjuicia a veces negativamente el reinado de Jaime I, pues con la conquista y la creación de los reinos de Mallorca y Valencia, la Corona de Aragón pasó a ser una unión confederal bastante laxa de cuatro partes. Lo cual mermó su potencial, sobre todo por comparación con Castilla, que ya por entonces tenía una configuración mucho más centralista (salvo el caso de los señoríos vascos), lo que permitía —siempre que la nobleza no lo impidiera— una mayor efectividad. En definitiva, el deseo de cada parte de la Corona de Aragón de preservar sus propios privilegios —y Cataluña siempre estuvo en ello a la cabeza— mermó mucho las posibilidades de la confederación en su devenir dentro de España y en su capacidad de expansión extrapeninsular.


       


       


      PEDRO III EL GRANDE


       


      Al heredar de su padre Jaime I, a Pedro III (reinó entre 1276 y 1285) sólo le quedaba —por las razones expuestas— un frente de expansión: el Mediterráneo. Por ello, tras someter a los moriscos sublevados en Valencia, combatir la anarquía reinante en los últimos años del reinado de su padre y sofocar la revuelta de los barones de la Cataluña occidental, obligó a su hermano Jaime II de Mallorca a declararse feudatario suyo.


      Pedro III tejió una vasta red de apoyos exteriores, aprovechando la circunstancia de que se hallaban refugiados en su reino los infantes de la Cerda, que competían por la Corona de Castilla con Sancho IV el Bravo. Y con su virtual prisión de esos dos infantes en Aragón, adonde habían huido, Pedro III se aseguró la amistad del rey castellano hasta tiempos de Fernando IV, cuando el conflicto se resolvió.23 Por otra parte, casó a su hija Isabel con Dionís de Portugal, y gestionó el matrimonio de su primogénito Alfonso con Leonor de Inglaterra.


      Una vez pacificados sus reinos de la forma descrita, Pedro III aprovechó la violenta revuelta en Sicilia contra su ocupante extranjero, Carlos de Anjou —hijo del rey de Francia—, durante las llamadas Vísperas Sicilianas (1282). Y haciendo valer los derechos de su esposa Constanza —hija de Manfredo, rey de Sicilia—, el 7 de julio de 1282, zarpó de Portfangós al frente de poderosa escuadra, aparentemente para ayudar a un príncipe tunecino, pero en realidad con el proyecto de conquistar Sicilia, a solicitud de los sicilianos contrarios a Carlos de Anjou.


      Realizada la conquista rápidamente, Pedro regresó a Cataluña, mientras su esposa Constanza quedó como regente en Sicilia, acompañada por el legendario almirante Roger de Llúria (en la memoria histórica, al lado de Roger de Flor), en lo que fue un gobierno admirable según las crónicas. Hasta que en 1297, después de visitar al papa en Roma, Constanza decidió volver a Barcelona, donde murió en 1302. Fue mencionada en el «Purgatorio» de la Divina Comedia por Dante, con la frase siguiente: «genitrice de l’onor di Cicilia e d’Aragona».


      Retrotrayéndonos ahora en la historia, la contraofensiva de Anjou por su pérdida de Sicilia no se hizo esperar. Y al estilo caballeresco, el francés medieval desafió al rey de Aragón a combatir personalmente, por lo que Pedro III acudió a Burdeos, lugar designado para la pugna. Y fue en esas circunstancias cuando el papa Martín IV, aprovechando que la Corona de Aragón era feudataria del Pontífice, le desproveyó de sus reinos para concedérselos a Carlos de Anjou.


      Para posesionarse del trono papalmente otorgado, Carlos de Anjou obtuvo del pontífice los beneficios de cruzada, y con el apoyo del propio hermano de Pedro III, Jaime II de Mallorca, entró con sus fuerzas por distintos pasos de los Pirineos para poner sitio a Gerona, que cayó en su poder. Pero derrotada su flota en el mar y atacadas sus tropas de tierra por la peste, los intrusos hubieron de retirarse, siendo diezmados por los almogávares en los Pirineos, en el Coll de Panisars.


      Pedro III, recuperada por las armas la plenitud de su poder real, hubo de vérselas con los aragoneses que, disgustados por los tributos derivados de la Guerra de Sicilia, habían formado la antes aludida Unión Aragonesa, a la que el rey hubo de otorgar el llamado Privilegio General, en confirmación ampliada de sus fueros. Al tiempo, concedió una nueva «Constitución» a los catalanes, en las Cortes de Barcelona de 1284.24 Como se ve, en pleno feudalismo, el rey había de aplacar continuamente a sus nobles, que le discutían la autoridad con las armas en la mano.


      Por el carácter caballeresco de sus empresas, tan del gusto medieval, Pedro III fue renombrado el Grande, hasta el punto de que el historiador Desclot25 le llamó «segon Alexandre per cavalleria e conquesta». Y Dante hizo su elogio en la Divina Comedia: «D’ogne valor portò cinta la corda»; como también, posteriormente, fue enaltecido por Boccaccio y el propio Shakespeare.


      El historiador Soldevila consideró a Pedro III político superior a su padre Jaime I,26 pero Rovira i Virgili sostiene que la grandeza de Pedro era de valor dramático más que político. «Fue, sin duda, un gran carácter, pero no nos atrevemos a decir que fuese gran estadista. Su figura es principalmente la de un héroe.»27


      Antes de morir Pedro III en 1285, nuevamente prevaleció el sentido patrimonialista real: el moribundo monarca dividió sus reinos entre sus hijos Alfonso (III, el Franco, o el Liberal) y Jaime (II, el Justo), dejando al primero Aragón, Valencia y el Principado de Cataluña, y al segundo, Sicilia.


       


       


      ALFONSO III EL FRANCO Y JAIME II EL JUSTO


       


      Alfonso III (que reinó entre 1285 y 1291), siendo príncipe, llevó a cabo la conquista de Ibiza, y luego, ya como rey, la de Menorca; completándose, pues, el pleno control del archipiélago balear. Y en sus relaciones exteriores tuvo relevancia su política de amistad con los reyes moros de Granada, Túnez y Tremecén (en la actual Argelia), y con el más lejano sultán de Egipto. Reinos mediterráneos, todos ellos, con los que ya había un comercio más que incipiente. Por otro lado, y para calmar las revueltas de la siempre difícil Unión Aragonesa, concedió nuevos privilegios a su favor.


      Tras un reinado de sólo seis años, Alfonso III murió en 1291, sin descendencia, sucediéndole entonces su hermano Jaime, rey de Sicilia, que reinaría como Jaime II (de 1285 a 1327). Monarca de fuerte personalidad, intentó rectificar las fronteras occidentales y meridionales de sus reinos pensando incluso en reunir a todos los Estados cristianos de la península Ibérica contra los sarracenos, en lo que fue una clara visión del ulterior Reino de España.


      Con ese sentido de entendimiento peninsular contra el islam, Jaime II cooperó con Sancho IV el Bravo en la conquista de Tarifa (1292), para luego intervenir en la guerra civil castellana a favor del ya mencionado infante Alfonso de la Cerda, durante la menor edad del castellano rey Fernando IV. Contienda en la que el propósito de Jaime era incorporar a sus reinos Murcia y Cuenca, aunque a la postre sólo pasaron a su poder una serie de ciudades: Elche, Orihuela, Guardamar y otras plazas de lo que hoy es la provincia de Alicante. Ulteriormente, Jaime II se unió a los castellanos para la toma de Gibraltar por Alfonso XI y también para poner sitio a Almería.


      La habilidad diplomática de Jaime II se puso de relieve en la firma del tratado de Anagni (1295), que representaba la paz entre sus reinos, Francia y el papado, lo que le permitió hacerse con el dominio de Córcega; y también de Cerdeña, lo que obligaría a sucesivas guerras contra la República de Génova.


      En el reinado de Jaime II tuvo lugar la famosa expedición de catalanes y aragoneses a Oriente, para ayudar al Imperio bizantino en lucha contra los turcos, que fueron rechazados hasta muy dentro en la península de Anatolia. Y en esa misma gran empresa catalana (Magna Societas Cathalanorum, como se designó), los almogávares —con una visión a largo plazo superior a lo habitual en ello (precisada en la nota número 20)—, vencieron al duque franco de Atenas (1311), para ocupar los ducados de Atenas y Neopatria durante tres cuartos de siglo.


      Al final de su vida, Jaime II hizo una Declaración de indivisibilidad de los reinos de la Corona de Aragón, en la idea de poner fin a la política patrimonialista de los reyes a la hora de testar.


       

       


       


      LOS ÚLTIMOS REYES DE LA DINASTÍA CATALANOARAGONESA


       


      La amplia visión política de Jaime II no fue compartida por los siguientes monarcas aragoneses del siglo XIV: Alfonso IV, Pedro el Ceremonioso, Juan I, y Martín I el Humano, quienes vivieron más aislados de los asuntos exteriores, a lo que contribuyeron los estragos de la peste negra a la que luego nos referiremos.


       


       

       


      Alfonso IV el Benigno


       


      Alfonso IV (que reinó brevemente, entre 1327 y 1336), ayudó a su cuñado Alfonso XI de Castilla en la guerra contra Granada, pero hubo de desistir de esa empresa por la rebelión de la isla de Cerdeña, instigada por los genoveses. Sofocó la insurrección, y reprimió a los rebeldes sardos, confiscándoles sus bienes. Y para evitar nuevos movimientos de rebeldía, ordenó la repoblación de la isla con catalanes, valencianos y aragoneses.


      El sobrenombre de Benigno, con que se designa a este monarca, concuerda perfectamente con las noticias que respecto a su carácter afable y sencillo transmiten las crónicas de la época. Le faltaron, en cambio, dotes de político y diplomático.28


       


       


      Pedro IV el Ceremonioso


       


      Tras el breve reinado de Alfonso IV, le sucedió su hijo Pedro IV el Ceremonioso (reinante entre 1336 y 1387), que se encontró con una serie de discordias familiares a causa del cumplimiento del testamento de su padre. Tuvo que luchar también contra la Unión Aragonesa, cuya rebelión adquirió mayor violencia, viéndose obligado el monarca a confirmar, en las Cortes de Zaragoza de 1347, los privilegios de la Unión; y al año siguiente, los exigidos por los valencianos. Aunque después de vencer a los aragoneses en la batalla de Épila (1348), y en Mislata (1348) a los valencianos, los privilegios de ambos reinos fueron abolidos durante la vida del monarca; rasgando en esa acción —según la leyenda— con un puñal los fueros de Aragón, por lo cual fue conocido como Pere el del Punyalet.


      En sus relaciones con Castilla, Pedro IV pactó con Pedro I el Cruel para oponerse a los benimerines, y una escuadra catalana vigiló el Estrecho de Gibraltar y contribuyó a la toma de Algeciras. Pero en 1356 surgió la guerra entre Aragón y Castilla, a consecuencia de un incidente ocurrido en Cádiz: al apresar un almirante catalán dos naves castellanas, de modo que durante varios años la lucha asoló ambos territorios, rompiéndose con frecuencia las treguas establecidas.


      Fiel al proyecto de Jaime II, Pedro el Ceremonioso trató de reintegrar a la corona aragonesa todos los territorios que habían formado parte de ella. Así, después de rápidas campañas ocupó el Rosellón en 1344 y luchó encarnizadamente contra el rey Jaime III de Mallorca, a quien desposeyó de su reino tras vencerlo en la batalla de Lluchmayor. Respecto a Cerdeña, pactó con Venecia para de ese modo vencer a los genoveses. Más concretamente, en 1354 una flota aragonesa conquistó el Alguer, ciudad situada en el noroeste de la isla, fundada por los de Génova, que fue repoblada por catalanes. De modo que hoy persiste allí la lengua catalana, que, conforme al estatuto de autonomía de la isla-región, es cooficial con el italiano y el propio sardo.


       

      Pedro IV se distinguió en la oratoria, la astronomía, la historia y la poesía. Favoreció las artes, y a él se debe un bello elogio de la Acrópolis de Atenas: «la pus richa joya que al mon sia, e tal que entre tots los Reys de chrestians en vides la posien ier semblant».29


       


       


      Juan I el Cazador


       


      A Pedro IV le sucedió su hijo Juan I, que sólo reinó nueve años, de 1387 a 1396, durante los cuales se mostró favorable a las aspiraciones de los payeses de remensa30 contra los malos usos de sus amos, los propietarios feudales. Como también se interesó por la abolición de la esclavitud, y castigó a los instigadores y autores de la matanza de judíos que, iniciada en Sevilla, se extendió a Barcelona en 1351.


      La historia vio en Juan I —el Cazador, el Descuidado, o el Amador— las virtudes propias de un monarca ilustrado en ciencias y letras, bibliófilo y lector entusiasta; aficionado a los clásicos, versado en astrología y alquimia, y en cuyo tiempo se inició en Cataluña el Renacimiento, antes incluso del Quattrocento italiano.


      La pasión del rey por la música y la poesía hizo que reuniese a los mejores juglares y trovadores del momento. Y fue en ese contexto cuando, por iniciativa de Juan I, maestros provenzales fundaron en Barcelona el Consistorio de la Gaya Ciencia, todo ello idea de su culta esposa, Violante de Bar, por cuya influencia Juan I emuló el lujo de su corte con la de Francia: la vida palaciega de los reyes se hizo una de las más fastuosas de Europa, hasta el extremo de que las Cortes de Monzón de 1388 tuvieron que ocuparse de refrenar los gastos de la casa real.31 Juan I murió sin descendencia y por ello le heredó su hermano Martín, cuyo reinado pasamos a considerar.


      

       


       


      Martín I el Humano


       


      Martín el Humano era el hijo segundo de Pedro IV el Ceremonioso (y hermano de Juan I), fruto del matrimonio con María de Luna, hija a su vez de Lope, conde de Luna, de la misma casa de quien luego sería Benedicto XIII, el papa Luna, del célebre cisma pontifical de la época. En 1368, Pedro IV cedió a su hijo Martín la villa de Besalú, en el valle de Arán, con título de conde, y poco después le otorgó la senescalía (mayordomo mayor de la Casa Real) de Cataluña, amén de otras mercedes; y sobre todo, la lugartenencia del reino de Sicilia, en 1377.


      La súbita muerte de Juan I sin descendencia masculina, como ya se ha dicho, ocurrida el 19 de mayo de 1396, cambió la suerte de Martín, que heredó a su hermano cuando todavía se hallaba ocupado en la pacificación de Sicilia. Por ello, hasta su regreso a la península Ibérica, asumió el gobierno de sus reinos de España su esposa, María de Luna, que fue proclamada regente, por acuerdo con el Consejo de Ciento de Barcelona y la Generalitat de Cataluña. La reina, enérgica e inteligente, tuvo que luchar contra la astucia de la ya mentada Violante de Bar, viuda de Juan I, que alegaba estar encinta de su esposo difunto, y que mantuvo durante algún tiempo la ficción en pro de sus intereses.


      Pacificada Sicilia, Martín el Humano salió de la isla el 14 de diciembre de 1396, pasando por Cerdeña y Córcega. Y el 29 de marzo de 1397 entró con gran pompa en Aviñón, por entonces ciudad de los papas, para entrevistarse con su contra-pariente el papa Benedicto XIII, prestándole homenaje en nombre de sus dominios de Cerdeña y Córcega. El 12 de mayo siguió su viaje a Barcelona y a Zaragoza, donde juró los fueros y privilegios de Aragón, tras lo cual fue coronado rey el 13 de abril de 1398.


      En su política interior, Martín no pudo poner término a las banderías que pugnaban entre sí en los reinos de Aragón y Valencia. Y en el exterior, deslumbrado por la ventaja de tener un papa originario de sus reinos, y siempre rodeado de altos dignatarios catalanes y aragoneses, llevó su protección a Benedicto XIII más allá de lo que las circunstancias habrían aconsejado.


      En 1406, Martín el Humano reunió las Cortes catalanas en Perpiñán, que continuaron en Sant Cugat del Vallès y más tarde en Barcelona, acordando por fin acabar con la nueva rebelión de Cerdeña, instigada una vez más por los genoveses. De modo que una flota de 150 velas, capitaneada por Pedro de Torrella, en la que se alistó la flor y nata de la nobleza aragonesa y catalana, se unió a las fuerzas del rey de Sicilia —Martín el Joven, hijo del Humano—, derrotando por mar a los genoveses y por tierra a los rebeldes sardos.


      A poco de esa victoriosa campaña, el 25 de julio de 1410 moría Martín el Joven, rey de Sicilia, quien en su testamento, otorgado el día antes, legó su reino y los ducados de Atenas y Neopatria a su padre Martín.


      Con la muerte de Martín el Joven, los reinos de Aragón y Sicilia quedaban sin sucesión legítima a la muerte de Martín I, siendo la ilusión del Humano obtener del papa la legitimización de su nieto Fadrique, hijo natural de Martín el Joven. Pero el Pontífice no accedió a esa idea, y el Humano se fue a la tumba sin hacer declaración de heredero. Y desde luego, no a favor de su más próximo pariente por línea masculina, Jaime, conde de Urgel, por contar éste con numerosos enemigos entre la nobleza aragonesa y entre la burguesía de Barcelona.


       


       


      EL COMPROMISO DE CASPE


       


      A la muerte sin herederos de Martín el Humano, la mayor parte de los antiurgelistas pasaron a apoyar las pretensiones de la reina Violante de Bar, viuda de Juan I, que intrigaba para obtener la sucesión para su nieto Luis de Anjou. Y para evitarlo, en los últimos momentos de la vida del rey Martín, una comisión de las Cortes de la Corona de Aragón —en la que predominaban los antiurgelistas— consiguió que el moribundo monarca diera su conformidad, de modo que la sucesión recayera en quien tuviera mejor derecho. Lo cual equivalió a supeditar las reivindicaciones del conde de Urgel y los demás candidatos a la sucesión a un cierto dictamen jurídico.


      Los candidatos a la Corona de Aragón eran Jaime de Urgel; Federico de Sicilia, el francés; Luis de Anjou; el infante castellano Fernando el de Antequera (nieto de Pedro IV por línea femenina); y el anciano duque de Gandía, Alfonso, nieto por línea masculina de Jaime II. Tan concurrido elenco de aspirantes fue lo que precisamente originó el llamado Compromiso de Caspe.


      En esos avatares se estaba cuando, el 31 de mayo de 1411, la muerte del arzobispo de Zaragoza a manos del propio jefe de la facción del conde de Urgel dio un giro a la cuestión; muy favorable a la causa del infante Fernando de Antequera —conocido así por la conquista que hizo de esa plaza andaluza a los moros del reino de Granada—, que hasta entonces parecía tener escasas posibilidades, y que al final polarizó las fuerzas contrarias al de Urgel, al apreciarse en Fernando superiores dotes personales, de edad, experiencia de gobierno, decisión y audacia; así como sus cuantiosos recursos como regente de Castilla: en realidad, era el único candidato que podía triunfar sobre Jaime de Urgel.


      Fernando mandó tropas a Aragón con el pretexto de defender a los partidarios del arzobispo de Zaragoza y se instaló en Aillón, cerca de la frontera castellano-aragonesa, donde se ganó la importante adhesión del célebre predicador dominico que luego sería san Vicente Ferrer.


      Así las cosas, a finales de 1411 se produjo la intervención del papa Luna, Benedicto XIII, que se hallaba por entonces en medio del cisma. Había tres pontífices a la vez: Benedicto XIII, Gregorio XII y Alejandro V. Y refugiado en Cataluña, los manejos de Benedicto resultaron decisivos al conseguir que el parlamento aragonés de Alcañiz acogiera su idea de delegar la cuestión sucesoria en una comisión de personas doctas, de compromisarios.


      El papa Luna, influido por Vicente Ferrer, estaba convencido de que Fernando de Castilla era el único monarca que podía asegurar la paz interior, y la obediencia de las coronas de Aragón y de Castilla a su propia causa de convertirse, definitivamente, en el único y legítimo papa. Y con importante prestigio —por entonces era el decano de los tres papas en pugna—, arrastró al clero catalán y a la hasta entonces vacilante burguesía barcelonesa. De modo que el parlamento catalán accedió a aprobar la lista de los nueve compromisarios o jueces, elaborada por el Justicia y el Gobernador de Aragón.


      Definitivamente los compromisarios fueron, por Aragón, el obispo de Huesca, Domingo Ram; Francisco de Aranda, y el letrado Berenguer de Bardají. Por el Principado de Cataluña, el arzobispo de Tarragona, Pere de Sagarriga, el jurista barcelonés Bernardo de Gualbes, y el también jurista Guillermo de Vallseca. Finalmente, por Valencia, Vicente Ferrer, Bonifacio Ferrer y Ginés de Rabaza.32


      Los nueve jueces, reunidos en Caspe el 28 de abril de 1412, escucharon por espacio de dos meses los informes de los abogados de los candidatos, y el 24 de junio pronunciaron su fallo, siendo el primero en emitirlo Vicente Ferrer, quien se pronunció por Fernando de Castilla como más próximo pariente del finado rey Martín, voto con el que se conformaron seguidamente Ram, Bonifacio Ferrer, Aranda, Gualbes y Bardaxí, es decir, seis compromisarios de nueve, con la particularidad de que Gualbes, por Cataluña, aseguró el triunfo de Fernando, pues se había convenido que el candidato designado debía tener por lo menos un voto de cada reino.


      Otro juez catalán, el arzobispo de Tarragona (Pere de Sagarriga), dio su voto al conde de Urgel y al duque de Gandía en igualdad; y el también jurista Guillermo de Vallseca se lo otorgó a Jaime de Urgel. Finalmente, el tercer compromisario de Valencia, el jurista Pedro Beltrán, que había sustituido a Ginés de Rabaza, incapacitado por enfermedad, reservó su voto alegando falta de tiempo para tomar esta importante decisión. Por tanto, Fernando ganó al de Urgel por seis contra un voto y medio.


      La sentencia fue publicada el día 28 de abril de 1412 y recibida, dice Zurita, satisfactoriamente «por lo general en Aragón, no tanto en Valencia, y mucho menos en Cataluña».


      El nuevo monarca recibió la noticia de su exaltación al trono de Aragón en la ciudad de Cuenca33 y desde allí se trasladó a Zaragoza para jurar los fueros de Aragón, para seguidamente ir a Lérida, donde juró las libertades catalanas, recibiendo tras una tercera etapa en Tortosa, y de manos del propio Benedicto XIII, la investidura del reino de Sicilia. El 28 de noviembre llegó a Barcelona, y el 15 de diciembre prestó juramento ante las cortes catalanas, recibiendo su acatamiento.34 Así se ciñó un Trastámara de Castilla la corona de Aragón: lo que había tratado de impedir Ramón Berenguer IV se produciría finalmente, pues el primer Trastámara en Aragón marcaría la pauta para la ulterior unión con Castilla.


      Y guste o no guste el resultado del encuentro para el compromiso, en Caspe acabó prosperando el espíritu de entendimiento de las tres partes en presencia (Aragón, Cataluña y Valencia) para llegar a un acuerdo, en vez de recurrir a la violencia. Lo mismo que había sucedido antes (1245) con el tratado de Almizra, de límites entre las coronas de Aragón y Castilla, que seguro evitó más de una guerra. En pocas palabras, de los episodios comentados aquí podría aprenderse para resolver problemas por la vía de la negociación en vez de aumentarlos.


       


       


      LOS TRASTÁMARA EN LA CORONA DE ARAGÓN


       


      Los reyes de Aragón de la casa de Trastámara llevaron a la vida interior de Aragón un espíritu más centralizador, y dieron un nuevo giro a la política peninsular.


       


       


      Fernando I el de Antequera


       


      Fernando I, ya rey (1412-1416), hubo de reprimir la sublevación del conde Jaime de Urgel, que no acataba lo que se llamaba por sus partidarios «l’iniquitat de Casp». Y tras vencerlo, se mostró muy duro con él, algo que se le reprochó ya para siempre.


      Fernando I contribuyó a solucionar el cisma papal, para lo cual se trasladó a Aviñón, donde se reunió con el emperador Segismundo de Alemania: ambos rogaron a Benedicto XIII que renunciase a la tiara, y ante la negativa de éste, Fernando le retiró la obediencia de sus reinos. Posteriormente, el hijo de Fernando, Alfonso V, ya reconoció al papa Martín V de Roma y favoreció la elección de su sucesor Clemente VIII.


      En materia de política mediterránea, Fernando I siguió la tónica imperial de sus antecesores. Se ocupó, con la ayuda del vizconde de Narbona, de la nueva sumisión de Cerdeña, siempre rebelde. Y tras conseguirlo, envió a su hijo Juan (luego II) como lugarteniente suyo al Reino de Sicilia.


      Fernando I, inteligente y astuto, hábil diplomático, supo convertir en amigos a sus adversarios. Amaba la realeza por la realeza misma, y de haber vivido más años, quizá hubiese seguido el ideal de ambición imperial que llevó tiempo después a la conquista del Reino de Nápoles.


       


       


      Alfonso V el Magnánimo


       


      Hijo y sucesor de Fernando I, Alfonso V el Magnánimo (reinante de 1416 a 1458) se implicó a fondo en la política mediterránea, y en el intervalo de sus largas ausencias de España ayudó a Juan II de Castilla en su pugna contra la preponderancia del condestable don Álvaro de Luna, quien estaba dispuesto a acabar con la nobleza y crear una monarquía de poder absoluto. Por lo cual, por la presión de la aristocracia perdió el favor de su rey, hasta acabar decapitado.35 Más generoso que su padre —de ahí su sobrenombre de «el Magnánimo»— rectificó algunas disposiciones tomadas por Fernando I contra la familia del conde de Urgel.


      Alfonso V trató de asegurarse la posesión de Cerdeña y Córcega y para ello, en 1420, con una escuadra de veinticuatro galeras, se dirigió al Alguer, donde muy pronto las ciudades rebeldes del entorno reconocieron la soberanía aragonesa. De allí pasó a Córcega, donde sus naves, con menos suerte, fueron derrotadas por los genoveses.


      Por aquel tiempo, sitiado Nápoles por las fuerzas de Luis III de Anjou, la reina napolitana Juana II pidió auxilio a Alfonso V de Aragón, adoptándolo como hijo y heredero, al tiempo que lo proclamó duque de Calabria. Alfonso aceptó de buen grado la propuesta, y la lucha por la posesión del Reino de Nápoles se desarrolló con varia fortuna, hasta que superada una larga serie de obstáculos, Alfonso V entró triunfalmente en la ciudad el 23 de febrero de 1443 y se proclamó rey para vivir allí la mayor parte del restante tiempo de su vida. Y desde Nápoles, Alfonso V intentó detener la avalancha turca, labor que fue continuada por los monarcas españoles en el siglo XVI. Defendió Constantinopla, y como rey de Nápoles intervino en cuantas negociaciones de importancia se realizaron en Italia.


      En la bella capital de su nuevo reino, Alfonso se rodeó de una corte fastuosa a la que acudieron literatos y artistas de todos los países y aficionados a los juegos y las danzas. Reunió los mejores músicos y juglares, por lo que adquirió gran fama.


      En su corte, Alfonso se dejó ganar por los encantos de la napolitana Lucrecia de Alagno, por lo que intentó la declaración de nulidad de su matrimonio con María de Castilla, quien, en ausencia de España de su esposo, era la regente en los reinos de la Corona de Aragón. Pero el papa Calixto III no accedió a los deseos del rey.36


      Alfonso V se hizo grato a sus nuevos súbditos por su carácter, no tratando su nuevo reino como un país extraño, ni considerándolo como una provincia de Aragón. A los señores de su nuevo reino les otorgó privilegios con el fin de que aceptasen por sucesor a su hijo natural, Fernando, quien al devenir rey mantuvo con Aragón relaciones muy recelosas, buscando apoyos en los españoles emparentados con familias italianas, que defendían su legitimidad real. Y por su parte, Juan II, el heredero en España de Alfonso V, no pensó nunca en reivindicar Nápoles.


      Tampoco el norte de África fue olvidado por Alfonso V; y si bien no hubo conquistas, fueron sus tributarios los reinos de Bugía, Tremecén y Túnez. Y en consonancia con ello, para evitar litigios con Castilla de cara a posibles conquistas en la costa africana, Alfonso V confirmó la partición establecida entre Jaime II de Aragón y Sancho IV de Castilla, del río Muluya (que hoy separa a Marruecos de Argelia) como límite de la influencia de una corona y otra (1291).


      De la conquista del Reino de Nápoles, Soldevila hizo el siguiente balance: «Un reino conquistado con ingentes sacrificios y separado de los Estados catalanoaragoneses a la muerte del rey Alfonso V. Un imperio oriental en formación, con amenazas tan formidables, que se arruina a la desaparición del monarca; una serie de luchas con Castilla que no produjeron ventaja alguna a sus reinos; y el doble empobrecimiento de Aragón y Cataluña como resultado de las luchas mediterráneas».37


       


       


      Juan II el Grande


       


      El reinado de Juan II (de 1458 a 1479) fue muy agitado. Todavía como infante ayudó a su padre en la conquista de Nápoles, y hecho prisionero en la batalla de Ponza y conducido a Milán, allí fue liberado por el duque Felipe María Visconti. A fines de 1435 desembarcó en Barcelona y, en ausencia de su padre Alfonso V, se encargó de la lugartenencia general de los reinos de Aragón, Valencia y Mallorca, quedando la del Principado de Cataluña en manos de su madre, la reina María de Castilla.


      A la muerte de su padre, Alfonso el Magnánimo, Juan (II) recibió los estados peninsulares de la corona de Aragón y, para atender a sus propias luchas, firmó la paz con Enrique IV de Castilla en la emprendida por su padre Alfonso V, y para ganarse a Luis XI de Francia, tuvo con él una entrevista en Salvatierra de Bearne, en la que se acordó que el rey de Francia ayudaría al de Aragón. Para lo cual se obligó al pago de las rentas de los condados del Rosellón y Cerdaña, lo que significó la cesión momentánea de ambos dominios a Francia.


      Juan II hubo de enfrentarse a la cuestión de los payeses de remensa, que desde 1462 adoptaron una actitud belicosa, siempre en defensa de la abolición de los malos usos de los señores feudales. Un problema a propósito del cual surgieron diferencias entre el monarca y la Diputación del General de Cataluña (origen de la Generalitat), haciéndose cada vez más tirantes las relaciones, hasta llegar a la rebeldía, en una auténtica guerra civil, en la que los catalanes ofrecieron el Condado de Barcelona a Enrique IV de Castilla, quien el 11 de agosto de 1462 fue proclamado conde. Pero el monarca castellano abandonó poco después a sus nuevos súbditos, que pasaron a ofrecer el condado a Pedro, condestable de Portugal, hijo del infante don Pedro y de Isabel, hija mayor, a su vez, del conde de Urgel. El condestable juró los privilegios, usos y costumbres de Cataluña, donde su condición de nieto político del conde de Urgel le dio gran popularidad. Pero los medios que con él llevó a Cataluña no fueron suficientes para lograr su separación del resto de la Corona de Aragón.


      Tras una larga serie de vicisitudes, el 17 de octubre de 1472, Juan II hizo su entrada victoriosa en Barcelona, después de doce años de ausencia, y el 22 de ese mismo mes, una comisión de consejeros y prohombres le prestaron homenaje de fidelidad. En los últimos años de lucha, el rey había tenido que atender a la sublevación no sólo de Cataluña, sino también de Leonardo de Aragón en Cerdeña, así como la rebeldía de Navarra, de la que también fue rey.


      El 7 de marzo de 1468, Juan II confirmó en las Cortes de Zaragoza el contrato de matrimonio entre su segundo hijo con su segunda esposa, Juana Enríquez, que sería Fernando II de Aragón —que nueve años antes había jurado como rey de Sicilia—, con Isabel de Castilla. El matrimonio de Isabel y Fernando, ambos de la dinastía Trastámara, tuvo lugar en Valladolid el 19 de octubre de 1474, con lo cual el vasto plan de política peninsular de Juan II entró en definitivo proceso de realización.


      Juan II, muerto en 1479, fue objeto de severos juicios por parte de algunos historiadores catalanes. Pero si como hombre fue poco elogiable, como político y diplomático —dice Rovira i Virgili— es preciso reconocer que poseía destacadas cualidades, que algunos panegiristas exageraron, hasta el punto de llamarlo el Grande, así como Hércules de Aragón.38


       


       


      LA CORONA DE ARAGÓN EN LA BAJA EDAD MEDIA: COMERCIO, DEMOGRAFÍA, LITERATURA


       


      Abrimos aquí un paréntesis en la secuencia cronológica para introducir varias cuestiones sobre el desarrollo de los países de la Corona de Aragón en la Baja Edad Media: comercio y demografía.


       


       


      Los intercambios en el Mediterráneo


       


      En buena medida, la expansión aragonesa por el Mediterráneo redundó en el comercio, con exportación de lanas de Aragón en bruto y sobre todo tejidos y otros productos manufacturados de Cataluña, así como cueros, productos agrícolas y esclavos sarracenos. A cambio de todo ello, se importaban cereales, de Sicilia y Cerdeña, y especias del Levante; e igualmente, azúcar, materias colorantes y algodón. El movimiento jurídico e institucional de ese comercio alcanzó gran desarrollo con el Llibre del Consolat de Mar y en el Tribunal del Consolat de Mar. Establecido en Barcelona (1279) y Valencia (1283), en él se juzgaban las causas mercantiles, en conexión con toda la red de consulados catalanes extendidos por el Mediterráneo, que pueden identificarse en el mapa adjunto. El pujante desarrollo de la cartografía catalana, emergente de la italiana, tuvo especial desarrollo entre los judíos de Mallorca, contribuyendo a la gran actividad marítima y comercial.


       


       


      La peste negra y sus consecuencias


       


      A mediados del siglo XIV se extendió por toda Europa la peste bubónica, o peste negra al decir de los tiempos. La epidemia siguió la ruta de las caravanas en el Próximo Oriente, desde donde se propagó por los barcos, afectando especialmente a los puertos y las zonas del litoral europeos. Cada nave que zarpaba de Levante llevaba consigo el peligro y de ese modo la peste pasó de Alejandría y Constantinopla a Italia, y de allí se difundió por toda Europa. La costa mediterránea española se vio afectada desde 1348.


       


      MAPA 2. La Corona de Aragón en el Mediterráneo medieval


      [image: 068.jpeg]


      Fuente: Enciclopedia Larousse en español.


       


      En Cataluña, el contagio llegó como remate de un hambre iniciada ya en 1333, lo que podría explicar su especial virulencia. Y aunque resulta imposible cifrar el número de bajas producidas, algunos cronistas las elevan a dos terceras partes de la población, lo que supuso un verdadero colapso demográfico.39


      La peste negra produjo su auténtico desquiciamiento de la estructura social: el campo queda despoblado y sin cultivar, y los predios rústicos se desvalorizan al faltarles la mano de obra. Además, diezmado en sus capas más jóvenes por las acometidas de la peste, el potencial biológico catalán quedó expuesto a nuevos descalabros. Y de hecho, a partir de finales del siglo XIV, el contagio entró en un auténtico círculo infernal con el hambre, la muerte y la guerra (los otros jinetes del Apocalipsis). En Cataluña, a las secuelas de la peste negra se unieron —ya lo hemos visto antes— las sublevaciones y guerras de los payeses de remensa en tiempos de Juan II (1462-1472), lo cual hizo que buen número de catalanes se establecieran en Valencia o Mallorca.


      En líneas generales, la merma del potencial demográfico de la Corona de Aragón en el siglo XV fue una de las causas fundamentales de su desaparición como estado soberano en la constelación, pues desde el siglo XIV se vio en situación de inferioridad ante una Francia superpoblada para su tiempo, y de una Castilla que con siete millones de habitantes frente a menos de un millón de los reinos de Aragón, lo que pesaba decisivamente en la balanza de la paz y la guerra.


       

       


       


      Paréntesis literario: March, Llull, Martorell40


       


      Evocando el siglo XV, no hará falta insistir en que Ausiàs March, Ramon Llull y Joanot Martorell fueron tres escritores extraordinarios.


       


      A. Ausiàs March


       


      Ausiàs March nació en Gandía en 1397, y murió en Valencia en 1459. Pasó su juventud en el ejercicio de las armas, enrolándose en 1419 en la expedición de Alfonso V el Magnánimo a Cerdeña y Córcega. Y años después, se incorporó a una escuadra al mando de Fadrique de Luna, para combatir a los piratas de los mares de Sicilia y del norte de África. Un poeta, pues, comprometido con la República de las Letras, y antes de ello con la República de las Armas, como sería el caso de Miguel de Cervantes un siglo y medio después.


      Hacia 1425, March retornó a sus posesiones en Valencia, y desde 1429 fijó su residencia en Gandía, donde Alfonso V le premió por sus actuaciones guerreras con diversos títulos honoríficos, pero sobre todo con el nombramiento de halconero mayor de los servicios de cetrería del rey.


      La nota más destacable de Ausiàs March fue la pureza con que utilizó un idioma que tanto contribuyó a consolidar, como primer poeta culto que se atrevió a romper, en su senda a la madurez, con la manida tradición provenzal. Su estilo, lejos de todo preciosismo, se amoldó al tema que trataba en cada momento: austero en los poemas filosóficos, y no desdeñoso de los giros populares si éstos le servían como instrumento persuasivo.


      Los trabajos literarios de March se produjeron en dos ciclos. El primero, fechable entre 1427 y 1445, se centró temáticamente en poemas dirigidos a Llir entre cards, y Plena de seny. Seudónimos, según parece, de las damas que motivaron esas composiciones, en las que se plasmaron elementos de la poesía de los trovadores, con el tono y los temas peculiares del propio poeta, siempre entusiasta de la vida.


      El segundo ciclo marchiano comprende los seis Cants de mort, con la larga confesión del Cant espiritual; poemas filosóficos, de tono sentencioso y didáctico, que ocuparían al poeta en sus últimos años, ya preocupado por la muerte y el más allá. De los Cants de Mort son buena muestra los versos que siguen


       


      La gran dolor que llengua no pot dir


      del qui·s veu mort e no sap on ira


      (no sab sson Deu si per a si·l volrra


      o si’n l’infern lo volrra sebollir) [...]


      O cruel mal qui tolls la joventut


      e fas podrir les carns dins en lo vas!


      L’espirit, ple de paor, volant va


      a l’incert loch, tement l’eternal dan.


       


      Reproducimos también unos versos de El cant espiritual en los que se aprecian lo que podría ser antecedente de las Coplas de Jorge Manrique a la muerte de su padre (1476):


       


      Si com los rius que a la mar tots acoren,


      axi les fins totes en tu se n’entren.


      Puys te conech, esforça·m que jo t’ame.


      Vença l’amor a la por que yo·t porte!


       


      No es extraño que March tuviera un notable influjo (aparte del ya citado en Jorge Manrique) en los principales poetas españoles del Renacimiento como Boscán, Garcilaso y Gutierre de Cetina, entre otros.


       


       


      B. Ramon Llull


       


      Ramon Llull (Palma de Mallorca, 1235-ib. 1315), filósofo y escritor. Hijo de un barcelonés emigrado a Mallorca, estuvo desde muy joven relacionado con los ambientes cortesanos. Durante su juventud fue senescal (mayordomo mayor, ya lo vimos antes) del heredero del reino, el infante don Jaime. Y hasta cumplir la treintena llevó una vida disoluta y exenta de preocupaciones.


      A los treinta y dos años, según él mismo contó, se le apareció el propio Jesucristo, algo decisivo para su carrera: Cristo le pidió que abandonara la mundanidad y se pusiera a su servicio. Dejó, pues, corte, esposa e hijos y emprendió una peregrinación a Santiago de Compostela, desde donde se trasladó a Barcelona para posteriormente retornar a su isla natal, en la que se entregó durante nueve años al estudio y a la contemplación.


      Más tarde, con la intención de proseguir su acercamiento a Dios, se retiró al monte, donde, según él mismo relató en Vidas coetáneas, Dios le iluminó y le inspiró la escritura de un libro que sirviera para convertir al cristianismo a los paganos, obra que cabe identificar con Arte abreviado de encontrar verdad. En 1276, y merced a una ayuda de su antiguo pupilo, el infante don Jaime, Llull fundó el colegio de Miramar, del que se convirtió en director; y más tarde viajó a París para exponer sus ideas en La Sorbona y obtener el magisterio en artes.


      Llull expuso ante el papa Nicolás IV un proyecto para una nueva cruzada en tierras paganas, pero al no contar con el favor del pontífice, partió en solitario hacia Chipre y Armenia. En 1307 cayó prisionero en Bugía, en el norte de África, y a punto estuvo de sufrir un linchamiento público. De ahí se trasladó a Pisa, a la que llegó tras un naufragio, y de nuevo a París.


      En 1311, Llull asistió al concilio de Viena, convocado por el papa Clemente V, ante el cual expuso un plan para evangelizar Tierra Santa, proyecto que tampoco fraguó. Y de allí regresó a Mallorca, para poco después emprender otro viaje al norte de África, en esta ocasión a Túnez, donde escribió su última obra de la que se tienen referencias, el Liber de maiore fine et intellectus amoris et honoris, fechada en 1315.


      En conjunto se conservan doscientas cuarenta y tres obras de Llull, en latín y en catalán. Escribió también en árabe, a menudo traducciones directas de sus obras, de las que no sobrevivió ninguna. Por lo que se refiere al catalán, fue el primero en utilizarlo para fines filosóficos en su Arte Magna.


       


      C. Joanot Martorell


       


      Nos ocuparemos ahora del tercer gran escritor del siglo XV en la Corona de Aragón, Joanot Martorell, de cuya mayor obra, Tirant lo Blanch, fue gran defensor Cervantes, en El Quijote, a través de dos de sus grandes personajes, el cura y el barbero; protagonistas en el episodio de la criba, que él mismo, junto con otros colegas, realizó de los libros de caballería que como sus más preciadas posesiones tenía el ingenioso hidalgo, a quien tanto le había menguado el seso. Por boca del barbero, Cervantes supo dar toda una lección de literatura, algunos dicen que salvando así a Tirant del olvido.


       


      —¡Válame Dios!, dijo el cura dando una gran voz, ¿que aquí esté Tirante el Blanco? Dádmela acá, compadre, que hago cuenta que he hallado en él un tesoro de contento y una mina de pasatiempos. Aquí está don Kirieleisón de Montalbán, valeroso caballero, y su hermano Tomás de Montalbán y el caballero Fonseca, con la batalla que el Valiente de Tirante hizo con el alano, y las agudezas de la doncella Placerdemivida, con los amores y embustes de la viuda Reposada, y la señora emperatriz, enamorada de Hipólito, su escudero.


       


      Y en una segunda parrafada, el barbero hace una pulcra y definitiva crítica literaria de Tirante el Blanco:


       


      —Digoos verdad, señor compadre, que, por su estilo, es éste el mejor libro del mundo: aquí comen los caballeros, y duermen, y mueren en sus camas, y hacen testamento antes de su muerte, con otras cosas de que todos los demás libros deste género carecen. Con todo eso, os digo que merecía el que lo compuso, pues no hizo tantas necedades de industria, que le echaran a galeras por todos los días de su vida. Llevadle a casa y leedle, y veréis que es verdad cuanto de él os he dicho.


       


      La tercera loa que traemos a propósito de Martorell es la del novelista hispano peruano Mario Vargas Llosa (Premio Nobel de Literatura 2010), con el siguiente expresivo elogio, aparecido en el prólogo a la edición de Alianza de 1969:


       


      Martorell es el primero de esa estirpe de suplantadores de Dios —Fielding, Balzac, Dickens, Flaubert, Tolstoi, Joyce, Faulkner—, que pretenden crear en sus novelas una «realidad total», el más remoto caso de novelista todopoderoso, desinteresado, omnisciente y ubicuo. ¿Qué significa que esta novela es una de las más ambiciosas? Que Tirant lo Blanc es el resultado de una decisión tan descabellada como la de aquel personaje de Borges que quería construir un mapamundi de tamaño natural. [...] Tirant lo Blanc, ese cadáver, está ahí, en su injusta tumba de olvido, esperando que entren por fin los lectores a su mundo de vida hirviente y prodigiosamente conservada.


       


      Hechas las anteriores presentaciones de Tirant por tan excelsos introductores, cabe decir que la historia de Joanot Martorell (Valencia c. 1410-1468) fue una novela en sí misma, como incansable y verdadero caballero andante por la ya ancha Europa de entonces, que él conoció, como espécimen de una inquieta estirpe, manteniendo más de una vez actitudes belicosas con sus enemigos. Una hermana suya, Isabel Martorell, fue la primera esposa del poeta Ausiàs March, a quien nos hemos referido antes.


      En 1438, Martorell vivió en Londres por un tiempo, y allí el rey Enrique VI accedió a ser juez del duelo a muerte del escritor con su medio primo Joan de Montpalau, quien por miedo no compareció en tan conflictivo trance, ventilándose el asunto con una solución económica.


       


       


      FERNANDO EL CATÓLICO: V DE CASTILLA, II DE ARAGÓN


       


      Fernando II de Aragón (V de Castilla), rey católico según título dado por el papa, fue, desde 1468 (cuando se concertó su matrimonio), la esperanza de los castellanos partidarios de la princesa Isabel frente a la pretendida hija de Enrique IV, la Beltraneja. Y así es como se formó un partido deseoso de concertar la boda entre la heredera de Castilla —según había reconocido Enrique IV en el acuerdo de los Toros de Guisando— y Fernando, quien como regalo envió a su prometida un collar que hubo de desempeñar previamente.


       


       


      Isabel y Fernando, reyes de Castilla: Granada y Nápoles


       


      Para evitar las amenazas que había contra él, Fernando hubo de efectuar el viaje disfrazado de mozo de mulas. Llegó a Dueñas en octubre de 1469, y ese mismo mes tuvo lugar la boda en Valladolid. Antes de pasar un año tuvieron su primera hija, Isabel, que con el tiempo sería reina de Portugal.


      Cuando el rey de Castilla, Enrique IV, murió (1474), Fernando se encontraba en Zaragoza, negociando con las Cortes el apoyo económico para su causa en Castilla. Y la noticia de que Isabel había tomado la espada en su proclamación de Segovia como reina —la plenitud de poderes—, en contra del pacto previo de compartir la Corona con él, causó gran disgusto al príncipe de Aragón y rey de Sicilia. Hasta el punto de que estuvo por disolverse el matrimonio, pues Fernando exigió ser tenido desde un principio como propietario de la corona castellana, como pariente varón más próximo del difunto Enrique IV. La Concordia de Segovia (1475) estipuló la igualdad de derechos de ambos cónyuges sobre la Corona de Castilla.


      Luego, por las negociaciones entre Fernando V de Castilla y Luis XI de Francia, Alfonso V de Portugal quedó abandonado por los franceses en sus pretensiones de ser rey de Castilla por matrimonio con Juana la Beltraneja, hija de Enrique IV. Por lo que recurrió a las armas, para en 1479 sufrir definitiva derrota en Albuera, tras lo cual se firmó en Alcozobes el tratado de paz con Portugal.


      El mismo año de 1479, tras la muerte de Juan II de Aragón, Fernando e Isabel pasaron a ser los indiscutibles reyes de ambas monarquías, de Castilla y Aragón, sin que sea factible deslindar qué reino conquistó al otro con ese enlace: Fernando fue rey de Castilla sin límites, más rey de Aragón, donde Isabel era reina pero sin apenas intervención en esa Corona.41


      Los nuevos reyes tuvieron grandes problemas internos: como reordenar Castilla y como reorganizar socialmente Cataluña. En el primer caso, Fernando cooperó con su esposa en la modificación de los impuestos, la organización del ejército y el establecimiento de la Santa Hermandad como fuerza de seguridad internacional contra el bandolerismo y el crimen. En el segundo tema, Fernando actuó frente a la mala relación entre nobles y payeses de remensa, y admitido como árbitro, dictó en 1486, en el monasterio de Guadalupe, una sentencia declarando abolidos los malos usos, y decretando al mismo tiempo la libertad de los remensas a cambio de ciertas compensaciones económicas. Un problema similar fue el de los exáricos en territorio aragonés.42


      Dejando a su esposa el peso principal de la dominación de los nobles castellanos, rebeldes como casi siempre, Fernando preparó la conquista de Granada. Era la herencia que le había dejado su abuelo Fernando de Antequera y el cumplimiento de un anhelo de toda España retrasado siempre.


      El gran episodio de la lucha por Granada contra el Zagal fue la toma de Málaga en 1487, lo que abrió las negociaciones con Granada, donde Boabdil no podía resistir, de modo que, en 1491, el cerco se hizo tan estrecho que el rey moro aceptó la rendición (25 de noviembre de 1491). El 6 de enero de 1492 los Reyes Católicos entraron en la ciudad, terminando la Reconquista de España después de 781 años de presencia árabe.


      En 1500, después de romper Fernando con Luis XII de Francia, desde Castilla, acometió la conquista de Nápoles en lucha contra los franceses, con base en sus derechos por el anterior rey, su abuelo, Alfonso V el Magnánimo. En tal empresa, Fernando González de Córdoba, el Gran Capitán, alcanzó la máxima gloria en sucesivas campañas, quedando Fernando reconocido como rey de Nápoles por el Tratado de Lyon, 1503, que puso término a las hostilidades franco-españolas.


       


       


      Fernando y Germana de Foix contra Felipe I


       


      El 26 de noviembre de 1504 murió Isabel la Católica decidiendo en su testamento que Fernando continuara siendo rey de Castilla para asumir la regencia con plenos poderes en caso de incapacidad o ausencia de doña Juana, quien recibió la corona castellana, junto con su esposo Felipe I el Hermoso, hijo del emperador Maximiliano de Austria, de la dinastía de los Habsburgo.


      En las circunstancias de su esposa, Felipe I no dudó en hacerse con todo el poder real, que también era reclamado por Fernando. De modo que sólo después de arduas negociaciones se llegó a la llamada Concordia de Salamanca (1505) en la que se acordó el gobierno conjunto de Felipe I, Juana I, y el mismo Fernando. Pero a poco de ello, y a pesar de la concordia, Fernando no acababa de tener claro su porvenir: se veía amenazado en Castilla, Milán y Nápoles por el Tratado de Blois de 22 de septiembre de 1504, entre Luis XII y Felipe el Hermoso.


      Para neutralizar esa alianza, que consideraba de lo más perniciosa, Fernando, en mayo de 1505, envió a Francia a fray Juan de Enguera a negociar su boda con doña Germana de Foix, hija de Juan Gastón de Foix, Conde de Narbona, y de María de Orleans, hermana de Luis XII de Francia. El enlace se pactó en Blois, el 12 de octubre de 1505, con un tratado —distinto del de 1504 entre Luis XII y Felipe antes de ser éste rey, e ignorado hoy por casi todos los españoles— que fue una patética serie de cesiones de Fernando, que se comprometió a entregar la mitad del reino de Nápoles a Germana, territorio que pasaría a Francia si no hubiera hijos del nuevo matrimonio; y en caso de haberlos, Fernando se comprometía a que heredasen Aragón, Nápoles y Sicilia.


      Además, Fernando aceptó pagar un millón de ducados en diez años, por los gastos realizados por Luis XII durante la Guerra de Nápoles, una especie de indemnización de guerra. En su despecho por lo que estaba sucediendo en Castilla con Felipe I, Fernando renunció a sus propósitos de mantener la unión peninsular, salvo que pensara recomponer toda la situación en ulterior pugna con Felipe I. No en vano su astucia sirvió de modelo para El Príncipe de Maquiavelo.


      El caso es que, hecho el nuevo matrimonio, con poco más de un año de luto por la reina Isabel, Germana de Foix acompañó a don Fernando en su viaje a Nápoles, donde en 1506 entraron solemnemente el 1 de noviembre. Y muerto Felipe el Hermoso el 25 de septiembre de ese mismo año, volvieron a España, desembarcando el 21 de julio de 1507 en el Grao de Valencia, donde quedó doña Germana como lugarteniente general de ese reino. Un mes después, ella se reunió en Burgos con su esposo, con quien visitó a la reina Juana que, de hecho, había abandonado todas sus obligaciones reales por desesperación a causa de la muerte de su marido Felipe I. Ulteriormente, Fernando, acompañado de su nueva esposa, realizó un largo viaje por Andalucía. El 3 de mayo de 1509, nació en Valladolid el hijo de ambos, el príncipe Juan de Aragón, que murió a poco de ver la luz.


       


       


      Incorporación de Navarra y últimos tiempos del rey católico


       


      Ya con plenos poderes otra vez en Castilla, conservando siempre los de Aragón, Fernando, con base en presuntos derechos de su segunda esposa al trono de Navarra, entonces sometida a la dependencia de Francia, se propuso la incorporación del viejo reino a Castilla, que financió la campaña de conquista (1512) a cargo del ejército mandado por el duque de Alba.


      Los últimos meses de la vida de Fernando fueron bien amargos. Un nuevo rey francés, Francisco I, entró en Italia y conquistó, en la batalla de Marignan (1516), el Ducado de Milán, sin que él pudiera hacer nada por impedirlo. Sólo después, Carlos I se haría con el Milanesado tras la batalla de Pavía (1526).


      Además, Fernando, en sus últimos tiempos, tramó complicados proyectos para la sucesión de sus reinos, pretendiendo incluso separar Castilla y Aragón; primero a favor del hijo que tuvo con Germana de Foix y, más tarde, a la muerte del jovencísimo infante, para su segundo nieto por parte de su hija Juana, Fernando, a quien había educado personalmente. Pero el primogénito de Felipe I y Juana, el Carlos que luego sería emperador, se mostró muy ambicioso ya a su temprana edad, e intervino con firmeza para reclamar la presencia de su hermano en Flandes. Antes de que eso ocurriera, Fernando II de Aragón y V de Castilla, que marchaba hacia Guadalupe, murió en Madrigalejo, un pueblo de Cáceres, el 25 de enero de 1516.43


      Muerto el rey Católico, ya es factible hablar de España como un designio común: tras la conquista de Granada y la definitiva incorporación de Navarra en 1512, al desembarcar Carlos en Villaviciosa (Asturias), en 1517, ya era verdadero rey de toda España, por la acción resuelta de sus abuelos los Reyes Católicos, que también auspiciaron, desde 1492, las conquistas en las Indias, así como una cierta expansión en el norte de África. A partir de entonces, a ningún rey de España se le pasó por la cabeza repartir sus reinos entre sus distintos hijos: España, políticamente, pasó a ser un reino global, en el que la Corona de Aragón era una de sus piezas.


       


       


      La unión personal en la Corona de España


       

       


      A partir de 1517, la vida política y económica de los territorios de la Corona de Aragón quedó dentro de la nueva monarquía hispánica, con el primer rey de España, Carlos I, que rigió los territorios de la antigua Corona a través del Consejo Supremo de Aragón, que disponía de un vicecanciller y seis regentes: dos para el reino de Aragón, dos para el de Valencia, y dos para el Principado de Cataluña junto con Mallorca y Cerdeña. Los virreyes asumieron funciones militares, administrativas, judiciales y financieras en sus respectivas demarcaciones.


      No obstante, a pesar de los cambios institucionales, la unión de los Reyes Católicos no significó la emergencia de un Estado unitario, que no llegaría hasta mucho después, con Felipe V. En otras palabras, en línea con lo que había sido el devenir histórico hasta entonces, y diciéndolo en terminología actual, la Corona española mantuvo la confederación de sus antiguos territorios medievales.


      En ese contexto, en la Corona de Aragón continuaron sus Cortes confederales, que coexistieron con las instituciones particulares de cada uno de sus territorios: las Cortes aragonesas, la Generalitat de Cataluña, la Generalitat Valenciana, y el régimen particular del Reino de Mallorca. Un complejo sistema que significó el respeto a instituciones, lenguas y culturas. Y fue dentro de esa Corona de Aragón como el protagonismo de Cataluña hasta 1479 entró en declive, al pasar a ser parte del sistema de la Corona de España (y no de Castilla, como tantas veces se pretende).


       


       


      RESUMIENDO


       


      La historia de Cataluña hasta la formación del Estado español en 1516 fue más que prolífica en acontecimientos de todo tipo. Y la narración del año 801 al 1516 explica la formación de la identidad catalana, con una indudable desazón histórica por no haberse constituido en reino desde el principio, como hicieron otros espacios peninsulares, a causa de la presunta dependencia de Cataluña de los carolingios primero, y de Francia después.


      De distinto carácter es la frustración, si así puede llamarse, por no haber resultado posible construir un amplio Estado catalanoaragonés a ambos lados de los Pirineos. Sobre todo cuando al oeste surgieron inevitables constricciones territoriales que dieron lugar al pacto con Castilla (Tratado de Almizra de 1244) para una frontera consensuada.


      La expansión por el Mediterráneo fue toda una gesta en su tiempo, y generó un comercio del mayor interés. Pero el proyecto mediterráneo no fue todo lo grandioso y duradero que se intentó, pues, salvo el caso de Sicilia, esas posesiones no tuvieron una consistencia duradera: la presencia en Córcega resultó efímera, en la isla de Cerdeña hubo un permanente acoso de los rebeldes sardos y de los genoveses, la pertenencia del Reino de Nápoles apenas duró una década, y los ducados de Grecia no llegaron a un siglo de dominación. Todo ello, en una época en que la demografía tuvo su más negativa incidencia con sucesivas epidemias de peste negra, y coincidiendo con una eclosión literaria formidable, con figuras como March, Llull y Martorell.


      Ulteriormente, al hacerse los Trastámara con la Corona de Aragón en 1412, y con la posterior unión de las dos coronas por los Reyes Católicos, hubo un proceso de unión no precisamente bienvenido por algunos catalanes, que habrían preferido un destino más propio. No obstante, se mantuvo el tantas veces admirado confederalismo de la Corona de Aragón, que en realidad supuso una indudable pérdida de fuerza frente al régimen unitario castellano, en el cual el rey lo era de un único reino, en tanto que el monarca de Aragón había de abarcar y negociar continuamente con cuatro espacios diferentes, cada uno con sus propios fueros.


      En cualquier caso, al comienzo de la unidad de España, Cataluña pasó a no participar en las decisiones internacionales, que ya no le pertenecieron para nada: de hecho, Cataluña pasó a ser un país sin Estado propio a efectos exteriores y ya sin mayor influencia en los demás territorios de la Corona de Aragón, lo que originó no pocos problemas, que se analizan en el siguiente capítulo.
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      CATALUÑA EN TIEMPOS DE LOS AUSTRIAS Y LOS BORBONES, HASTA 1808


       


       


       


      CATALUÑA Y LOS AUSTRIAS


       


      Entramos ahora en la fase de la historia de Cataluña en que ya está incorporada a la corona del rey de España —a pesar de seguir citándose los nombres de sus diferentes reinos en una larga relación—, lo que supuso un giro importante en el devenir del Principado, que en varios momentos se expresó en contra de la tendencia a formarse un Estado unitario.


      Y esta historia de casi dos siglos quedó jalonada dramáticamente por dos conflictos verdaderamente graves: el primero, el que comenzó con el Corpus de Sangre de 1640 y que se prolongó hasta 1652; y el segundo, que se produjo desde 1705, durante la larga Guerra de Sucesión y hasta 1714.


       


       


      El declinante Mediterráneo


       


      La toma de Constantinopla por los turcos en 1453, y la apertura de la ruta del cabo de Buena Esperanza por los portugueses, en busca de las especias, interrumpieron y desviaron las antiguas rutas comerciales del Mediterráneo, lo que marcó el inicio de una larga decadencia de los países ribereños del viejo Mare Nostrum. Y en Cataluña, esas circunstancias generales adversas se sumaron a los efectos de la peste negra y las disensiones civiles de la época de Juan II (1462-1472) —dos cuestiones vistas en el capítulo 1—, con el resultado de una situación económica muy desfavorable.


      Por otro lado, al unirse en los Reyes Católicos, en 1479, las coronas de Aragón y Castilla, ese hecho se tradujo, políticamente, en una gradual pérdida de peso específico de la confederación aragonesa en el conjunto de los reinos peninsulares, en paralelo a una clara preeminencia castellana, por la expansión en curso hacia las Indias Occidentales (las Américas) y en el océano Pacífico, sobre todo Filipinas con su singular comercio Manila-Acapulco-Veracruz-Sevilla, del Galeón de Manila o Nao de la China, una muestra iniciada en 1565 y que perduró hasta 1819.1


      Por otra parte, durante los casi dos siglos en que rigió en España la dinastía de la Casa de Austria, en Cataluña proliferó el bandolerismo, amén de las incursiones de piratas berberiscos. También fueron muy negativos los efectos de las continuas hostilidades de España con Francia, que entrecruzaban sus ejércitos en el Pirineo, lo cual generaba la frecuente presencia de tropas de la Monarquía en territorio catalán, creándose por ello conflictos que a menudo fueron por simples cuestiones de etiqueta o protocolo; o problemas jurisdiccionales entre los representantes del rey y las autoridades del país, o por las apremiantes necesidades del erario del monarca que chocaban con el régimen fiscal propio del Principado.


       


       


      Las pretensiones del conde-duque de Olivares2


       


      En cualquier caso, las situaciones críticas de tensión señaladas fueron resolviéndose en paz, hasta 1640, cuando se generó el gran conflicto que se inició con el Corpus de Sangre, que surgió, principalmente, por la política del conde-duque de Olivares, de homogeneizar toda la Monarquía Hispánica. De lo que fue un episodio significativo el proyecto de crear la Unión de Armas, a fin de que España dispusiese de un ejército permanente de unos 140.000 reservistas, que serían reclutados y mantenidos por las diferentes provincias, reinos y virreinatos, de acuerdo a sus respectivas posibilidades y necesidades. Para lo cual, a partir de 1626, Felipe IV fue convocando las distintas Cortes, a fin de obtener los subsidios necesarios para el proyecto, que fue aceptado por Aragón, Valencia y Mallorca, pero que encontró la más dura oposición en Cataluña.


      En definitiva, el conde-duque, como valido de Felipe IV, pretendía ir a una mayor unión de los diversos territorios de la Monarquía Hispánica, al igual que estaba haciendo el absolutismo en toda Europa. Pero tropezó con la renuencia catalana, por el alojamiento en ciudades y pueblos que había de facilitarse a los soldados, oficiales y jefes de Felipe IV, que originó toda clase de reacciones en contra. Esas tropas eran las destinadas a la contienda directa con Francia, en lo que genéricamente se llamó la Guerra de los Treinta Años (1618-1648), que sacudió los fundamentos de los reinos peninsulares de los Austrias, pues a la postre significó la separación de Portugal, que estaba unido a España en una misma corona desde 1580 con Felipe II.


       


       

       


      El Corpus de Sangre y la Guerra de Cataluña


       


      Ese ambiente de hostilidad hacia las fuerzas reales por los payeses de los pueblos de Cataluña (que por las constituciones del país no estaban obligados a la prestación de alojamiento), explotó el día del Corpus de 1640, el 7 de junio, con ocasión de producirse la tradicional presencia en Barcelona de unos 2.500 segadors que llegaban para la recolección cerealista en las campiñas aledañas. Eran gente bulliciosa y peleona, que, en medio de las tensiones existentes, se mofaron de los soldados reales, para luego entrar en refriega con ellos, a veces en pretendida defensa de las libertades catalanas.


      El resultado, al final, fue todo un levantamiento popular contra la autoridad real, que culminó con la muerte del virrey, el conde de Santa Coloma. Y aunque al día siguiente la Generalitat se hizo cargo de la situación, ofreciendo solucionar el caso, ya no fue posible: en todas las poblaciones de Cataluña se hostilizó a los soldados, ante el total desconcierto de los jefes militares.3


      Cuando la noticia de lo sucedido llegó a la Corte en Madrid, se encontraba allí fray Bernardino de Manlleu (capuchino, embajador extraordinario de la Generalitat en la Corte de Felipe IV), con el encargo de informar al rey de la situación de Cataluña, elevando la propuesta de retirar las tropas reales y sustituirlas por milicias propias.4 En caso de negarse a esa petición, se ofrecía otra más moderada: que ciertos jefes militares fueran cesados y que se hiciese más llevadera la carga de los alojamientos.


      Olivares recibió con desconfianza tales proposiciones, sobre todo después de que el asesinato del conde de Santa Coloma hubiera dejado sin virrey a Cataluña. Urgía nombrar otro y el conde-duque eligió a un noble de ilustre casa catalana, respetado de todos y que ya había sido virrey anteriormente: Enrique de Aragón, duque de Cardona.


      En esos días, la Generalitat envió a Felipe IV otra embajada, de nueve diputados y un conceller, que fueron detenidos antes de llegar a Madrid, en Alcalá de Henares, para ser finalmente recibidos por el conde-duque, que personalmente ya estaba resuelto a ir a la guerra y acabar con el rechazo catalán de la Unión de Armas. Sin embargo, para cohonestar tan grave resolución, el valido del rey reunió una Junta Magna, de secretarios y consejeros, ante los cuales hizo leer un papel titulado «Justificación real y descargo de la conciencia del rey». Se manifestaron después diversas opiniones, y se acordó finalmente que el monarca debía salir de Madrid, con el pretexto de tener Cortes generales de Aragón, precedido de un ejército, el cual, «si por ventura no era necesario emplearlo en Cataluña, en la primavera siguiente sería muy útil en el Rosellón contra Francia».5


       

      En Barcelona fue volviendo la calma; pero en el campo y desde los púlpitos, se predicaba venganza y se incitaba al pueblo a defender las constituciones del país. Situación en la que el obispo de Gerona dictó sentencia de excomunión sobre los soldados del rey, declarándolos herejes. Y estando en ésas, se produjeron graves sucesos en Perpiñán, cuando el marqués Xeli de la Reina, florentino, gobernador militar del Rosellón, y el navarro Martín de los Arcos, gobernador del castillo de aquella ciudad, pidieron al gobierno municipal que preparase alojamientos para los soldados reales que conducían los oficiales del rey llamados Arce y Moles. Sin embargo, al llegar esas fuerzas a Perpiñán, se encontraron cerradas las puertas de la ciudad, y Xeli propuso al navarro Los Arcos castigar a los desobedientes, asumiendo entonces el florentino toda la responsabilidad: en las primeras horas de la noche cayó sobre Perpiñán una lluvia de bombas de mortero y proyectiles de cañón disparados desde fuera de las murallas y desde el propio castillo, tras lo cual, los soldados de Arce y Moles saquearon las casas de los vecinos.


      Cuando el nuevo virrey, duque de Cardona, supo lo sucedido, salió de Barcelona acompañado de un diputado y un conceller, y se presentó en Perpiñán, ordenando como primera providencia la prisión de los jefes Arce y Moles. Pero Olivares prohibió a Cardona emprender proceso contra los dos militares y el virrey, ante esa desautorización, perdió la salud y, en pocos días, la vida.


       


       


      Luis XIII, conde de Barcelona


       


      El entonces presidente de la Generalitat, Pau Claris —canónigo de Urgel—, proclamó la República Catalana, lo que no sirvió precisamente para apaciguar la situación, que se vio agravada por el continuado pillaje de los segadores y otros movimientos de mayor o menor violencia. Y ante la posibilidad de una rápida reacción del conde-duque, desde la Generalitat se pidió auxilio al rey francés, con la propuesta de someterse a su soberanía.6 Adicionalmente, los sublevados consiguieron el levantamiento de los portugueses contra Felipe IV, lo que significó la apertura de dos frentes, con las inevitables consecuencias de ello.


      El cardenal Richelieu, en nombre del rey Luis XIII, envió a Barcelona dos representantes suyos, que negociaron con Claris; primero, para el reconocimiento de Cataluña como república independiente bajo el protectorado de Francia, y luego para efectuar la proclamación de Luis XIII como conde de Barcelona. Y conseguida esa coalición, tropas francesas y catalanas derrotaron a las de Felipe IV en la batalla de Montjuic, a las puertas de Barcelona, el 26 de enero de 1641.


      Sin embargo, y a pesar de una serie de primeros auxilios militares franceses, Luis XIII no se dispuso a viajar a Barcelona para jurar los fueros, como deseaban los catalanes, y en su lugar decidió enviar al mariscal marqués de Brézé, al que nombró virrey. No obstante, cuando el mariscal iba camino de Barcelona, sufrió un grave contratiempo en el Rosellón: las tropas españolas del marqués de Mortara derrotaron a los franceses cerca de Argelés (diciembre de 1641). Pero, no obstante esa mejoría a favor de Felipe IV, nuevas torpezas de Olivares empeoraron el curso de la guerra, que dejó de tener en Claris a su máximo dirigente catalán, al morir en 1641. Por entonces se produjo una contraofensiva francesa, en la que los combatientes se vieron animados en sus campamentos por la presencia de Luis XIII y de Richelieu. El Rosellón y parte de la Cerdaña se perdieron desde entonces, para siempre, aunque su cesión a Francia no se consagró hasta 1659, con la paz de los Pirineos.


      Ante esa situación, Olivares dispuso el viaje de Felipe IV a Zaragoza, decisión que se llevó con tal lentitud que, iniciada la marcha desde Madrid el 26 de abril de 1642, duró hasta el 27 de julio. Y cuando las noticias de la pérdida del Rosellón llegaron a la capital aragonesa, se resolvió emplearse a fondo en Cataluña, teniendo como primer objetivo Lérida. Ante esa plaza, en el llano de Les Forques, los dos ejércitos, el español y el francés, libraron una batalla que terminó con el abandono del campo por las fuerzas de Felipe IV (7 de octubre de 1642), quien avergonzado del todo, retornó a Madrid.


      El 4 de diciembre de 1642, el mariscal francés De la Mothe, sustituto de Brézé, llegó finalmente a Barcelona y prestó juramento como virrey de Cataluña, en nombre del rey de Francia y conde de Barcelona, Luis XIII, el mismo día en que murió el cardenal Richelieu, lleno de gloria. Y al tiempo que el conde-duque de Olivares perdió la confianza de Felipe IV, quien encontró su nuevo valido en don Luis de Haro.


      A la vista de las guerras que desangraban a España (de los Treinta Años en Centroeuropa, de Cataluña, de Portugal), Haro se propuso ir liquidándolas con el menor daño posible; sobre todo cuando se apreció que por el lado de Francia se vislumbraba una posibilidad de entendimiento, pues muerto Luis XIII (13 de mayo de 1643), su heredero Luis XIV sólo tenía cinco años de edad, por lo que se encargó de la regencia una hermana de Felipe IV, la reina madre Ana de Austria. En Francia, como en España, comenzó a hablarse de paz, pero las gestiones diplomáticas no prosperaron, y Felipe IV se dispuso a porfiar en el grave error de luchar simultáneamente en Cataluña, Portugal y Flandes.


      En Cataluña, las fuerzas de Felipe IV estaban desmoralizadas, pero cuando tomó su mando Felipe de Silva,7 todo empezó a cambiar: Felipe IV, otra vez animoso, marchó a Aragón, llegando a Fraga, casi en la línea de fuego; pues Silva, después de haber recobrado Monzón, estaba poniendo sitio a Lérida (marzo de 1644), que capituló cuatro meses después: el rey hizo su entrada en la ciudad, que le aclamó, y allí mismo juró respetar los fueros catalanes.


      La Guerra de Cataluña siguió en sus diversos altibajos, y tal era la situación que cuando el emperador de Alemania, Fernando III, concertó paces con todos sus enemigos en la Guerra de los Treinta Años (Westfalia, 1648), el conflicto bélico entre Francia y España continuó... por once años más. En tales circunstancias, el nuevo capitán general español, el marqués de Mortara, preparó una empresa decisiva: la reconquista de Barcelona, que tomó tras un asedio de quince meses, en octubre de 1652. Era la paz de hecho para Cataluña, que el país recibió con alegría después de algo más de doce años de calamitosa guerra.


      En Francia se comprendió que se había perdido Cataluña, pero se conservó el Rosellón, aunque su población prefería la vuelta a la antes tolerante relación con los monarcas de la Casa de Austria. Y por ello mismo, todavía hubo años de forcejeo, aunque la «cuestión catalana» estaba resuelta desde que la Diputación General de Manresa aceptó la concordia, confirmando Felipe IV las constituciones catalanas. En tales circunstancias, en 1656, Juan José de Austria, hijo natural del rey, que había hecho grandes progresos para su padre en la guerra, negoció con las instituciones en Barcelona, casi normalizando por entero la situación, para luego verse trasladado a Flandes; volviendo entonces a Cataluña como virrey el marqués de Mortara, quien llevó la guerra entre los años 1657 y 1658 con habilidad y energía, derrotando al ejército francés en el vado del Fluviá, y volviendo a vencerlo a orillas del Ter (1658).


      Ésa fue, en realidad, la última batalla que los franceses libraron en Cataluña, pues en adelante prefirieron emplearse en Portugal, donde las armas españolas luchaban con desventaja en medio de la general animadversión. De modo que, a la postre, la disputa de Cataluña entre España y Francia se cerró con la Paz de los Pirineos (1659), que significó la definitiva cesión del Rosellón y la Cerdaña a Luis XIV. Y al oeste, los portugueses consiguieron arruinar definitivamente la idea de una sola monarquía ibérica.


      Realmente la pérdida del Rosellón no fue una consecuencia de la negligencia de la España de Felipe IV: fue la Generalitat de Cataluña la que ofreció a Luis XIII ser conde de Barcelona, y como no pudo quedarse con Cataluña entera —que volvió al reino global del propio Felipe IV— al final se quedaron con el Rosellón definitivamente en 1859.


      Sin embargo, la pacificación de Cataluña no fue muy duradera, pues la guerra con Francia estalló de nuevo en 1689, cuando se formó la Liga de Augsburgo contra el poderío de Luis XIV, y Carlos II el Hechizado decidió apoyarla. Barcelona fue sitiada por los franceses, y el 10 de agosto de 1697 se hicieron con la capital del Principado. Pero cansados los contendientes de tan continuada lucha, se firmó la paz de Ryswick (1697), por la que Luis XIV —deseoso de hacerse con el favor de Carlos II a la hora de testar, para que lo hiciera a favor de su nieto Felipe de Anjou— devolvió las conquistas que había hecho en Cataluña y Flandes, retirándose las tropas francesas del Principado.


      Pero tampoco la paz duraría mucho: en 1705, resurgiría otro conflicto, con una guerra de mayor virulencia, según veremos. Pero no sin antes considerar que la pretensión de Cataluña de separarse de España entregándose a Francia fue el peor de los negocios: una guerra de doce años, y al final el abandono por parte de los franceses, que despreciaron el Condado de Barcelona y sus catalanes. Y estos últimos, con la paz de 1652, recuperaron sus viejas constituciones, que Luis XIII —decidido centralista— nunca vio como algo a respetar indefinidamente.


       


       


      La Corona de Aragón en el Imperio español


       


      Hacemos aquí una especie de paréntesis para apreciar una cuestión objeto de mucha controversia: la pretendida prohibición de que los súbditos de la Corona de Aragón pudieran tener tratos en las Indias, por ser éstas propiedad exclusiva de Castilla. Aseveración que carece de veracidad, y para apreciarlo valga mencionar el hecho de que el valenciano Luis de Santángel, íntimo del rey Fernando, fue quien abogó ante los reyes en favor de la causa de Colón, aportando además 1.140.000 maravedíes para organizar el primer viaje. Y otros dos aragoneses, también próximos a Fernando, avalaron igualmente a Colón ante los católicos monarcas: Juan Cabrero, camarero del rey, y Gabriel Sánchez, tesorero real de Aragón. Y fue un aragonés —el secretario Juan de Coloma— quien, previamente a todo lo dicho, negoció con Colón las Capitulaciones de Santa Fe.


      Por otra parte, el jefe militar del segundo viaje de Colón fue Pedro de Margarit, ampurdanés que se hizo acompañar de varios súbditos de la Corona de Aragón a la conquista de la Hispaniola (Santo Domingo), entre los cuales se encontraba el padre Boyl, benedictino de Montserrat, que acabaría siendo nombrado por el papa primer vicario apostólico de las tierras descubiertas. Tanto Margarit como Boyl volvieron a España debido a sus desavenencias con los Colón, y en su viaje de retorno bautizaron una de las islas descubiertas con el nombre de Montserrat; célebre hoy por un pavoroso volcán generador de grandes daños.


      A la breve relación anterior cabría agregar muchos más nombres, hasta el siglo XVIII, con el extraordinario caso de fray Junípero Serra (mallorquín), apóstol de California. Sin olvidar al gran virrey Manuel Amat y Junyent (Barcelona, 1704-1782), uno de los mejores gobernantes españoles de toda la historia imperial, que en 1755 fue nombrado presidente de la Audiencia de Chile. Después de muy afortunada gestión allí, fue designado virrey del Perú (1761-1767), donde fortaleció militarmente el virreinato frente a las incursiones inglesas, al tiempo que promovió gran número de obras y fue impulsor de varias expediciones de exploración por el inmenso océano Pacífico.


      En definitiva, cabe decir que los privilegios castellanos de exclusión nunca existieron, y en 1534 —reinando Carlos I— oficialmente se extendió la entrada en Indias a las tres Coronas de España (Castilla y León, Navarra y Aragón) para definitivamente en una Cédula Real de 1564 considerar extranjeros en las Indias a los que «han ydo de fuera de estos Reynos de Castilla y de Aragón».8 Con todo, fue el historiador catalán Jaime Vicens Vives quien cerró la polémica del siguiente modo:9


       


      Debe decirse de una vez para siempre, que es absurdo el lamento que tanto vuelo tomó a finales del siglo XIX respecto de la exclusión deliberada de los catalanes del comercio de América. Hoy sabemos que no hubo eliminación de tipo jurídico, sino establecimiento de un monopolio de tráfico entre España y las colonias americanas en provecho de los burgueses de Sevilla.


      Pero los menos versados en historia económica saben que primero los genoveses, después los alemanes y portugueses —incluyendo entre éstos a los marranos conversos— y más tarde los holandeses, franceses e ingleses, supieron aprovecharse de ese monopolio para hacer pasar el oro americano hacia sus tierras sin que el gobierno de la monarquía española pudiera hacer nada por evitarlo.


      Si los catalanes de los siglos XVI y XVII hubieran tenido capitales, industrias y espíritu de empresa, se las habrían ingeniado para lograr el mismo provechoso objetivo que los otros extranjeros de la Corona castellana. Si no pudimos hacerlo, no es porque no supiéramos; simplemente, no teníamos capitales para embaucar a los factores de la Casa de Indias, engolosinar a los mercaderes sevillanos o «convencer» a la monarquía.


      ¿Qué más hubieran querido los reyes de la Casa de Austria y sus ministros, aun el propio conde de Olivares, que transigir con unas demandas catalanas de apertura al comercio americano, si se les hubieran presentado, ante la perspectiva de unas bolsas bien rebosantes de plata, ellos que estaban un día sí y otro también abocados a la quiebra del crédito financiero de la realeza? Pero, precisamente en esa época, los comerciantes de Cataluña vivían de las rentas del tráfico con Sicilia, y estaban de lo más satisfechos con esa lotería. ¿Pensar en ir a América? ¡Qué va! Ningún marinero se habría atrevido a capear la punta extrema de Portugal. Hasta ese punto caímos en el siglo XVII.10


       


      Por lo demás, Carlos III abrió el comercio con Indias a todos los puertos españoles, lo cual hizo que en poco tiempo el mayor tráfico pasara a serlo el originado en el de Barcelona. Y Cataluña entera, tras la independencia de la América continental española (Ayacucho, 1824), desarrolló el mayor comercio de España con las posesiones relictas de Cuba, Puerto Rico,11 Filipinas y las Marianas.


      En Filipinas, la hegemonía catalana se consagró ya tardíamente con la fundación de la Compañía General de Tabacos de Filipinas (CGTF), con sede en Barcelona. Más concretamente, en febrero de 1881, abierto ya el Canal de Suez, el primer Gobierno liberal de Práxedes Mateo Sagasta hizo realidad el esperado decreto de desestanco del tabaco filipino.12 Y fue entonces cuando se creó la CGTF en noviembre de 1881, fundada por Antonio López (que sería el primer marqués de Comillas), en asociación con el Banco Hispano Colonial (con sede en Barcelona y también propiedad de López), la Banque de París et des Pays Bas y la Sociedad de Crédito Mobiliario (que más adelante sería el Banco Español de Crédito, Banesto, desde 1902).


      La CGTF tuvo una vida muy próspera y siguió funcionando después del desastre de 1898, en las Filipinas ya bajo dominio de Estados Unidos, con volumen creciente de tráfico hasta 1941, cuando se produjo la ocupación japonesa. Y después de terminar la Segunda Guerra Mundial, en 1945 volvió a su actividad, manteniéndose la sede de la sociedad en Barcelona hasta pasado el año 2000.13 Secretario del consejo de Administración de la compañía fue por mucho tiempo el grandísimo poeta barcelonés Jaime Gil de Biedma.


       


       


      LA GUERRA DE SUCESIÓN Y SUS CONSECUENCIAS


       


      Apreciada la evolución de Cataluña durante los Austrias, entramos ahora en la ulterior etapa de los primeros Borbones, centrándonos en la Guerra de Sucesión española (1701-1713), que fuera de toda discusión constituyó un conflicto por la hegemonía en Europa, entre la Francia absolutista de Luis XIV y la Inglaterra ulterior a la Revolución de 1688, que ya estaba con un régimen parlamentario moderno, en la senda de su grandeza.


      Formalmente, la contienda supuso la pugna entre dos dinastías —los Borbones frente a los Habsburgo—, ambas aspirantes a ocupar el trono de España y su gran Imperio ultramarino, aunque en realidad, fue una guerra para frenar el poderío de Luis XIV y con el fin de hacer un reparto, organizado por Inglaterra con Holanda, del Imperio español. Por ello mismo, presentar tan larga contienda como una guerra civil entre una España opresora y una Cataluña en busca de su independencia no pasa de ser una visión sesgada de la realidad; toda una reconstructio pro domo sua, esto es, a favor de las actuales tesis de los catalanes secesionistas.


       


       


      Felipe V, rey de España


       


      El caso es que muerto Carlos II sin descendencia, en su testamento dejó heredero de sus reinos —ya se preveía desde 1697— a Felipe de Anjou, nieto del rey Luis XIV de Francia, quien fue proclamado rey de España el 24 de noviembre de 1700, siendo reconocido monarca legítimo en toda Europa, excepto por Austria, ya que la rama originaria de los Habsburgo tenía como candidato al trono de los Habsburgos españoles al archiduque Carlos.


      Felipe V llegó a España en febrero de 1701 y fue bien recibido en Cataluña, como, entre otros, ha puesto de relieve el historiador inglés Henry Kamen: los catalanes, libre y felizmente, aceptaron a Felipe V como soberano, y en Barcelona, en su catedral, se entonaron villancicos en honor del monarca, en gratitud por haberla elegido como escenario de su boda con María Gabriela de Saboya. Se entonaron cantos que sonaban en términos tan patrióticamente españoles como los siguientes:


       


      El sol de Borbón


      será sin duda,


      que ya en nuestra esfera


      sus rasgos despunta,


      pues ya logra España


      en dicha tan suma


      las luces brillantes.


       


      Era la misma Barcelona en que la Generalitat había dado al nuevo monarca la bienvenida más enfática imaginable:


       


      Multiplicando los gozos


      Cataluña se señala


      pues si a Jorge rinde culto


      a Filipo rinde gracias.


       


      En octubre de 1701, las Cortes, presididas por el propio rey, se reunieron en la Ciudad Condal, en el monasterio de San Francisco. En ellas, el joven soberano accedió a buena parte de las peticiones de los parlamentarios, concediendo diversos privilegios de nobleza. Por lo cual las Cortes, agradecidas, obsequiaron al monarca con una considerable suma de dinero para las necesidades reales.


      Fue, con seguridad, una de las reuniones con más éxito, hasta el punto de que el brazo real de la Generalitat informó que el rey había otorgado «tan singulars gràcias i prerrogativas quals en pocas Corts se hauran concedit»; y un posterior oponente del régimen de Felipe V, Feliu de la Penya, admitía que la sesión había resultado en «las constituciones más favorables que había conseguido la provincia».


       


       


      La rebelión austracista de Cataluña


       


      Sin embargo, cuando Felipe V estaba en su visita en Cataluña, en una serie de acciones de guerra, las fuerzas de Austria invadieron los dominios españoles en Italia (Milanesado, Nápoles, Sicilia y Cerdeña). Ante lo cual Felipe V no pudo continuar su itinerario iniciado en Barcelona para jurar posteriormente los fueros de Aragón y Valencia, trasladándose en persona a Italia.


      En 1704, las tropas de la Gran Alianza de La Haya (austriacos, ingleses y holandeses) lanzaron un intento de desembarco aliado en Barcelona con la complicidad de un reducido número de aguiluchos (los austracistas locales). Y fracasada la intentona, el virrey Francisco de Velasco reprimió indiscriminadamente a muchos barceloneses, conculcando repetidamente las constituciones de Cataluña, hecho que incrementó el apoyo a la facción austracista hasta entonces minoritaria.


       

      Retornado Felipe V desde Italia a España, la ciudad de Barcelona, que tenía el privilegio de nombrar embajadores propios en la Corte, designó a Pablo Ignacio Dalmases para denunciar, ante el rey en persona, la política centralizadora del virrey Velasco. Pero el 5 de febrero de 1705, nada más llegar a la corte de Madrid, el embajador fue detenido y encarcelado. Tres meses después, estallaba en Cataluña la revuelta contra Felipe V, con base en el acuerdo suscrito el 20 de junio de 1705 por los austracistas catalanes: el llamado Pacto de Génova, por el cual Inglaterra se comprometió a garantizar la conservación de las constituciones de Cataluña, siempre que ésta se sumara a la causa del archiduque Carlos de Austria, a quien por las aludidas razones de intereses económicos y de reparto apoyaban ingleses y holandeses.


      La iniciativa del Pacto de Génova fue de la reina Ana de Inglaterra, quien en marzo de 1705 nombró como comisionado suyo a Mitford Crowe, un comerciante inglés de aguardiente residente en el Principado, con la misión de «contratar una alianza entre nosotros y el mencionado Principado o cualquier otra provincia de España». Y a tales efectos, Crowe se puso en contacto con un grupo de propietarios y nobles de la plana de Vic, conocidos como los vigatans, el núcleo austracista más fuerte de Cataluña, y por entero dispuesto a tomar las armas en contra de Felipe V, en queja por la política de sus virreyes. Éstos, a su vez, se lamentaban de «lo que estrechan las constituciones», refiriéndose al tan grande poder efectivo que tenía la Generalitat.14


      Los vigatans se reunieron el 17 de mayo de 1705 en Vic y allí acordaron otorgar plenos poderes a sus representantes para firmar lo que sería el Pacto de Génova, que finalmente se suscribió el 20 de junio de 1705, por el ya mentado Mitford Crowe en nombre de la reina Ana, y por Antonio Peguera y Aymerich y Domingo Perera, por el Principado. Convenio que incluía el compromiso inglés de desembarcar en la costa catalana 8.000 soldados de infantería y 2.000 de caballería de las fuerzas de la Gran Alianza anti-Luis XIV/Felipe V, así como de entregar 12.000 fusiles con su correspondiente munición a fin de armar a las fuerzas catalanas. Por su parte, Cataluña reconoció al archiduque Carlos de Austria como legítimo rey de España con la condición de que el nuevo monarca había de jurar y mantener las leyes catalanas.


      En octubre de 1705, las tropas del archiduque Carlos tomaron Barcelona al asalto, y la Generalitat, los consellers y gran parte del pueblo aclamaron al austriaco como a un libertador. Días más tarde, el archiduque fue proclamado legítimo rey Carlos III de España, convirtiendo Barcelona en sede de su Corte y baluarte austracista hasta 1713, cuando por el Tratado de Utrecht se puso fin a la Guerra de Sucesión.15


      Ulteriormente, los nacionalistas catalanes nunca olvidaron la idea que surgió en 1712/1713, de unirse el Principado a la Gran Bretaña, para así evitar el abandono total de los ingleses. Idea que en cierto modo resurgió cuando Enric Prat de la Riba, fundador de la Lliga, a comienzos del siglo XX, buscando ideas para un nuevo concepto de Cataluña, se inspiró en la manera en como se había alcanzado el gran éxito de la empresa «Gran Bretaña». Y fue a partir de ahí como el político regionalista argumentó que, al reforzar su propia «unidad cultural», Cataluña contribuiría a engrandecer España para formar un nuevo imperio. De manera que Prat propuso una nueva relación en lugar del separatismo. Y en las elecciones de 1916, lució el lema de «por Cataluña y por una gran España», en el que la palabra «grande» se modeló conscientemente a imagen de la Gran Bretaña, que como ente político nació en 1707, en plena Guerra de Sucesión española, al fusionarse Inglaterra y Escocia por el Acta de Unión de ese año.


       


       


      Las potencias contrarias a Felipe V abandonan a Cataluña


       


      Quienes ahora pretenden rehacer la historia de la guerra en Cataluña con el resto de España entre 1705 y 1714 identifican la actitud de los austracistas con los modos democráticos de lucha por las libertades catalanas; que, por lo demás, ya había jurado a Felipe V en 1701. Y como expresó Jaime Vicens Vives en Noticia de Cataluña,16 el archiduque Carlos de Austria, sedicente protector de los derechos catalanes, «se impuso a los contrincantes a su causa con medidas de excepción: encarcelamientos, deportaciones y confiscación de bienes»; incluso después de que con la batalla de Almansa de 1707, la Guerra de Sucesión diera un vuelco decisivo al hacerse las tropas borbónicas con Valencia y Aragón.


      Luego, los austracistas fueron derrotados en las batallas de Brihuega y Villaviciosa (Guadalajara) en 1710. Y en tales circunstancias se vio que el archiduque accedería a ser Emperador de Austria tras la muerte de su padre, a consecuencia de lo cual los ingleses no tardaron en negociar con la España de Felipe V uno de los Tratados de Utrecht, en 1713. 


      Ese desenlace de la Guerra de Sucesión no pudo ser más triste para los catalanes rebelados, pues el archiduque Carlos, ya emperador, los abandonó sin más explicaciones, despreciativamente. Y el día de San José de 1714, la ya emperatriz austriaca Isabel Cristina de Brunswick-Wolfenbüttel se embarcó en Barcelona en un buque británico para no volver nunca más, simbolizándose de ese modo cómo desde Viena se dejaba tirados a los catalanes austracistas.


      Como alegaron los representantes del Consejo de Ciento barcelonés, Cataluña quedaba «desemparada de son rei, pare i senyor», terminando así ocho años de entrega a la causa del archiduque.


      En Cervera, capital de la Segarra, y en Hospitalet de Llobregat, se negoció y se firmó, en secreto —22 de junio de 1714—, el Acuerdo de Evacuación por el que los imperiales entregaron de iure, pero no de facto, Barcelona al ejército hispano-francés, sin condición política alguna. Y, acto seguido, el mariscal Starhemberg —último virrey austracista— se instaló en el entonces pueblo y hoy barrio de San Andrés, para desde allí abandonar subrepticiamente Barcelona en la noche del 27 de junio, tras haber negado una y otra vez el referido pacto de entrega. Cuando se supo lo ocurrido, en las calles de la Ciudad Condal se cantó una elocuente rima: «Inglesos han faltat, portuguesos han firmat, holandesos firmaran, i a la fi ens penjaran».


      De la playa de Blanes, el 20 de agosto de 1714, partió el último transporte que evacuó a tropas austracistas, altos cargos y funcionarios de su fracasado régimen. Y entre los 25.000 efectivos foráneos que salieron se incluyeron tres mil españoles, la mayoría catalanes, entre ellos el mismísimo arzobispo de Barcelona y buena parte de su alto clero. Era una especie de movimiento, a la inversa de la salida de la Ciudad Condal, de nada menos que 6.000 partidarios de Felipe V en 1705.


      En tales circunstancias, en el Salón Sant Jordi del Palau de la Generalitat había tenido lugar, el 30 de junio de 1713, la formación de la primera Junta General de Brazos,17 y cada uno de los tres brazos —el eclesiástico, el militar y el popular— designó nueve representantes para formar una comisión que optara entre la capitulación y la resistencia frente a las fuerzas de Felipe V, resultando, por abrumadora mayoría, el 5 de julio, la decisión de «tratar del modo de la entrega de Barcelona».


      Sin embargo, el brazo de los comunes, dirigido por Rafael de Casanova, acordó, por 78 votos contra 45, resistir a ultranza, obligando a los demás a secundarles en esa actitud tan española por su numantinismo. Así las cosas, el 9 de julio de 1713 se publicó, con gran aparato y al son de tambores y clarines, el mencionado acuerdo, confiriéndose el mando de las tropas de la resistencia al teniente general Antonio de Villarroel (Barcelona, 1656-La Coruña, 1726), cuya historia es bien aleccionadora:


       


      Descendiente de familia castellana —nunca llegó a hablar bien catalán—, con el grado de capitán estuvo en Ceuta (1694-1697), durante su asedio por los moros. Y luego, encuadrado en el ejército filipista, luchó en la primera parte de la Guerra de Sucesión a las órdenes del duque de Orleans, pero al caer éste en desgracia de Felipe V, se adhirió a los austracistas en 1710, y fue nombrado teniente mariscal de caballería por el archiduque Carlos. Tomó parte en la batalla de Villaviciosa (1710), y fue hecho prisionero mientras dirigía la evacuación de las tropas del archiduque de Aragón; pero en 1711 fue canjeado y se le nombró inspector de infantería.


      Cuando tras el Tratado de Utrecht de 1713 la Generalitat decidió proseguir sola la guerra, Villarroel fue designado teniente mariscal de las tropas imperiales, general en jefe de Cataluña y comandante de la plaza de Barcelona, asediada ya por las tropas de Berwick (julio 1714). Sostuvo la resistencia junto con Rafael de Casanova, pero cuando las esperanzas de victoria ya eran nulas, se pronunció por la conveniencia de capitular. Por lo que dimitió de sus cargos al ver que los comunes votaban la prosecución de la lucha; sin embargo, asumió la obligación de seguir combatiendo, y así lo hizo hasta el mismo 11 de septiembre de 1714.18


       

       


      Tras caer Barcelona, Villarroel fue hecho prisionero y encarcelado en el castillo de Alicante, y más tarde (1715) en el de La Coruña, donde murió el 22 de febrero de 1726, en condiciones paupérrimas. Los últimos años de su vida los pasó recluido en una celda que se inundaba con la subida de la marea, circunstancia que le provocó una parálisis total de ambas piernas. La fecha real de su muerte se descubrió en 2009, pues hasta entonces se consideraba que había sido liberado del Alcázar de Segovia a raíz de la paz de Viena (1725), y que había vivido de la pensión concedida hasta su muerte por el archiduque Carlos, ya emperador. En cualquier caso, y a pesar de su dedicación a la causa, un negro silencio cayó sobre la figura de Villarroel en Cataluña, en contraste con el enaltecimiento de Casanova.


       


       


      Sitio y caída de Barcelona en 1714


       


      El ejército de Felipe V, situado en torno a Barcelona, totalizó en principio unos 20.000 hombres, al mando del duque de Pópoli, que estableció en Martorell, el 19 de julio de 1713, su cuartel general. Con el propósito de sitiar la Ciudad Condal, se construyó una línea de atrincheramiento que circunvalaba toda la ciudad.


       

      El sitio así concebido continuó sin lograrse gran cosa, y por ello, Felipe V hubo de solicitar más auxilio a su abuelo Luis XIV, quien confió el mando del ejército franco-español encargado de someter a Barcelona al duque de Berwick,19 el victorioso general de Almansa, Villaviciosa, Brihuega y otras batallas, quien se presentó en Barcelona el 7 de julio de 1714. Y tras un detenido reconocimiento de la situación, Berwick adoptó el proyecto de ataque que le propuso el ingeniero Verboom.20 En tanto, una escuadra que mantenía el bloqueo de la ciudad se vio reforzada con 50 navíos españoles y franceses, cerrándose las salidas de la ciudad al mar.


      Agotados los recursos financieros y materiales, y encontrándose con dificultad para reunir artilleros suficientes, Berwick manifestó, el 3 de septiembre de 1714, que la Ciudad Condal podía nombrar dos representantes para tratar sobre su entrega, so pena de sufrir todos los rigores de un ataque total. Para ello se reunió la Junta de Defensa de la ciudad, y se convocó nuevamente a los tres brazos. Y en contra de lo que habría sido de esperar, tras acaloradas discusiones, se acordó no admitir arreglo con el sitiador y defenderse hasta el último extremo, orden que fue comunicada a los sitiadores con la lacónica frase: «Retírese vuecencia». Para hacer la situación de Barcelona aún más grave, en aquellos críticos momentos surgieron las ya mencionadas desavenencias entre Villarroel y los comunes, que obligaron a dimitir al más experto militar y defensor de la ciudad, aunque continuó sirviéndola.


      El escenario final del drama se configuró al rayar el alba del 11 de septiembre, cuando estaban formadas en la trinchera las tropas del rey que debían atacar en todo el frente. Y los asaltantes, aunque sufrieron grandes pérdidas, barrieron la artillería barcelonesa emplazada detrás de las brechas, arremetiendo, hasta que el estandarte de Felipe V ondeó victorioso en las murallas de la ciudad. Y como era de presumir, las tropas ocupantes cometieron no pocas venganzas, e hicieron presos a los cabezas de la rebelión, que fueron conducidos a distintas fortalezas del reino.


      Con el paso del tiempo, la resistencia de Barcelona fue mitificándose más y más, sobre todo en la figura de Rafael de Casanova, quien con el pendón de Santa Eulalia —y no la cuatribarrada— combatió hasta el último momento. Y habiendo sido herido, escapó de los triunfadores, vivió oculto un tiempo, y fue indultado en 1719, para morir felizmente de viejo en Sant Boi de Llobregat en 1743. El otro defensor, según vimos, Antonio de Villarroel, fue a presidio hasta el final de sus días.


      La definitiva mitificación del 11 de septiembre de 1714 comenzó en 1888, al celebrarse la Exposición Universal de Barcelona, cuando el Ayuntamiento de Barcelona inauguró una escultura de Rafael de Casanova, con una expresión facial de rictus doliente, que el escultor Nobas había labrado en 1871. Luego, tras el golpe de Estado del 13 de septiembre de 1923, el general Primo de Rivera prohibió la festividad bajo multa de mil pesetas. Y con la dictablanda de 1930 de Berenguer volvió a tolerarse el homenaje. Posteriormente, en 1939, al entrar las tropas de Franco a la Ciudad Condal, se retiró la estatua a un depósito municipal, hasta que el alcalde Socías Humbert, ya a punto de llegar la democracia, la restituyó en 1977, proclamó de nuevo la Diada oficialmente, después de haberse tolerado en 1976 en Sant Boi de Llobregat, donde el autor estuvo representando a la Junta Democrática de España, junto con Antonio García Trevijano.21


       


       


      Decreto de Nueva Planta y Tratado de Utrecht


       


      En su aspecto estrictamente hispano, la Guerra de Sucesión (1701-1714) terminó con la victoria de los Borbones y la definitiva reentronización de Felipe V en toda España. Lo cual, para Cataluña, Valencia, Aragón y Mallorca significó la abolición de sus centenarios regímenes propios. Y en el caso particular de Cataluña, se decidió así, a pesar de las recomendaciones hechas por algunas cancillerías europeas por el llamado «caso de los catalanes»: el Principado vio como su estatus confederal fue abolido por el Decreto de Nueva Planta de 1714, para ponerlo, según el texto de Felipe V, «en pie de igualdad respecto de las provincias más amadas de mis reynos».


      La suprema autoridad del Principado pasó a ser el capitán general, y todas las instituciones autónomas (Cortes, Diputación, Consejo de Ciento) fueron suprimidas. Como también lo fue la Universidad de Barcelona, en tanto que la lengua catalana dejó de usarse en los centros oficiales, y lo mismo sucedió en la enseñanza y en la predicación religiosa. El antiguo sistema tributario se vio igualmente eliminado, siendo sustituido por el común del resto de España. Se perdieron, además, las milicias armadas, quedando el control del orden público a cargo del Ejército y de los Mossos d’Esquadra, creados por el propio Felipe V en 1728.


      En lo que respecta al Tratado de Utrecht suscrito por Inglaterra y España en 1713, en su art. 13, los británicos intentaron proteger, ya en plan gabinete, a sus aliados catalanes: tras haberlos abandonado vergonzosamente, pidieron al ya reconocido rey de España que respetara los derechos del Principado. Cosa que ya había rogado en 1707 el duque de Berwick, al criticar como imprudente la idea de abolir los fueros de Valencia tras la batalla de Almansa. Incluso Luis XIV aconsejó a su nieto que tratara a los catalanes con clemencia, y que les ofreciera términos razonables de capitulación, conservando sus instituciones. Pero fueron los británicos los que, sin ningún compromiso real, registraron su hipocresía en el artículo 13 del Tratado de Utrecht, para mayor vergüenza cuando aún seguía la guerra en Barcelona:


       


      Visto que la reina Ana de la Gran Bretaña no cesa de instar con suma eficacia para que todos los habitadores del principado de Cataluña, de cualquier estado y condición que sean, consigan, no sólo entero y perpetuo olvido de todo lo ejecutado durante esta guerra y gocen de la íntegra posesión de todas sus haciendas y honras, sino también que conserven ilesos é intactos sus antiguos privilegios, el rey católico por atención a su Majestad británica concede y confirma por el presente á cualesquiera habitadores de Cataluña, no sólo la amnistía deseada juntamente con la plena posesión de todos sus bienes y honras, sino que les da y concede también todos aquellos privilegios que poseen y gozan, y en adelante pueden poseer y gozar los habitadores de las dos Castillas, que de todos los pueblos de España son los más amados del rey católico.


       


      El profesor Ernest Lluch, poco antes de su ruin asesinato por ETA, hizo un recordatorio al historiador inglés Henry Kamen: «Amigo Kamen —le dijo— Inglaterra todavía tiene una deuda pendiente con Cataluña». Pero como Kamen contestó, la deuda inglesa era únicamente del Partido Whig, cuyos banqueros eran los más beneficiados por la guerra y apoyaban la causa catalana sin otra razón que continuarla para seguir enriqueciéndose. En tanto que el argumento en contra de persistir en tan lamentable contienda lo esgrimió con fuerza Jonathan Swift —el inventor de Gulliver— en su opúsculo La conducta de los aliados (1711), en el que denunció a los «adinerados hombres cuya cosecha perpetua es la guerra, y cuyo negocio verán descender en mucho con una paz». También exponía la carga intolerable que representaba apoyar a los rebeldes en Cataluña, cuyos costes navales eran sufragados exclusivamente por los británicos.


      Coincidiendo con los argumentos de Swift, lord Bolingbroke, uno de los líderes del siguiente Gobierno tory, comentó al ministro francés de la guerra que la paz debería haber sido posible ya en 1706 —después de la victoria de Berwick en Almansa— y que desde 1711 «nosotros [en Gran Bretaña] queríamos la paz... frente a los que encuentran su ganancia privada en la calamidad universal». La continuación de la guerra, en otras palabras, no tenía nada que ver con la «causa de los catalanes», sino con lo que ya en el siglo XVIII era un auténtico complejo industrial militar.22 Los británicos, pues, manifestó Kamen a Lluch, no tenían ninguna «deuda pendiente» a favor de Cataluña. Por lo demás, la instrumentación de la parrafada de Utrecht nunca la exigió nadie.


      La derrota barcelonesa del 11 de septiembre de 1714, por consiguiente, fue la culminación de un conflicto por el poder que abarcó a toda Europa, y a lo largo del cual Cataluña cambió de bando. En manera alguna fue una guerra de Castilla contra Cataluña, sino entre dos partes de la misma España, una con el archiduque y la otra con Felipe V, pero ambos, posibles reyes de todos los españoles: el primero, apoyado por Cataluña, Aragón y Valencia, y el segundo, por el resto del país.


      No obstante, la historiografía secesionista ha querido ver en esa contienda una película de austracistas buenos contra borbónicos malos, y de Cataluña frente a Castilla, cuando Castilla como entidad política había dejado de existir en 1521, con el aplastamiento de los comuneros en la batalla de Villalar. Algo que también ignoran los mismos historiadores nacionalistas, como se olvida también que, tras la guerra, Cataluña resurgió con más fuerza que antes, haciéndose la protagonista económica de toda España. ¿Habría sido ésa su suerte de haber seguido siendo un apéndice del Imperio austriaco o un territorio añadido a la Gran Bretaña como algunos llegaron a soñar?


       


       


      EL RESURGIMIENTO ECONÓMICO DE CATALUÑA EN EL SIGLO XVIII


       


      En lo sucesivo, y como dijo Jaime Vicens Vives, «al echar por la borda del pasado un anquilosado régimen de privilegios y fueros, la Nueva Planta de Felipe V fue un desescombro que obligó a los catalanes a mirar hacia el porvenir y les libró de las paralizadoras trabas de un mecanismo legislativo inactual». Y lo mismo vino a manifestar Pierre Vilar en su libro Cataluña en la España moderna.23


      ¿Eran Vicens Vives un mal catalán y Vilar un mal historiador? ¿Lo eran los Rocabertí, Bac, Potau, Agulló, Taverner, Copons, Miramón, que encabezaron el exilio de Barcelona en 1705 por estar con la causa de los Borbones? ¿Lo eran los que votaron por una capitulación negociada de Barcelona? En absoluto, por mucho que hayan sido vituperados por el secesionismo.


      A pesar de la dureza del nuevo régimen de Felipe IV, el paso del tiempo y la promoción de nuevas generaciones, para las cuales las antiguas libertades del Principado no eran más que un recuerdo histórico, convirtieron en normal la situación política instaurada por el Decreto de Nueva Planta. Gradualmente, los catalanes se acomodaron a la nueva situación, y sus clases dirigentes realizaron un esfuerzo notable para convertir el antiguo Principado en una pujante región española.


      Ese objetivo parecía conseguido en tiempos de Carlos III (1759-1789), cuando el ilustrado rey, con sus medidas reformistas supo congraciarse con los catalanes. Y si con Felipe V se crearon los Mossos d’Esquadra, Carlos III promovió la Junta de Fábricas del Principado, como precedente del Foment, la patronal catalana de hoy, como en 2013 señaló con toda precisión su presidente, Joaquim Gay de Montellà.


      Bajo los primeros Borbones, Cataluña se recuperó de los desastres de la guerra24 y adaptó su economía a la nueva situación, en condiciones y niveles mucho mejores que antes. Por otra parte, perdidas, por el tratado de Utrecht, las antiguas posesiones del Milanesado, Cerdeña, Nápoles y Sicilia, que habían sido mercados tradicionales para el despacho de las manufacturas catalanas, la economía del Principado se orientó en dos nuevas direcciones: la peninsular y la ultramarina.


      En la primera dirección, los catalanes realizaron, a lo largo del siglo XVIII y sobre todo durante el XIX, una auténtica colonización económica del resto de España, aprovechando, primeramente, y con toda naturalidad, la positiva abolición por Felipe V de las aduanas interiores, excepto con las Provincias Vascongadas, que perduraron hasta 1841. Y otra decisión importante de Felipe V a favor del Principado —pocas veces citada— fue la que adoptó en 1728: la prohibición de la entrada en España de manufacturas de algodón. Fue una decisión que contribuyó decisivamente a la expansión de la manufactura textil de Cataluña a gran escala, al conseguirse el máximo de protección, más allá del arancel aduanero. Pues, por altos que fueran los derechos de importación, al incluirse un producto en la lista de géneros prohibidos, su protección ya no era ni 50 ni 100 por 100 ad valorem, sino, matemáticamente, igual a infinito, por la completa anulación de la competencia exterior.25


      Por su parte, Carlos III, en 1778, decretó que todos los puertos españoles pudieran negociar directamente con América y Filipinas, lo que impulsó una presencia creciente de Cataluña en esos territorios; sobre todo en Cuba y todo el Caribe; y después en el Pacífico en el siglo XIX, con la fundación de la Compañía General de Tabacos tras la apertura del Canal de Suez en 1870.


      Esa expansión económica de Cataluña desplazó el núcleo económico más potente de la monarquía del centro a la periferia de España. Con firmeza, Cataluña fue entrando por los caminos de la protoindustrialización, y su nueva fisonomía social contrastaría cada vez más con las estructuras anquilosadas de gran parte del resto de la península Ibérica.


      Pero a pesar de todos esos beneficios, la historiografía nacionalista sigue denigrando los Decretos de Nueva Planta. Sobre todo a partir de la Renaixença y del nacionalismo surgido en el último tercio del siglo XIX, tendente a recuperar los antiguos privilegios catalanes; perdiéndose con ello una fuerza que, empleada en la dirección de mayor integración con el resto de España, podría haber dado a Cataluña mucho más. Lo que nos lleva a la paradoja actual de que cuando toda España está integrada en un solo mercado, la Unión Europea, se vuelven a perder energías enormemente valiosas, al plantearse una secesión que pondría a Cataluña fuera del mercado único europeo.26


      Anotemos finalmente que una de las pérdidas de España como consecuencia de la Guerra de Sucesión fue la de Gibraltar, que hoy es la última colonia de Europa. Y en ese sentido, algunos catalanes secesionistas ven en el Peñón —la vergüenza de España para la inmensa mayoría— un enclave de interés en apoyo a sus pretensiones, asociándose así en diferentes formas a los llanitos, que quieren su independencia, no de España, sino del Reino Unido. Algo imposible, porque es una colonia muy particular, ya que depende por entero de un pacto de retrocesión a España (otra vez el Tratado de Utrecht, 1713) en caso de que Londres decidiera retirar su soberanía, que en ningún caso puede transferir a terceros.


       


       


      RESUMIENDO


       


      En el siglo XVII, las relaciones de Cataluña con el resto de España tuvieron su más cruento episodio de una guerra que comenzó en 1640 con el Corpus de Sangre bajo los Austrias. Una contienda tras la cual se recuperaron, en plenitud, los derechos confederales de Cataluña, tan exaltados siempre por los historiadores nacionalistas; como si durante su tiempo en la edad moderna hubieran sido de libertades máximas y de entendimiento permanentes. Sin valorar las desventajas de ese confederalismo frente a lo que la inserción en un Estado nacional unitario habría hecho posible. Como luego se demostró.


      El XVII fue, en términos generales y con no poca controversia, un siglo de decadencia económica, sin una participación catalana en la aventura imperial del conjunto de España a la altura de lo que habría sido posible; a pesar de no haber existido obstrucciones insalvables para ello, y más bien por la discutible conveniencia de seguir polarizando Cataluña su atención en el Mediterráneo: un mar en franco declive económico, en contraste con los nuevos horizontes hispánicos en el Atlántico y el Pacífico.


      En cuanto al siglo XVIII, en 1705 Cataluña abandonó su fidelidad a Felipe V, jurada en 1701, para cambiar al bando austracista del archiduque. Quedando así negativamente ligada su suerte a la victoria final del primer Borbón, tras el abandono de Inglaterra de la costosa presencia en Cataluña.


      Luego, las cosas evolucionaron a mejor: paradójicamente, tras la larga Guerra de Sucesión, el Decreto de Nueva Planta de 1714, visto como un castigo por tantos historiadores nacionalistas, resultó ser altamente beneficioso para Cataluña en lo económico, al desaparecer toda una serie de trabas medievales, y entrarse en lazos más estrechos con el resto de España. Lo que a la postre permitió la conquista catalana del mercado interior español y el creciente intercambio con el imperio de ultramar; algo que duró más de tres cuartos del siglo XVIII, y que generalmente se ignora en la historiografía secesionista, que no deja de vituperar el nuevo orden del primero de los Borbones, que estuvo en la lógica de la inevitable integración de España, en pos de su mercado único.


      Por lo demás, cabe decir que tanto 1640 como 1705 marcaron claramente una identidad catalana en defensa de sus intereses y recurriendo decididamente a las armas. Algo que a gran escala no se intentaría nunca más en la historia subsiguiente a 1714. De modo que los demás brotes secesionistas fueron teniendo un tinte más intelectual, burgués u obrerista; y también —¿por qué no decirlo?— menos esforzado y con menos posibilidades de lograr lo reivindicado.


      Y al terminar este capítulo 2, una pregunta para la reflexión: ¿por qué en 1640-1652 Felipe IV polarizó su esfuerzo bélico en recuperar Cataluña, en vez de hacerlo con Portugal, que tenía un ingente espacio colonial propio amplio y promisorio? Creo que la respuesta es fácil: a la hora de la verdad, Cataluña era más España que Portugal.


      Y en el mismo sentido que el último párrafo, en su hamletiano proceso de to be or not to be, cuando en 1808 surgió una ocasión en la que Cataluña podría haber resuelto asociarse otra vez con Francia, como lo había hecho en 1640, no procedió así. Seguramente por los efectos homogeneizadores de los Decretos de Nueva Planta y la prosperidad del XVIII: el Principado optó por estar en la lucha por la independencia de España, que en 1812 se constituyó definitivamente en nación, según pasamos a ver en el capítulo 3.
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      CATALUÑA EN LOS SIGLOS XIX Y XX


       


       


       


      LA CONSTITUCIÓN DE CÁDIZ Y LOS DIPUTADOS CATALANES


       


      Las diferencias económicas estructurales que ya se apreciaron en el siglo XVIII entre Cataluña y el resto de España, por la protoindustrialización, se acrecentaron a lo largo del siglo XIX, cuando el desarrollo económico se complejizó en el Principado. Y ese renacer económico —después del duro paréntesis napoleónico y de Fernando VII (1808-1833)— sumado a la renovada fuerza de lo autóctono (tradición, idioma, pletórica Barcelona) favoreció las ideas de los primeros regionalistas, en pro de una nueva conciencia de Cataluña. En lo que durante algún tiempo pareció un proyecto de asumir el liderazgo de toda España, pero que no acabó de configurarse; precisamente por el mayor peso asignado a lo propio, a lo más próximo, frente a lo que podría haber sido una plena integración.


      Sin duda, por la inercia de un siglo XVIII en su mayor parte venturoso en tantos aspectos (la contramedalla del Decreto de Nueva Planta), Cataluña se adhirió a la causa española de la lucha contra el invasor francés. Como se evidenció al constituirse —al igual que sucedió en las demás regiones de España— la Junta Suprema del Principado, surgida para ocupar el vacío de poder producido por el colapso de la monarquía tras las abdicaciones de Bayona, y con el impulso que dio el levantamiento de Madrid del 2 de mayo de 1808. Y esa resistencia catalana persistió cuando Cataluña fue incorporada, por expreso deseo de Napoleón, a Francia; no como un condado ofrecido por los rebeldes contra el rey de España —lo que ocurrió en 1640—, sino por militar imposición francesa, lo que significó que por un tiempo Cataluña fue un conjunto de cuatro departamentos sometidos a la administración del Imperio francés.


      La españolidad del momento no impidió, sin embargo, que en el proceso constituyente de Cádiz (1810-1814),1 los diputados catalanes, aragoneses y valencianos plantearan el reconocimiento de su diversidad, en la idea de recuperar los privilegios de los antiguos reinos históricos; de «esas pequeñas naciones», en el decir del ilustrado e historiador Antonio de Capmany, que fue el diputado de Cataluña más destacado en las Cortes.


      La idea de la nación española fue aceptada por todos los reunidos en Cortes, en San Fernando primero y en el oratorio de San Felipe de Neri en Cádiz después, para hacer una Constitución que, paradójicamente, era consecuencia de las ideas de la Revolución francesa. Y fue en Cádiz y en la ocasión cuando se produjo todo un debate sobre el artículo 10 del proyecto constitucional, referente a la división territorial de España.2 Un tema bien estudiado en el ensayo de Joaquim Coll y Piña Homs, Los diputados catalanes y mallorquines, dentro de Cortes y Constitución de Cádiz. 200 años, dirigida por José Antonio Escudero.3


      Según Coll y Piña Homs, en 1810 Cataluña ya disponía de una notable posibilidad de recuperar su identidad y su autogobierno. Propósito que se combinaba con el pleno respeto a la nación española, entendida ésta como «un pacte entre ciutadans lliures per a la construcció d’un marc que assegurés els drets polítics i civils de tots els espanyols».4


      También pretendieron lo mismo los diputados vascos y navarros, como subraya el profesor Gregorio Monreal Zía, en la misma obra colectiva dirigida por el profesor Escudero. Pudiendo decirse que esas primeras peticiones formuladas en Cádiz se vieron aletargadas por la vuelta al absolutismo con Fernando VII, y también por la problemática del tortuoso proceso de constitucionalización de España.


      Volviendo ahora al diputado Antonio Capmany, el historiador Fernando García de Cortázar sostiene que la presencia catalana en las Cortes «representó a la perfección a la élite comprometida con España en la etapa de la Ilustración, y plenamente entregada a la defensa de la nación durante la Guerra de la Independencia. Sobre la que Capmany escribió uno de los textos patrióticos más conmovedores del conflicto, llamando a Cataluña “Centinela contra franceses”». Toda una arenga, redactada como respuesta al levantamiento de Madrid de mayo de 1808, cuando «ninguno era infiel a la nación: todos eran españoles y querían ser españoles».


       


       


      MERCADO ÚNICO ESPAÑOL: LIBRECAMBIO/PROTECCIONISMO


       


      Entramos ahora en la historia de Cataluña a lo largo del siglo XIX, de gran complejidad histórica a escala de toda España, por lo que en el cuadro 3.1 presentamos una síntesis de ese difícil discurrir político (hasta el comienzo de la Restauración), dentro del cual hubo un hilo conductor notable y determinante para el progreso económico: la configuración del mercado común español, dicho sea en terminología integradora. Lo que comportó cambios importantes en la organización del Estado: mejora de los caminos reales, ulterior construcción de la red ferroviaria, la codificación civil y mercantil, unión arancelaria, fiscalidad única, y la configuración de un nuevo sistema financiero.5


      Pero por encima de todo, y con gran presión por parte de Cataluña, ese mercado común fue resultado de la política arancelaria, en la que tuvo parte decisiva el político catalán Laureano Figuerola. Quien previamente, en octubre de 1868, y dentro del Gobierno Provisional que presidía el general Serrano, y del que era miembro relevante Juan Prim, promovió la creación de la peseta como nuevo signo monetario español. Según el patrón de la Unión Monetaria Latina (UML), a la que España se unió de facto, que no de iure.6 Una decisión que favoreció el comercio exterior de España y las inversiones extranjeras en el país.


      En cuanto a otros aspectos de la formación del mercado común —la cuestión arancelaria—, destacaremos, ante todo, que en España, como en casi todos los países europeos, se vivió con apasionamiento su debate, prácticamente durante todo el siglo XIX.7 En ese sentido, los primeros catedráticos de Economía Política, Flórez Estrada,8 Del Valle, Colmeiro, Toledano y otros, defendieron tesis marcadamente librecambistas contra los representantes del mercantilismo tardío. Como igualmente surgieron los primeros proteccionistas, la mayoría de ellos catalanes, figurando al frente Eduardo Jaumandreu, profesor de Economía Política en Barcelona.9 En tanto que en el plano institucional, la gran protagonista fue la Comisión de Fábricas de Hilados, Tejidos y Estampados de Algodón del Principado de Cataluña, fundada en tiempos de Carlos III, que en 1820 recibió el nombre de Junta de Fábricas.


      Sobre el tema del proteccionismo textil en la primera mitad del siglo XIX en España a favor de Cataluña, en su Diario de un turista, de 1839, Stendhal, el maestro de la novela realista, recogió con la perspicacia propia de su talento —dice Luis Ventoso— sus impresiones tras un viaje de Perpiñán a Barcelona:


       


      Los catalanes quieren leyes justas —anota—, a excepción de la ley de aduana, que debe ser hecha a su medida. Quieren que cada español que necesite algodón pague cuatro francos la vara, por el hecho de que Cataluña está en el mundo. El español de Granada, de Málaga o de La Coruña no puede comprar paños de algodón ingleses, que son excelentes, y que cuestan un franco la vara.10


       


      CUADRO 3.1. Síntesis histórica del periodo 1808/1876


      
        
          
            
              	
                2-5-1808 

              

              	
                Dos de mayo en Madrid. Monarquía sin rey, nacimiento de las Juntas frente a la ocupación francesa.

              
            


            
              	
                19-3-1812

              

              	
                Promulgación de la Constitución de Cádiz.

              
            


            
              	
                11-5-1814 

              

              	
                Abolición de la Constitución de Cádiz; se inicia el primer periodo absolutista de Fernando VII.

              
            


            
              	
                1-1-1820 

              

              	
                Pronunciamiento del general Riego en Cabezas de San Juan. Proclamación de la Constitución de Cádiz. Comienza el Trienio constitucional de Fernando VII.

              
            


            
              	
                 

                1-10-1825 

              

              	
                Intervención de la Santa Alianza («Los cien mil hijos de San Luis»), que permite un segundo periodo absolutista de Fernando VII (1823-1833).

              
            


            
              	
                29-9-1833

              

              	
                Muerte de Fernando VII y vuelta a la senda del constitucionalismo. Convocatoria de Cortes por el Estatuto Real (1934). Restablecimiento de la Constitución de Cádiz, por la sublevación de los sargentos de la Granja (1836). Constitución liberal de 1837.

              
            


            
              	
                1833-1839

              

              	
                Primera Guerra Carlista, que termina con el Abrazo de Vergara (29 de agosto de 1839).

              
            


            
              	
                12-9-1840

              

              	
                La reina gobernadora (María Cristina) abdica por presiones del general Espartero, quien es nombrado regente, cargo que ostenta hasta el 23 de julio de 1843, cuando es derrocado por Narváez y O’Donnell, poniéndose término a la minoría de edad de Isabel II (noviembre de 1843).

              
            


            
              	
                2-5-1844

              

              	
                Primer Gabinete Narváez, que marca el arranque de la Década Moderada (Constitución de 1845) que se refuerza en su autoritarismo en 1848, al frenarse en España los efectos de las revoluciones europeas de ese año, el mismo del Manifiesto comunista de Marx y Engels.

              
            


            
              	
                1847-1849

              

              	
                Segunda Guerra Carlista que concluye con el exilio de Cabrera.

              
            


            
              	
                28-6-1854

              

              	
                Pronunciamientos en Zaragoza y en Madrid: revolución de 1854 («la Vicalvarada»), conducida por O’Donnell. Comienza el bienio progresista (1854-1856).

              
            


            
              	
                1856             

              

              	
                Proyecto de nueva Constitución («la Non nata»), que no llega a estar vigente, al disolver las Cortes el general O’Donnell y restablece en 1845 su pacto con Narváez y los moderados. Los dos generales se mantienen intermitentemente en el poder hasta 1868. En 1867 muere O’Donnell, y en 1868, Narváez, los dos generales autoritarios mantienen a Isabel II en el trono en una larga fase de dictadura.

              
            


            
              	
                1868 

              

              	
                Los generales liberales Serrano y Prim y el almirante Topete promueven la Revolución de septiembre que convoca cortes constituyentes (Constitución de 1869). Comienza el Sexenio Democrático.


                
              
            


            
              	
                27-12-1870

              

              	
                Asesinato de Prim y llegada a Madrid del nuevo rey, Amadeo de Saboya.

              
            


            
              	
                2-1-1871

              

              	
                Entronización de Amadeo de Saboya, quien abdica el 11 de febrero de 1873.

              
            


            
              	
                1872-1876

              

              	
                Tercera Guerra Carlista que concluye Alfonso XII.

              
            


            
              	
                 

                11-2-1873

              

              	
                Proclamación de la Primera República Española. Proyecto de nueva Constitución Federal, que no llega a prosperar.

              
            


            
              	
                3-1-1874

              

              	
                Golpe del general Pavía en Madrid y disolución de las Cortes. Nueva regencia de Serrano: la República autoritaria.

              
            


            
              	
                29-12-1874

              

              	
                 

                Pronunciamiento del general Martínez Campos en Sagunto y proclamación de Alfonso XII como rey de España. Gobierno-regencia de Cánovas del Castillo y comienzo de «la Restauración». Llegada de Alfonso XII a España en enero de 1875.

              
            


            
              	
                2-7-1876 

              

              	
                Constitución canovista de la Restauración. Estuvo vigente hasta el 30 de septiembre de 1930 (dictadura del general Primo de Rivera).

              
            

          
        

      


      Fuente: Elaboración propia.


       


      En cualquier caso, en el enfrentamiento de las dos posiciones —librecambistas versus proteccionistas— preponderó ora el librecambio, ora el proteccionismo, a lo largo de cuatro fases sucesivas:11 primera, hasta 1841, de signo proteccionista; segunda, transición al librecambismo con los aranceles de 1841 y 1849; tercera, el Arancel Figuerola de 1869; cuarta, triunfo del proteccionismo (1892 a 1963).


      Aparentemente, el Arancel Figuerola de 1869 significó un régimen aduanero más liberal, al adherirse a los principios del convenio Cobden-Chevalier de 1860 entre Inglaterra y Francia. Un tratado que supuso una auténtica revolución en la política comercial de Europa, pues con él Napoleón III se adhirió a la apertura comercial preconizada por Inglaterra, invitando a las demás naciones a participar en las ventajas del libre comercio, merced a la cláusula de nación más favorecida. Únicamente Estados Unidos, vencido el Sur librecambista en la Guerra de Secesión (1861-1865), se reafirmó en su tradición industrializadora y proteccionista.12


      Todo parecía indicar, pues, que el triunfo del librecambismo era total. Sin embargo, como ha destacado el profesor Antón Costas, de la Universidad de Barcelona, el objeto de la Base 5.ª se ha malentendido, por la presentación que de ella hicieron los intereses proteccionistas más exacerbados.13 Pero en realidad, Figuerola, catalán como su mentor Prim, y con experiencia económica anterior a su paso a la política, inspirándose en el principio de defensa de las industrias nacientes, lo que buscó —con los relativamente bajos derechos de importación— fue abaratar las materias primas necesitadas por la industria, así como proteger la industria textil, con la Base 5.ª, a través de una tarifa de hasta el 35 por 100 ad valorem, durante doce años (1869-1881). Sin embargo, la interpretación por parte de los proteccionistas a ultranza fue muy diferente: los librecambistas eran contrarios a la industrialización, al desproteger las industrias nacientes, lo que equivalía a matarlas.


      Después, con el comienzo de la Restauración borbónica —1875—, tuvo gran influencia la burguesía catalana, una de las fuerzas decisivas en paralelo al retorno de los Borbones; y consiguientemente, una de las primeras medidas de la Restauración con Alfonso XII consistió en detener la puesta en marcha del mecanismo de la Base 5.ª del Arancel Figuerola.


      En ese contexto, la petición de una política más proteccionista se hizo insistente, con figuras como Pedro Bosch Labrús y Juan Güell y Ferrer, que en 1869 fundaron el Fomento de la Producción Nacional en Barcelona, contra el Arancel Figuerola. Y en 1889, el propio Bosch participó en la fundación del nuevo Fomento del Trabajo Nacional, que pasó a presidir José Ferrer Vidal, tatarabuelo del actual presidente de la entidad, Joaquim Gay de Montellà. Para poco después acercarse a Cánovas, en cuyas ideas proteccionistas influyó grandemente;14 de modo que, en 1890, el presidente del Consejo de Ministros publicó su célebre artículo «De cómo he venido yo a ser doctrinalmente proteccionista»,15 a consecuencia del cual el proteccionismo fue inscrito como uno de los dogmas del partido conservador, para atraer a su causa a los empresarios catalanes,16 que, al considerarse hasta entonces desprotegidos por el Gobierno de Madrid, se dejaban llevar por inclinaciones carlistas antialfonsinas y cada vez más de carácter nacionalista.


      Tras el desastre colonial de 1898, que hizo replegarse a la economía española sobre el viejo solar peninsular, se remachó aún más el proteccionismo,17 que pasó a ser solicitado casi unánimemente. De modo que con la Ley de Bases Arancelarias de 1906 se cerró la polémica librecambio-proteccionismo que había durado casi un siglo: la publicación del nuevo Arancel (Amós Salvador, por el nombre del ministro de Hacienda de entonces) dejó a la economía española, y sobre todo a la catalana y la vasca, al abrigo de una protección integral, operación que se completaría con el Arancel Cambó, promovido por el ministro de Hacienda catalán de ese nombre, durante el Gobierno Maura de 1922. Lo que supuso, en el itinerario de proteccionismo español, un maximum maximorum, inspirado sin duda en el propósito de mantener la industria catalana, y sobre todo la textil, en situación de mercado cautivo. Hasta el punto de que en los estudios sobre proteccionismo desarrollados por los servicios económicos de la Sociedad de las Naciones, en un mapa de síntesis de los mismos, España aparecía como una especie de muralla protectora mucho más elevada que los demás países.


      Toda esa larga etapa de fuerte influencia de Cataluña en el resto de España, de la que extrajo grandes beneficios económicos, es generalmente poco apreciada por la historiografía nacionalista, que en el referido lapso se concentró en enaltecer la Renaixença, las desavenencias con el Gobierno central, y los esfuerzos en magnificar el hecho diferencial. Y todo ello, a pesar de que en sólo cuatro años hubo tres presidentes del Consejo de Ministros catalanes: Prim, Pi y Margall, y Figueras.


       

      Cuestiones, todas ellas, que se confunden desde el historicismo secesionista, que lanzó el eslogan «tres siglos de opresión» de España. En realidad fueron tres centurias que, con toda una serie de paréntesis, dieron a los catalanes un nivel económico muy por encima del que tuvieron con los Austrias por muchos privilegios forales que hubiera entre 1516 y 1714.


       


       


      LEVANTAMIENTOS EN CATALUÑA


       


      Visto lo esencial de lo que fue la formación del mercado común español y del proteccionismo, volvemos ahora a la vorágine política del siglo XIX más directamente relacionada con Cataluña. Y a ese respecto, ha de subrayarse que en 1842, en medio de una situación general degradada por una fuerte crisis económica y la promulgación del librecambista arancel de 1841, se agudizaron las inquietudes en el Principado. Temiéndose que todo empeoraría aún más como consecuencia de un tratado comercial con Inglaterra que proyectaba el general Espartero, por entonces regente (en la minoría de edad de Isabel II), del cual se presagiaban grandes males para la industria catalana.18


      Y precisamente en 1840, preparándose el arancel aduanero que luego sería de 1841, fue cuando surgió la expresión de «cuestión catalana», explicativa de las inquietudes catalanas que había en el Principado por el posible acoso del librecambismo, lo que condujo a los proteccionistas a ultranza (los fabricantes del Principado) a pasar a la protesta. Algo que, junto con otros coadyuvantes, llevó a los sangrientos sucesos de 1842.


      En esa tesitura, en Cataluña, el burgués preveía la posibilidad de ver arruinada su industria, el obrero protestaba por «quedar de más», en el paro forzoso. Y la juventud que se alzaba contra las levas militares forzosas —las quintas— decretadas por el Gobierno. Barcelona, defraudada por la política de Espartero, se pronunció a favor de constituir una Junta Popular Directiva Provisional, a modo de semigobierno catalán rebelde contra Madrid.


      El anuncio de la posible llegada de Espartero a Barcelona con ánimos de reducir esa posición catalana con un posible bombardeo de la ciudad si fuera preciso, produjo la reacción entre los elementos más rebeldes, que el 27 de noviembre de 1842 crearon, a partir de la Junta Directiva Popular, una Junta de Gobierno para negociar con las autoridades militares.


      Conocidos del Gobierno los acontecimientos en la capital del Principado, el propio Espartero salió hacia Cataluña para aplastar el levantamiento. Y es que, como escribió el Journal des Debats —portavoz del Gobierno francés—, «si el Regente reprime el movimiento de Barcelona, se acabó su popularidad; si no lo reprime, se acabó su poder».


      En las jornadas de finales de noviembre y principios de diciembre de 1842, no se encontró vía de entendimiento posible, de modo que la intransigencia de ambos bandos, y sobre todo del Gobierno, llevó al bombardeo de la ciudad: el 3 de diciembre, más de mil proyectiles causaron daños importantes en 462 edificios. Al día siguiente, la sublevación estaba reducida.19


      Mientras aquello sucedía en Barcelona, el 14 de noviembre de 1842, coincidiendo con el inicio del levantamiento, reabrieron sus puertas las Cortes en Madrid, en un clima de dura confrontación. Y en la primera sesión, tras conocerse la noticia de los episodios de Barcelona, el 20 de noviembre, Prim, entonces diputado por el distrito de Reus, no pudo contenerse: con palabras cargadas de pasión arrojó sobre el Ministerio toda la responsabilidad de lo que estaba ocurriendo en la Ciudad Condal, acusó al general Van Halen, capitán general de la región, de haber tratado despóticamente a los catalanes, buscando provocar al pueblo:


       


      No se puede tratar al pueblo catalán como los bajás a sus esclavos —tronaba la voz de Prim en la sede de la representación nacional—. Al levantamiento se ha llegado —denunciaba sin paliativos— por los errores del Gobierno y del capitán general de Cataluña. Este último no sólo maltrata a la población, sino que por su desidia ha obligado al Ejército, falto de recursos, a vivir sobre el terreno como en un país ocupado.20


       


      Estaba claro que, entre Espartero y Cataluña, Prim no tenía la menor duda: ese 20 de noviembre de 1842 cruzó su particular Rubicón. Y como, con la salida del Regente para bombardear Barcelona el Gobierno, se cerraron de nuevo las Cortes, Juan Prim i Prats quiso viajar a Cataluña, cosa que le negó tres veces la autoridad militar. Negativas e imposiciones que Prim desoyó, abandonando Madrid para dirigirse a París, y desde allí a la frontera con Cataluña, para ser finalmente localizado en Perpiñán. Y fue cuando escapaba de sus perseguidores, pasando por Figueras, cuando se enteró del bombardeo de Barcelona. Y a pesar de la orden de detención que pesaba sobre él desde el 7 de diciembre de 1842, logró viajar de Gerona a Reus, donde se ocultó, hasta que, reelegido diputado, volvió al Congreso unos meses más tarde.


      La represión que siguió al bombardeo de Barcelona fue brutal y la paz que comportó duró muy poco tiempo, pues en 1843 se produjo una complicadísima revuelta en toda España contra el general Espartero, en pro de la definitiva eliminación política de un regente cada vez más autárquico, a quien por su derrota en la batalla de Ayacucho (Perú, 1824) y por su pretendida sumisión a los intereses comerciales de Inglaterra, se le aplicó el epíteto de «anglo-ayacucho».


      La campaña de las Juntas que se formaron contra Espartero —y sobre todo de la Suprema en Barcelona— acabó finalmente con la regencia y la huida del propio regente a Inglaterra. Y Prim que en lucha desde Cataluña había contribuido grandemente a ese triunfo, fue ennoblecido como conde de Reus, y designado gobernador militar de Madrid. Cargo en el que permaneció poco tiempo, pues el Gobierno de Joaquín María López le ordenó salir para Barcelona, donde la Junta Suprema y las Milicias Nacionales se resistían a disolverse. Y la resistencia, otra vez, de la Ciudad Condal obligó a un nuevo bombardeo destructor. Una situación casi de guerra civil, que se solventó con la mayoría de edad de Isabel II y el comienzo, poco después, de la Década Moderada.


      En 1846 volvió el malestar provocado por otra crisis económica y por nuevas levas forzosas —el sistema de reclutar el ejército regular que en Cataluña chocaba con la resistencia del pueblo y era considerado como un medio de obtener nuevas contribuciones—, se tradujo en un nuevo levantamiento: con piquetes de gente armada de filiación incierta, que convergieron con la nueva rebelión carlista dirigidos por el conde de Montemolín, Carlos VI en la nomenclatura de sus adeptos. Y dentro de esas fuerzas, su general, Cabrera, el Tigre del Maestrazgo, pronunció significativas palabras para resumir el sentido que él daba a esa lucha: «Cataluña está cansada de los actos arbitrarios del Gobierno de Madrid, de su odioso sistema de corrupción. Este vergonzoso yugo es lo que quiere: sacudirse». Palabras que tienen, todavía hoy, una cierta resonancia.


      Superados los sucesos de 1846, también con intervención militar, hubo una nueva oleada de descontento de Cataluña en 1854, con motivo de la asonada de la Vicalvarada, que empezó con el levantamiento de fuerzas militares, con el general O’Donnell a la cabeza, en Vicálvaro, cerca de Madrid.


      Se constituyó entonces en Barcelona una Junta Provisional de Gobierno de Cataluña, la cual capeó como pudo la cuestión de las selfactinas (25 de julio-18 de agosto de 1854), que produjo una fuerte agitación obrera y se resolvió con un aumento de salarios.21 Situación que se relajó con la supresión de los fielatos del consumo por los ayuntamientos y la autorización del Gobierno para derruir las murallas de la ciudad, medida que dio satisfacción a los barceloneses, y que contribuyó a paliar el paro forzoso.


      El episodio político que el general O’Donnell inauguró con la ya referida Vicalvarada en 1854, lo cerró él mismo con el golpe de fuerza de julio de 1856, cuando todo volvió al cauce autoritario, surgiendo así la alternancia, hasta 1868, de los Gobiernos presididos por los dos generales del turno isabelino: Narváez y O’Donnell.


      En definitiva, entre 1842 y 1854, Barcelona fue un semillero de protestas, rebeldía, e incluso pequeñas guerras civiles. Un malestar ligado a cuestiones económicas como las ya comentadas. Pero que también tuvo una componente de malestar por la sensación de que Cataluña no se sentía cómoda en la España llena de contradicciones de Isabel II, que efectivamente reinó desde su mayoría de edad en 1843 hasta 1868 en medio de toda clase de tensiones.22


       


       


      LA ÉPOCA DE LA RENAIXENÇA


       


      Política y cultura suelen ir en paralelo, en una interacción más o menos completa. En ese sentido, la Renaixença fue un vasto movimiento literario y cultural que surgió en Cataluña hacia 1830, ligado al romanticismo, y uno de cuyos rasgos principales fue la reivindicación del idioma catalán como vehículo de cultura.


       


       


      La recuperación de la lengua catalana


       


      Después de algunas manifestaciones vacilantes con influencias todavía de la Ilustración, el triunfo liberal que siguió a la muerte de Fernando VII (1833) hizo posible la reinstauración de la Universidad en Barcelona (1837) y el nuevo auge de la Real Academia de Buenas Letras, que tuvo su manifestación más importante en los Juegos Florales (desde 1859), que contribuyeron a una cierta normalización de la vida literaria: todo un fenómeno de larga duración, que sólo se desaceleró a partir de la restauración borbónica (1875), al ser combatido entonces por las nuevas generaciones adscritas al realismo, el positivismo, el parnasianismo, etc.


      El hito definitorio de la Renaixença lo constituyó la publicación de la Oda a la patria (1833), de Bonaventura Carles Aribau, en el periódico El vapor, y la plenitud del movimiento llegó con la publicación de las antologías Los trobadors nous (1858), en las que Antonio de Bofarull recogió poemas de 35 autores, en tanto que en Los trobadors moderns (1859), antología réplica de la anterior, Víctor Balaguer recogió obras de 29 poetas. Y entre los que nutrieron las primeras ediciones de los Juegos Florales destacaron M. Milá y Fontanals, J. Ll. Pons i Gallarza, M. Aguiló y T. Llorente.


      La Renaixença, tan rápidamente esquematizada aquí, tuvo gran influencia en todo el movimiento catalanista, debiendo señalarse en este pasaje, aunque el protagonista fuera muy posterior, la ingente labor de Pompeu Fabra, nacido (1868) en tiempos de la Renaixença y que murió ya en tiempos del franquismo (1948).


      Ingeniero de profesión, Fabra se orientó a la lingüística, y sobre todo le inquietó la normalización del catalán, para lo cual redactó, en el primer tercio del siglo XX, algo parecido a lo que fue la obra de Antonio Elio de Nebrija para el castellano en el siglo XV: la primera gran Gramàtica Catalana, de 1918, que en poco tiempo fue adoptada como norma general para el idioma. Y en 1932, dio a la luz su Diccionari general de la llengua catalana, antecedente de lo que luego sería el Diccionari del Institut d’Estudis Catalans, el equivalente para Cataluña de lo que es el Diccionario de la Real Academia Española para la lengua común de todos los españoles, cuya primera edición data de 1714.


       


       


      Catalanismo, federalismo, carlismo


       


      En ese periodo —desde 1856 a la revolución de 1868—, la «cuestión catalana» se vinculó en buena medida a las actividades del Instituto Industrial de Cataluña, sucesor de la Antigua Comisión de Fábricas del Principado, que defendía la política y los intereses proteccionistas de la burguesía industrial y, sobre todo, textil. Campaña que tuvo un órgano de difusión, el periódico El Bien Público, aparecido en 1849, desde cuyas páginas el jurista Durán y Bas, e Illas i Vidal comenzaron a analizar la situación catalana, acción que continuaron en las páginas del Diario de Barcelona («El Brusi»), que se convirtió en verdadero órgano político del naciente catalanismo.


      Se amplió así gradualmente el cauce contra el «centralismo cesarista», en la idea de Durán y Bas de «dar la razón a Cataluña»; idea que defendió en un famoso artículo titulado «Catalanismo no es provincialismo», que con razón puede considerarse como el punto de partida del regionalismo político (enero de 1855) en la senda al ulterior nacionalismo.


       

      Lógicamente, la revolución de septiembre de 1868 conducida por el general Prim —en trío formado por él más el general Serrano y el almirante Topete— cambió el ambiente político, y lo complejizó a lo largo de todo el Sexenio Democrático (1868-1873), cuando ya el federalismo y el republicanismo dominaron el ambiente, en el que entró el obrerismo desbloqueado por la Internacional.


      Dentro de la nueva situación expuesta, el federalismo tuvo su figura preeminente en Pi y Margall, hombre de grandes lecturas, trasladado de Barcelona a Madrid en plena juventud, y que supo captar el interés de los círculos obreristas de Barcelona, en los que la cuestión del socialismo y del anarquismo era discutida con pasión. De ello fueron buena prueba inicial, antes de 1868, los Almanacs democràtics, publicados por Narciso Monturiol y Anselmo Clavé. Y, sobre todo, el folleto de Ceferino Tresserra Los anarquistas, los socialistas y los comunistas, ¿son demócratas?, publicado en 1861, y en el cual, en medio de un enorme confusionismo provocado por la novedad de las nuevas etiquetas políticas, se reflejaba la multiplicidad de orientaciones políticas en Cataluña.


      Por su parte, Valentín Almirall, federalista en su juventud, fue el promotor del Pacto de Tortosa (18 de mayo de 1869), un documento en el que se preconizaba la alianza y unión de Cataluña, Aragón, Valencia y Mallorca como base de una España federal. Y en esa dirección, Almirall sintió el federalismo como proveniente de un pasado histórico y de una realidad presente, no como una decisión abstracta y racionalista al estilo del ulterior pacto pimargalliano, y acentuó su catalanismo desde las páginas del periódico El Estado Catalán, creando, junto con compañeros de su juventud, la llamada Jove Catalunya. Sus compañeros eran Guimerá, Aldavert, Aulestia, Pella y Mateu, un grupo del que nacerían dos revistas: La Gramalla y La Renaixença. Aunque, ciertamente, la euforia económica suscitada por las reformas liberales de Figuerola y, sobre todo, por las contingencias de la Guerra Francoprusiana de 1870-1871, amortiguaron las reivindicaciones de tales movimientos federalistas.


      En cuanto a los carlistas, también intentaron ganarse la voluntad de los nacientes catalanistas con afirmaciones concretas de carácter político. Así, el 16 de junio de 1872, el pretendiente Carlos VII publicó un manifiesto, dirigido a los catalanes, valencianos y aragoneses, en el que declaraba su resolución de devolver los usos que les había arrebatado su ilustre abuelo Felipe V. «Yo os devuelvo vuestros fueros», exclamó; prometiendo, al mismo tiempo, la restauración de la Diputación y las Cortes catalanas, la abolición de las levas y la incorporación de Cataluña a Castilla mediante «una unión federativa».


      El 26 de julio de 1874, Carlos VII creó una pretendida Diputación catalana, que se constituyó en San Juan de las Abadesas, el 1 de octubre siguiente, como «signo de restauración de la autonomía administrativa». Aunque la suerte de esa nueva institución de la trasnochada y declinante causa carlista fue muy precaria: desapareció con el último soldado de Carlos VII expulsado de la Seo de Urgel el 26 de agosto de 1875. También fue evidente que las proclamas carlistas no convencieron a los hombres de la Jove Catalunya ni de La Renaixença; menos aún a los carlistas de verdad, cada vez más partidarios del centralismo.


       


       


      República y Restauración


       


      La proclamación de la Primera República española el 11 de febrero de 1873, tras la renuncia de Amadeo de Saboya, sonó en Cataluña como un mazazo, pues no la esperaba nadie: «La República vino por donde menos esperábamos. De la noche a la mañana...», escribió Pi y Margall en un opúsculo rememorativo. Y en esa tesitura, los hombres de «El Estado Catalán», dirigidos por Baldomero Lostau y apoyados por los partidarios de la I Internacional de Marx y Bakunin, que iba teniendo sus propias fuerzas en la idea de una futura revolución social, decidieron dar un golpe de mano de tipo federal: el 8 de marzo de 1873, cuando se proclamó el Estado Catalán, y al día siguiente la bandera separatista fue izada en el Ayuntamiento de Barcelona. Pero el 10 de marzo, los republicanos moderados, a los que Pi y Margall ayudó desde Madrid con la fuerza de su prestigio político, lograron que fuese retirada dicha proclamación. Pero nadie, ni siquiera Estanislao Figueras, presidente entonces del Poder Ejecutivo de la República, que se trasladó a Cataluña para apaciguar el ambiente, pudo calmar la agitación de los espíritus.


      Ya en las postrimerías de la desgraciada Primera República, el nombramiento de Emilio Castelar para la presidencia del Ejecutivo de la Primera República, en septiembre de 1873, se recibió en Cataluña con satisfacción: los monárquicos sintieron que se les daba seguridad ante la creciente fuerza de los adictos a la Internacional, y los republicanos presumieron que llegaba una etapa de más autoridad. Así fue posible (27 de septiembre de 1873) el desarme en Cataluña de la Milicia del Distrito Cuarto, considerada como el nervio de un posible levantamiento federalista más o menos relacionado con Pi y Margall.


      Esas medidas prepararon el ambiente para la caída de la Primera República, hecho que se consumó en Madrid por el golpe de Estado del general Pavía (3 de enero de 1874), que hizo presagiar la Restauración borbónica, que burguesía y oligarquía plasmaron en la persona de Alfonso XII, entronizado finalmente por el golpe militar del general Martínez Campos en diciembre de 1874.


      Procedente del exilio, Alfonso XII desembarcó en Barcelona (9 de enero de 1875) en medio del sentimiento general de que la monarquía reinstaurada constituiría la única solución en el binomio orden/libertad: después de tanto hablarse de federalismo, republicanismo e internacionalizacionismo, el Estado volvía a ser una máquina política centralizadora y económicamente proteccionista.


       


       


      EL NUEVO CATALANISMO: LA LLIGA


       


      La Restauración entre 1875 y 1898, con la Constitución canovista de 1876, fue un periodo de estabilidad política y social, desde un orden que Joaquín Costa calificó de oligarquía y caciquismo. Pero ese orden entró en crisis en 1898, por la guerra con Estados Unidos y la pérdida de los restos del Imperio ultramarino —Cuba, Puerto Rico, Filipinas y los archipiélagos del Pacífico—, lo que provocó un gran desengaño de la alta burguesía catalana respecto a las posibilidades de su alianza con el Estado español.


      Ese nuevo ambiente se tradujo en la aparición de un catalanismo más decidido, del cual fue expresión principal la Lliga Regionalista, creada en 1901, que significó la ruptura con los partidos turnantes de la Restauración (conservador y liberal), así como el abandono del sucursalismo político mantenido hasta entonces, y que databa del Pacto de El Pardo, Cánovas-Sagasta, de 1885. Y de la labor de la Lliga, destacaremos sus dos obras principales: Solidaridad Catalana y la Mancomunidad; así como sus dos principales protagonistas: Prat de la Riba y Cambó.


       


       


      Ley de jurisdicciones y Solidaridad Catalana


       


      La Lliga tuvo un papel importante en la dirección de una política en Cataluña más democrática y racionalista que hasta entonces. Pero el peso de los intereses industriales que defendía, y su orientación clasista, impidieron la integración en sus filas de amplios sectores de la clase media y prácticamente de la totalidad de la masa obrera. De modo que al no existir un partido catalán de izquierda con un programa social lo bastante avanzado para captar al obrerismo, éste se mantuvo en la línea apolítica y anarquizante, heredada de los tiempos de la I Internacional.


      La acción política de la Lliga situó la cuestión catalana en la cúspide de los problemas políticos españoles desde 1906 hasta la Semana Trágica de 1909. Debiendo señalarse que, en medio de esa fase, la Lliga dirigió el amplio movimiento de Solidaritat Catalana contra la arbitraria ley de Jurisdicciones de 1906, impulsada por el presidente del Consejo de Ministros, Segismundo Moret, y por su ministro de la Gobernación, el conde de Romanones, con claro apoyo del propio rey, Alfonso XIII, en reacción ante la crítica del diario catalanista Cu-Cut! a muchas instituciones. De modo que con esa disposición legal, se pusieron bajo jurisdicción militar las ofensas orales o escritas a la unidad de la patria, la bandera y el honor del Ejército, con un importante recorte de la libertad de expresión. Los catalanistas interpretaron todo ello como un ataque frontal a su causa. Precisamente como consecuencia de la reacción contra la Ley de Jurisdicciones, nació Solidaridad Catalana.23


      Solidaridad Catalana, movimiento catalanista formado por la alianza de diversos partidos y grupos políticos (1906-1909), surgió como consecuencia de la protesta provocada en Cataluña por los incidentes del Cu-Cut! y por la aprobación de la ley de jurisdicciones; formaban parte de ella la Lliga Regionalista, la Unió Nacionalista, el Centre Nacionalista Republicà, los carlistas, los federales y una parte de Unión Republicana, y durante todo el año 1906 se presentó como la representante de toda Cataluña, defensora de los intereses generales del Principado ante el centralismo estatal. Frente a ella sólo reaccionó un sector del republicanismo, encabezado por Lerroux.


      Ante la convocatoria de elecciones por el Gobierno Maura para abril de 1907, Solidaridad Catalana redactó un manifiesto (Programa del Tívoli), que incluía la reivindicación de que fuese derogada la ley de jurisdicciones de 1906. Y fue el interclasismo del movimiento y la gran disparidad de criterios lo que impidió especificar más objetivos. Aunque Prat de la Riba sí concretó con sus artículos publicados en La nacionalitat catalana (1906), en los que hablaba de la «hegemonía catalana dentro del Estado español», y de la necesidad de crear una «Solidaridad española», y del «derecho de Cataluña a gobernar».


      Con todo lo expuesto, el 21 de abril de 1907, Solidaridad logró una victoria aplastante en Cataluña: 41 de los 44 escaños de diputados y más de 200.000 votos, de ellos 51.000 en Barcelona. Pero la tarea de los diputados solidarios en Madrid se vio dificultada por la gran diversidad de sus criterios y por los intentos de la Lliga de instrumentalizar en provecho propio el movimiento.


      La ley de reforma de la administración local elaborada por Maura, que pretendía sustituir el sufragio universal por el corporativo en las elecciones municipales y provinciales, provocó el enfrentamiento entre los solidarios. Si bien es cierto que la Lliga, que se veía favorecida por el proyecto, lo apoyó frente a la total oposición de los republicanos solidarios. Esta crisis, junto con la derrota de los candidatos solidarios a manos de los lerrouxistas en las elecciones parciales de 1909, provocó la disolución de la Solidaridad Catalana.


       


       


      La Mancomunidad de Cataluña


       


      El fracaso de la Solidaridad Catalana que acabamos de ver no frenó los intentos del catalanismo por conseguir el reconocimiento del particularismo de Cataluña, y tras una serie de reuniones promovidas por la Lliga, los diputados provinciales de la región enviaron al Gobierno unas bases de constitución de un organismo supraprovincial, representativo de la unidad catalana, que fue bien acogido por José Canalejas el 8 de diciembre de 1911, quien preparó un proyecto de ley, que se aprobó el 16 de julio de 1912. Pero el asesinato de Canalejas y el boicot del Senado retrasaron su aprobación definitiva.


      Finalmente, por el real decreto de 18 de diciembre de 1913, promulgado por el Gobierno de Eduardo Dato, se autorizó a que las diputaciones provinciales se mancomunasen. Y el 6 de abril de 1914 se celebró una asamblea general de las cuatro diputaciones catalanas, en la que se constituyó la Mancomunidad de Cataluña, eligiéndose como presidente de la misma a Prat de la Riba.


      La Mancomunidad estaba compuesta por un presidente, elegido por la asamblea; una asamblea deliberante, formada por todos los diputados provinciales; y un consejo permanente, con atribuciones ejecutivas, integrado por el presidente y ocho vocales elegidos por la asamblea, de modo que todas las provincias estuviesen representadas. Las atribuciones de la Mancomunidad fueron aquellas que las diputaciones le traspasaron y las que, habiéndoseles atribuido a éstas, aún no habían sido puestas en práctica, en tanto que el poder central apenas si delegó en la Mancomunidad algún servicio.


      La Mancomunidad desarrolló una importante labor educativa y cultural, subvencionando y creando numerosos centros de enseñanza e investigación, al tiempo que fomentó el uso de la lengua catalana. Más importante, pero menos conocida, fue su labor de fomento de las obras públicas, para lo que dedicaba el 60 por 100 de su presupuesto, y de la beneficencia.


      A la muerte de Prat de la Riba (1917), fue elegido presidente Puig i Cadafalch, pero con la dictadura de Primo de Rivera (1923) fueron destituidos la mayoría de los asambleístas, y el propio presidente fue remplazado por el monárquico Alfonso Sala. Finalmente, la Mancomunidad fue suprimida, al promulgarse la Ley de Estatutos Provinciales (20 de marzo de 1925).24


      Y vistas las dos entidades más importantes que promovió la Lliga, pasamos a hacer una semblanza de sus dos principales dirigentes: Prat y Cambó.


       


      A. Enric Prat de la Riba i Sarrà


      (Castellterçol, Barcelona, 1870-1917)


       


      Realizó sus estudios de Derecho en Barcelona y se doctoró, a los 24 años, en la Universidad de Madrid. A partir de 1887, fecha de su ingreso en el Centro Escolar Catalanista —donde redactó una de las primeras definiciones del catalanismo—, comenzó a militar en diversas organizaciones políticas defensoras de la identidad propia de Cataluña, desempeñando cargos de responsabilidad en la Unió Catalanista. En 1892 fue secretario de la asamblea que redactó las Bases de Manresa, documento que sentó los fundamentos para el autogobierno catalán. Más concretamente, esas Bases para la Constitución Regional Catalana fueron una ponencia de la Unió Catalanista ante un consejo de representantes de gran diversidad de asociaciones catalanistas reunidas en Manresa los días 25 a 27 de marzo de 1892, actuando Lluís Domènech i Montaner de presidente.25


      Las bases tenían una cierta inspiración en el modelo federal, aunque en lo referente al autogobierno se basó en las antiguas constituciones catalanas previas a 1714, con la idea de una nítida separación de poderes: el legislativo, compartido por el rey y una asamblea regional; el ejecutivo, formado por cinco ministerios o secretarías; el poder judicial con un Tribunal Supremo Regional.


      Procesado en 1897 por un artículo en La Renaixença y encarcelado por otro en La Veu de Catalunya, la salud de Prat, ya precaria, se hizo más delicada. En 1899 y tras el desengaño del desastre, se produjo una escisión de Unió Catalanista, el Centre Nacional Català, en el que se integraron futuras personalidades del nacionalismo catalán conservador como Francesc Cambó. Y dos años después, en 1901, se promovió la fusión de ese grupo con la Unió Regionalista, para juntos crear la Lliga Regionalista, de la que Prat y Cambó fueron líderes principales.


      Prat de la Riba, a través de procesos electorales más democráticos que en otros tiempos, presidió la Diputación Provincial de Barcelona a partir de 1907, desde donde creó el Institut d’Estudis Catalans —en el que trabajó Pompeu Fabra en el proceso de unificación de la lengua catalana—, del que fue nombrado primer presidente. También fue el impulsor de entidades como la Universidad Industrial, la Biblioteca de Cataluña, el Consejo de Pedagogía, etc. Su autoridad era indiscutible, no sólo entre los parlamentarios de su partido, sino entre los otros grupos políticos. Como presidente de la Diputación de Barcelona, impulsó la creación, el 6 de abril de 1914, de la Mancomunidad de Cataluña, a la que nos hemos referido anteriormente.


      Ya gravemente enfermo, Prat preparó la convocatoria de la Asamblea de Parlamentarios de 1917 en Barcelona, ante la negativa de Eduardo Dato, presidente entonces del Consejo de Ministros, de abrir las Cortes durante la Gran Guerra (1914-1918). Trasladado a su casa de Castellterçol (Vallés Oriental) allí murió el 1 de agosto de 1917.


      Además de las obras citadas, se le deben La nació com a subjecte de Dret natural, Missatge en defensa dels drets de la llengua catalana, Les Mancomunitats, y otras; así como un trabajo sobre la actividad provincial y los jurados mixtos para dirimir las diferencias entre patronos y obreros.


      Los nacionalistas catalanes dirigidos por Prat quisieron dejar bien claras las peculiaridades que les distinguían de los demás españoles: lengua, tradiciones, incluyendo con frecuencia un toque de desprecio hacia los otros pueblos peninsulares. Y en esa diferenciación, llegó incluso a adoptarse expresiones racistas, como Narcís Verdaguer, para quien los catalanes eran arios y los castellanos «africanos»; «bereberes» concretaría el propio Prat de la Riba, llegando en esa línea a un verdadero lunatismo Pompeu Gener, quien afirmó que el escaso amor al trabajo de los castellanos se explicaba por su sangre semita (se supone que de los moros y no de los judíos).26


      Recaer en estas formas de pensar no ayudó en absoluto a entender los fenómenos nacionales y mucho menos a suavizar los conflictos políticos. Por ello, frente a situaciones actuales muy parecidas, hay que leer El mito del carácter nacional de Julio Caro Baroja,27 Razón del mundo de Francisco Ayala,28 o lo mucho y bueno que se ha escrito en la propia Cataluña. Por ejemplo, El imperialismo catalán, de Enric Ucelay Da Cal,29 que desmiente por completo esa supuesta «falta de ambición para proponer un proyecto capaz de integrar a todos los catalanes, y también a todos los españoles». Cuya falsedad se demuestra desde Juan Prim —a quien nos referiremos in extenso en «A modo de conclusiones»— hasta Francesc Cambó y Jaume Carner durante el tiempo previo a la Guerra Civil. Y después con las menciones de Laureano López Rodó, Narcís Serra, Josep Piqué y otros muchos.


      En definitiva, no es legítimo invocar la historia de manera distorsionada, manipulándola, «para reivindicar una Arcadia feliz que nunca existió, o una heroica lucha de siglos contra la opresión nacional que no fue sino un capítulo más de las disensiones internas entre territorios de la península Ibérica. Como tampoco es correcto exhibir un pretendido pedigrí europeísta frente a los parvenus del sur del Ebro, o una división esencial y poco menos que eterna entre los tímidos menestrales de un lado y los ambiciosos hidalgos del otro».30


       


      B. Francesc de Asís Cambó y Batlle


      (Verges, Barcelona, 1876-Buenos Aires, 1947)


       


      Francesc Cambó fue parcialmente coetáneo de Prat de la Riba, y luego continuador suyo al frente de la Lliga. Propugnó un Estatuto de autonomía para resolver el problema catalán, aun cuando aceptó la Mancomunidad de 1914 como solución de compromiso.31


      Fue ministro de Fomento entre marzo y noviembre de 1918 en un gabinete presidido por Antonio Maura, vivencia que quedó reflejada en su obra Ocho meses en el Ministerio de Fomento. También fue ministro de Hacienda entre agosto de 1921 y marzo de 1922, en el Gobierno que igualmente presidió Antonio Maura, plasmando su gestión en sus Memorias.


      De esa labor ministerial de Cambó hay que recordar por lo menos dos disposiciones legales de indudable importancia. La primera de ellas, el arancel de aduanas de 1922, precisamente conocido en la historia arancelaria española como Arancel Cambó, ya comentado en este mismo capítulo.


      La segunda disposición aludida fue la llamada «Ley Cambó de quiebras» —que estuvo vigente hasta 2003, cuando se sustituyó por una nueva Ley Concursal—, en la que se introdujeron las dos figuras de Derecho destinadas a resolver los problemas concursales: la suspensión de pagos, como medida precautoria de circunstancias difíciles de liquidez para las unidades de producción; y la quiebra, como situación de bancarrota definitiva, paso ineludible para la liquidación de cualquier compañía.


      Ya en la dictadura de Primo de Rivera, Cambó no fue un colaboracionista, pero no veía a don Miguel con malos ojos. E incluso sostuvo con el Dictador toda una amistosa polémica en la prensa sobre la cotización de la peseta, escribiendo Cambó, en catalán, en el periódico La Veu de Catalunya.


      Por esos tiempos, Cambó publicó su opúsculo titulado Por la concordia,32 en octubre de 1927, con las siguientes palabras introductorias: «En el mes de enero de 1923 di en la Asociación Catalanista de la Barceloneta una Conferencia que revistió caracteres de testamento político... Había llegado yo entonces a la conclusión de que las resistencias y prevenciones de Madrid y las inquietudes e impaciencias de Barcelona, quitaban por mucho tiempo y toda eficacia a mi acción de tantos años, encaminada a buscar una solución española, de efusiva concordia, al problema de Cataluña». La concordia de que escribía el prócer catalán la adjetivaba de efusiva con buen criterio, porque esa nota de afecto generoso es la que distingue la mejor convivencia de la mera coexistencia. Pero a la vez la estimaba difícil de alcanzar.


      Y a propósito de Cambó, Óscar Alzaga33 plantea que el buen funcionamiento del sistema constitucional implica un esfuerzo colectivo de concordia. Porque concordar —como dijo Covarrubias en su diccionario Tesoro de la Lengua Castellana o Española de 1611— es componer voluntades discordes. Es decir, labrar consensos, para trascender antagonismos y tensiones existentes... porque si los disensos cotidianos se van convirtiendo en conflictos que afectan al buen funcionamiento de las instituciones recogidas en la Constitución y al sustrato de la convivencia democrática que según el preámbulo de la Constitución es el primer fin de la misma, se está poniendo en cuestión el edificio político de la nación española... Con buen criterio sostuvo Salustio en su senectud: Concordia parvae res crescunt, discordia maximae dilabuntur (La concordia hace crecer las cosas pequeñas, la discordia arruina las grandes).


      Al cesar la dictadura de Primo de Rivera en 1930, Alfonso XII convocó a Cambó para pedirle que aceptara el cargo de presidente del Consejo de Ministros, pero el político catalán declinó la oferta.34 No quiso mojarse, porque seguramente vio la República inevitable, faltando así a su propósito de la España grande. Fue una oportunidad perdida para integrar catalanismo y visión de España. Y algo parecido le sucedería después a Jordi Pujol al negarse a entrar en los Gobiernos de Suárez, González o Aznar.


      Proclamada la Segunda República española en 1931, Cambó —cuando Esquerra Republicana de Catalunya ya superaba a la Lliga con sus líderes Macià y Companys— no consiguió acta de diputado en las elecciones constituyentes y se fue de España. Sin embargo, volvió a entrar en el Congreso en las elecciones de 1933, pero no en las de 1936. Al estallar la Guerra Civil el 18 de julio de 1936 se encontraba en Suiza, desde donde posteriormente viajó a Argentina. En un principio no se posicionó a favor de los militares sublevados, pero su temor al establecimiento de una República excesivamente izquierdista le llevó a cambiar su posición, hasta el punto de financiar con cuantiosas aportaciones al bando faccioso, apoyando la consideración del enfrentamiento como «Cruzada Española».


      Cambó hizo de mecenas de numerosas actividades artísticas y culturales. Formó una valiosa colección de pintura antigua, especializada en los primitivos italianos y el Renacimiento. Algunas de las piezas más relevantes las donó al Museo del Prado, como tres tablas de Sandro Botticelli (serie de Nastagio degli Onesti), si bien el grueso de la colección permaneció en Barcelona, donde se exhibe en el MNAC; destacando pinturas de Rubens, Fragonard, Goya, Sebastiano del Piombo y Tiepolo.


      En 1928, Francesc Cambó le encargó a Ferrán Soldevila que escribiera una Història de Catalunya, interpretando sus episodios más destacados. Obra que se publicó en tres volúmenes entre 1934 y 1935, y que fue reeditada y actualizada en 1962, constituyendo una aportación de gran valor, muy tenida en cuenta en el presente libro. La vida y obra de Cambó fue estudiada ampliamente por Jesús Pabón en una extraordinaria biografía.35


       


       


      EL FINAL DE LA RESTAURACIÓN


       


      En el contexto de nacionalismo creciente, en los primeros veinte años del siglo XX hubo dos episodios históricos que tuvieron gran relevancia para Cataluña: la Semana Trágica y la huelga general de 1917. El primero relacionado con la Guerra de Marruecos, y el segundo con la Gran Guerra (1914-1918). En ambos sucesos tuvo importante incidencia el nacionalismo catalán.


       


       


      La Semana Trágica


       


      Como consecuencia del desastre militar español en Marruecos conocido como del Monte Gurugú —próximo a Melilla—, el día 11 de julio se publicó un decreto en la Gaceta de Madrid por el que se llamaba a filas a los soldados de la reserva activa. Lo que equivalía a movilizar incluso a hombres casados, que debían por ello abandonar a su familia y que, procedentes en su mayor parte de la población obrera, estaban muy trabajados por las ideas socialistas y anarquistas.


      En contra de esa disposición legal se organizaron mítines y manifestaciones en toda España, algunas duramente reprimidas por el Gobierno. Y el embarque de tropas en toda España con destino a Marruecos, especialmente en Barcelona, se hizo cada vez más difícil y en ocasiones violento. Y aunque el Gobierno, para calmar la excitación, dictó otro decreto por el que se concedían pensiones a las esposas e hijos de los reservistas sin recursos, el 26 de julio de 1917 se inició en Barcelona una huelga general de protesta contra la campaña de Melilla. Fue declarado el estado de guerra, y el gobernador civil, Ossorio y Gallardo, resignó su mando en el capitán general, Luis de Santiago Manescau.


      Al día siguiente de la declaración de huelga, se levantaron barricadas y se cortaron todas las comunicaciones ferroviarias y las líneas telegráficas y telefónicas. Se incendió un puente en Tarrasa; y otro, en la línea férrea de Barcelona a Tarragona, fue volado con dinamita. En Pueblo Nuevo fue asaltado el convento de los Maristas de San Andrés de Palomar, y lo mismo sucedió con otras iglesias y edificios, hasta un total de 63, que ardieron totalmente.


      El día 28 de julio se batían las tropas en la calle contra el mayor grupo de los revolucionarios, y el 30, cercados por la caballería y la artillería, entre Clot y San Martín de Provensals, se rindieron. El día 31, otro grupo que intentó asaltar un convento en la calle de Roger de Flor fue disuelto por la Guardia Civil. El día 1 de agosto, reducidas todas las protestas, casi se volvió a la normalidad. El resultado de la Semana Trágica fue de más de cien muertos, trescientos heridos y quinientos detenidos. El Gobierno consiguió sofocar también en Madrid y Bilbao algunos brotes revolucionarios de análogo carácter pero menor virulencia.36


      La subsiguiente represión fue muy dura, con más de mil arrestados, diecisiete condenas a muerte y cinco ejecuciones. Entre ellas, la del pedagogo Francisco Ferrer, fundador de la Escuela Moderna, lo que originó un gran movimiento de protesta en toda Europa. De hecho, Ferrer no había tenido ningún papel de importancia en el desarrollo de los acontecimientos.37


      La Semana Trágica determinó la caída del jefe conservador Antonio Maura como presidente del Gobierno, hundiéndose así todos sus propósitos más o menos regeneracionistas de «revolución desde arriba». Por lo demás, los intentos ulteriores de alcanzar un cierto pacto nacional, reconociendo la necesidad de reformas sociales importantes, fracasaron después de que su promotor, el líder liberal José Canalejas, presidente del Consejo de Ministros, fuera asesinado por un anarquista el 12 de noviembre de 1912 en la Puerta del Sol de Madrid.


       


       


      La huelga general de 1917


       


      La decadencia de Maura y la muerte de Canalejas significaron el inicio de la disgregación de los partidos del turno conservadores/liberales. Situación que se vio rápida y profundamente agravada con las consecuencias económicas y sociales de la Guerra Europea o, si se prefiere, de la Primera Guerra Mundial.38 En esa dirección, el episodio más destacado fue la declaración de huelga general en agosto de 1917, resultado del malestar obrero por los altos precios de los alimentos, ocasionados por las exportaciones a los países en guerra, en contraste con los salarios que permanecían comparativamente estancados, originándose así una verdadera crisis de subsistencias. Esa radicalización a nivel sindical fue el primero de tres problemas.


      El segundo origen del trauma provino del Ejército, en el que la desmovilización tras el desastre de 1898 se había traducido en un mando macrocefálico —con una oficialidad tres veces superior en número a la del Ejército francés—, problema que se agudizaba por las diferencias existentes entre el ejército peninsular, de guarniciones burocratizadas, y el ejército africanista, en el que por disfrutar de la preferencia del rey Alfonso XIII, los ascensos por méritos de guerra se sucedían con rapidez. Ante esta situación, en el primer semestre de 1916 surgieron las Juntas de Defensa militares que pretendían representar los anhelos del ejército peninsular, con propuestas adicionales de lucha contra la corrupción y por una mayor justicia social.


      La legalmente necesaria disolución de las Juntas produjo toda una serie de situaciones conflictivas en los sucesivos Gobiernos, que no se atrevieron a desarticularlas completamente. Y en tal situación, en junio de 1917 aspiraron a ser reconocidas oficialmente, y el Gobierno del liberal Manuel García Prieto, que se resistía a ello, hubo de dimitir. Para sustituirle siguiendo el turno liberales/conservadores, Alfonso XIII llamó a Eduardo Dato, que se mostró poco favorable a una transacción. La situación militar, pues, en vez de resolverse iba pudriéndose.


      El tercero de los problemas emergentes en el verano de 1917 era de distinta naturaleza, y el más significativo a los efectos de este libro: consistía en la renuencia de los distintos Gobiernos a mantener abiertas las Cortes durante la Gran Guerra, iniciada en julio de 1914 y en la que España no participaba, y que era causa de una aguda división del país en dos bandos, uno a favor de los Imperios centrales, y el otro próximo a los aliados.


      Esa situación parlamentaria se complicaba, adicionalmente, por la pretensión de los catalanes de ampliar las facultades autonómicas resultantes de la aplicación de la Ley de Mancomunidades de 1913, con una serie de reivindicaciones, entre ellas la transformación de Barcelona en puerto franco; a lo cual se oponían los políticos conservadores más centralistas.


      

      La referida situación se agravó con las presiones ejercidas por Cambó en las líneas antes comentadas, en un momento en que Maura había dicho que el político catalán estaba en una contradicción permanente, pues «quería ser el Bismarck de la España grande, y al propio tiempo el Simón Bolívar de Cataluña». Y fue en el reseñado contexto cuando Cambó planteó a Dato la necesaria reunión de las Cortes, y ante la negativa de éste, los catalanistas organizaron, para principios del mes de julio de 1917, una Asamblea de Parlamentarios a celebrar en Barcelona.


      A la Asamblea asistieron unos setenta diputados: republicanos, nacionalistas y el único por entonces representante del PSOE (Pablo Iglesias). Un evento en el que se pensaba solicitar la formación de un gobierno provisional, y la puesta en marcha de un nuevo proceso constituyente para transformar España en una verdadera democracia. Pero la Asamblea, a pesar de propósitos tan razonables —o precisamente por ello mismo— fue oficialmente disuelta por orden de Dato el 19 de julio.


      Convergieron así los tres problemas en un solo momento: el económico-social y la inquietud sindical, las reivindicaciones militares de las Juntas de Defensa, y los planteamientos nacionalistas, socialistas y republicanos de la Asamblea de Parlamentarios. El escenario contaba, además, con la ambientación internacional que suponían los sucesos en Rusia: tras la revolución de febrero de 1917 que había supuesto la caída del zar y la formación del Gobierno Kérenski, éste se veía amenazado ya por una segunda revolución que planeaban los bolcheviques liderados por Lenin, quien por entonces era máximamente popular entre los obreros de todo el mundo. En ese contexto, la huelga revolucionaria en España se vislumbraba como el arma con que ultimar a una burguesía voraz que no vacilaba en poner al borde del hambre a las clases trabajadoras por su codicia exportadora, no frenada por los gobiernos. Todo estaba listo para el drama.


      La chispa fue un simple conflicto ferroviario en Valencia que se mantenía latente desde finales de julio, y que al final, el 9 de agosto, se vio agravado cuando la UGT se lanzó a la huelga.39 Los socialistas protagonizaron los episodios de los días siguientes, con graves enfrentamientos entre obreros y fuerza pública en Asturias y en otras áreas del país. Revuelta que se vio reprimida con rapidez por la Guardia Civil y el Ejército, saldándose los sucesos con 70 muertos.


       


       


      Los Gobiernos de unión nacional


       


      Los movimientos de agosto de 1917 demostraron, una vez más, que los obreros estaban solos. Las Juntas de Defensa no se mostraron en la ocasión a favor de ningún cambio revolucionario, ni siquiera de promover las mínimas reformas. De modo que el Ejército peninsular no vaciló en restaurar el orden, sin preguntarse ni siquiera si tal orden era o no verdaderamente justo. En cuanto a los parlamentarios reunidos en Barcelona, la mayoría tampoco se decidió a apoyar a los trabajadores. Cambó era la expresión de un catalanismo burgués y pactista con el poder central, como pronto se demostraría con su participación como ministro en los Gobiernos que Maura presidió en 1921-1922 tras los sucesos de un nuevo desastre militar en Marruecos, en Annual.


      Lo más evidente es que con la huelga revolucionaria de 1917, la Restauración quedó virtualmente condenada. Nominalmente, todavía se mantendría durante cinco largos y revueltos años: desde agosto de 1917 a septiembre de 1923, pero lo hizo en una agonía en la que se recurrió a la fórmula de los «gobiernos nacionales» como concentración de todas las fuerzas políticas de extracción conservadora-liberal, a fin de resistir la marea obrerista, republicana, regionalista, y las posibles tentaciones militares. Todo ello en un ambiente cada vez más crispado por la pésima evolución de la Guerra de Marruecos, y también por el pistolerismo sindical, en lo que fue un auténtico terrorismo urbano.


      Las referidas agitaciones sindicales pusieron de manifiesto, entre 1917 y 1923, las contradicciones internas del catalanismo: los hombres de la Lliga pactaron con la oligarquía a escala de toda España, siendo el mejor exponente de ello los Gobiernos de unión nacional Maura-Cambó de 1918 y 1921, que se enfrentaban a un sindicalismo inquietante, sobre todo en Cataluña, sobre el cual es valioso el testimonio de Miguel Escudero, que transcribimos:


       

       


      En 1919, los trabajadores de la empresa hidroeléctrica Barcelona Traction, Light & Power, situada en el Paralelo barcelonés y popularmente conocida como La Canadiense, se declararon en huelga. Y con el apoyo de la CNT se mantuvo 44 días seguidos de huelga, hasta conseguir, por primera vez en España, que se redujera la jornada laboral a ocho horas. En aquel entonces, los dirigentes más destacados de la CNT eran Salvador Seguí, El Noi del Sucre, y su amigo Ángel Pestaña. El primero fue asesinado en 1923, y el segundo estuvo a punto de serlo. Ambos eran a la vez radicales y moderados, es decir: firmes e insobornables en sus reivindicaciones sindicales y repudiaban la violencia.


       


      Ángel Pestaña calificaba de «aberración monstruosa» el contestar a un terrorismo con otro. Al terrorismo de Estado y al de la patronal, a la caza de sindicalistas, no le debía replicar un terrorismo obrero. Por desgracia, esta postura no prevaleció en la CNT y no volvería a haber una segunda parte de La Canadiense.40


       


       


      La dictadura de Primo de Rivera


       


      Volviendo ahora a la dinámica política general, cuando la relación entre la Lliga y las fuerzas vivas de la oligarquía nacional se deterioraron, los regionalistas catalanes llegaron a creerse que una dictadura impuesta desde Barcelona podría poner fin a la subversión social, y permitiría conseguir el anhelado estatuto de autonomía para Cataluña. Idea que se incardinó en el capitán general de Cataluña, Miguel Primo de Rivera, quien con drásticas medidas consiguió restablecer el orden público en Barcelona con su ayudante Severiano Martínez Anido. Pero las posibles promesas de autonomía hechas a los prohombres de la Lliga fueron olvidadas por el dictador desde su misma llegada a Madrid.41


      En el haber económico de la dictadura habría que anotar un esfuerzo indudable de modernización de infraestructuras (circuito de firmes especiales, ferrocarriles, puertos, primeros aeropuertos, etc.), y de potenciación institucional de la actividad económica con la creación de los monopolios públicos de CAMPSA y la Telefónica. También fueron notables la formación del Banco Exterior de España, la reforma del crédito hipotecario, el nacimiento de las Confederaciones Hidrográficas, y toda una serie de obras públicas importantes.


      Sin embargo, el Dictador no supo cómo afrontar los grandes problemas políticos nacionales. No entendió las aspiraciones de los catalanes, y derogó el modesto régimen autonómico de la Mancomunidad que se había instaurado en 1917. Y frente al sistema de partidos de la Restauración, definitivamente acabado, se conformó con disolver las Cortes, sin plantearse seriamente la eventualidad de un verdadero proceso constituyente. De modo que cuando la prosperidad económica 1923-1929 terminó ese último año, con el comienzo de la Gran Depresión, el país tenía un único horizonte posible: la República para sustituir a un rey que había consentido un golpe militar como el de 1923.


      Finalmente, debe anotarse que en el transcurso de la dictadura (1923-1930) se produjo en Cataluña un hecho nuevo de carácter político-social: la progresiva confluencia de las oposiciones obreras y catalanista, cuya dirección pasó de la Lliga, cada vez más conservadora y oligárquica, a los grupos nacionalistas y republicanos, dispuestos a entenderse con los anarcosindicalistas de la CNT. De modo que, caída la dictadura en enero de 1930, y en crisis la propia monarquía, que la había sostenido, se organizó Esquerra Republicana de Catalunya, nutrida básicamente por la pequeña burguesía, y dirigida por Francesc Macià y Lluís Companys.


       


       


      CATALUÑA DURANTE LA SEGUNDA REPÚBLICA


       


      Ya vimos cómo el sentimiento republicano fue en aumento desde la caída de la dictadura de Primo de Rivera (30 de enero de 1930), acelerándose ese proceso con la dictablanda de Berenguer y el ulterior Gobierno de transición del almirante Aznar.


       


       


      El Pacto de San Sebastián y el 14 de abril


       

       


      La génesis formal de la República estuvo en el Pacto de San Sebastián del verano de 1930, negociado por socialistas y republicanos, documento en el que se decidió crear un Comité Revolucionario, del que saldría más tarde el gobierno provisional de la República. Y en él, los políticos que conspiraban contra la Monarquía se concertaron con la intención de «resolver el problema catalán»,42 lo que tuvo su traducción legal y al más alto nivel en la Constitución de la República de 1931, en cuyos Artículos 11 a 22 quedó establecido el marco político para la concesión de los estatutos de regiones autónomas, quedando fijados también los poderes delegables por el poder central a las regiones.


      Que esa previsión autonómica de la Constitución en ciernes era plenamente realista lo demuestra el hecho de que, antes de estar terminada la propia Constitución, e incluso antes de proclamarse la República, ya habían sido promovidos en España varios proyectos de Estatutos regionales.43


      En las elecciones municipales del 12 de abril de 1931, en Cataluña, el triunfo fue de Esquerra Republicana, y fue el dirigente de ese partido, Francesc Macià, quien dos días después, el 14, proclamó en Barcelona la República Catalana. Pero de inmediato, e invocando los compromisos contraídos en el pacto de San Sebastián por los representantes de Cataluña, tres miembros del Gobierno provisional de la República Española, que viajaron expresamente a Barcelona, convencieron a Macià para que renunciara a una República Catalana en pro de la República Española.


       


       


      Los partidos políticos catalanes


       


      Entre los partidos republicanos catalanes durante la Segunda República destacó desde el principio, ya lo hemos visto, Esquerra Republicana de Catalunya (ERC), formada a partir de la agrupación de las izquierdas catalanas, antagónicas del conservadurismo de la Lliga. Su mentor fundamental fue Francesc Macià (Vilanova i la Geltrú, 1859-Barcelona, 1933), militar de ingenieros, que en 1905 se retiró del Ejército para entrar decididamente en política, dentro de Solidaritat Catalana.44


       


      A. Esquerra Republicana de Catalunya


       


      En 1922 Macià creó la agrupación política Estat Català, desde la cual reivindicó el derecho a la autodeterminación, si bien siempre pensó que, una vez ejercitado éste, Cataluña volvería a formar parte de una federación ibérica. Luchador contra la dictadura de Primo de Rivera, visitó la URSS en el otoño de 1925, y realizó una tentativa de intervención armada desde Francia (1926), que se frustró por la decisión francesa de impedir sus propósitos.


      Macià integró el Estat Català en Esquerra Republicana de Catalunya, que como hemos visto obtuvo un gran éxito electoral en las municipales de 1931, lo que le daría la presidencia de la Generalitat restaurada, desde donde fue principal promotor del Estatuto catalán. La muerte le sorprendió en 1933, siendo entonces sucedido el Avi —el «Abuelo», como se le llamaba— por su más inmediato colaborador, Lluís Companys (Tarrós, 1883-Barcelona, 1940), que en 1934, octubre, no vaciló en proclamar una vez más la independencia con su declaración del Estat Català.


      Si Macià representaba la línea heroica del catalanismo y era objeto de veneración por su larga lucha por su causa, Companys aportó a la Esquerra su contenido social; resultado lógico de su actividad como abogado que fue de los sindicalistas, y cofundador de la Unió de Rabassaires, los aparceros de Cataluña, en favor de los cuales intentó durante la primavera y el verano de 1934 una reforma agraria de ámbito regional.


       

      Tanto Macià como Companys podrían haber intentado una conciliación definitiva con el resto de España, pues consiguieron lo que se habían propuesto, una notable autonomía con el Estatuto de 1932. Pero en vez de trabajar ERC para fortalecer la República, como forma política para todo el progreso español, no cejó en polarizarse en Cataluña, incluso en plena Guerra Civil, cuando se dejaron relegar por la CNT, la FAI y otras fuerzas.


       


      B. Partido Catalanista Republicano (PCR)


       


      Más a la derecha que Esquerra, tuvo mucha menos trascendencia. Su principal personalidad fue Luis Nicolau D’Olwer (Barcelona, 1888-México, 1961), afiliado a la Lliga hasta 1922, año en que se desgajó de ella el grupo Acció Catalana. Firmante del Pacto de San Sebastián (la representación la asumió Manuel Carrasco Formiguera) junto con Acció Republicana (que estuvo representada por Matías Mallol Bosch), de la fusión de ambos grupos nació el PCR.


      Su máximo dirigente, D’Olwer, fue ministro de Economía con el Gobierno provisional, y con el primer gabinete Azaña, con Antonio Flores de Lemus —el economista español más conocido en la época— representó a España en la Conferencia Económica de Londres de 1933, durante la Gran Depresión. Pero después de las elecciones a Cortes de 1931, el PCR prácticamente desapareció como fuerza política, ante el avance de ERC por su ideal autonomista más avanzado.


       


      C. Partido Obrero de Unificación Marxista (POUM)


       


      En la complejidad de los grupos políticos con incidencia en Cataluña, especialmente a lo largo del primer año de la Guerra Civil, destacó el Partido Obrero de Unificación Marxista (POUM). Sus artífices y mentores fueron Andrés Nin y Joaquín Maurín, que formalizaron en Moscú, en 1920, la adhesión de la CNT a la Federación Sindical Roja (Profintern). Sin embargo, un año después y tras el informe de Ángel Pestaña, el congreso de la CNT celebrado a fines de 1922 en Zaragoza adoptó la decisión de que la Confederación se retirase de la Profintern. Decisión ante la cual Maurín, Nin y Arlandis decidieron salir de la CNT para crear los «comités sindicalistas revolucionarios», una formación numéricamente poco importante pero que les permitió mantener la adhesión a la III Internacional de la que Nin llegó a ser secretario adjunto.


      A mediados de 1931, las discusiones de Nin y Maurín dentro de los problemas de unificación del comunismo español llevaron al primero a fundar la Esquerra Comunista. Una entidad también de escasa dimensión numérica y de corta vida independiente, pues en 1935 se fusionó con el Bloc Obrer i Camperol (BOC), para formar el Partido Obrero Unificado Marxista (POUM), el cual, a pesar de las reiteradas afirmaciones sobre su carácter trotskista, nunca llegó a ser aceptado en la IV Internacional. En realidad, constituía un intento de nacionalcomunismo a escala catalana, frente al cual los antiguos miembros del PCE y del PSOE decidieron crear el Partido Socialista Unificado de Cataluña (PSUC) en los primeros días de guerra.


      El POUM participó en el Frente Popular y colaboró activamente con la República y la Generalitat, en cuyo Gobierno llegó a tener representantes. Pero ante el crecimiento del PCE y del PSUC, reforzó sus vínculos con la CNT; y se opuso sistemáticamente a la supresión de sus milicias propias y al establecimiento del nuevo régimen de desterrorización y descolectivización que perseguía el reforzamiento de la autoridad de la República para ganar la guerra. Esta actitud y toda una serie de incidentes provocaron los llamados Sucesos de Mayo de 1937 en Barcelona; en los que la CNT-FAI y el POUM se resistieron a las presiones del Gobierno central y de la Generalitat en cuanto al cese de sus intervenciones autónomas en la vida política y social catalana, lo que llevó a su virtual supresión.


       


      D. La Lliga


       


      La Lliga —ya ampliamente referenciada antes—, representativa de las pretensiones autonomistas de la burguesía, pactista con las oligarquías del resto de España, y dinástica hasta el 14 de abril de 1931, fue claramente superada por la Esquerra durante la etapa republicana. Aunque Francesc Cambó defendió, en 1932, el estatuto regional presentado por la Esquerra. Sin embargo se opuso a los intereses de los rabassaires al discutirse, en 1934, la ley de contratos de cultivo. Lo cual marcó indefectiblemente el carácter conservador de la Lliga, que de este modo obstruyó una posible reforma agraria a la catalana, y que radicalizó a la Esquerra en octubre de 1934 como luego se verá.45


      No obstante su relativa recuperación en las elecciones de 1933, en las que incluso consiguió para las Cortes un escaño más que la Esquerra (24 frente a 23), la Lliga apenas participó en los gabinetes del bienio negro (1933-1935). Tan sólo hay que señalar la presencia de un ministro de su filiación en toda la historia republicana, Pedro Rahola, que estuvo al cargo de Marina en los Gobiernos de Chapaprieta y Portela (septiembre de 1935-febrero de 1936).


       


      E. Sindicatos


       


      Pero más importantes, políticamente hablando, que los partidos políticos fueron las fuerzas aglutinadas en torno a la Confederación Nacional del Trabajo (CNT) y a su brazo armado de la Federación Anarquista Ibérica (FAI) que controlaron el movimiento obrero, con una estrategia de cambio del capitalismo al anarcosindicalismo. En ese sentido, Durruti y Ascaso, de CNT-FAI, se convirtieron en símbolos populares que luego estarían en la primera línea al comenzar la Guerra Civil.


       


       


      Del primer estatuto de autonomía al Frente Popular


       


       

      En 1931, el pueblo catalán aprobó el proyecto de estatuto en referéndum casi por unanimidad, para luego pasar el texto a las Cortes donde, después de discutirlo y enmendarlo durante más de un año, fue finalmente aprobado en septiembre de 1932. En un momento en que Azaña, presidente del Consejo de Ministros, dio el máximo impulso al proyecto, aprovechando la nueva ola de republicanismo que produjo la sublevación militar del general Sanjurjo del 10 de agosto de 1932.


      Y fue Azaña quien, antes de ese 10 de agosto, hizo un memorable discurso en el Congreso en defensa del Estatuto, que a pesar de su parco contenido en materia financiera y educacional, menor de lo que se había pedido, tenía bastante sustancia autonómica para sentar las bases de la construcción de una nueva Cataluña a gusto dentro de la República.


      Sin embargo, los efectos económicos de la Gran Depresión, con la consiguiente agitación social, y el juego de diversas fuerzas políticas para ver quién era más catalanista, no hicieron posible el normal desarrollo del régimen autonómico. A pesar de la circunstancia de que, a diferencia del resto de España, las elecciones de noviembre de 1933, por la fuerte abstención obrera recomendada por los anarquistas, dieron la victoria a las derechas, salvo en Cataluña donde, en los comicios para el parlamento, Esquerra supo atraerse a la masa campesina y a un sector importante de la masa obrera, hasta entonces indiferente al catalanismo.


      Esa integración, que significaba la plenitud del movimiento nacionalista, vino a complicar las relaciones entre la Generalitat y el Gobierno de la República, sobre todo a raíz de la aprobación de la Ley (catalana) de Contratos de Cultivo, favorable a los arrendatarios y aparceros, a los cuales se quería garantizar en la Ley su permanencia en la tierra y su posible acceso a la propiedad. Pero la ley, votada en abril de 1934 por el parlamento catalán con ese propósito, fue recurrida por el Gobierno de la República ante el Tribunal de Garantías Constitucionales, cuya sentencia declaró incompetente al parlamento de Cataluña para legislar en materia social agraria (junio de 1934).


      A partir de ese momento se entró en negociaciones por la Generalitat con el Gobierno de la República, y cuando parecía haberse encontrado una salida airosa para acabar con el conflicto, estalló la llamada Revolución de Octubre de 1934; ocasionada sobre todo por la oposición del PSOE y ciertos republicanos a la entrada de tres ministros de la Confederación Española de Derechas Autónomas, CEDA, en el Gobierno de Lerroux. Pretensión de revolución que fue fácilmente sofocada en toda España, salvo en Asturias, donde hubo una fuerte represión dirigida por el ministro de la Guerra, Diego Hidalgo Durán, que encargó al general Franco la misión de poner fin a la rebeldía con fuerzas de la Legión.


      En la ocasión, con muy poco juicio, y presionado por un sector de la masa obrera y de los grupos ultranacionalistas catalanes, Lluís Companys, como presidente de la Generalitat, declaró la independencia del Estat Català dentro de la Federación Ibérica, en lo que fue un triste intento de volver a la situación política del primer bienio republicano, cuando se quiso instaurar una república federal el propio 14 de abril de 1931. En la ocasión de 1934, la autonomía fue retirada a Cataluña y Companys pasó a prisión, condenado a 30 años.


      Desde los sucesos de octubre de 1934 hasta la victoria electoral del Frente Popular el 16 de febrero de 1936, Cataluña se vio privada de su estatuto de autonomía, y la represión político-social en las ciudades y en el campo agudizó la lucha de clases y el resentimiento entre izquierdas y derechas. Las reformas sociales del periodo republicano-socialista fueron alteradas por los gobernantes de la CEDA, y en esa situación volvió a producirse una confluencia de la izquierda liberal y de los partidos obreristas para conseguir, junto con la amnistía de los presos políticos de 1934, el restablecimiento del programa del primer bienio de la república. Tal fue la génesis del Frente Popular, alentado en toda Europa por la III Internacional, desde Moscú.


      La victoria del Frente Popular el 16 de febrero de 1936 significó el restablecimiento de la autonomía de Cataluña, y los hombres de la Esquerra volvieron a la Generalitat —con Companys a la cabeza— con la amarga lección del levantamiento de octubre de 1934, cuyo fracaso y represión pesaron a la postre saludablemente sobre el ambiente de Cataluña, que pareció relajarse. Pues mientras en el resto de España cundía el terrorismo de izquierda y de derecha (ciertamente exagerado en los medios políticos, en la prensa y en la radio, por quienes estaban interesados en desprestigiar el régimen), Cataluña pudo ser considerada un oasis de paz relativa. Y en esas condiciones, sobrevino en julio de 1936 el alzamiento militar, origen de la más cruenta guerra civil en España, que había de durar hasta abril de 1939. Pero antes de entrar en ese cruel pasaje, veremos cómo se opinaba sobre Cataluña durante la República.


       


       


      Ortega y Gasset, Unamuno y Azaña: sobre Cataluña


       


      El primero de los testimonios que vamos a dar corresponde a José Ortega y Gasset, el filósofo que fue diputado a las Cortes Constituyentes de 1931, en su calidad de miembro de la entidad Al Servicio de la República —que formaron él y otros intelectuales como Miguel de Unamuno, Gregorio Marañón, Ramón Pérez de Ayala, etc.—, pudiendo decirse que Ortega tuvo siempre una visión de que el problema catalán era imposible de resolver plenamente; y ciertamente, no se censuró a sí mismo al hablar en el Congreso de los Diputados el 13 de mayo de 1932:


       


      Digo, pues, que el problema catalán es un problema que no se puede resolver, que sólo se puede conllevar; que es un problema perpetuo, que ha sido siempre, antes de que existiese la unidad peninsular y seguirá siendo mientras España subsista... el problema catalán es un caso corriente de lo que se llama nacionalismo particularista. No temáis, señores de Cataluña, que en esta palabra haya nada enojoso para vosotros, aunque hay, y no poco, doloroso para todos.


      ¿Qué es el nacionalismo particularista? Es un sentimiento de dintorno vago, de intensidad variable, pero de tendencia sumamente clara, que se apodera de un pueblo o colectividad y le hace desear ardientemente vivir aparte de los demás pueblos o colectividades. Mientras éstos anhelan lo contrario, a saber: adscribirse, integrarse, fundirse en una gran unidad histórica, en esa radical comunidad de destino que es una gran nación, esos otros pueblos sienten, por una misteriosa y fatal predisposición, el afán de quedar fuera, exentos, señeros, intactos de toda fusión, reclusos y absortos dentro de sí mismos.46


       

       


      De Unamuno, hay testimonios anteriores al Estatuto de 1932, en los que da por hecho que, en el futuro, Cataluña se independizaría de España. En términos dramáticos, como era usual en don Miguel: «Me preparé por lo menos las bases de la reunión de la nación española (un encuentro académico al que asistió) y de la catalana; ya que Cataluña habrá de acabar, y muy pronto, por separarse del todo del Reino de España, y constituirse en Estado absolutamente independiente». Es lo que se lee en un escrito de Miguel de Unamuno, que data de la Nochebuena de 1918, y que estaba destinado a su amigo Manuel Azaña. La explicación de esa actitud unamuniana fue bien sencilla:


       


      En tiempos de Felipe IV se perdió Portugal conservando Cataluña, en tiempo de nuestro Habsburgo de hoy, Alfonso XIII, siendo su canciller Canalejas, se pensó en conquistar Portugal y del triunfo, descontado en el Palacio de Oriente, de Alemania se esperaba la anexión de Portugal y la formación del Imperio Ibérico, vulgarizándose España; justo es, pues, que al ser ésta derrotada con Alemania —la mentalidad neutral que dijo Romanones (el político que ve más claro y obra más turbio) era una alianza clandestina con aquel a quien se creía vencedor futuro— justo es, pues, que España pierda ahora Cataluña. Y la perderá, no me cabe la menor duda de que la perderá. La federación no es más que una hoja de parra. ¡Cuánto me gustaría hablar de todo esto ahí!


       


      Posteriormente, en el diario de sesiones del Congreso de los Diputados, del 22 de octubre de 1931, se recoge una de las más famosas alocuciones del autor de Abel Sánchez y La Tía Tula sobre el uso del catalán y el castellano en las escuelas de Cataluña:


       


      Para mí todo ciudadano español radicado en Cataluña, donde trabaja, donde vive, donde cría su familia, es no sólo ciudadano español, sino ciudadano catalán, tan catalanes como los otros. No hay dos ciudadanías, no puede haber dos ciudadanías.47


       


      Y después de haber escuchado a Ortega y Unamuno en tonos tan pesimistas, le llega el turno a Manuel Azaña, por entonces presidente del Consejo de Ministros, y en su máximo esplendor. Y fue en el discurso que pronunció en el Congreso de los Diputados el 27 de mayo de 1932, cuando se expresó en términos muy distintos a los de Ortega, a quien hizo respetuosa referencia. En un texto del que se seleccionan los puntos principales:


       

       


      El problema que vamos a discutir aquí, y que pretendemos resolver, no es ese drama histórico, profundo, perenne, a que se refería el señor Ortega y Gasset al describirnos los destinos trágicos de Cataluña; no es eso. Y aun aceptando la descripción exacta y elegante del señor Ortega, es una cosa manifiesta que esa discordia, es impaciencia, esa inquietud interior del alma catalana, no siempre se han manifestado en la historia o no se han manifestado siempre de la misma manera...


      Los ciudadanos de la República española no tendrán nunca en Cataluña derechos menores de los que tengan los catalanes en el resto del territorio de la República española. Esto, señores diputados, no hace falta decirlo: está escrito en la Constitución; pero a mí no me parece mal que se diga cien veces, porque, como en torno del Estatuto y de la autonomía circulan fantasmas abracadabrantes, bueno será demostrar a las gentes, a fuerza de repetírselo, que tales fantasmas no tienen razón alguna de existir.48


       


      Así habló, no Zaratustra, sino Azaña... para luego cambiar dramáticamente su opinión sobre Cataluña.


       


       


      CATALUÑA EN LA GUERRA CIVIL


       


      Bajo el título de «¿Qué pasa en Cataluña?», el periodista sevillano Chaves Nogales escribió ocho reportajes entre el 26 de febrero y el 11 de marzo de 1936,49 comentando cómo por entonces la sociedad catalana no parecía estar en la senda del separatismo: «una rara sustancia —se decía— que se utiliza en los laboratorios de Madrid como reactivo del patriotismo; y en los de Cataluña, como aglutinante de las clases conservadoras». En cuanto al reto social, hacía una dura crítica a Companys sin mencionarlo:


       


      La cosa es más grave. ¿Estarán los políticos catalanes —pésimos abogados de su propia causa— a la altura de las circunstancias? Cataluña no tiene hoy el equipo de hombres públicos que el ejercicio de su autonomía requiere. La Esquerra —federal y no independentista— ya no puede ser elemento de agitación, sino un dique frente a la CNT.


       


      Chaves Nogales escuchó una y otra vez que en Cataluña no pasaría nada. Se lo aseguraron dos liberales prudentes, Duran i Ventosa, y Amadeo Hurtado, así como el sindicalista moderado Ángel Pestaña. Pero el testimonio al que el periodista otorgó más crédito, y que se haría realidad en el verano de 1936, fue el de un anarquista de Tarrasa: «La verdad somos nosotros, la Confederación, la CNT. Lo verá usted pronto, muy pronto». Cuatro meses después de los reportajes de Chaves Nogales, la CNT de Durruti y Ascaso aplastó la sublevación militar en Barcelona e impuso todo un anticipo del comunismo libertario, con Companys y Esquerra de convidados de piedra.50


      El levantamiento militar se inició en la madrugada del 19 de julio en diversos puntos de Barcelona, con el propósito de controlar rápidamente toda la ciudad. Pero la Guardia de Asalto y la Guardia Civil se mantuvieron leales a la República, y junto con los obreros de la CNT y de la UGT, que habían conseguido armarse, lograron derrotar a las fuerzas militares. De ese modo, fracasó el alzamiento militar en toda Cataluña, sobre todo por la lucha de las organizaciones obreras, que se mostraron nominalmente a favor del Gobierno del Frente Popular, con la idea de instaurar lo que fuera más parecido al comunismo libertario.51


      Las noticias sobre lo acaecido en Barcelona hicieron reflexionar a los militares de Gerona y Tarragona, que no llegaron a sublevarse; en tanto que en Lérida y Manresa se rindieron sin inicial efusión de sangre, tras conocer los resultados de la lucha en la Ciudad Condal. Todo ello permitió el envío de refuerzos milicianos y de tropas leales hacia Zaragoza, con lo cual se logró la adhesión a la República de la mitad oriental de la región aragonesa.


       


       


      Experiencias anarquistas


       


      Mientras los sucesivos Gobiernos republicanos ya en guerra, de Giral primero y de Largo Caballero después, intentaban dar nacimiento legal a una nueva estructura del Estado republicano, en Cataluña y Levante los hechos desbordaron los propósitos del Ejecutivo republicano. La CNT y la FAI, desde el primer día de su triunfo contra el alzamiento militar, se lanzaron a una intensa actividad de colectivización de las empresas privadas, con la inevitable anuencia de la Generalitat. Cada empresa, y con frecuencia cada centro de trabajo, quedó bajo el control de un comité obrero; casi siempre sin ninguna coordinación racional con el resto del sistema productivo y de crédito en su conjunto. De este modo, lejos de orientarse la producción hacia el esfuerzo de guerra, se dirigió, en no pocas ocasiones, hacia las acciones inmediatamente más rentables desde el punto de vista político.52


      Por otro lado, la reducción de la horquilla salarial por el igualitarismo libertario condujo casi siempre a una fuerte caída de la productividad. Y la eliminación del director o gerente en las empresas engendró una abrumadora burocracia libertaria. Ante esa actitud, el PCE preconizaba una línea diferente, sintetizada en la frase «a mayor y mejor trabajo, mayor jornal», como también preconizó lo de «primero ganar la guerra, después la revolución». Y frente a la descoordinada actuación de los comités anarcosindicalistas, luchó insistentemente por la nacionalización, de la que fue un reflejo el decreto del Gobierno Republicano, entonces en Valencia, de 23 de febrero de 1937. Y si el proceso de colectivización se frenó en parte fue en la medida en que el sector de banca privada, con el crédito y las divisas —el sindicalismo de UGT era el predominante—, se mantuvo bajo el control del Gobierno.


      En suma, los anarquistas de la CNT y de la FAI acometieron un experimento ácrata generalizado, creando el semicaos económico; lo que la dirigente anarquista Federica Montseny llamaría la «juerga revolucionaria», al referirse a los autores de tales experimentos: «Tienen las industrias y los talleres en sus manos, han hecho desaparecer a los burgueses, viven tranquilos, y en una fábrica, en vez de un burgués hay siete u ocho...». Tan sólo parte de las empresas extranjeras quedaron a cubierto de esta situación; y un ejemplo de ello fue el acuerdo a que llegó la CNT con el consulado británico de Barcelona, y del que resultó una lista de 87 empresas en las que no se debía tocar absolutamente nada.


      En el campo, la tendencia anarcocolectivista se plasmó el 3 de agosto de 1936 en la Federación de Sindicatos Agrícolas de Cataluña para coordinar la actividad de todos los trabajadores del campo. Y como síntesis de esos proyectos, para centralizar los dispersos experimentos cenetistas, el 11 del mismo mes se fundó un Consejo de Economía de Cataluña, con un ambicioso programa revolucionario. Pero éste se vio imposibilitado a las pocas semanas, por la ya aludida cuestión del crédito y las divisas, y porque el Gobierno republicano no se mostró dispuesto a derrochar tiempo y dinero en ensayos de un paraíso libertario, precisamente cuando el ejército faccioso de África avanzaba por Extremadura acercándose a Madrid.


      Paulatinamente, el experimento anarquista no pudo por menos de ir cediendo. Abad de Santillán —de la misma cuerda anarco— comentaba amargamente los resultados de las experiencias libertarias. «En lugar del antiguo propietario hemos puesto a media docena de nuevos patronos que consideran la fábrica o los medios de transporte por ellos controlados como su propiedad personal; con el inconveniente de que no saben organizarse tan bien como el antiguo dueño.» De hecho, Abad de Santillán presentaba las cosas con un cierto eufemismo, pues en enero de 1937 ya se habían presentado en el Ministerio de Industria más de 11.000 instancias de empresas colectivizadas solicitando el auxilio del Estado para evitar la bancarrota o la paralización de sus actividades.


      En Cataluña, la entrada del PSUC en la Generalitat a partir del 27 de septiembre de 1936 empezó a marcar un nuevo giro, que en enero de 1937 se formuló de modo más categórico con el lema de «Menos hablar, menos comités, más pan. Todo el poder a la Generalitat». En la Generalitat, la ERC empezaba ya a comprender que sólo con el apoyo del PSUC podría contrarrestar la presión de la CNT y el POUM, más preocupados siempre por la revolución libertaria en la retaguardia que por la lucha en el frente. De modo que sólo con ocasión de los Sucesos de Mayo de 1937, cuando se quitó en Barcelona todo poder a la CNT-FAI y al POUM, pudo entrarse en una organización más orientada al esfuerzo de guerra.


      Con la formación del Gobierno Negrín tras los Sucesos de Mayo de 1937 —cuando virtualmente se liquidaron por el Gobierno de la República la CNT, la FAI y el POUM—, se vislumbraron elementos de cambio a una situación económica más ordenada: el 28 de agosto se decidió el Gobierno de la República a intervenir cualquier clase de empresa minera o metalúrgica, para su militarización con fines de guerra. Y los pequeños propietarios agrícolas confiscados irregularmente pasaron a contar con la posibilidad de recuperar las tierras ocupadas en la primera oleada anarquizante.


      Incluso llegó a suspenderse el decreto de colectivización de la Generalitat, por considerarlo incompatible con la Constitución. Sólo de esta forma, junto con la implantación del orden público en la retaguardia, tras las jornadas de mayo de 1937 en Barcelona, pudo mantenerse el poder de la República en una Cataluña en la que cada uno parecía querer hacer la guerra por su cuenta. Pero ya era tarde para que tal situación tuviera consecuencias realmente positivas para lo que al final fue la triste suerte de la República.


       


       


      La batalla del Ebro


       


      La Guerra Civil —aparte de la aérea, con fuertes bombardeos sobre Barcelona y otras ciudades— iba desarrollándose fuera de tierra catalana hasta el momento de la derrota republicana en Teruel (diciembre 1937-febrero 1938), cuando la República logró contener el avance nacionalista en la línea del Ebro inferior y del Segre, ya dentro de Cataluña. E igualmente, aún pudieron reconstruirse las fuerzas combatientes republicanas, para formar el Ejército del Ebro. Fue entonces cuando, no sin la crítica de algunos, se planteó la reunión de las zonas nordeste y centro-levante —divididas en la primavera de 1938 por fuerzas de Franco que llegaron a Vinaroz en el Mediterráneo— a base de una audaz acción de cruce del Ebro, que se pensaba permitiría la creación de una gran bolsa de efectivos nacionales entre el mar y el despliegue al oeste de los efectivos del ejército leal.53


      Sin gran reflexión al respecto, fue el 25 de julio de 1938, a las 0.15 horas, cuando se inició el cruce del río, pero, a principios de agosto, la cabeza quedó completamente estabilizada, y como ya era habitual, inmediatamente empezaron a fortificarse las posiciones de ambos lados, manteniéndose casi inconmovibles durante tres meses, en tanto que en Europa había un conato de movilización para el tan esperado enfrentamiento de la entente franco-británica con Hitler.


      Por fin, el 30 de octubre —«puestas en orden las cosas» en Múnich por la permisividad de las democracias frente al fascismo— se desató el contraataque nacionalista en el Ebro, y tras numerosas incidencias y una inmensa carnicería, el 18 de noviembre los efectivos supervivientes del ejército republicano, en una travesía de dirección contraria a la que hicieron el 25 de julio, cruzaron el río. Según las cifras que da Hugh Thomas, las bajas de la gran batalla fueron, con mucho, las más importantes de cualquier encuentro durante la guerra:


       


      Los republicanos perdieron 70.000 hombres, de ellos, 20.000 prisioneros. Algunas de las divisiones republicanas se dejaron la mitad de sus recursos humanos. Y de los miembros de las brigadas internacionales que cruzaron el Ebro, cayeron el 75 por 100. La embajada alemana en Salamanca calculó las pérdidas nacionalistas en unos 33.000. Los republicanos perdieron unos 200 aviones y abandonaron gran cantidad de material de guerra de todas clases, incluidos 1.800 ametralladoras y 24.000 fusiles. En realidad, la República había perdido todo su ejército del Norte.54


       


      Terminada la batalla del Ebro el 18 de noviembre, el ejército nacionalista del frente catalán se tomó más de un mes para reorganizar sus cuadros. Incluso llegó a pensarse que la esperada ofensiva para ocupar Barcelona se retrasaría aún más, como consecuencia de la tregua de Navidad propuesta por el papa Pío XI. Sin embargo, el Gobierno franquista de Burgos desechó tal proposición, y la víspera de Nochebuena, el 23 de diciembre de 1938, comenzó a desencadenarse la última gran acción ofensiva de la guerra, según pasamos a ver, prácticamente toda ella en tierra catalana.


       


       


      La campaña de Cataluña


       


      El cuerpo del ejército del comunista Enrique Líster consiguió contener el ataque de los nacionales durante casi dos semanas, pero desde el 3 de enero de 1939, la potencia de fuego mucho mayor del enemigo empezó a resquebrajar las líneas republicanas, que se rompieron definitivamente en Borjas Blancas (Lérida) el 12 de enero. Ese día empezó el repliegue final en Cataluña, que habría de terminar, menos de un mes más tarde (el 10 de febrero), en la frontera francesa. De nada sirvió la ofensiva que con fines de diversión lanzó el ejército republicano del Centro en Extremadura y que tan sólo se tradujo en el avance de sus líneas en muy pocos kilómetros.55


      El 14 de enero de 1939 cayó Tarragona, y al llegar pocos días después los nacionales a la línea del Llobregat, el Gobierno republicano se trasladó de Barcelona a Gerona. De este modo daba fin un proceso migratorio en el que participaron los representantes parlamentarios del Frente Popular que aún se encontraban en España, y que en un ambiente de lo más depresivo celebraron su última sesión de Cortes en suelo español en Figueras, el 1 de febrero de 1939. Azaña ya había fijado su residencia en París, de donde no volvería más, a pesar de las reiteradas peticiones que se le hicieron en ese sentido; primero por el propio Gobierno y más tarde por la Junta del coronel Casado, sublevado en Madrid contra el Gobierno de Negrín.


      El 26 de enero de 1939 cayó Barcelona, sin que llegara a producirse una fuerte resistencia. Su ocupación marcó el arranque definitivo del éxodo masivo de la población más atemorizada hacia la frontera. Así, hasta el 10 de febrero, en que toda la raya internacional quedó bajo control nacionalista, se calcula que pasaron a la vecina Francia unas 400.000 personas. A tan alta cifra contribuyó la decisión del Gobierno galo de permitir la entrada incluso a los soldados, para proceder a desarmarlos, e impedirles volver a la zona residual de la República.


       


       


      Otra vez Azaña


       


      En los trabajos de Manuel Azaña como presidente de la República, se aprecia una secuencia depresiva en cuanto a su valoración de Cataluña en el esfuerzo de guerra. Eso es lo que se percibe claramente en la anotación del 19 de septiembre de 1937, en el «Cuaderno de la pobleta» en el que relata el duro encuentro que tuvo en Valencia con Pi y Suñer, entonces consejero de la Generalitat, a quien conocía de cuando era alcalde de Barcelona.56


      Pi y Suñer presentó sus quejas, llenas de victimismo, al presidente de la República, por las actuaciones del Gobierno en temas catalanes, exponiendo su deseo de que se coordinara la acción de los dos Ejecutivos. Y para ello fundamentó sus peticiones en el hecho de que la Generalitat, en ese momento de la guerra, había mantenido su territorio íntegramente fuera de las manos de Franco, y que por ello mismo, el poder de Cataluña debería haber sido aumentado.


      Azaña, que debería estar perplejo ante lo que oía, contestó que tales cuestiones «no se miden por metros. Lo que el Estado representa no se estira ni se encoje según los movimientos de las tropas en el territorio». Y reprochó duramente la actitud de Companys por no haberse privado de ninguna trasgresión, ni de ninguna invasión de funciones en contra del Estado:


       


      Asaltaron la frontera, las aduanas, el Banco de España, Montjuic, los cuarteles, el parque, la Telefónica, la Campsa, el puerto, las minas de potasa, crearon la consejería de Defensa, se pusieron a dirigir su guerra que fue un modo de impedirla, quisieron conquistar Aragón, decretaron la insensata expedición a Baleares para construir la gran Cataluña de Prat de la Riba.


       


      Azaña calificó el programa de Companys como de ampliación de sus declaraciones del 6 de octubre de 1934, por el cual el presidente de la Generalitat había sido condenado a treinta años de cárcel por el Tribunal de Garantías Constitucionales de la República. Y lejos de apaciguarse, Azaña prosiguió manifestando que la Generalitat vivía en franca rebelión e insubordinación, y que si no ha tomado las armas para hacer la guerra al Estado, era porque no las tenía, por falta de decisión, o por ambas cosas a la vez, pero no por falta de ganas... Y arremetió, acto seguido, contra las delegaciones de la Generalitat en el extranjero, la creación de la moneda catalana, la del ejército catalán y el eje Bilbao-Barcelona, medidas, todas ellas, que no iban contra Franco, sino contra el propio Gobierno de la República.


      Azaña llegó al extremo de apuntar que si al pueblo español se le colocara otra vez en el trance de «optar entre una federación de repúblicas y un régimen centralista, la inmensa mayoría optaría por el segundo». Hasta ese punto había llegado Azaña en su lamentación ante la catastrófica realidad de Cataluña en guerra, tan lejana de la que él había previsto al hacer, en 1932, su célebre discurso sobre el Estatuto de Cataluña, pues hubo un gran número de catalanes destacados que aceptaron y convivieron de buen grado con el régimen de Franco.


       


       


      CATALUÑA EN LA ERA DE FRANCO


       


      El secesionismo catalán tergiversa y obstruye la verdadera Historia y, además, la omite en muchos casos. En ese sentido, raramente se entra a valorar en profundidad el tema de los catalanes y el franquismo, mostrándose general ignorancia de que en el triunfo de Franco tuvieron un papel esencial miles de catalanes, que con toda clase de dificultades en muchos casos se pasaron al lado nacional.57


      Sobre los catalanes y Franco, Laura Freixas cuenta el caso de Joan Estelrich, que estaba en Roma cuando estalló la sublevación militar del 18 de julio. Su primera reacción fue indecisa: «Yo, como catalán, debo desear el triunfo del Gobierno y como español, el de los sublevados» (20 de julio de 1936). Pero muy pronto, lo vio claro: frente a «un Estado independiente con dictadura del proletariado anárquico, la victoria de los militares aparece como el mal menor». El día en que recibió la noticia (falsa) de que Franco ha entrado en Madrid, lo celebra brindando por «esta victoria y las que vendrán» (8 de noviembre de 1936). En enero de 1940, Estelrich anota:


       


      Hace un año, el día de la liberación, toda Catalunya unánime estaba por Franco y el Movimiento; era el momento para emprender una política de conciliación moral, de integración española. Después han venido las decepciones; toda Catalunya se siente, con razón o sin ella, hostilizada.58


       


       


      Catalanes por el Movimiento Nacional


       


      Pero ese sentimiento de ser hostilizados no fue el general en Cataluña. Y al respecto cabe preguntar: ¿saben los escolares catalanes que Cambó, el líder de la Lliga Regionalista y heredero natural de Prat de la Riba, no solamente apoyó a Franco, sino que fue fundamental para organizarle el servicio secreto y para garantizarle apoyos en el exterior? ¿O que Josep Pla, tal vez el mejor prosista catalán del siglo XX, trabajó con denuedo para esos servicios secretos de Franco? ¿O que Juan Ventosa, uno de los fundadores de la Lliga, fue clave para las finanzas internacionales de los franquistas durante la Guerra Civil? ¿O que los catalanes de Burgos59 crearon la revista Destino con ese nombre, por la definición que José Antonio Primo de Rivera había dado de España como «unidad de destino en lo universal»? ¿Y que de esa revista nació la editorial que todavía existe con ese mismo nombre?


       


      Por no seguir con la colaboración entusiasta y decidida que, después de la Guerra, prestaron al régimen de Franco empresarios, escritores, periodistas y profesores catalanes, y hasta políticos que habían militado en la Lliga o en la propia Esquerra. Ahí están los escritos de Jaume Vicens Vives en los años cuarenta, o ahí está el Plan de Estabilización de 1959, en gran parte obra de Joan Sardà, que había militado en la Esquerra, con la colaboración de otro profesor catalán, Fabián Estapé, o los numerosos ministros catalanes de Franco como López Rodó o como Gual Villalbí, que había sido de la Lliga.


      Todo esto lo sabía mejor que nadie Josep Tarradellas, por eso, cuando se recuperó la democracia y volvió de su exilio, dio un extraordinario ejemplo de mesura y de seny. Él, que había sido conseller con Companys durante la Guerra Civil, sabía mejor que nadie hasta qué punto aquella guerra había sido también una guerra civil entre catalanes. Y nunca se le hubiera ocurrido utilizar su memoria para dividirlos.


       


      Pero a Tarradellas nos referimos luego más extensamente, con su retorno a España ya con avanzada edad y su gran bonhomía.


       


       


      La nueva industrialización


       


      Con series cronológicas sería fácil exponer aquí el programa económico que Cataluña experimentó durante la era de Franco, con una situación privilegiada en la fase autárquica que comenzó en 1939.60 Y se prolongó hasta el Plan de Estabilización de 1959, que en materia aduanera tuvo su expresión en el Arancel Ullastres de 1963, altamente proteccionista (hasta una media del 40 por 100 ad valorem) que se homologó en el General Agreement on Tariffs and Trade (GATT) en 1963, para desde entonces comenzar su reducción; que se aceleró con el ingreso de España en la CE en 1986, situándose actualmente el arancel común de la Unión Europea en un nivel medio de protección de sólo el 4 por 100, resultado de todo el proceso de globalización.


      Como también del franquismo han de recordarse los Planes de Desarrollo, conducidos por un catalán, Laureano López Rodó, que se convirtió —en frase de Enrique Fuentes Quintana— en referente de toda la burguesía catalana entre 1956 y 1973.


      Pero, además de la política general, hubo una casuística sobre Cataluña que bien merece una recapitulación, al menos de una serie de cuestiones económicas —no tan frecuentemente tratadas y que a juicio del autor son más que significativas— que conviene recordar frente a quienes estiman que la política económica española fue siempre obra de aviesos conspiradores contra el progreso de Cataluña. Algo muy diferente de la realidad histórica, como se ha visto en los capítulos precedentes, al apreciar la recuperación del Principado durante el siglo XVIII, así como los beneficios de la política proteccionista de la mayor parte del siglo XIX y buena parte del XX, como acabamos de ver.


       


      A. El sector farmacéutico61


       


      De la época del franquismo data el proteccionismo a favor de la industria farmacéutica, incluso superior al que benefició a la industria textil con el proteccionismo arancelario. Porque durante muchos años las empresas españolas del indicado sector —la mayoría catalanas—, además de por los fuertes derechos de importación, estuvieron protegidas por licencias de procedimiento frente a la competencia de la Europa transpirenaica.


      Y es que la licencia de procedimiento permite replicar un fármaco con tan sólo cambiar el proceso de fabricación, para conseguir así un producto propio, y evitar pago de royalties como sucede con las llamadas licencias de producto. En definitiva, permitía copiar medicamentos extranjeros, sin apenas costes de I+D, por lo cual se conseguía un mayor margen de beneficio. Circunstancia a la que se unía el hecho de que hasta tiempos muy recientes, cualquier empresa extranjera, para fabricar en España, necesitaba licencia del Ministerio de Industria; permisos que se daban con cuentagotas, si un fabricante español, y sobre todo catalán, podía hacer un producto igual o parecido.


      Para ilustrar aún más el caso, a principios de la década de 1970, siendo ministro de Industria José María López de Letona, y José Lladó Fernández-Urrutia, director general de Industrias Químicas y Farmacéuticas, hubieron de estudiarse los planteamientos de los fabricantes europeos que, con base en la patente europea, exigían que se pusiera fin a la licencia de procedimiento. Algo enteramente lógico, por lo que estuvo a punto de cambiarse radicalmente la legislación española.


      Pero los fabricantes nacionales, fundamentalmente catalanes, plantearon que era necesario de todo punto que el Ministerio de Industria evitara un cambio brusco en la legislación. Con el resultado de que por quince años más se mantuvieron las licencias de procedimiento, con consecuencias muy provechosas para Cataluña. Y con un factor adicional muy beneficioso ya señalado: gran parte de la industria farmacéutica extranjera se situó en el entorno de Barcelona, para desarrollar una relación lo más amigable posible con la industria catalana que tanto poder tenía con las autoridades nacionales españolas.


       


      B. Los casos Seat, Entasa y otros


       


      En el caso de la política industrial, cabe señalar también un caso importante —como botón de muestra— en lo que se refiere a localización industrial durante la era de Franco. Se trata de la Sociedad Española de Automóviles de Turismo (Seat), que hoy sigue teniendo en Cataluña (zona franca de Barcelona y Martorell) más del 70 por 100 de su producción (el resto está en la fábrica de Landaben, Navarra), siendo la primera empresa catalana tanto en producción como en exportación.


      Y sobre el porqué Seat se ubica en Cataluña, será interesante recordar que cuando la Fiat y el Banco Urquijo negociaron su fundación a principios de la década de 1950, el presidente de Fiat, profesor Valetta, y su hombre de confianza en España, Espartaco Boldori, señalaron su objetivo de no repetir lo que ellos mismos llamaban el «error Turín». Es decir, tener la mayor fábrica de la empresa, con gran fuerza laboral, en una gran ciudad como lo era y sigue siéndolo Turín en Italia, por las circunstancias de mayor sindicalización en obra, salarios más altos, precios de consumo superiores, etc.


      Pensando que lo mismo sucedería de situar la fábrica Seat en Barcelona, los dos directivos máximos de Fiat plantearon instalar la nueva producción de Seat en Castellón o Sagunto. Pero el Gobierno español, que controlaba el 51 por 100 de la nueva sociedad automovilística a través del INI, indicó, vía su presidente Juan Antonio Suances, que siguiendo «indicaciones superiores» (del Pardo, o sea, de Franco), la fábrica de Seat se instalaría en Barcelona. Y de esa manera se produjo un impacto de industrialización realmente formidable a favor de Cataluña.


      Debe señalarse, además, que cuando, como consecuencia de la liberalización de las importaciones de automóviles y la caída del proteccionismo arancelario, Seat entró en barrena (1984), el Estado español se ocupó de mantenerla viva a toda costa; decidiéndose, tras muchos avatares, su venta a Volkswagen. Pero con la ayuda previa de reorganización de toda la empresa, lo que supuso para el Estado español una inversión en Cataluña de 240.000 millones de pesetas, cifra por entonces en verdad ingente.


      Por todo lo indicado, cuando en el simposio «España contra Cataluña» de diciembre de 2013 en el Institut d’Estudis Catalans —recuérdese lo visto en el capítulo 6 de este libro— se habló tanto y tan mal sobre la relación Franco-Cataluña, tendría que haberse recordado el tema de las textiles, la industria farmacéutica y el «caso Seat». Tres muestras de lo que fue un tiempo muy favorable, económicamente, para Cataluña, a donde emigraron cientos de miles de españoles de todas las regiones para trabajar, que llegaban ya en edad de incorporarse directamente a la producción, sin previos costes de largos procesos de formación.


      En ese sentido, Madrid y Cataluña (también el País Vasco) fueron los grandes destinos de las corrientes migratorias internas que tuvo el país en los años 50 y 60 del siglo pasado.62 Después, cuando esas corrientes internas se ralentizaron, la migración internacional añadió aún más diversidad a la estructura de la población de Cataluña. De modo que según el Padrón Municipal de 2013, de los habitantes de Cataluña, el 27 por 100 nacieron fuera de ella; y de esa proporción, el 35 por 100 son extranjeros (es decir, el 9,35 por 100 del total), por las oleadas inmigratorias de las décadas de 1990 y 2000. Los españoles de fuera en Cataluña son los que Francisco Candel denominó, en un libro memorable, «los otros catalanes».63


      Además del caso Seat, hay que hacer una referencia a la refinería de petróleo, que se decidió instalar en Tarragona, tras haberse previsto hacerlo en Castellón. La decisión la tomó Claudio Boada, catalán él y presidente del INI a la sazón, en octubre de 1968. Y fue así como nació la Empresa Nacional de Petróleo de Tarragona (ENTASA), que sería la base para todo un tejido de plantas petroquímicas —muchas de procedencia extranjera, como Dow Chemical—, que dieron lugar a un verdadero polo químico, que recibió todas las ventajas de un polo de desarrollo en el marco de la planificación indicativa que dirigía Laureano López Rodó, nacido en Barcelona. Con ENTASA y sus desarrollos ulteriores, esa instalación, financiada al 100 por 100 por el Estado, se configuró el hub químico más importante y moderno de Cataluña.


      Por lo demás, anotemos que en 1943, un decreto de Franco estableció que sólo Barcelona y Valencia podrían realizar ferias de muestras internacionales, un monopolio que duró 36 años, pues hasta 1979 no fue derogado, y sólo entonces podría crearse Madrid su feria, Ifema. Por otra parte, catalanas fueron las primeras autopistas que se construyeron en España.64


      Como también fueron importantes durante el franquismo otros desarrollos portuarios y localizaciones industriales, como las de Gas Natural, primer desarrollo gasista en conexión a Libia y Argelia, la ampliación del turismo en la Costa Brava y en el Pirineo, etc.


       

       


      C. La espléndida ciudad de Barcelona


       


      Y para apreciar lo que fue el desarrollo franquista entre 1959 y 1975, nada como subrayar el hecho, de general conocimiento, de que Barcelona se consolidó durante ese tiempo como una de las ciudades más prósperas de Europa, lo que hoy cabe constatar a la vista de sus ocho millones de visitantes por año; siendo fácil comparar la calidad urbana y de nivel de vida implícito en muchas áreas barcelonesas, que ciertamente datan de mucho tiempo atrás, como el Eixample, ideado por el gran urbanista Ildefonso Cerdá a partir de 1858. En donde hay obras arquitectónicas del no menos grande Antoni Gaudí, quien desde el modernismo supo hacer una obra única de gran impacto mundial.


      Y dentro de esa Barcelona pletórica está el mejor teatro de ópera de toda la península Ibérica, el Liceo (inicialmente llamado de Isabel II), con la mejor colección de cuadros de Ramón Casas. Como también Barcelona posee el más bello auditorio musical, el modernista Palau de la Música Catalana. Así, mientras en el resto de España aún se vivía en gran penuria y la zarzuela era el género lírico por excelencia, en Barcelona había grandes debates sobre si Wagner era un genio de lo nuevo, o un provocador contra el clasicismo.


      Y está claro que el Eixample durante toda la era de Franco siempre estuvo muy por encima del barrio de Salamanca de Madrid; calle por calle, es de notoria superioridad la Ciudad Condal. Lo que en gran parte se debe al desarrollo de la burguesía en los siglos XIX y XX. Pudiendo decirse, además, que en buena parte el esplendor del llamado Barrio Gótico —comenzando por la propia fachada de la Catedral— es fruto de la prosperidad de los siglos XIX y XX, pues como es bien sabido, hubo toda una auténtica reconstrucción romántica merced a la importante disponibilidad de recursos generada por la conquista catalana de todo el mercado español, como ya se puso de relieve. Pero además de todo lo dicho, hay varios temas concretos que merece la pena estudiar.


       


       


      LA TRANSICIÓN DEMOCRÁTICA EN CATALUÑA


       


      Ya en la fase de la Transición, el cuadro de partidos se configuró con la vieja Esquerra Republicana de Catalunya (ERC) liderada en 1977 por Heribert Barrera. Al propio tiempo, destacaba el Partit Socialista Unificat de Catalunya (PSUC), de tendencia comunista, vinculado al PCE, y con la figura preeminente de su secretario general, el viejo luchador Gregorio López Raimundo. En tanto que el Partit dels Socialistes Catalans (PSC), ligado al PSOE, absorbió varios movimientos de carácter socialdemócrata, en una evolución claramente cada vez más catalanista. Mientras que Convergencia de Cataluña, creada y liderada por Jordi Pujol, se fusionó con Unió Democràtica de Catalunya, con Josep Duran i Lleida como líder, para dar lugar a CiU. Los tres citados partidos y otros más (Esquerra, Front Nacional de Catalunya, Carlistas y Partit Popular) constituyeron, desde diciembre de 1969, la Coordinadora de Fuerzas Políticas de Catalunya (CFPC).


      Por otra parte, desde el 7 de noviembre de 1971, y promovida por la CFPC, funciona la Assemblea de Catalunya, en la que se integraron partidos políticos, organizaciones obreras, de profesionales y de estudiantes, movimientos ciudadanos, etc.65


      Tras la Generalitat provisional que presidió Tarradellas, vendría la máxima relevancia de CiU, con Jordi Pujol como primer presidente de la Generalitat de Cataluña ya en la fase constitucional y por largo tiempo (1980-2003), a la que siguió la fase del PSC de Pasqual Maragall (2003-2006), el Tripartito (2006-2010) y Artur Mas (2010-).


      A partir de todo el repertorio de partidos mencionados, el cuadro actual está integrado por CiU, PSC, PP Català, ERC, ICV, Ciutadans y el movimiento catalanista de CUP. Un tema en el que no vamos a entrar a fondo aquí, pues lo más importante en la dinámica de esas fuerzas políticas aparece en los capítulos 4 a 8.


      Pero sí que es éste el lugar para hacer referencia a la figura de Josep Tarradellas i Joan, quien desde 1920 militaba en la Joventut Nacionalista, para luego ser uno de los fundadores de Esquerra, formación con la cual sería elegido diputado a las Cortes y al Parlamento de Cataluña. Fue Consejero de Gobernación y de Sanidad de la Generalitat entre 1931 y 1932, y del primer Gobierno posterior a las elecciones al Parlamento de Cataluña de 1932. Por divergencias ideológicas con Macià, en 1933 se le expulsó de ERC.


      Por su implicación en la Revolución de 1934 contra el Gobierno de la República, Tarradellas fue encarcelado, y luego regresó a ERC en 1936. Y tras el triunfo electoral del Frente Popular ese mismo año, asumió el cargo de consejero de Servicios Públicos, Economía y Finanzas. Al comenzar la Guerra Civil española, impulsó las colectivizaciones. Marchó a Francia en 1939, tras la caída de Barcelona.


      Tarradellas fue elegido presidente de la Generalitat en el exilio en 1954, sucediendo a Josep Irla i Bosch, y tras la muerte de Franco y las elecciones generales del 15 de junio de 1977, regresó a España el 23 de octubre de 1977, invitado por el entonces presidente del Gobierno, Adolfo Suárez, quien reconoció la legitimidad del cargo que ostentaba, nombrándole presidente del Gobierno preautonómico de coalición. Ese día, en el balcón del Palacio de la Generalitat, gritó a la multitud concentrada en la plaza de Sant Jaume la famosa frase «Ciutadans de Catalunya, ja sóc aquí!», de gran simbolismo histórico; pues de alguna forma puso punto final al régimen franquista. Se dio gran importancia a la frase, pues con «Ciutadans de Catalunya» se evitó el decir «catalans», con la intención de dirigirse así a todos los habitantes de Cataluña, no solamente a los oriundos de ella. 


      Tras la aprobación del nuevo Estatuto de autonomía de Cataluña de 1979 y la celebración de las primeras elecciones autonómicas, Tarradellas se retiró de la vida política. En 1985 fue nombrado marqués de Tarradellas por el rey Juan Carlos I. Murió en Barcelona en 1988.


      Y si hemos dedicado las líneas anteriores a Josep Tarradellas es por su visión política de lo que podría haber sido una Cataluña en convivencia con el resto de España; desde lo que era su visión de futuro, tras su larga experiencia política, y sobre todo, por lo mucho que supo apreciar el error de Companys de 1934: cuando el presidente de la Generalitat se enfrentó a la legalidad republicana. Y también reflexionó Tarradellas por lo mucho que en Cataluña tenía que haberse aprendido de la aún peor experiencia de la Guerra Civil, sobre la que Azaña dijo tantas cosas.


       


       


      LA SÍNTESIS HISTÓRICA


       


      A continuación, y a partir de los capítulos 1 a 3 de este libro, se hace una síntesis de lo que han sido los intentos, de una u otra naturaleza, en pro de la secesión de Cataluña desde 1412. Primero, del resto de la Corona de Aragón, y posteriormente, de la corona de España, tanto durante los reyes de la Casa de Austria como de los Borbones. Y desde 1812, de la nación española, que surgió a partir de la Constitución de ese año. Y en la actualidad de la democracia de España, y por ello mismo, de la Unión Europea: lo que más les duele a los secesionistas.


      

       


       


      El pro indiviso 17+2


       


      Aparte de que independizarse de España es algo poco inteligible, cabe preguntarse: ¿de qué estamos hablando realmente? Hablamos de una parte de España que podría decidir su separación del todo, presentando su pretensión a la ciudadanía con la apariencia más ventajosa: un divorcio pactado, con sus cláusulas, haciendo creer que se trata de dos partes más o menos simétricas y soberanas: Cataluña mirando de tú a tú al resto de España.66


      Pero más que de un divorcio de dos partes comparables entre sí, los secesionistas pretenden algo muy distinto y seguramente más grave: romper un pro indiviso, del que forman parte otros muchos «propietarios»: andaluces, vascos, castellanos, navarros, gallegos, canarios, etcétera; cada cual con sus problemas propios y su idiosincrasia. Para ser exactos, es un tema de uno versus 16+2. 


      Por otra parte, en toda la presentación del tema de la secesión, se acusa históricamente a Castilla como la gran centralizadora. Cuando ésta fue un Estado soberano que de hecho dejó de existir en 1521, al nacer la España imperial —con la ayuda de los vascos a Carlos V en la batalla de Villalar, como recordaba Cajal, contra los comuneros—, de modo que la primera gran privación territorial de libertades que se hizo en España no fue a Cataluña, ni al reino de Aragón al privarle Felipe II de su Justicia en 1560, ni los Decretos de Nueva Planta de 1707 y 1714, sino la que siguió a Villalar.67


      En Cataluña no se ha asimilado nunca esa realidad histórica, para seguir refiriéndose a Castilla hasta bien entrado el siglo XX. Y en el fondo, muchos, incluso hasta ahora mismo, cuando hace siglos que ya no hay más que un recuerdo histórico de las Coronas de Aragón y de Castilla. O en ocasiones, lo que se hace es cambiar Castilla por España, o hasta por Madrid. Sin apreciar el fuerte esfuerzo de descentralización que significa la Constitución de 1978 con el Estado de las Autonomías, cuyas grandes posibilidades de autogobierno —mayores que las de los estados de la Unión americana o de Alemania federal— no se han utilizado por los secesionistas más diversos para engrandecer su comunidad autónoma, sino para conseguir más y más competencias y poder desligarse un día del resto de España.


       


       


      ¿Cuándo fue soberana Cataluña?


       


      Y ahora viene la pregunta ya anticipada: ¿Fue Cataluña efectivamente un Estado independiente alguna vez?, con todas las limitaciones que se quiera de esa expresión, al utilizarse, tanto para tiempos medievales, como para situaciones derivadas de ellos. En ese sentido, el periodo más claro de soberanía propia parece haberlo sido el Condado de Barcelona desde Vifredo el Velloso a Ramón Berenguer IV, casi dos siglos (878-1150).


      Sin embargo, incluso en ese lapso histórico, siempre sobrevoló la sombra de una soberanía ultrapirenaica, derivada de la Marca Hispánica carolingia. Como lo demuestra el hecho de que aún en 1258, Jaime I, al firmar el Tratado de Corbeil, además de oficializar la pérdida de la mayor parte de los territorios catalanoaragoneses ultrapirenaicos, consiguió la renuncia del rey de Francia a cualquier preeminencia sobre la Corona de Aragón. Algo que sucedió cuando Cataluña ya había dejado de ser soberana por entero, al compartir su personalidad política, al menos ad extra, con el reino de Aragón en sentido estricto, dentro de la corona común de ese mismo nombre, desde el enlace matrimonial de Petronila y Ramón Berenguer IV (1150).


      Así pues, el tiempo en que Cataluña tuvo una soberanía propia fue comparativamente corto (878-1150) y con serias dudas sobre su plenitud. Lo cual no resultó óbice para su desarrollo como país en todos los aspectos, como sucedió igualmente con el sistema confederal, las sucesivas fases unitarias, y con la fórmula federal o semifederal establecida en la Constitución de 1978.


      En todo caso, esas fórmulas de compartir soberanía no han sido de éxito permanente en el caso de Cataluña, como precisamente pasamos a comprobar por los once episodios de intentos de separación que ha habido, de mayor o menor calibre, empezando a poco del Compromiso de Caspe de 1412. Cuando los representantes catalanes participaron en la votación —con un voto a favor, otro en contra, y el tercero de abstención— para elegir un nuevo monarca, que resultó ser Fernando I, de la dinastía de los Trastámara que ya reinaba en Castilla y que fue elegido por cinco de los nueve compromisarios, frente a 1,5 votos de su más fuerte rival, el conde de Urgel.


       


       


      Once momentos soberanistas


       


      A partir de 1412, los aludidos episodios de soberanismo y secesionismo se materializaron en la secuencia que seguidamente esquematizamos:


       


      1.   Levantamiento del conde Jaume de Urgel contra Fernando I en 1413. Con el propósito de romper el Compromiso de Caspe (l’iniquitat de Casp), y evitar así que la dinastía Trastámara se consolidara en Cataluña, en la previsión de que su propósito era la unión de toda España bajo una misma corona, en la que prevalecería Castilla.


      2.   Sublevación de los nobles y burgueses de Cataluña contra Juan II (1462-1472) como consecuencia de la decisión real de favorecer a los payeses de Remensa en sus litigios con la nobleza y la burguesía, lo que originó una larga guerra civil dentro de la Corona de Aragón, que iba más allá de un problema pasajero. En realidad se perseguía, una vez más, poner fin a la dinastía foránea de los Trastámara y recuperar el linaje catalán «perdido» con Martín el Humano. En ese trance se produjo la gran contradicción de que los catalanes ofrecieron la jefatura del Condado de Barcelona a Enrique IV de Castilla (él mismo, un Trastámara) y ulteriormente al condestable Pedro de Portugal.


      3.   Como consecuencia de los episodios del Corpus de Sangre del 7 de junio de 1640, generado por la presencia de tropas reales en Cataluña con ocasión de la Guerra de los Treinta Años —y, más concretamente, de las campañas contra Francia—, se produjo un levantamiento general contra la autoridad real. Éste dio origen a la Guerra de Cataluña entre 1640 y 1652, con derivaciones hasta 1659, con ocasión de la cual los catalanes anti-conde-duque de Olivares suscitaron la de Portugal; una contienda en cuyo transcurso Cataluña se enfeudó en la corona de Luis XIII, a quien se otorgó el Condado de Barcelona, para acabar con más odio a ese soberano que al propio Felipe IV.


      4.   Adscripción de la Generalitat de Cataluña a la causa del archiduque Carlos de Austria en 1705, después de haber entrado triunfalmente Felipe V en Barcelona en 1702, donde fue recibido como legítimo rey de toda España. Pero un cambio de posicionamiento de Cataluña para pasarse al candidato austracista en la larga guerra dinástica (1701-1713) provocó una contienda civil contra Felipe V de nueve años de duración. Finalmente, en 1713, ingleses, holandeses y austriacos abandonaron a su suerte a los rebeldes catalanes, al firmar, sin contar para nada con ellos, el Tratado de Utrecht de 1713. Y terminando el conflicto en 1714, tras la larga resistencia de Barcelona, se produjo la supresión de las libertades institucionales catalanas (Generalitat, Consejo de Ciento, etc.), al introducirse el régimen común del resto de España, a través de los Decretos de Nueva Planta.


      5.   Levantamiento de Barcelona de 1842 y 1843, en parte originado por las inconveniencias que para la industria catalana representaba el arancel de aduanas ya de corte librecambista de 1841, así como otras disposiciones legislativas, y también por los abusos de autoridad del general Espartero. Todo lo cual provocó el bombardeo de la Ciudad Condal por dos veces en menos de un año. Y aunque no hubo verdadero independentismo, los rebeldes, en las dos ocasiones, pretendieron tener poderes soberanos.


      6.   Intento de crear una República Catalana dentro del esquema federalista que estaba diseñándose para España, en 1873. Un proyecto que se vio definitivamente desbaratado por la Restauración borbónica a finales de 1874, que fue recibida con entusiasmo en Barcelona, en gran medida por la nueva política arancelaria más proteccionista que se anunciaba.


      7.   Publicación de las Bases de Manresa (1892), de la autoría de Domènech y de Prat de la Riba, y otros ya regionalistas/nacionalistas; un diseño que se pensaba serviría de fundamento para una Constitución propia de Cataluña, suscitándose su virtual separación del resto de España. Fue un ejercicio meramente político, pero sentó las bases de ulteriores planteamientos secesionistas.


      8.   Intento de invasión, desde Francia, de Francesc Macià, quien con una columna de voluntarios proyectó entrar en su propio país para declarar la independencia del Estat Català (1926). Este propósito fue abortado por la intervención de las autoridades francesas, que se relacionaron con los servicios secretos del Estado español, entonces en la dictadura del general Primo de Rivera (1926).


      9.   Declaración solemne de la República Catalana, en la Plaza de Sant Jaume de Barcelona, por Francesc Macià, el 14 de abril de 1931, cuando en el resto de España se celebraba la renuncia del rey Alfonso XIII y la proclamación de la Segunda República española. Un planteamiento inesperado que se resolvió con el viaje conciliatorio a Barcelona de tres ministros de la flamante República para pactar con Macià la alternativa de un Estatuto de amplia autonomía.


      10. Declaración de independencia del Estat Català, dentro de una Federación Ibérica, el 6 de octubre de 1934, al socaire del levantamiento contra la República organizado por partidos y sindicatos de izquierda como protesta contra la entrada en el Gobierno de Lerroux de diputados de la CEDA. Este levantamiento —luego muy criticado por Josep Tarradellas— fue reprimido con la retirada temporal de la autonomía de Cataluña y el encarcelamiento del presidente de la Generalitat, Lluís Companys.


      11. Planteamientos de Artur Mas de una Cataluña independiente, tras la Diada de 2012, buscando la posibilidad de celebrar un referéndum, algo bien difícil, por no decir imposible, por parte del Gobierno de la nación.


       


       


      La lengua catalana: de la relegación a la inmersión


       


      Y a la hora de valorar el independentismo actual, hay que constatar la permanente preocupación (y en muchos casos, obsesión) por la prioridad absoluta de la lengua catalana frente al castellano primero y al español hoy, en contra del criterio de convivencia lingüística o de bilingüismo para actualmente compartir el español (que es la versión actual del antiguo castellano, según se convino por las Academias de la Lengua en su Congreso de Bogotá de 1960), que alcanza una difusión internacional muy amplia. Lo que da lugar a la tesis —que no comparte el autor— sobre un posible complejo catalán por el menor alcance de su idioma, por comparación con lo que es también una lengua propia de Cataluña, a la que ha contribuido últimamente tanto o más que Castilla o que Madrid, y que se habla en una veintena larga de países, con fuerte y creciente implantación en dos naciones tan importantes como Estados Unidos y Brasil.


      Incluso con esos antecedentes, en Cataluña sigue haciéndose referencia al «castellano» en vez de al «español»,68 en un intento vacuo por minimizar algo que pertenece a los catalanes como a los demás españoles, con la diferencia a favor de los primeros de que son los máximos editores en español.


      Un juicio interesante sobre la lengua catalana en el contexto de toda España es el de Julián Marías,69 quien advierte sobre el hecho de que la centralidad del problema catalán se sitúa en la lengua. De modo que el tiempo en que, durante el franquismo, se impuso el uso del español en la vida oficial y administrativa, la sociedad se sentía «lingüísticamente dolorida». Y si bien Marías constata que el catalán es «la lengua primera de la gran mayoría de catalanes, en la que apoyan su interpretación de la realidad», lo cierto es que los catalanes también poseen el español. De manera que viven en «una casa lingüística de dos pisos, en la que hacen un uso selectivo de cada lengua según las distintas parcelas de su vida», concluyendo el filósofo sobre la necesidad de que el tema lingüístico lo regule la sociedad, y no el Estado.70


      Pero lejos de resolver el tema lingüístico por la sociedad, ha sido regulado desde el intervencionismo oficial más rígido, con la llamada inmersión lingüística catalana que merecería un largo espacio de discusión, y que en cualquier caso fue resultado de los Gobiernos minoritarios, desde Felipe González, tras las elecciones de 1993, cuando perdió la mayoría absoluta y hubo de negociar con Jordi Pujol su apoyo parlamentario. En ese momento se aceptó la inmersión lingüística al 100 por 100, dando así absoluta preeminencia del catalán sobre el español.


      Y tras las elecciones de 1996, Aznar, que también accedió a la presidencia del Gobierno sin mayoría absoluta en el Congreso de los Diputados, hubo de negociar igualmente con el Molt Honorable Pujol, con toda clase de concesiones: se concluyó entonces el llamado Pacto del Majestic (un célebre hotel de Barcelona en el Paseo de Gracia), que significó el definitivo impulso para la inmersión, sobre la cual las Naciones Unidas, en 2013, hicieron una declaración, apreciando que afecta seriamente a las grandes minorías.


      Pero tanto esa resolución de la ONU, como las decisiones del TSJ y del TC sobre el idioma, son sistemáticamente rechazadas por la Generalitat y no se acatan... y no pasa nada. Y desde hace más de 30 años, los diferentes departamentos de Enseñanza han aplicado la política de inmersión lingüística, que en la práctica reduce la asignatura de lengua castellana (español) a dos horas a la semana, al mismo nivel que una lengua extranjera. Por lo demás, insistimos, la Generalitat, tanto en las épocas del Tripartito como con las de CiU, siempre ha hecho caso omiso de las sentencias judiciales favorables a acabar con la marginación del español en las aulas.


       

      Así las cosas, la entidad probilingüismo Convivencia Cívica Catalana (CCC) informó el 6 de febrero de 2014, que familias de un total de 151 alumnos pertenecientes a más de 60 escuelas catalanas (totalizando así 1.300 peticiones) remitieron un escrito a la consellería de Enseñanza con el objetivo de solicitar educación bilingüe.71


       


       


      RESUMIENDO


       


      Tras la Guerra de Independencia y el penoso periodo de Fernando VII, Cataluña volvió a entrar en un proceso de fuerte crecimiento económico, con indudable influencia de sus intereses en los Gobiernos en Madrid; para conseguir un proteccionismo aduanero conducente a dominar el mercado peninsular, prácticamente convertido en cautivo para el textil y otras manufacturas. Así, desde Barcelona —análogamente a lo que sucedió desde Bilbao, cierto que con mucha menor magnitud—, la industria de Cataluña se hizo con el mercado español; y hasta 1898, con la exportación principal a lo que quedaba de posesiones ultramarinas, principalmente Cuba y Filipinas.


      Ese crecimiento económico favoreció el nacimiento, con una nueva conciencia política, del catalanismo, que se fijó objetivos muy concretos con la Lliga desde las Bases de Manresa de 1892, que luego impulsó con sus plataformas políticas de Solidaridad Catalana y la Mancomunidad.


      La «adquisición» de gran parte del mercado español dio a Cataluña un auténtico liderazgo económico por mucho tiempo, que podría haber sido aún mayor; posibilidad que se vio trabada por el paralelo crecimiento del nacionalismo: en vez de seguirse la vía Bismarck para convertir Barcelona en Berlín y hacerse con toda España, se optó por un planteamiento a lo Bolívar, en pro de la independencia; una meta más que difícil y a la postre menos provechosa. Contradicción que nunca se resolvió, no obstante leves intentos con Prat de la Riba, en su fase imperial de la Gran España; sucediendo lo propio, a menor escala, en la fase ministerial de Cambó con su España grande.


      Otro gran momento para reasumir el liderazgo fue la proclamación de la República en 1931, posibilidad que se «arruinó» por las prisas de Macià. Cayendo Companys en la misma actitud en 1934, con su irracional declaración de independencia, que no ayudó precisamente a la causa republicana tan necesitada de serenidad.


      Y así es como se llegó a la Guerra Civil, en una situación de crisis política, económica y social en que la burguesía de la Lliga, e incluso el republicanismo de ERC, se vieron superados por el anarcosindicalismo, el mismo que ya en la contienda incivil minoró el esfuerzo de guerra en pro de la República. Con una Generalitat casi siempre en permanente conflicto con el Gobierno republicano, según la conocida imputación histórica del presidente Azaña.


      En cuanto al franquismo, puede decirse que el régimen dictatorial de Franco contó con muchas e importantes adhesiones en Barcelona. Con importantes muestras en favor de la economía catalana por parte de la política económica del régimen: el proteccionismo más a ultranza de la etapa autárquica, y las ventajas del Plan de Estabilización, en el que trabajó como economista muy relevante el catedrático de Política Económica, catalán, Joan Sardà Dexeus. Igualmente, en la fase del desarrollismo (1962-1973) tuvo la más alta significación el también catalán Laureano López Rodó, comisario del Plan de Desarrollo, ministro de Asuntos Exteriores, etc.


      Así las cosas, dentro de la política industrial del franquismo, Cataluña recibió el apoyo directo para decisiones tan importantes como la ubicación en Cataluña de la fábrica Seat de automóviles, y la refinería de petróleos y plantas petroquímicas de Tarragona. Sin olvidar los amplios privilegios otorgados a la industria farmacéutica y a otras muchas actividades: ampliación del puerto de Barcelona, equipamientos de transporte (primeras autopistas), infraestructura gasista (Catalana de Gas y Gas Natural), etc.


      En materia estrictamente política, la lucha contra el franquismo en Cataluña la desarrolló casi por entero el PSUC, y sólo en la década de 1970 el nacionalismo repuntó, ya en la fase de la transición democrática, con sólo dos partidos de antes de la Guerra Civil, ERC y PSUC, surgiendo una serie de expresiones políticas relacionadas con las clases medias y la burguesía, fundamentalmente UDC y CDC, coaligadas después en CiU.
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      LA CONSTITUCIÓN Y EL ESTADO DE LAS AUTONOMÍAS


       


       


       


      EL PROCESO CONSTITUYENTE DE 1977-19781


       


      Al amparo de lo dispuesto en el artículo 3.° de la Ley para la Reforma Política de 4 de enero de 1977, promulgada por las Cortes españolas de los tiempos del franquismo, y tras el referéndum aprobatorio de esa ley el 15 de diciembre de 1976 —en la que la oposición democrática se pronunció por la abstención—, el Congreso de los Diputados, formado tras las elecciones generales de 15 de junio de 1977, hizo uso de su derecho de iniciativa constitucional, designando, en una de sus primeras sesiones, una Comisión Constitucional —después denominada Comisión de Asuntos Constitucionales y Libertades Públicas—, la que, a su vez, se eligió la ponencia redactora del anteproyecto de Constitución.


      La ponencia encargada de elaborar el borrador del proyecto constitucional quedó formada en agosto de 1977 por siete diputados: tres de UCD, entonces en el Gobierno (José Pedro Pérez-Llorca, Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón, y Gabriel Cisneros), uno del PSOE (Gregorio Peces Barba), uno del Grupo Parlamentario Comunista PCE/PSUC (Jordi Solé Tura, del PSUC), y un solo miembro de las minorías vasca y catalana, Miquel Roca, que se ocupó sobre todo de la mitad más numerosa del grupo, la catalana. Entre agosto y diciembre de 1977, la ponencia redactó el primer borrador constitucional, que luego tras amplio debate parlamentario y el referéndum del 6 de diciembre de 1978, quedó aprobado el 29 de diciembre de ese mismo año.


      Indudablemente, la Constitución de 1978 permite interpretaciones diversas en multitud de sus pasajes, lo que se debe, sobre todo, a que en su elaboración se obró de modo diferente al seguido en las anteriores experiencias constitucionales que tuvieron un marcado carácter pendular; ya liberal (1812, 1837, 1869), ya conservador (1834, 1845, 1876). Y otro tanto puede decirse que sucedió con la Constitución republicana de 1931, y con las Leyes Fundamentales de Franco.


      En todos esos casos siempre triunfó un bloque político sobre el otro, en tanto que la Constitución de 1978 fue resultado de un pacto político, como fruto del acuerdo entre los diversos grupos, dispuestos a ceder parte de sus aspiraciones específicas, a fin de alcanzar un texto constitucional de consenso, pactando desde la izquierda hasta la derecha, pasando por el centro.


      Como antecedente político del consenso de 1978, hay una muestra de lo que fue una «invocación a la concordia hispánica» en uno de los más bellos poemas de Salvador Espriu en La pell de brau (La piel de toro),2 en la que se prefigura, en el año constituyente de 1977, la convivencia libre y democrática que haría posible la Constitución:3


       


      Provarem d’alçar en la sorra


      el palau perillós dels nostres somnis


      i aprendrem aquesta lliçó humil


      al llarg de tot el temps del cansament,


      car sols així som lliures de combatre


      per l’última victòria damunt l’esglai.


      Escolta, Sepharad: els homes no poden ser


      si no són lliures.


      Que sàpiga Sepharad que no podrem mai ser


      si no som lliures.


      I cridi la veu de tot el poble: «Amén».


       

       


      La voz de todo un pueblo es precisamente la que se expresó en el referéndum constitucional del 6 de diciembre de 1978, la ratificación popular de la Constitución española, que alcanzó el 91,9 por 100 de los sufragios en Cataluña, con un 68 por 100 de participación, superándose así la asistencia a las urnas de cualquier otra norma legislativa en referéndum: el Estatuto de Autonomía de 1979 se consagró con un 59,6 del censo y obtuvo un 88,62 por 100 de votos afirmativos; en tanto que el referéndum para aprobar el Estatuto de 2006 sólo tuvo un 49,41 de participación, con un 73,90 por 100 de votos afirmativos.


      Todos los partidos que pactaron la Constitución hicieron sus respectivas renuncias para que fuera la máxima regla de convivencia de los españoles. Conviene recordar que, de los 350 diputados del Congreso, fue votada por 325 (entre ellos, todos los de CiU) y que el PNV, sin rechazarla, se abstuvo.4


      En referencia a la Constitución, el portavoz en el Congreso de los Diputados de la Minoría Catalana, Miquel Roca Junyent, uno de los siete padres de la Constitución, afirmó lo siguiente en las Cortes, el 9 de mayo de 1978:


       


      Vuelvo a decir lo que un ilustre, muy ilustre representante de una minoría catalana en el Parlamento, en las Cortes Constituyentes de 1931. Aquel gran prócer que se llamaba Carner, decía al final de una intervención difícil [...]: «No, señores Diputados, vosotros no creéis que nosotros, los Diputados de Cataluña, aspiramos a una España grande. Señores Diputados, precisamente con Cataluña o sin Cataluña, vosotros tenéis el deber político de, al establecer la Constitución de España, hacer una Constitución en la cual puedan ligarse todos los pueblos de esta gran España con la que tenemos el anhelo, el ferviente deseo de colaborar». Éstas son las palabras que hoy nosotros hacemos nuestras para ligar, como yo decía en mi intervención inicial, toda nuestra actitud constitucional con el que fue un gran proceso histórico en beneficio de la libertad, de la democracia y del progreso en nuestro país.5


       


      En síntesis, la Constitución se veía entonces, desde Cataluña, como el camino a la España grande, de la que en sus días hablaron Prat de la Riba y Cambó, como ya se vio en el capítulo 3 de este libro. Algo que debe recordarse en la historia presente, cuando aquel pacto de Estado no pasa, precisamente, por sus mejores horas.


      Y del autor de este libro, que fue miembro de la Comisión Constitucional y de Libertades Públicas en la legislatura constituyente de 1977-1979, es la siguiente apreciación, a partir de su libro Introducción a la Constitución española.6


       


      La Constitución de 1978 recuperó el concepto de nación española, una de las creaciones de los Constituyentes de Cádiz de 1812 que ahora adquiere un carácter globalizador de todas las «nacionalidades y regiones». En la Constitución late la idea de que España es una «nación de naciones», una supernación dentro de la cual nada impide el reconocimiento del «derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran». Y puesto que esas nacionalidades y regiones forman la nación española, es lógico que también se reconozca y garantice «la solidaridad entre todas ellas», el sentimiento y la realidad práctica de que todas juntas son una sola.


       


      Palabras que, como otras muchas que podrían citarse, evocan hoy lo que fue el espíritu de la Transición. Aunque, desgraciadamente, ese espíritu está ahora en una controversia más o menos virulenta.


       


       


      LA CONSTITUCIÓN DE 1978 Y LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS


       

       


      En el Título VIII (arts. 137-158) de la Constitución, ya se dijo antes, quedaron establecidas las bases del nuevo Estado de las Autonomías; que se organizó territorialmente en municipios, provincias y comunidades autónomas. Y fue conforme a los preceptos de ese Título que entre 1978 y 1982 se configuraron 17 comunidades y dos ciudades autónomas.


       


       


      Nacionalidades y regiones dentro del Estado


       


      Una de las grandes innovaciones de la Constitución de 1978 fue la de las «nacionalidades», fruto de la obsesión de los constituyentes por llegar a un acuerdo para, garantizando la unidad de España, satisfacer a los nacionalistas catalanes y vascos tras cuatro décadas de centralismo político; sin que hubiera, como en 1931, un pacto de San Sebastián, aunque sí hubo contactos entre la oposición y el Gobierno Suárez en los que, aquí y ahora, no vamos a entrar.7


      En el texto constitucional no llegó a precisarse qué autonomías serían consideradas nacionalidades y cuáles no, ni qué significaría exactamente ser una nacionalidad dentro de la nación española. Así, el debate sobre ese término, que algún diputado calificó de «pluriindefinible», se convirtió en una discusión entre quienes auguraban un futuro de conflictos territoriales (los diputados de Alianza Popular dirigidos entonces por Manuel Fraga Iribarne), y quienes tenían por seguro que ése sería el último paquete de aspiraciones de CiU y PNV. Y de ese debate salió el «amasijo sintáctico» —en palabras de otro parlamentario— del artículo 2 sobre la Unidad de España, etc.


      La clave de la referida discusión fue la actitud de UCD, que se erigió en defensora del nuevo concepto de nacionalidades, si bien con no pocas dudas sobre su uso ulterior. Y en ese sentido, Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón (UCD), manifestó:


       


      Identificación, no autodeterminación. El proyecto [de Constitución] reconoce a España como nación de manera taxativa y eso es irrenunciable; y, al atribuir al pueblo español en su conjunto la soberanía nacional —y ahí está la importancia del término— excluye toda posibilidad de separatismo legal, puesto que reconoce un solo sujeto de autodeterminación. Al lado de eso, [se] reconoce un principio de autoidentificación de aquellos hechos diferenciales con conciencia de su propia, infungible personalidad. A esta autoidentificación es a lo que, a nuestro juicio, corresponde la expresión de nacionalidades. La España que de esta articulación surja será la resultante viva y vigorosa de todos los pueblos españoles.


       


      En definitiva, lo que se intentaba era cuadrar la idea de nación española con la de las nacionalidades, en busca de una «resultante viva y vigorosa». Que se consiguiese después efectivamente ese propósito, fue y es cosa diferente.


      Por su parte, Miquel Roca (Minoría Catalana) dejó bien claro su idea de que no hay diferencia entre nación y nacionalidad, ninguna, salvo que la primera tiene un Estado y la segunda, no:


       


      ¿Esta solución dará un futuro más estable? Nacionalidades y nación quieren decir absolutamente lo mismo. Lo único que ocurre es que en la vida política los términos [...] van generando nuevas concepciones [...] Estas naciones sin Estado son lo que modernamente ha venido en llamarse nacionalidades. Es evidente que España es una realidad plurinacional [...] Reconocimiento de una personalidad superior, de una personalidad integradora, que es la de la nación española, y no tengo ningún reparo en utilizar esta denominación. Hoy Cataluña espera, el País Vasco espera, espera Galicia, espera España entera que, a través de la solución que demos a este problema, no se va a dar una solución disgregadora, sino una solución potenciadora, una solución que, asumiendo todo lo que la Historia no supo asumir hasta esta fecha, sea capaz de proyectar un futuro mucho más estable.8


       


      La visión de Roca, como nacionalista catalán, fue más nítida que la de Herrero, pero coincidiendo ambos en que con la fórmula nación/nacionalidades se trataba de potenciar el futuro de España.


       


       


      La distribución de competencias


       


      En principio, en la Constitución se dice que las comunidades autónomas pueden asumir una serie de competencias que se detallaron en el artículo 148. Y esa primera delimitación se encajó con el artículo 149, que especifica el área de las actividades en que el Estado tiene competencia exclusiva. De ese modo, la Constitución atribuyó al Estado, en exclusiva, una lista de 32 materias (artículo 149), y a las comunidades autónomas, 22 (artículo 148). Luego, para completar el diseño de competencias, en el apartado 3 del artículo 149 se establece un principio para las no específicamente asignadas, con una cláusula bien clara sobre la preeminencia del derecho estatal:


       


      3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución, podrán corresponder a las Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La competencia sobre las materias que no se hayan asumido por los Estatutos de Autonomía corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso de conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva competencia de éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades Autónomas.


       


      Sin embargo, con el artículo 150.2 la distribución de competencias se complicó, al determinarse la posibilidad de transferirse por el Estado una serie de potestades a las comunidades autónomas, de la siguiente manera:


       


      El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante ley orgánica, facultades correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de transferencia o delegación. La ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia de medios financieros, así como las formas de control que se reserve el Estado.


       


      Es decir, se abrió la puerta a que el Estado se despoje de competencias suyas, siempre y cuando éstas sean, «por su propia naturaleza», susceptibles de ser transferidas. Es el famoso punto 2 del artículo 150 —recuerda Vera Gutiérrez Calvo—, «un ejemplo más del encaje de bolillos que supuso en 1978 la negociación del Título VIII (el territorial) de la Constitución». Y es a ese artículo, cuya redacción algunos juristas y políticos tachan de indescifrable, al que en 2014 apela la Generalitat de Cataluña para pedir que se ceda la competencia sobre los referendos, a fin de poder celebrar tal consulta de forma legal, sobre el futuro político de Cataluña en una precisión claramente independentista.


       


       


      El café para todos


       


      En 2013, la Constitución cumplió 35 años. Es, de hecho, casi tan joven, o de tanta edad, como la media de los españoles. Pero algunos la consideran prematuramente avejentada y otros creen que ha cumplido ya su misión y desearían hacerle un funeral a escondidas. Sin embargo —dice Casimiro García-Abadillo—, «esa achacosa ley de leyes ha procurado el mayor periodo de estabilidad política y bienestar económico que ha vivido España en varios siglos».9


      A pesar de lo indicado, en determinadas instancias hay un decidido propósito de acabar con la estabilidad, primero para, sin desearlo expresamente, poner también fin al estado de bienestar que, no obstante la crisis económica que se inició en 2007, aún pervive. En ese sentido, en una entrevista en el diario El País, Alfonso Guerra se refirió a la génesis del actual esquema territorial de España, de cuando se originó la conocida tesis del «café para todos»:


       


      Cuando se recupera la democracia en 1977, la posición del PSOE fue clara: recuperemos la legalidad de aquellos Estatutos [catalán y vasco, que estuvieron vigentes desde 1932 y 1936, respectivamente]. Eso no fue posible porque el Gobierno de entonces, no exento de razón, argumentó que la recuperación de la legalidad republicana no sería aceptada por el Ejército. No se pudo hacer, y entonces llegó la fórmula del café para todos, aceptada por todo el mundo, incluyendo el nacionalismo vasco y catalán. Ellos siempre argumentaron que no se opondrían a que los demás tuvieran todo lo que quisieran.


      Pero los hechos no responden a eso: cuando los demás han igualado las competencias del País Vasco y Cataluña, ellos quieren un escalón más, y cuando los otros piden subir ese escalón, ellos piden otro más. Y así estamos en un cuento de nunca acabar. Hasta llegar uno [País Vasco] a querer ser un Estado asociado, y otro [Cataluña] a querer ser un Estado independiente. Ése es el problema. Ahora se quiere dar una salida, con la mejor intención, haciendo que se reconozca en la Constitución singularidades de unos y otros...10


       


      Como complemento de los extractos de esa entrevista de Alfonso Guerra, será interesante el comentario que sobre ella hizo el periodista y escritor Luis María Anson, en el diario El Mundo; insistiendo en el tema del «café para todos», y sobre todo en los errores de Rodríguez Zapatero cuando fue presidente del Gobierno entre 2004 y 2011:


       


      En la primera etapa de la Transición, el profesor Varela Ortega redactó un informe para presidencia del Gobierno en el que desarrollaba como solución para el arreón nacionalista que se reconociera la legitimidad de los Estatutos vasco y catalán de la II República. Ahí se hubieran quedado las cosas. Pero Fernando Abril tuvo una ocurrencia: café para todos. Clavero Arévalo se sumó con entusiasmo al despropósito y lo hizo suyo. Adolfo Suárez entró en éxtasis ante tanto ingenio y aprobó la fórmula. Estaba claro, sin embargo, que, equiparados al resto de las regiones españolas, catalanes y vascos pedirían más. Adolfo Suárez dejó una bomba de relojería bajo el mapa de España.11


       


      Por su parte, uno de los siete artífices de la ponencia constitucional, Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón, entrevistado por la periodista Victoria Prego, se pronunciaba, en junio de 2013, en los siguientes términos:


       


      PREGUNTA. Tras más de 30 años de Estado de las Autonomías, ¿alguna vez ha pensado: «Ya os lo dije yo»?


      RESPUESTA. Sí. Yo dije siempre que las autonomías no se debían generalizar. El diseño inicial se hizo pensando en Cataluña, en el País Vasco y, eventualmente, en Galicia. Pero el mapa, incluso el preautonómico, que impuso el ministro Clavero Arévalo fue un error porque forzó la generalización. Aunque también ha tenido una parte positiva.


      P. ¿Cuál ha sido esa parte?


      R. Las autonomías han servido para distribuir poder y lo que va anejo al poder. Han convertido en provincial lo que antes era provinciano, permítame el juego de palabras. Y han elevado el nivel social de España entera. Eso no se debe negar.


      P. ¿Y la parte negativa?


      R. Las autonomías sirven, fundamentalmente, para reconocer identidades singulares. Pero eso se generaliza, y lo que puede venirle grande, por ejemplo, a Madrid, les viene corto a Cataluña y al País Vasco. Por eso tendrían que haber sido asimétricas. Ése fue el primer error. Y el segundo, que se ha copiado el modelo catalán en todos sitios. Que Cataluña, que en 1932 tenía un Consejo Consultivo, lo tenga ahora, tiene cierto sentido. Pero que se creen 17 consejos consultivos no tiene razón de ser.12


       


      En cualquier caso, las comunidades autónomas son algo irreversible. La cuestión está en cómo se resuelve la situación actual, para dar una salida a los problemas existentes. Y sobre la tramitación y aprobación del Título VIII, relataré aquí, procedente de las Memorias13 del autor del presente libro, algo relativo al tema. No para salvar su responsabilidad, sino como mera narración del momento, cuando a lo largo del debate constitucional, una noche en que el autor cenó con varios amigos, entre ellos Gonzalo Sol, que le dijo, más o menos:


       


      —Ramón, te veo como cansado, o incluso abatido... ¿Te pasa algo? Ahora que estáis haciendo la Constitución, el sueño de tu vida...


      —¡Ay, ay, ay... Gonzalo! Sí que me pasa, y precisamente a propósito de la Constitución... Estamos discutiendo el Título VIII, sobre el Estado de las Autonomías... ya sabes, sobre los poderes que tendrán en el futuro las regiones: Cataluña, País Vasco, Galicia, Andalucía, Canarias, Baleares, etc. Y sinceramente, creo que nos estamos pasando de rosca... Demasiadas competencias para los futuros órganos autonómicos, y un Estado que se vacía peligrosamente. Lo cual podría ser muy malo en el futuro por posibles derivaciones centrífugas...


       


       


      Toujours plus


       


      Lamentablemente, eso es lo que sucedió, por el juego maléfico de los varios Gobiernos de la nación que hubo sin mayoría absoluta, de Suárez, Calvo Sotelo, González y Aznar, hasta Rodríguez Zapatero. Todos los cuales hubieron de recurrir a pactos con los partidos nacionalistas, que no se conformaron con el margen muy amplio de potestades de cada región, especialmente en el caso de dos de las tres llamadas históricas (Cataluña y País Vasco).


      Sucedió lo del toujours plus, que dicen los franceses: siempre se aspira a mayores capacidades de mandar, con afanes notorios de separación en vez de cooperación. Lo cual, en la senda de los deseos incontenidos, fue llevando a situaciones secesionistas que nada tienen que ver con lo planteado en la Constitución. Y al respecto, será bueno transcribir un párrafo del prólogo que Adolfo Suárez escribió para la 9.ª edición de mi libro titulado Introducción a la Constitución española:


       


      Nuestra democracia es el resultado de un profundo entendimiento común, y la Constitución que la consagra y organiza debía ser el resultado de un consenso generalizado. Como se ha dicho, la Constitución se basa en el pacto, un gran pacto nacional, pero no entendido como mera transacción, sino como unión de voluntades que, como tal pacto, no puede ser unilateralmente revisado, aunque sí pueda ser reformado y desarrollado consensualmente. Lo único que no puede ser reformado es el sujeto del Poder constituyente que es el pueblo español, en quien reside únicamente la soberanía nacional.14


       


      Esas palabras nos sirven aquí para rendir homenaje a Adolfo Suárez, con quien el autor mantuvo una buena amistad desde 1977, y con quien habló personalmente por última vez en 2003, justo el año en que se le detectó el síndrome de Alzheimer.


       


       


      A Cataluña no le interesó el concierto fiscal, ni lo pidió...


       


      En relación con el tan actualmente deseado pacto fiscal por los nacionalistas catalanes, que significaría disponer de un concierto similar al vasco o al navarro, a efectos de administrar prácticamente todos sus recursos fiscales de manera directa, se evoca con frecuencia la oferta que a Cataluña hizo, según se dice, Adolfo Suárez, de un concierto de análogas características, durante la elaboración constituyente de 1977-1978. Y que al parecer fue rechazado por CiU a través de su representación en la ponencia constitucional de los siete padres de la Constitución.


      Planteado el tema al ponente constitucional, Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón indicó al autor (8 de enero de 2014): «no me consta que la mencionada propuesta llegara a existir. Lo que sí sé es que en la ponencia constitucional, Miquel Roca Junyent, representante de la minoría catalana y de la vasca, rechazó manifiestamente una vía foral como la del País Vasco o la de Navarra para Cataluña, al entender que las relaciones económicas con el resto de España eran mucho más complejas».


      Sobre esa preferencia del representante de la Minoría Catalana en la ponencia constitucional —sigue el testimonio de Herrero—, Jordi Pujol, en un discurso pronunciado en 1979, se lamentó de que Cataluña no hubiera optado por un concierto económico y fiscal al estilo vasco. Opinión que según el propio Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón, vertió el Molt Honorable en un discurso en el Parlament de Cataluña, editado por la Generalitat de Cataluña y después en folleto, titulado «El Estatuto, pacto de Estado».15


      Ese folleto, lo estuve buscando en la página web de la Fundación Jordi Pujol sin poder encontrarlo, por lo cual recurrí al director gerente de esa entidad, Miquel Calsina, quien muy amablemente me respondió que la publicación referida no figuraba entre las obras de Jordi Pujol de la Fundación y me comentó que hablaría con el propio presidente de la Fundación para tratar de conseguirla.16 No recibí del señor Calsina ninguna observación más al respecto. A los dos días sin tener noticias de la referida Fundación, recibí una llamada del propio Jordi Pujol, reiterándome que no encontraban la referida publicación y que si la encontraba, no dejara de enviársela, como así le prometí.


      La llamada no dejó de extrañarme, y llegué a pensar que el Molt Honorable tenía interés por saber si subsistía la evidencia, supongo, de su queja por la labor del representante de la Minoría Catalana en la ponencia constitucional. En cualquier caso, lo que está superclaro es que nadie en las Cortes Constituyentes de 1977-1978 pidió para Cataluña un concierto fiscal, cuando podrían haberlo solicitado.


      En otra conversación que mantuve con José Pedro Pérez-Llorca (9 de enero de 2014) —que con Miguel Herrero representaba a UCD en la ponencia constitucional, junto con Gabriel Cisneros, que falleció en 2007—, el que fue ministro de Asuntos Exteriores con Suárez —y conocido en los medios políticos como el Zorro Plateado—, se produjo en términos muy similares a los de Miguel Herrero. Subrayando que «los llamados derechos históricos o forales no le interesaban para nada a Miquel Roca, que iba por otro lado». Lo cual se corroboró con la observación de Miguel Herrero de que Roca Junyent no entró para nada en las conversaciones bilaterales que la ponencia constituyente tuvo con el PNV, cosa que sí hacían, en cambio, asiduamente, Miguel Herrero y el propio José Pedro Pérez-Llorca.


      Pérez-Llorca me recordó que, al negociarse el Estatuto de Cataluña, se planteó volver al de 1932, o hacer una nueva redacción; y al decidirse esto último, el redactado sobre «la hacienda de Cataluña» se llevó a cabo por un terceto que formaron el diputado de CiU Ramón Trías Fargas —ya mencionado en este libro— junto con el entonces experto de UCD en temas fiscales, Jaime García Añoveros (que luego sería ministro de Hacienda también con Suárez), y el igualmente diputado de UCD, Alberto Oliart. El resultado de esa microponencia lo calificó José Pedro Pérez-Llorca de «auténtico disparate», por lo cual hubo que rehacer la parte de la Hacienda del Estatuto de Cataluña nuevamente, en lo que no hubo ninguna conexión con la idea de un concierto fiscal al estilo vasco o navarro.


       


       


      ALTERACIÓN DE LOS PROPÓSITOS CONSTITUCIONALES


       


      Queda claro, como acabamos de ver, que el sistema de autonomías que establece la Constitución de 1978 es muy distinto del centralismo imperante entre 1939 y 1978. En ese sentido, el marco para la iniciativa y la actividad de cualquier comunidad autónoma es indudablemente amplio. «Pero tampoco cabe pensar —decía el autor de este libro en 1979— que las autonomías vayan a ser una panacea. Los resultados más favorables sólo son posibles con un esfuerzo coordinado de desarrollo económico y de progreso social a nivel de toda España, que se combine con el despliegue racional y eficiente de las posibilidades que ofrecen los Estatutos».17 Y el problema es que ese esfuerzo coordinado, en general, no ha existido, pues ha habido más fuerzas centrífugas que otra cosa.


       


       


      Desviaciones


       


      En relación con el diseño constitucional acordado en 1978 se han producido desviaciones importantes, a lo que ha contribuido el carácter abierto del Título VIII (ya se dijo antes), que ha permitido soslayar lo mejor del modelo autonómico para introducir mecanismos conducentes a construir verdaderos semi-Estados dentro del Estado.


      Por otra parte, se han transferido, con ligereza, competencias a las comunidades autónomas, como el caso de las normas para el desarrollo del art. 27 CE, relativas a la educación y enseñanza, olvidando que ciertas competencias estatales (Educación, Justicia, Salud) deberían tener por titular predominante al Estado, a fin de asegurar la coordinación de esfuerzos en áreas que son fundamentales para mantener una cohesión nacional.


      A la cuestión que tratamos se ha referido ampliamente Landelino Lavilla —consejero vitalicio de Estado, académico de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, expresidente del Congreso, etc.— en conversación con la periodista Victoria Prego, de la que extraemos algunas preguntas (P) y respuestas (R):


       


      P. Y ahora ¿qué podemos hacer?


      R. Yo voy de vez en cuando por Lérida [él es leridano] y le digo que la marea es muy seria. La última vez que he estado con personas significativas a este respecto fue el año pasado. Yo soy catalán, ellos a lo mejor son catalanistas y yo no, pero todos somos catalanes, nos relacionamos bien y no pasamos de ahí. Y me llevé una impresión muy mala de cuál era la situación, porque me di cuenta de lo que me decían en la mesa y lo que decían fuera de ella.


      P. ¿Eran cosas diferentes?


       

      R. Creo que, todos ellos catalanes, ya le tienen pavor a que les señalen y digan: «Ése no está con nosotros». Y eso funciona día a día. Y si preguntas: «¿Esto que me dices personalmente, lo defiendes allí así?». «No.»


      P. Eso tiene mal arreglo.


      R. Muy malo. Si fuera cierto eso que me dicen: «No te preocupes, que hay una buena relación con Mas»... Pero es que para mí eso no es fiable. En absoluto.


      P. ¿Qué sería fiable para usted?


      R. Que probablemente, haya que abrir alguna reforma constitucional pero muy controlada.


      P. ¿En qué sentido?


      R. Yo siempre he dicho que la Constitución no es un texto sagrado ni petrificado. Pero también que para España era muy importante que calara la conciencia de estabilidad constitucional. Que nos acostumbremos a que, sin tocar la Constitución, el país funciona y sigue adelante. Pero a los 25 años de la Constitución me di cuenta de que la reforma iba a ser imparable.18


       


      En otras palabras: puede haber una reforma pendiente de la Constitución. Pero no por algunos argumentos que se expresan a veces, de que ya tiene muchos años, o que las nuevas generaciones no tuvieron la oportunidad de participar en el referéndum constitucional de 1978.


      Esos argumentos —sostiene el gabinete mediático de Esperanza Aguirre— son muy endebles. Mucho más vieja es la Constitución de los Estados Unidos (1787), que tiene 226 años y que, como es obvio, no fue votada por ninguno de los actuales ciudadanos estadounidenses. Y más antiguas que la nuestra son las de Italia (1946), Alemania (1949) o Francia (1959). Aparte de que la Constitución española de 1876 estuvo vigente 47 años, hasta el golpe de Estado de Primo de Rivera.19


      El rey Juan Carlos ha opinado sobre la cuestión con una aproximación muy general. Como no podía ser de otra forma, preconiza la unión de esfuerzos y de proyectos frente a la disgregación. Con una cita de su hijo Felipe, Príncipe de Asturias —España como «gran nación»—, que suscitó nuevas críticas de los nacionalistas, que ni siquiera aceptan la idea de España como nación de naciones, a pesar de que así se establece en el artículo 2. Las palabras del rey:


       


      Nos une la solidaridad que siempre demostramos ante las grandes adversidades, ante las desigualdades sociales y territoriales, ante las necesidades de nuestros vecinos. Y nos une y nos debe seguir uniendo el sentimiento de comunidad que recientemente expresaba el Príncipe de Asturias: España es una gran nación que vale la pena vivir y querer, y por la que merece la pena luchar. La Corona promueve y alienta ese modelo de nación. Cree en un país libre, justo y unido dentro de su diversidad. Cree en esa España abierta en la que cabemos todos. Y cree que esa España es la que entre todos debemos seguir construyendo.20


       

       


       


      Incumplimientos


       


      Pero sobre todo, lo importante es que antes de la cuestión de reformar la Constitución, está la de hacerla cumplir efectivamente, en el día a día. Y en ese sentido, la postura del exdiputado del PNV Joseba Arregi es meridianamente clara sobre la situación actual de incumplimientos de todas clases de nuestra Ley de Leyes:


       


      Se da el caso de representantes institucionales —alcaldes o diputados generales— que no celebran la fiesta de la Constitución, y no pasa nada... La ley de banderas no se cumple en Euskadi y en Cataluña... Que las sentencias de los Tribunales hay que cumplirlas, no es algo evidente en el sistema político español. Si están en contra de la política de inmersión lingüística [de Cataluña], es comprensible que no se cumplan ni las leyes, ni las sentencias. Y digo que es comprensible porque medios de comunicación, analistas políticos y comentaristas así lo escriben: por qué cambiar lo que funciona; y si los niños terminan aprendiendo el castellano y lo hablan en la calle, bien está que una lengua cooficial se oculte en el sistema escolar y en el sistema administrativo.


       


      Entrando ahora más a fondo en la siempre difícil realidad española de la Constitución, hay que considerar que desde 1978 ha habido —como dice el profesor Santiago Muñoz Machado—21 un desaforado hipercrecimiento de nuevas administraciones, en medio de una porfía permanente entre la Administración General de Estado y las comunidades autónomas; lo que exige una reforma seria, meditada y basada en estudios previos de expertos juristas, algo que no se lleva a cabo seguramente porque a los políticos [sobre todo a los secesionistas] les vienen bien las cosas tal como están.


      En el escenario a que nos referimos, cada día se aprueban y aplican leyes inconstitucionales ante la indiferencia de legisladores y políticos. De manera que los derechos de los ciudadanos se ven mermados y quebrantados, sin que la opinión pública parezca interesarse por la situación. Por tanto, se advierte la necesidad de servirse de las leyes existentes o promulgar las que sean necesarias para lograr que la Constitución sea respetada.22


      ¿Soluciones? Muñoz Machado propone algunas en su libro Informe sobre España, en su «Epílogo para inmovilistas, reformistas y separatistas», con un repertorio de actuaciones que no requieren de difíciles reformas constitucionales:23


       

       


      Mantener la situación actual llevará al sistema constitucional entero a su destrucción por no afrontar la evidencia de sus enfermedades actuales: es temerario no querer ver que el reparto de competencias entre el Estado y las comunidades autónomas es muy oscuro, ineficiente e inadecuado, que el ordenamiento jurídico general resulta inmanejable, que las relaciones entre la legislación estatal y la autonómica no se atienen a modelos experimentados y que nuestras invenciones al respecto no funcionan, que para los ciudadanos es difícil conocer las regulaciones existentes, que la proliferación de normas y la densidad de la presencia de las AA.PP. constituyen estorbos para el desarrollo económico, que es imposible abordar en términos eficientes reformas que hagan sostenible el Estado del bienestar, y que las entidades públicas no están planteadas con arreglo a criterios económicos y organizativos adecuados, que las estructuras y empleados públicos se multiplican sin justificación, que es difícil el cumplimiento de las leyes del Estado, que éste no ha puesto a punto instrumentos para supervisar la ejecución de las políticas comunes, que el Tribunal Constitucional no puede hacer de garante del funcionamiento del Estado autonómico y que sus sentencias se incumplen.


       


      Por otro lado —señala también Muñoz Machado—, las comunidades autónomas «siguieron el modelo de la Administración estatal y crearon una extensa organización periférica cuyos órganos se han enraizado en las provincias, sin ninguna relación con los servicios de las Diputaciones provinciales». A lo cual hay que añadir la creación, en las autonomías, de una verdadera pléyade de organismos públicos cuyo fundamento y razón de ser no es fácil de explicar. Y a la que se añaden empresas públicas, fundaciones y entes instrumentales de toda clase, con la consiguiente recluta de personal distinto del funcionarial, abriéndose así un amplio espacio a la inaplicación del Derecho y a la corrupción.24


      En resumen, cabe decir que el Estado de derecho está amenazado en España, por la inaplicación sistemática de la Constitución; incluidos los numerosos casos en que no se ejecutan las sentencias judiciales y del propio Tribunal Constitucional. Siendo necesario por consiguiente buscar la solución a males tan relevantes, desde luego, antes de plantearse la reforma de la Constitución como una panacea.


       

       


       


      Intransferibilidad de la soberanía


       


      Sin adelantar aquí más de lo indispensable, el Congreso con toda seguridad podrá denegar la solicitud de la Generalitat de Cataluña de transferir a Cataluña la potestad de convocar un referéndum con base en el artículo 150.2, porque el PP y el PSOE suman en la presente legislatura (2011/2015) el 85 por 100 de los escaños, y ya lo han anunciado así. Pero es que además, aunque existiera voluntad política de conceder la competencia a Cataluña, es jurídicamente muy discutible que pudiera hacerse:


       


      «La competencia para convocar referendos es indelegable», sostiene Roberto Blanco, catedrático de Derecho Constitucional en la Universidad de Santiago de Compostela, después de tachar el artículo 150.2 de «disparate jurídico» y «agujero negro de la Constitución». «Ese artículo es más que confuso, pero hasta ahora no se ha delegado nada que esté taxativamente atribuido al Estado. Y el artículo 149 atribuye taxativamente los referendos al Estado», argumenta.


      La Generalitat alega que a través del 150.2 se le transfirió en su día la policía de tráfico, pero Blanco señala que no es un caso comparable: «La policía de tráfico no es un título competencial específico en la lista de materias exclusivas del Estado. Lo es, genéricamente, la “seguridad pública”. La convocatoria de referendos, sin embargo, sí está específicamente atribuida al Estado. Si transfieres eso estás alterando directamente el texto de la Constitución. Sería una reforma constitucional encubierta».25


       


      Y para mayor aclaración del caso que nos ocupa: si se transfiriera la posibilidad del referéndum, la consecuencia sería la necesidad de parcelar la soberanía nacional, que según el artículo 1 «reside en el pueblo español» (todo él: desde gallegos a andaluces y desde canarios a catalanes). Por ello, una decisión de transferencia así sería recurrible ante el Tribunal Constitucional, y éste habría de pronunciarse sobre la decisiva cuestión de que una parcela del pueblo español nunca puede expresar la soberanía nacional que es de todo el cuerpo político de la nación, por lo cual, no cabe transferirlo: para hacer un referéndum secesionista, habría que reformar la Constitución, y para ello se requiere en las Cortes Generales un consenso del 66 por 100, amén de un referéndum nacional (artículo 166 a 169).


       


       


      LOS ESTATUTOS DE CATALUÑA


       


      Más allá del simbolismo, el primer Estatuto de autonomía fue el de Cataluña en 1979, menos de un año después de haberse promulgado la Constitución.


       


       


      Estatuto de 1979


       


      Volviendo al tema de Cataluña en el sentido más estricto, y conforme a la Constitución que estamos analizando, en su diseño y aplicación, el 13 de agosto de 1979, se aprobó, en sesión extraordinaria de la Comisión Constitucional del Congreso de los Diputados, el texto del Estatuto de Autonomía de Cataluña. Todos los diputados votaron a favor; menos uno, Blas Piñar (de la ultraderecha, estando en el grupo parlamentario mixto), que votó en contra; y dos diputados que se abstuvieron: Alejandro Rojas Marcos, andalucista, y Heribert Barrera, del grupo parlamentario de Esquerra Republicana de Cataluña, desde su posición independentista.


      Esa casi unanimidad fue bien expresiva de la satisfacción por el nuevo Estatuto, como se manifestó al valorarlo las fuerzas políticas catalanas, al recobrar las instituciones de autogobierno, empezando por Miquel Roca, representante de CiU:


       


      Hoy nos suenan como proféticas aquellas palabras de una editorial del prestigioso periódico El Sol, de 13 de diciembre de 1918, cuando respondiendo a un discurso de Maura, contestando éste a su vez a una famosa intervención de Cambó, decía: «Hasta ahora, cuando Cataluña se ha puesto en pie para pedir su autonomía, ha tropezado con la política de nuestra edad muerta. Pero hay otra España mejor, y es necesario que Cataluña se dirija a ella. Por eso dijimos que era necesario entregar el problema catalán a otro Parlamento en cuyos escaños tuviera asiento lo mejor de España. Hay muchos millones de españoles —decía el editorial— que están dispuestos a resolver el problema de las autonomías. Son aquellos cuya voz no ha sonado todavía». Yo hoy me congratulo de poder decir que me parece que finalmente esta voz ha sonado.26


       


      Por su parte, el autor de este libro —ya se ha dicho antes, miembro de la Comisión Constitucional— habló en la ocasión con no poca esperanza:


       


      Evidentemente hoy, y con eso termino, señor presidente y señores compañeros diputados, se abre una nueva luz de esperanza para una de las comunidades que más han contribuido a hacer de España una nación moderna y que puede contribuir a hacer de ella una nación laboriosa y en paz.27


       


      Pero las cosas no fueron como se esperaba, y desde 2003, el Gobierno de Pasqual Maragall (PSC) planteó la necesidad de un nuevo Estatuto, sobre la base teórica del federalismo asimétrico: otorgar a Cataluña un trato distinto de las demás comunidades autónomas.


       


       


      El Estatuto de 2006


       


      En 2003, cuando estaba en la oposición, el primer secretario del PSOE, José Luis Rodríguez Zapatero, manifestó, sin más reflexión sobre las consecuencias de sus palabras: «apoyaré la reforma del Estatuto que apruebe el Parlamento de Cataluña». Frase pronunciada en la recta final de la campaña de las elecciones autonómicas catalanas de 2003, con la que se abrió, insensatamente, la caja de Pandora. Al marcar una clara distancia con las posiciones territoriales del todavía presidente del Gobierno José María Aznar, que no tenía ningún propósito de entrar en reformas estatutarias.


      En 2005, el proceso de elaboración de la reforma del Estatuto en el Parlamento de Cataluña tuvo muchos aspectos desconcertantes: con el PSC, ERC, e IVC en el llamado Gobierno Tripartito, y CiU en la oposición. En ese contexto, en vez de un Estatuto, lo que se planteó en realidad fue un verdadero proyecto de Constitución Catalana, que pasó a tener 223 artículos, frente a los 57 del Estatuto de 1979.


      En 2006, el Congreso de los Diputados admitió a trámite la reforma del Estatuto propuesta por el Parlamento Catalán con no pocas suspicacias. Y Alfonso Guerra, presidente de la Comisión Constitucional, en mayo de 2006, tras la tramitación presumió de haberse «cepillado» el Estatuto. Mientras tanto, el Partido Popular (PP) llevó a cabo, desde el 31 de enero de 2006, una campaña de recogida de firmas en pro de un ulterior recurso de inconstitucionalidad.


      El 18 de junio de 2006 se celebró en Cataluña el referéndum sobre el nuevo Estatuto, tal como quedó redactado tras las enmiendas que prosperaron en las Cortes Generales y antes de su apreciación por el Tribunal Constitucional. Se refrendó por amplia mayoría, aunque con una asistencia de votantes a las urnas por debajo del 50 por 100.


      El 29 de julio de 2006, el PP solicitó ante el Tribunal Constitucional la declaración de inconstitucionalidad del nuevo Estatuto en relación con numerosos artículos, con críticas de todos los partidos nacionalistas de Cataluña y del PSOE. Y el 28 de junio de 2010 el Tribunal Constitucional emitió su sentencia, en la que puntualizó catorce de sus artículos dictaminando que: «carecen de eficacia jurídica interpretativa» las referencias del preámbulo del Estatuto de Cataluña, que recogían un acuerdo del propio Parlamento sobre Cataluña como nación.28


      Esa sentencia, que en lo sustantivo de competencias no tuvo casi efecto, redundó sin embargo en efectos traumáticos para buena parte de la opinión pública catalana. Y sobre todo, fue un golpe efectivamente de lo más desafortunado: recortar el Estatuto, cuando el pueblo de Cataluña ya se había pronunciado en referéndum. De modo que por mucho que el recurso y la sentencia del TC fueran hechos conforme a Derecho, toda la operación en su conjunto resultó calamitosa, y aceleró el curso a la transición secesionista.


      Por lo menos algo se aprendió, aparentemente, de los efectos de aquella sentencia del Tribunal Constitucional. Sin apenas alboroto, PP y PSOE presentaron el 24 de enero de 2014 en el Congreso dos iniciativas casi idénticas, de indudable trascendencia política: podrá interponerse recurso previo de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional, de modo que éste pueda suspender el proceso de aprobación de un Estatuto antes de someterlo a referéndum para que en ese lapso intermedio se pronuncie el TC. Las referidas iniciativas de recurso de inconstitucionalidad previo al referéndum fueron aceptadas de buen grado por el grupo catalán en el Congreso.29


      Sin embargo, aunque la nueva normativa —en realidad recuperada— sea estimable para los catalanes, la verdad es que la motivación de ese cambio fue muy otro. Sencillamente, su objetivo, ante todo coyuntural, no fue otro que entorpecer por el PSOE la tramitación de la reforma del Estatuto de Castilla-La Mancha que reduce el número de parlamentarios de aquella comunidad.30


       


       


      DERECHO A DECIDIR Y AUTODETERMINACIÓN


       


      El tema crucial del intento de separación de Cataluña del resto de España (y, con otros planteamientos e intensidad por parte del País Vasco) radica en el hecho de que en la Constitución española no existe el «derecho a decidir» de una comunidad autónoma por sí sola, como tampoco hay derecho a la secesión. Frente a lo cual, los secesionistas invocan el principio del derecho internacional referente a la autodeterminación. Una idea que nació a principios del siglo XIX, bajo la fórmula del «principio de las nacionalidades», siendo a mediados del propio siglo XIX cuando el italiano Pasquale S. Mancini dio a este principio su definición clásica:


       


      Una nacionalidad es un pensamiento común, un principio común, un objetivo común... es la sucesión de todos los hombres que agrupados por sus lenguas, por la geografía o por la historia, se reconocen origen, y marchan bajo el imperio de un derecho unificado a la conquista de un fin definido.


       


      Posteriormente, uno de los Catorce Puntos para la Paz del presidente Wilson tras la Primera Guerra Mundial, versó sobre «el derecho de los pueblos a disponer de sí mismos»; según se dice por la influencia que sobre el presidente ejerció su peluquero, étnicamente kurdo. Un nuevo principio que fue reconocido en varios tratados de paz entre 1919 y 1920, para su aplicación a los Imperios ventrales (Alemania y Austria-Hungría).


      Posteriormente, en la Carta de la ONU de octubre de 1945, el derecho de autodeterminación fue enunciado explícitamente en su artículo primero (1.2), e indirectamente en los artículos 63 y 66, que tratan de los territorios bajo tutela. Y la práctica posterior reforzó la identificación entre autodeterminación y descolonización, siendo el texto clave al respecto la resolución de la Asamblea General de diciembre de 1960 sobre «el derecho de libre disposición de los pueblos colonizados», en el que la independencia constituye la única salida del colonialismo.


      Los preceptos internacionales referidos son los que ahora invocan los secesionistas españoles como argumento para sus propósitos, tratando de reforzar su argumentación con la también mencionada Declaración sobre los Principios del Derecho Internacional (Resolución de la ONU 2625 [XXV] de 24 de octubre de 1970), que establece el derecho de todos los pueblos a «determinar libremente, sin injerencia externa, su condición política y de procurar su desarrollo económico, social y cultural».31


      Pero todos los derechos expuestos de ámbito internacional no son aplicables en el caso de España, porque las comunidades autónomas no son colonias, ni sus ciudadanos están oprimidos por el Estado. Y tampoco porque, en la Constitución española de 1978, el artículo 1 establece la soberanía en [todo] el pueblo español, y en el artículo 2 se refiere a la «indisoluble unidad de la nación española».


       


       


      La enmienda Letamendía de 1978


       


      La primera invocación en España del derecho a la autodeterminación la formuló Francisco Letamendía, diputado de Euskadiko Ezkerra a las Cortes Constituyentes de 1977,32 el 5 de mayo de 1977, comenzando su presentación del tema en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Libertades Públicas del Congreso de los Diputados. Un planteamiento que chocó con la defensa por los parlamentarios del PNV de la doble fórmula de la reintegración foral y el Pacto con la Corona; propiciando así la aceptación de sus demandas de autonomía, que al final se tradujeron efectivamente en la Disposición Adicional Primera de la Constitución sobre los Derechos forales del País Vasco y Navarra.


      Frente a esa posición foralista, el 13 de mayo de 1978, el diputado Letamendía, partidario de ir más allá que el PNV, defendió la adición de un título nuevo a la Constitución, que habría sido el VIII bis, sobre el ejercicio de la secesión:


       


      El derecho a la autodeterminación de los pueblos del Estado español supone, de acuerdo con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y políticos, ratificado en su día por aquél, el que los mismos establezcan libremente su condición política, pudiendo, en consecuencia, optar entre seguir formando parte del Estado o separarse pacíficamente de éste y constituir un Estado independiente.


       


      La votación de esa propuesta en el Pleno del Congreso arrojó el siguiente resultado: 268 votos en contra; 5 a favor (el de Letamendía, los de los catalanes Barrera, Arana, Bernat, y el de Sánchez García, de la UCD) y 11 abstenciones (nueve parlamentarios de la Minoría Catalana, el diputado del Grupo Mixto, Emilio Gastón y Fernando Montesinos, del PSOE). Los diputados del PNV votaron en bloque en contra, como resultado de los compromisos antes aludidos, contraídos la víspera con UCD, sobre los derechos forales. En definitiva, en 1978, el derecho a la secesión quedó completamente descartado de la Constitución Española, con votos en contra del PNV y la abstención de CiU. Algo a recordar en la polémica actual.


       


       


      El derecho a decidir


       


      Ya vimos antes que el derecho a decidir en el ámbito de una sola comunidad autónoma no existe. Y además, que resulta intransferible a cualquier comunidad autónoma a través del artículo 152.2 aunque el Gobierno lo quisiera, porque sería una decisión inconstitucional contra los artículos 1 y 2 de la Constitución, circunstancia que podría invocarse ante el Tribunal Constitucional en caso de que algún gobierno decidiera utilizar la vía del 150.2.


      Pero además de esos argumentos legales, hay toda una serie de razonamientos de fondo, entre ellos el del Premio Nobel de Literatura de 2010, Mario Vargas Llosa, ciudadano peruano y español por igual, quien en un extenso artículo —relacionando sus tesis con las de Javier Cercas— se expresó con nitidez sobre la cuestión:


       


      La libertad no puede significar libertinaje ni caos. La ley que en España garantiza y enmarca el ejercicio de la libertad es una Constitución aprobada por la inmensa mayoría de los españoles (y, entre ellos, un enorme porcentaje de catalanes) que establece, de manera inequívoca, que una parte de la nación no puede decidir segregarse de ésta con prescindencia o en contra del resto de los españoles. Es decir, el derecho a decidir si Cataluña se separa de España sólo puede ejercerlo quien es depositaria de la soberanía nacional: la totalidad de la ciudadanía española.33


       


      Por su parte, y más técnicamente por su formación, Francisco Rubio Llorente, Letrado en Cortes y que fue presidente del Consejo de Estado (2004-2012), es terminante en cuanto al derecho a decidir en la Constitución de 1978, salvo que se reformara:


       


      P. ¿Cabe en la Constitución el derecho a decidir?


      R. No, ni en la actual ni en ninguna otra. Ni en la británica. Esa tontería que se está diciendo de que como en Reino Unido no hay Constitución escrita cabe cualquier cosa es una bobada. Los escoceses no serán independientes si el Parlamento británico no les concede su independencia, y el Parlamento británico para hacerlo tiene que tomar decisiones que tienen consideraciones constitucionales y tienen que modificar varias leyes y hasta la bandera. El derecho a decidir como derecho de una parte de un Estado a separarse libremente no existe en parte alguna, salvo en los supuestos de autodeterminación, opresión o situación colonial.34


       

       


      Los argumentos expuestos parecen suficientes para llegar a la conclusión, una vez más, de que en España el único derecho a decidir es el de todo el pueblo español, en referéndum convocado por el Gobierno de la nación. Sin que quepa una consulta así a escala de comunidad autónoma, porque es imposible transferir esa competencia en virtud del artículo 150.2, ya que sería ir contra la soberanía nacional, como ya se ha argumentado antes en este libro. Pero a pesar de esa doble imposibilidad, desde el País Vasco, el PNV intentó hacerse prácticamente un Estado soberano con el llamado «Plan Ibarretxe», que vamos a analizar por ser un precedente para el caso catalán.


       


      EL PLAN IBARRETXE COMO PRIMER CASO DE SOBERANISMO


       


      El llamado Plan Ibarretxe fue presentado en octubre de 2003 como formulación para conseguir un nuevo «Estatuto Político de la Comunidad de Euskadi». La hoja de ruta del entonces lehendakari, con la meta de una independencia solapada, debía culminar con su ratificación por los ciudadanos vascos a través de un referéndum. Pero esa consulta, como veremos, no llegó a celebrarse nunca.35


      En noviembre de 2003, el Gobierno de José María Aznar recurrió ante el Tribunal Constitucional el Plan Ibarretxe, para evitar su discusión en el Parlamento de Vitoria.36 Pero el alto tribunal dictaminó en contra del Gobierno —por siete votos contra cinco— el 20 de abril de 2004, sin entrar a valorar el contenido del Plan Ibarretxe. Se autorizó que fuera debatido en el Parlamento Vasco y que pudiese cumplirse así «la lógica del sistema democrático, uno de cuyos fundamentos consiste en que el Parlamento es la sede natural del debate».


      Finalmente, la Propuesta de Estatuto aprobada por el Parlamento vasco el 30 de diciembre de 2003 llegó al Congreso de los Diputados, donde fue rechazada por una abrumadora mayoría el 1 de febrero de 2005. Y a pesar de ese rechazo, el lehendakari quiso someter su proyecto a referéndum en el País Vasco, pero el Tribunal Constitucional acabó con ese propósito al declarar ilegal la pretensión de esa consulta, recordando que es el Estado el único sujeto que tiene la competencia exclusiva para impulsar un proceso de tales características.


      En definitiva, si un día hubiera un Plan Mas análogo al de Ibarretxe, su viabilidad se acabaría en las Cortes Generales y en el Tribunal Constitucional.


       


       


      RESUMIENDO


       

       


      La Constitución de 1978, a diferencia de todas las anteriores, fue alcanzada por consenso, y se sometió a referendo de la soberanía nacional el 6 de diciembre de 1978. Y además, esa Constitución es la que abrió el paso a un cierto federalismo a la española, con la introducción del término «nacionalidades» y el Título VIII sobre el Estado de las Autonomías.


      En la configuración de la actual Carta Magna española de 1978, el representante de Cataluña en la ponencia de los siete tuvo un indudable protagonismo, y podría haber intentado introducir dos cláusulas que nunca llegaron a figurar en la Constitución. La primera de ellas, la concesión para los catalanes de un régimen económico similar al del País Vasco que, según ciertas fuentes, llegó a ofrecer el presidente Suárez; pero que, de ser cierto ese ofrecimiento, no se aceptó, considerando entonces el ponente catalán —con toda corrección— que un mecanismo así se correspondía más con derechos de origen medieval, no siendo apropiados para la España de 1977. Y lo que está meridianamente claro, en cualquier caso, es que tal concierto no se planteó por Cataluña, cuando pertinentemente pudo hacerlo. Por lo que no sirvió de nada la ulterior lamentación de Jordi Pujol de no haberlo hecho así.


      Tampoco Cataluña en el proceso constitucional exigió la otra cláusula que ahora se echa de menos por los secesionistas: el llamado derecho a decidir, y la subsiguiente autodeterminación. Desde el punto y hora en que, salvo Heribert Barrera, de ERC, ningún diputado catalán apoyó la propuesta de autodeterminación presentada por el diputado vasco de Euskadiko Ezquerra, Francisco Letamendía (se abstuvieron). En tanto que los diputados vascos, ya satisfechos con la renovación de sus derechos forales, votaron en contra como un solo hombre.


      Por tanto, si la Constitución es un pacto de Estado sin fecha de caducidad —como en su momento vinieron a decir Jordi Pujol y Miquel Roca— ahora no cabe plantear, con base constitucional ni el pacto fiscal al estilo del concierto vasco, y menos aún el derecho a decidir por una sola región del país cuando la única soberanía para ello es la de todo el pueblo español. A menos que se haga por el procedimiento de reforma de la Constitución.


      Y por si fuera necesaria una muestra más de en qué podrá quedar el independentismo de Artur Mas/Junqueras, ahí está la experiencia del Plan Ibarretxe, que resultó un absoluto fracaso para el intento de los secesionistas vascos de ir a una virtual independencia. Una propuesta que ciertamente se desechó democráticamente en el Congreso de los Diputados, sin que en las provincias vascongadas sucediera absolutamente nada en términos de reacción desairada.


      Por lo demás, Cataluña consiguió el Estatuto de autonomía de 1979 sin ninguna dificultad. Y si no sucedió lo mismo con el Estatuto de 2006, es por el hecho de que constituía el proyecto de una auténtica constitución catalana, en varios aspectos incompatible con la de toda España de 1978. Lo cual no fue óbice para apreciar que la sentencia del Tribunal Constitucional (TC) de 2010 fue un grave desacierto político, por alterarse el Estatuto después de haber sido aprobado en referéndum por el pueblo de Cataluña. Una cuestión que por acuerdo PP/PSOE está a punto de resolverse, de modo que la intervención del Tribunal Constitucional puede hacerse antes pero no después de un referéndum.


      En cuanto a la reforma de la Constitución en su conjunto —sin referirnos ahora al Título VIII sobre el Estado de las Autonomías—, no hay razón para ir a ella meramente por su ya larga vida (sólo 35 años), pues las hay mucho más longevas en vigencia en todo el mundo. Y si se quisiera reformarla o incluso neutralizarla por diversidad de medios, no hay otro camino que los difíciles artículos 166 a 169, expresivos de la necesidad de conseguir un consenso de dos tercios en las Cortes Generales para cambiar lo que fue el consenso de 1978; que además se sometió a referéndum nacional el 6 de diciembre de 1978, como en varias ocasiones ha puesto de relieve el profesor Benigno Pendás, director del Centro de Estudios Políticos y Constitucionales.


      Debe subrayarse, adicionalmente, que más que reformarla, lo que se necesita ante todo en lo referente a la Constitución es que se aplique siempre, y en los términos de sí misma, de modo que se acabe con sus desviaciones e incumplimientos, de manera que los pronunciamientos del Tribunal Supremo y del Tribunal Constitucional valgan para algo; lo que ahora no sucede en muchos e importantes casos.

    

  


  
    
  


  
    
  


  
    
      5


       


      PRECEDENTES DE REFERENDOS DE SECESIÓN: QUEBEC, ESCOCIA Y OTROS


       


       


       


      En cualquier problema que pueda plantearse —y lo recuerdo bien de mis tiempos universitarios, cuando estudiaba Derecho en la Universidad de Madrid—, se recurre al derecho comparado: una especie de benchmarking, esto es, de apreciar analogías y diferencias entre situaciones en diferentes países sobre un mismo tema. Y eso es lo que vamos a hacer en este capítulo: valorar si la secesión que se plantea en Cataluña tiene precedentes dignos de estudio, allende nuestras fronteras físicas y mentales. Y si procedemos así, lógicamente, es para estimar si tales precedentes son o no válidos para los secesionistas, que en sus prédicas manifiestan «que por ahí fuera, el separarse es algo normal». Por todo ello, en este capítulo procedemos al examen de las siguientes experiencias:


       


      •     Estados Unidos en su Guerra de Secesión (1861-1865). Y también en lo concerniente a dos posesiones ultramarinas antes españolas —Puerto Rico y Filipinas— que en 1898 entraron en el área colonial norteamericana.


      •     Australia Occidental, que en 1934 celebró un referéndum para su secesión de la Commonwealth en que está integrada la isla-continente.


      •     Quebec dentro de Canadá, que ha tenido ya dos referendos de secesión, uno en 1980 y otro en 1995.


      •     Escocia, que tiene fijado su referéndum de independencia para el 18 de septiembre de 2014.


      •     Kosovo, exregión autónoma de la República de Serbia dentro de la antigua Yugoslavia, que en 2008 declaró su independencia.


       

       


       


      ESTADOS UNIDOS CONTRA LA SECESIÓN


       


      La Constitución de Estados Unidos, desde un enfoque moderno, es la más antigua del mundo (1787), y también la que ha tenido una mayor incidencia en la formación de un país, que todavía figura en el número 1 del ranking de superpotencias.1


      Y si aquí dedicamos algunas páginas al caso estadounidense es porque Estados Unidos constituye el paradigma del federalismo. Y será útil apreciar cómo se organiza un poder federal, y con qué consecuencias, sobre todo para poner las cosas en su sitio cuando se invoca el federalismo como la solución casi milagrosa a todos los problemas y que casi siempre se plantea como un primer paso a la secesión.


       


       


      El proceso constituyente en Estados Unidos2


       


      La Constitución de Estados Unidos se elaboró en un momento de crisis casi total de las 13 colonias de Inglaterra, que en 1776 proclamaron su independencia. Y esas colonias convertidas en estados no cedieron de inmediato su soberanía a la Unión, hasta el punto de que cada uno de ellos, usualmente, se autotitulaba, después de haber triunfado en la guerra y revolución contra Inglaterra, como «el estado de X, libre, soberano, e independiente».


      Por razones obvias de organización, en plena Guerra de Independencia se estableció una asociación entre esas trece piezas estaduales, con los Artículos de la Confederación, promulgados el 15 de noviembre de 1777, para configurar el Congreso Continental, que estableció una estructura de poder central muy laxa, hasta el punto de que uno de los padres fundadores, Hamilton, dijo de la entidad resultante que «no tenía ni bolsa ni espada».3


      Ulteriormente, tras una serie de episodios se llegó a la redacción del texto constitucional (1787), por el cual los 13 estados cedieron una parte importante de su soberanía al Gobierno federal, algo que no gustó ni poco ni mucho a los menos unionistas.4 Y ya vigente la Constitución, los enfrentamientos entre federalistas y republicanos (los partidarios de mantener el máximo posible de soberanía en los estados) arreciaron. Y los primeros próceres constituyentes que llegaron al poder, desde 1789 hasta 1801, trabajaron para formar un gobierno fuerte, con Alexander Hamilton como secretario del Tesoro. Éste no vaciló en proponer y sacar adelante la luego denominada Hamilton Coinage Act de 1792, que formalizó el dólar como moneda acuñada de manera única en toda la Unión, basándose para ello en el patrón del Spanish Milled Dollar, el real de a Ocho español.


      Además, Hamilton normalizó la obtención de ingresos regulares vía la implantación de tarifas aduaneras y otros impuestos federales,5 como también por entonces empezó a configurarse el sistema de fuerza militar federal única; todos ellos, elementos de una verdadera soberanía nacional, por mucho que en una serie de aspectos los estados conservaran no pocos rasgos soberanos.


       


       


      La Guerra de Secesión


       


      La verdadera prueba para el federalismo llegó con la Guerra de Secesión, en la que el adalid de la Unión fue el anterior esclavista Abraham Lincoln (del Partido Republicano), que en 1860 ganó las elecciones a la presidencia de Estados Unidos. De modo que cuando, en marzo de 1861, tomó posesión de su cargo, los estados de Carolina del Sur, Misisipi, Florida, Alabama, Georgia, Luisiana y Texas se constituyeron en Estados Confederados de América, con un primer acto de guerra que fue el asalto confederado a la guarnición de Fort Sumter el 12 de abril de 1861. Y la dura represión del ejército de Estados Unidos tras recuperar esa fortificación hizo que a los siete estados confederados iniciales se les unieran Virginia, Arkansas, Tennessee y Carolina del Norte, llegándose así a once. Se entró así en la cruenta guerra civil de cinco años, que acabaría con la victoria del Norte en 1865.


      Formalmente, el control del poder de Washington DC sobre todo el territorio federal lo motivó la guerra del Norte contra el Sur, formalizándose en una ley ya promulgada en plena contienda, el 29 de julio de 1861, que establecía lo siguiente:


       


      Siempre que en razón de impedimentos o combinaciones ilegales [...] a juicio del presidente se hiciese impracticable la aplicación de las leyes de los Estados Unidos por el cauce corriente de los procedimientos judiciales [...] el presidente podrá convocar legítimamente a las milicias de cualquiera o de todos los Estados, y emplear aquellas fuerzas navales y terrestres de los Estados Unidos que considere necesarias para lograr la fiel ejecución de las leyes de los Estados Unidos.


       


      En síntesis, en Estados Unidos el primer laxo confederalismo inicial se transformó en federalismo todavía con prepotencia estadual (1787-1861). Pero a partir de la Guerra de Secesión, evolucionó a un federalismo dualista (1880-1940) para, desde el comienzo de las hostilidades por Estados Unidos dentro de la Segunda Guerra Mundial, hablarse ya de un federalismo cooperativo. Sin que pueda olvidarse por los defensores del Estado federal para España —dice el profesor Manuel Jiménez de Parga, expresidente del Tribunal Constitucional—, que mandatarios tan distintos como Eisenhower, Kennedy o Johnson no dudaron en intervenir militarmente en diferentes estados, poniendo bajo su mando a las guardias nacionales —que no estaduales—, en momentos críticos de disturbios o de obstrucción a la aplicación de las leyes federales. Así pues, en Estados Unidos no hay derecho a decidir estado a estado, y mucho menos a separarse de la Unión.


      En relación con el caso de Estados Unidos, el profesor Jiménez de Parga no oculta sus reparos a un Estado formalmente federal en el horizonte español, por el difícil encaje del mismo en la Constitución de 1978. Pero reconoce que tal vez con un federalismo auténtico se acabaría con una serie de declaraciones y actitudes retadoras de políticos en las actuales comunidades autónomas, al darse poderes más efectivos al Gobierno federal frente a los estados, lo que sería conveniente en el caso de España, pues actualmente «se ofrece un espectáculo que asombra a los observadores extranjeros, especialmente a los que viven en Estados federales».6


       


       


      Los casos de Puerto Rico y Filipinas


       


      Dentro del territorio de soberanía de Estados Unidos está el caso especial de Puerto Rico, sobre el cual se ha reiterado el apoyo de Washington DC a la autodeterminación de los residentes en la isla, que son ciudadanos estadounidenses desde 1917. Pero de cara a su futuro, Puerto Rico está fragmentado en cuatro distintas formas o escenarios: el statu quo (Estado Libre Asociado vigente), la estadualidad para pasar a ser el estado número 51 de la Unión, la independencia o la idea de una nueva asociación a negociar. En los cuatro referendos celebrados hasta ahora, los resultados, en términos porcentuales, fueron los que se reflejan en el cuadro 5.1.


       


      CUADRO 5.1. Resultados de los referendos en Puerto Rico


      (En porcentaje sobre los participantes)


      
        
          
            	
              Opciones

            

            	
              1967

            

            	
              1993

            

            	
              1998

            

            	
              2012

            
          


          
            	
              Estado Libre Asociado (actual)

            

            	
              60,4 

            

            	
              48,6 

            

            	
              50,3 

            

            	
              40,0 

            
          


          
            	
              Estadualidad

            

            	
              39,0 

            

            	
              46,3 

            

            	
              46,5 

            

            	
              51,0 

            
          


          
            	
              Independencia

            

            	
                0,6 

            

            	
                4,4 

            

            	
                2,5 

            

            	
                6,0 

            
          


          
            	
              Libre asociación (a negociar)

            

            	
                0,0 

            

            	
                0,0 

            

            	
                0,3 

            

            	
                3,0 

            
          


          
            	
              Ninguna de las opciones anteriores

            

            	
                0,0 

            

            	
                0,0 

            

            	
                0,1 


              
            

            	
                0,0 

            
          

        
      


      Fuente: http://es.wikipedia.org


       


      Como se ve por el cuadro 5.1, en 2012, el referéndum se ganó por los estadualistas. Y con esa base, la Legislatura de Puerto Rico aprobó el 11 de diciembre de 2012 una resolución «para requerir al presidente y al Congreso de los Estados Unidos que actúen de conformidad con el reclamo del Pueblo de Puerto Rico para que se inicie el proceso para admitir a Puerto Rico como estado de la Unión, según se expresó en el plebiscito que se celebró el 6 de noviembre de 2012». Pero tal disposición de la legislatura de Puerto Rico no significa, ni mucho menos, que la incorporación de la Isla a Estados Unidos como estado esté garantizada. Porque el derecho a decidir está únicamente en el Congreso de Estados Unidos, que debe considerar la aspiración puertorriqueña, sobre la que hay opiniones muy diversas.


      En cualquier caso, el derecho de autodeterminación de Estados Unidos procede de las normas de la ONU (vistas anteriormente en este libro, en el capítulo 4) para las antiguas colonias. Con base también en la propia normativa interna estadounidense, que ya en 1945 decidió otorgar la independencia solicitada por Filipinas, cumpliendo así una promesa muy anterior y que se vio demorada por la Segunda Guerra Mundial (1941-1945 para Estados Unidos), durante la cual el archipiélago estuvo ocupado por Japón.


      En resumen: está claro que ni los precedentes de los propios Estados Unidos con su Guerra de Secesión, ya lo vimos, ni el de Filipinas, ni el de Puerto Rico pueden ser invocados por los secesionistas españoles para los casos de Cataluña o del País Vasco. Porque tanto Filipinas como Puerto Rico fueron colonias; lo que en ningún caso parece haber sido el supuesto de Cataluña o el País Vasco, aunque hay mentes calenturientas que lo estiman así.


       


       


      AUSTRALIA OCCIDENTAL: RECHAZO DE LONDRES Y CANBERRA


       


      Otro movimiento secesionista generalmente olvidado —y del cual el autor tuvo conocimiento in situ, en un viaje a Australia en 2013— es el del gran estado de Australia Occidental, un espacio de más de dos millones de kilómetros cuadrados con su capital en Perth; que hoy cuenta con aproximadamente el 9 por 100 de la población del país, genera más del 10 por 100 de los ingresos por impuestos, y sólo tiene un 6 por 100 de percepciones fiscales (datos de 2012).


      El secesionismo del referido estado viene de lejos, pues a lo largo de la década de 1890, Australia Occidental expresó fuertes reservas sobre si unirse o no a la entonces en ciernes Commonwealth de Australia, que finalmente nació en 1901. Después de todo, Nueva Zelanda estaba mucho más cerca de Sídney y de Melbourne que Perth y, sin embargo, decidió no participar en el proyecto australiano para convertirse en un Estado diferente.


      En ese contexto de viejo independentismo, en las elecciones de 1930 ganó el partido de sir James Mitchell, quien fue elegido con un programa en el que se prometía la secesión, por lo que, ya en el poder, en 1933 convocó en referéndum al pueblo de Australia Occidental, preguntándole si debería retirarse de la Commonwealth; resultando un voto abrumadoramente mayoritario a favor de la secesión, por un margen de dos a uno.


      En consecuencia, el estado de Australia Occidental envió una petición al Parlamento de Londres (el país era todavía dominio británico dependiente de Londres en no pocas competencias) solicitando la independencia. Solicitud que fue declarada improcedente, porque tal proyecto procedía de un estado individual y no de la Commonwealth Australiana en su conjunto, como habría sido necesario para una decisión típica de la soberanía nacional. Posteriormente, con esa misma base de no existir derecho de autodeterminación, el resultado del referéndum también se consideró nulo en el Parlamento Federal de Canberra.


      El asunto terminó cuando se hizo evidente que Australia Occidental no recurriría a la fuerza u otra acción ilegal con la esperanza de separarse. Después de 1934, el movimiento secesionista se ha reactivado en varias ocasiones pero ya sin referéndum, desde el punto y hora en que la independencia se presenta como algo por completo imposible.


      Obviamente el precedente de Australia no ha sido invocado por catalanes o vascos, porque terminó en rechazo total, a pesar del previo triunfo en referéndum. Por eso, se trae aquí a colación: es un caso demostrativo de que el derecho a decidir y el derecho a la independencia dependen de la soberanía nacional como un todo y no del deseo de una parte de ese todo.


       


       


      QUEBEC NO SALDRÁ DE CANADÁ


       


      El nacionalismo francés, en Canadá, tomó cuerpo a finales de 1960, por entender muchos intelectuales y trabajadores, mujeres y hombres, que Quebec es un caso aparte en Canadá, por haber sido una colonia francesa hasta el final de la Guerra de los Siete Años (1756-1763) y también porque la crisis económica por la que atravesaba la provincia se consideraba que era responsabilidad de la Federación canadiense. De modo que los francófonos propusieron la independencia de Quebec para constituirse como Estado soberano aparte.


       


       


      Los dos referendos


       


      Quienes sostenían la postura de irse se reunieron en torno al Parti Québécois (PQ), liderado por René Lévesque, quien de forma inusitada se vio apoyado en 1967 por el entonces presidente de Francia, Charles de Gaulle, que gritó «Vive le Québec libre!» desde los balcones de la municipalidad de Montreal, en claro apoyo a los separatistas. Se despertaron entonces toda clase de movilizaciones pro independencia, exigiendo la defensa del idioma francés, y el freno al expansionismo anglosajón y protestante, mayoritarios en el resto de Canadá.


      Años después, en 1980, René Lévesque consiguió plantear la consulta sobre la independencia, en la idea de que tras la separación, Quebec, para evitar traumatismos económicos, quedaría en «asociación voluntaria» con Canadá para una serie de cuestiones.


      Celebrado el referéndum en 1980, los soberanistas cosecharon el 40,5 por 100 de las papeletas, frente a casi el 60 por 100 de los unionistas; justificando su derrota los primeros con el argumento, entre otras cosas, de que sólo un 20 por 100 de los puestos directivos de la sociedad quebequesa eran ocupados por los francoparlantes. Y a pesar de ser rechazados, los independentistas no se arredraron; antes bien, decidieron preparar a conciencia la siguiente consulta, que finalmente llegaría el 30 de octubre de 1995, siendo la pregunta:


       


      ¿Está usted de acuerdo con que Quebec llegue a ser soberano después de haber hecho una oferta formal a Canadá para una nueva asociación económica y política en el ámbito de aplicación del proyecto de ley sobre el futuro de Quebec y del acuerdo firmado el 12 de junio de 1995?


       


      El referéndum se celebró el 30 de octubre de 1995, y el voto favorable a la separación de Canadá fue del 49,42 por 100 frente al 50,58, casi un empate.


       


       


      El Tribunal Supremo y la Conferencia sobre federalismo


       


      Tras un resultado tan parejo como el del referéndum de 1995, y para templar la situación, en 1996, el primer ministro de Canadá, Jean Chrétien, designó al politólogo Stéphane Dion ministro de Asuntos Intergubernamentales. Éste, en manifiesto desafío a los soberanistas, suscitó el tema de la validez jurídica de la pregunta del referéndum de 1995, sosteniendo que la gran mayoría de los expertos en derecho internacional «no creen que las entidades constitutivas de un país democrático como Canadá tengan derecho a declarar unilateralmente la secesión». Por otra parte, Dion argumentó que una mayoría por diferencia muy escasa no tendría por qué ser suficiente para legitimar al proyecto soberanista, habida cuenta de los cambios trascendentales que podrían esperarse en la vida de los quebequeses tras una eventual secesión.


      En esa senda de esclarecimiento, el 30 de septiembre de 1996, Dion planteó una serie de cuestiones a la Corte Suprema de Canadá —en su calidad de tribunal constitucional—, y el 20 de agosto de 1998, la Corte Suprema (CS) concluyó que:


       


      •     Quebec no tiene el derecho a separarse unilateralmente por la legislación canadiense o internacional.


      •     El Parlamento de Canadá tendrá la facultad de determinar si la pregunta del referéndum es lo suficientemente clara para provocar dichas negociaciones.


      •     La Constitución de Canadá permanece en vigor hasta que los términos de la secesión sean acordados por todas las partes involucradas. Términos en los que deben respetarse los principios de democracia, los derechos de las minorías y los individuos, como se indica en la Constitución canadiense.


       


      Stéphane Dion organizó inmediatamente después de la sentencia de la CS una Primera Conferencia Internacional sobre Federalismo, en Mont Tremblant, en octubre de 1999. Encuentro en el que concedió a los líderes soberanistas quebequeses un papel prominente. Y que éstos usaron en su tiempo de exposición para denunciar el opresivo federalismo canadiense ante la concurrente audiencia internacional.


      El expresidente de Estados Unidos, Bill Clinton, asistente a la conferencia, mirando directamente al primer ministro de Quebec, por entonces Lucien Bouchard, prácticamente repitió la sentencia de la Corte Suprema, advirtiendo que «cuando un pueblo cree que debería ser independiente con el fin de tener una existencia política propia, habría de plantearse una serie de cuestiones... ¿Van a respetarse los derechos de las minorías y los de las mayorías? ¿Cómo vamos a cooperar con nuestros vecinos?».


      En definitiva, Clinton sostuvo que el federalismo permite el reconocimiento de los pueblos que buscan su identidad, sin aislarse en un Estado-nación separado. Un discurso que disipó cualquier duda sobre la posición de Estados Unidos en relación con la ilegalidad e inconveniencia de la secesión unilateral de Quebec.


       


       


      La Ley de la Claridad


       


      Pocas semanas después de la citada conferencia, Dion promovió la llamada Ley de la Claridad, que se presentó a la Cámara de los Comunes del Parlamento canadiense el 13 de diciembre de 1999, y que se aprobó el 29 de junio de 2000, con los siguientes principios:


       


      •     La Cámara de los Comunes de Canadá tiene el poder de decidir si la pregunta del referéndum de un hipotético proceso de secesión es clara, antes de ser sometida a votación.


      •     La Cámara de los Comunes tendrá la facultad de determinar si se ha producido una clara mayoría, lo que implica que es necesaria algún tipo de mayoría reforzada para considerar que el resultado del referéndum ha sido favorable a la secesión.


      •     Todas las provincias y las primeras naciones (entidades políticas formadas por aborígenes americanos reconocidas en el sistema político canadiense) deben tomar parte en las negociaciones conducentes a fijar la pregunta.


      •     La Cámara de los Comunes tiene el poder de anular una decisión alcanzada en referéndum si estima que se ha violado alguno de los principios de la Ley de Claridad.


      •     La secesión de una provincia de Canadá requeriría una enmienda a la Constitución de Canadá.


       


      Tras la aprobación de la Ley de la Claridad, el Gobierno provincial de Quebec promovió su propia ley «sobre el respeto del ejercicio de los derechos fundamentales y prerrogativas de las personas y el Estado de Quebec». De modo que la validez constitucional de las dos leyes y el cumplimiento de sus disposiciones siguen siendo inciertas, probablemente hasta la víspera de un nuevo referéndum.


      Sin embargo, en la sentencia citada, la Corte Suprema de Canadá ha dejado claro que esencialmente un voto democrático en sí mismo no tendría ningún efecto jurídico: la secesión de una provincia sólo sería constitucionalmente válida tras la oportuna negociación entre el Gobierno federal y el Gobierno provincial de que se trate, cuyos habitantes deberían expresarse con claridad, con una consistente mayoría. Sólo entonces se discutiría tal propuesta en el Parlamento de toda la nación, para examinar la procedencia de una enmienda constitucional autorizando la secesión, que habría de ser aprobada por mayoría absoluta. Por tanto, prácticamente, fin de la cuestión.


      Está claro que el precedente de Canadá/Quebec de nada sirve a los secesionistas españoles, pues la soberanía federal canadiense —la nacional en el caso de España— reside únicamente en el Parlamento de la nación. Y para mayor claridad, las sentencias de la Corte Suprema canadiense establecieron condiciones muy severas para cualquier pregunta, que también requiere la autorización final del Parlamento nacional.


       


       


      ESCOCIA: PRETENDIDA RUPTURA DEL REINO UNIDO7


       


      Tras una larga historia común de choques y uniones, lo cierto es que en 1606, 1667 y 1689 hubo intentos de volver a unir Inglaterra y Gales con Escocia —ya lo estuvieron antes en varias ocasiones— por la vía de un Tratado.


       


       


      El Acta de Unión de 1707


       


      La fusión de los dos países en una misma gran isla solamente prosperó en 1707, cuando a Escocia solicitó esa unión; en gran medida para recuperarse su Hacienda de la grave crisis financiera provocada por el Proyecto Darién: el infructuoso intento escocés de establecer una colonia en el istmo de Panamá, entonces parte del Imperio español en América.


      En el Acta de Unión de 1707, finalmente acordada por los parlamentos inglés y escocés, se incluyeron 25 artículos, de los cuales, 15 referentes a materias económicas. Se aprobó el 16 de enero de 1707, por una mayoría de 110 votos contra 67, lo que expresa que el acuerdo no fue popular en Escocia: la mayor parte de la población se opuso a ella, y se enviaron reiteradas peticiones al Parlamento para abolirla, entendiéndose que muchos de sus miembros fueron sobornados por Inglaterra para obtener el voto afirmativo. El periodista y espía inglés Daniel Defoe —autor de la gran novela Robinson Crusoe— informó a Londres sobre la gravedad y violencia de las protestas contra el Acta de la Unión, señalando que «por cada escocés a favor hay 99 en contra».


      Actualmente, 304 años después, la posible independencia de Escocia respecto al resto del Reino Unido «es una idea muy nueva para la mayoría de los escoceses, hasta tal punto que muchos no se han hecho aún a la idea», asegura Iain MacWhirter, exrector de la Universidad de Edimburgo y autor del libro Road to referendum.8 «Muchos votaron al Scottish National Party (SNP), sin sopesar las consecuencias ni prever que tendríamos una consulta popular en tan poco tiempo... a diferencia de Cataluña, aquí las manifestaciones nacionalistas son minoritarias. Tampoco existe la fuerte identidad lingüística catalana: el gaélico escocés es muy marginal.»9


      Frente al escepticismo profesoral de MacWhirter, Alex Salmond, ministro principal de Escocia y líder del SNP, dice que poner fin a la unión entre Inglaterra y Escocia es algo de puro sentido común: «consideremos lo que podemos lograr ampliando los poderes de Escocia sobre asuntos que ahora no controlamos».10 Y Salmond aspira a que el 24 de marzo de 2016 sea la fecha histórica de la ruptura de Escocia con Reino Unido, siempre y cuando triunfe el sí en el referéndum,11 que ya está autorizado por Londres, con la pregunta «¿Quiere usted que Escocia sea un Estado independiente?». Y la fecha ya está fijada para el 18 de octubre de 2014.


      El referéndum en cuestión se apoya en que la llamada «devolución de poderes» a Escocia por el Parlamento británico de Westminster, Londres, transfirió específicamente la competencia de convocar consultas; lo que se corroboró en el Acta de Escocia de 1998, equivalente a su Estatuto de autonomía; otorgado en tiempos del primer ministro Tony Blair.12


      A ese respecto, es interesante una referencia de lo que dijo Artur Mas sobre el referéndum en Escocia, en la cadena británica BBC, cuando el 19 y 20 de enero de 2014 se emitió un reportaje titulado «¿Por qué los catalanes independentistas envidian a Escocia?». En esa entrevista el presidente de la Generalitat de Cataluña secundó el título del reportaje al decir: «tenemos envidia de lo que está pasando en el Reino Unido». Y se deshizo en elogios al Gobierno británico por acordar con su homólogo escocés la convocatoria de un referéndum por la independencia de Escocia. «Ésta es la vía británica. Y me gustaría que España hiciera exactamente igual, que tuviera la misma mentalidad», declaró Mas.13


      Naturalmente, Mas no aludió para nada que en el Acta de Devolución de 1998 se incluyó el derecho al referéndum, cosa que los diputados catalanes no pidieron en 1977-1978 al elaborarse la Constitución española, ni tampoco en el Estatuto de 1979.


       


       


      El Gobierno británico contra la secesión


       


      En un mensaje de principio de 2014, el premier británico David Cameron se refirió al caso de Escocia, apelando al «orgullo de una historia común emocionante a lo largo de los últimos tres siglos, que ha incluido la lucha por la libertad y la democracia en dos guerras mundiales, y ser pioneros en el comercio mundial... Nuestros antepasados exploraron juntos el mundo y nuestros abuelos fueron a la batalla juntos como lo hacen nuestros parientes y amigos hoy, lo que deja profundos lazos irrompibles entre los pueblos de estas islas».


      Como una resonancia de Cameron, sonó un editorial del Financial Times de febrero de 2014: «Si este matrimonio llega a romperse, el impacto tanto en Escocia como en el resto del Reino Unido sería inmenso. La cuestión de si una Escocia independiente estaría mejor económicamente se ha debatido vigorosamente. Pero lo que está fuera de toda duda —y se ha discutido muy poco— es que el resto del Reino Unido se vería muy debilitado».14 Y como corroboración de ese editorial del Financial Times, hubo tres importantes anuncios sobre lo implícito de la posible secesión escocesa:


       


      •     El Royal Bank of Scotland (RBS) podría trasladar su sede de Gogarburn (Edimburgo) a Londres, según adelantó el ministro de Comercio Vince Cable. El RBS fue nacionalizado y rescatado con 60.000 millones de euros durante la debacle financiera de 2008.15 ¿Habría que devolver esa cantidad a las arcas británicas?


      •     El director ejecutivo de BP, Bob Dudley, rompió una lanza por la unión, asegurando que la independencia de Escocia crearía «una gran incertidumbre entre los inversores... Es un debate demasiado importante para dejarlo a los políticos».


      •     El Ministerio de Defensa británico fue acusado por los independentistas de presionar a multinacionales como BAE Systems, Raytheon, Thales y Babcock, para que den su apoyo al no a la independencia, bajo la amenaza de perder contratos y dejar a 15.000 trabajadores en el paro.


       


      Por su parte, la mano derecha del premier David Cameron para el asunto del referéndum escocés es el ministro para Escocia, Alistair Carmichael, quien ha estudiado el caso catalán, apreciando que los de Gran Bretaña y España «son marcos constitucionales distintos». Aprovechando esa declaración, Carmichael desmintió que haya habido contactos entre la Generalitat y el Gobierno británico sobre los mecanismos del referéndum escocés: «Las conversaciones se realizan directamente con el Gobierno de Madrid, y siempre a través del Foreign Office», recalcó.


      A nueve meses de la cita (enero de 2014), los sondeos en Escocia se mantenían prácticamente igual que un año antes: un 44 por 100 de los encuestados se declararon partidarios de seguir en el Reino Unido, y sólo un 25 por 100 votarían por la independencia; con un 31 por 100 de indecisos que podría decidir el resultado de una consulta a la que están convocados cuatro millones de escoceses y en la que por primera vez emitirán voto las personas entre los 16 y 18 años.16


      Sin embargo, Carmichael subraya que las diferencias iniciales de intención de voto en Quebec en 1995 eran bastante amplias, y se fueron acortando con un resultado final muy ajustado, como ya vimos antes: «no podemos dar nada por hecho sobre Escocia. Todavía podríamos perder el referéndum pues los sondeos oscilan, los votantes cambian de opinión».17


      En términos más generales que las arengas de Cameron y las reflexiones de Carmichael, el Gobierno británico ha publicado un informe con el título «Análisis de Escocia: el proceso de autonomía y las implicaciones de la independencia escocesa», realizado por dos expertos independientes (James Crawford, catedrático de Derecho Internacional de la Universidad de Cambridge, y Alan Boyle, profesor de Derecho Público Internacional de la Universidad de Edimburgo).


      Ese texto se concluye con la aseveración de que el secesionismo es un error: Escocia se situaría fuera de la Unión Europea, por lo que debería negociar su ingreso; así como la adhesión a cerca de 14.000 tratados internacionales de todo tipo que actualmente están en vigor en el Reino Unido del que los escoceses se irían.18 Empezando por el de adhesión a la CE de 1972, y a ese respecto, el 16 de enero de 2014, el viceministro británico para Europa, David Lidington, aclaró que Escocia no sólo dejaría de pertenecer a la Unión Europea (y lo mismo en el caso de la OTAN), sino que, además, tardaría bastantes años en ser admitida; insinuando que España podría vetar el reingreso de Escocia en la Unión Europea debido a los contenciosos de Cataluña y el País Vasco.19


      Por otro lado, Escocia tendría que asumir la parte del endeudamiento que le correspondería en la globalidad del Reino Unido, que se estima podría ser de 153.000 millones de libras (180.000 millones de euros), aunque el Gobierno escocés rebaja su cálculo a 92.000 millones de libras. En cualquier caso, el temor a un encontronazo con los mercados despertó la inquietud en los inversores, y para aplacar las dudas, el Departamento del Tesoro británico, el 13 de enero de 2014, se comprometió a respaldar los términos acordados sobre su deuda «en todas las circunstancias».20


      El informe británico sobre Escocia también advierte que la pretensión de Alex Salmond de continuar utilizando la libra esterlina en caso de secesión requeriría una negociación específica con el Reino Unido, y dependería de los intereses económicos de ambas partes. Y una Escocia independiente no tendría fuerza suficiente para negociar su adhesión a la Unión Europea sin asumir de inmediato el ingreso simultáneo en la Eurozona. Esos mensajes se endurecieron con el paso del tiempo, y el 13 de febrero de 2014, el canciller del Exchequer, el ministro de Hacienda británico, aseguró categóricamente que Escocia no podría seguir en la libra esterlina: las exigencias de una unión monetaria son tales que una Escocia independiente no podría cumplirlas, pues tendría que adaptarse por entero a la política económica británica. La comunicación tuvo un efecto contundente en los círculos secesionistas.21


       


       


      El futuro según los independentistas


       


      Contra el informe del Gobierno británico sobre Escocia, el ministro principal Salmond presentó el 24 de noviembre de 2013, en Glasgow, su propio White Paper (Libro Blanco) con la hoja de ruta de la independencia: un volumen de 670 páginas y 170.000 palabras, todo un plan detallado de independencia, asegurando que los escoceses «partirán de una posición de fuerza»; y prometiendo crear de inmediato más de 200.000 puestos de trabajo, con base en un Fondo para el Petróleo del Mar del Norte.22


      Con un gobierno independiente —dice Salmond— los recursos petroleros del Mar del Norte podrían hacer mejorar el nivel de vida de los escoceses, sobre un modelo económico de los países nórdicos, con fuertes impuestos, pero también con salarios elevados. En cuanto al comercio, según el Libro Blanco, tras la independencia seguiría sin haber fronteras y todos los escoceses podrían guardar la doble nacionalidad, la propia y la británica. Además, no se cambiaría el actual huso horario, y se mantendría a la reina Isabel II (y sus herederos) en la jefatura de Estado.23


      El líder nacionalista resume que «los valiosos lazos que unen a Escocia con el resto de las islas británicas pervivirán tras la independencia: Inglaterra, Gales e Irlanda del Norte serán siempre nuestra familia, nuestros amigos y nuestros más cercanos vecinos», una declaración de amistad que no se escucha a los secesionistas hispanos.


       

       


      «Neither Spain is Great Britain, nor Catalonia is Scotland»


       


      Tras el examen realizado sobre el caso de pretendida secesión escocesa, está claro que éste no es ningún precedente válido para los presuntos secesionistas hispanos, sean catalanes o vascos. Porque:


       


      •     Escocia fue un Estado independiente por siglos, y lo que se pretende ahora es romper un tratado de unión de 1707, prácticamente impuesto por Inglaterra con sobornos. En el caso español nunca hubo tratados de esa clase.


      •     Con la devolución del autogobierno por Londres, Escocia recibió el derecho a hacer referendos. Lo cual tampoco es el caso español ni en la Constitución ni en los estatutos de autonomía.


      •     La pregunta y la fecha del 18 de septiembre de 2014 no se formuló ni se fijó unilateralmente, sino en negociación con el Gobierno británico. En tanto que Cataluña acordó unilateralmente ambos extremos y sólo luego se pidió permiso para hacer un referéndum legal.


      •     En lo que sí sería Escocia un precedente muy negativo para los iberosecesionistas es que no podría ingresar en la Unión Europea ni en la OTAN sino tras una larga negociación. Lo mismo que ya se ha planteado para Cataluña.


       


       


      KOSOVO, BÉLGICA, CHECOSLOVAQUIA, ALEMANIA Y CRIMEA


       


      La declaración de independencia de Kosovo se produjo el 17 de febrero de 2008 en el Parlamento kosovar, de forma unilateral, declarándose la escisión de ese territorio —étnica y lingüísticamente de mayoría albanesa— del resto de Serbia; dándose paso así a la creación de un nuevo Estado, denominado oficialmente República de Kosovo.


      La declaración unilateral de independencia tuvo desde un principio el apoyo de Estados Unidos —que tiene una importante base militar en el país— y de buena parte de los Estados miembros de la Unión Europea, pero a esa declaración se opusieron Serbia, Rusia y sus aliados, y España y gran número de países de Iberoamérica; que se mostraron contrarios al reconocimiento de la provincia serbia como Estado independiente.


      En España, la noticia de la independencia de Kosovo fue recibida de forma desigual por los partidos políticos e instituciones. El Gobierno, por boca del ministro de Asuntos Exteriores, Miguel Ángel Moratinos, declaró que «España no va a reconocer el acto unilateral [de la independencia de Kosovo] porque no respeta la legalidad internacional». El PP, por boca de su eurodiputado y miembro de la Comisión de Exteriores, Gerardo Galeote, calificó de «mala noticia» la declaración de independencia de la región serbia.


      En cambio, la reacción de los dirigentes de los partidos nacionalistas fue diferente; el dirigente de ERC, entonces vicepresidente de la Generalitat de Cataluña, Josep-Lluís Carod-Rovira, reclamó al Gobierno español que estuviera «al mismo nivel que Europa» y que no fuera «el último en reconocer la independencia de Kosovo». La portavoz del Gobierno vasco, Miren Azkarate, del PNV, consideró la declaración de independencia una «lección sobre el modo de resolver de manera pacífica y democrática conflictos de identidad y pertenencia». Después de una guerra miserable previa que ni siquiera mencionó.


      Las Naciones Unidas mantuvieron una posición ambigua respecto a la declaración de independencia, por lo cual se abrió una negociación para alcanzar un acuerdo definitivo. Así, el 8 de octubre de 2008, la Asamblea General aprobó una resolución, con 77 votos a favor, 6 votos en contra y 74 abstenciones, en la que se solicitó a la Corte Internacional de Justicia que estudiase la legalidad de la declaración de independencia. O que, por el contrario, aclarase que constituye una violación del Derecho internacional. Y el 22 de julio de 2010, el tribunal comunicó su conclusión de que la declaración de independencia no violaba el derecho internacional. Sin embargo, muchos Estados han seguido mostrando su oposición a la declaración de independencia de Kosovo, especialmente Serbia, Rusia y España.


      El caso de Kosovo, en absoluto podría utilizarse como pretende el secesionismo catalán, pues primero hubo una represión serbia, luego una guerra civil de separación, y al final una declaración unilateral. ¿Quién podría defender esas tres circunstancias en un país que no convoca guerras civiles desde hace 75 años, sin represión ninguna interior y cuya Constitución no tiene derecho a la secesión?


      No cabe olvidar el posible precedente belga (flamencos contra valones), que el 14 de febrero de 2014 se sustanció, al parecer definitivamente, con la vuelta al proyecto de unión por el partido más independentista, en una muestra de sentido común que sería todo un precedente para nuestros compatriotas independentistas.


      En cuanto al caso de Checoslovaquia, no es aplicable a España, pues las dos partes que componían el Estado federal decidieron acabar con esa federación para escindirse de mutuo acuerdo. Algo muy diferente, pues, de la secesión de una parte respecto del todo. Y lo hicieron pacíficamente, en 1992, manteniéndose las dos repúblicas resultantes dentro de la Unión Europea.


      Lo que sucedió en el caso de Checoslovaquia fue algo parecido —en términos inversos— a lo ocurrido con Alemania en 1989: reunificación del país, al ingresar las diversas regiones de la República Democrática Alemana (RDA) en la República Federal de Alemania. Y por ello mismo, no hubo que hacer un tratado comunitario para la adhesión de la RDA (ya extinta) a la CE.


      El caso de Crimea, surgido cuando este libro ya estaba casi terminado, es harto significativo de cómo una declaración unilateral de independencia recibe la unánime repulsa de la comunidad internacional en medio de toda clase de complejidades, la primera de ellas la intervención rusa.


       


       


      RESUMIENDO


       


      El estudio de los casos de países en los que se ha planteado algún tipo de secesión —Estados Unidos, Australia Occidental-Commonwealth Australiana, Canadá-Quebec, Reino Unido-Escocia y Serbia-Kosovo— demuestra claramente que no hay precedentes útiles para los secesionistas de Cataluña, por mucho que ellos lo pretendan a base de ignorar lo esencial de las experiencias mencionadas.


      Y es que —con la única excepción, nominal más que otra cosa, de la constitución soviética, que hizo posible la presencia de Ucrania y Bielorrusia en las Naciones Unidas entre 1944 y 1991— nunca ha habido un supuesto en la historia que consagre una decisión unilateral de independencia de una parte del Estado frente al todo.


      En Estados Unidos, la pretendida secesión del Sur se terminó tras una cruenta guerra civil de seis años. En tanto que los casos de la independencia que otorgó a Filipinas en 1945, y la factible a favor de Puerto Rico, se basan en un principio de autodeterminación sólo aplicable a países que han sido colonias. Lo cual, obviamente, no es el supuesto ni de Cataluña ni del País Vasco.


      En el episodio australiano de 1934, los Parlamentos de Londres y el de Canberra rechazaron un referéndum —con victoria para los secesionistas— porque carecía de base legal: no se conciliaba ni con la idea del Imperio británico ni con el marco de la Commonwealth Australiana.


      En cuanto a los dos referendos de Quebec para salirse de Canadá, los independentistas no alcanzaron en ninguno de los dos (1980 y 1985) la mayoría absoluta; y después de ellos, se echó una especie de cierre de cara al futuro en la materia: por el Tribunal Supremo del país y por su Parlamento nacional, al proclamarse que la Federación canadiense es la única que tiene verdadera llave de soberanía a tales efectos.


       

      El caso de Escocia, el más acariciado por los secesionistas patrios, tampoco es aplicable a Cataluña, pues el Reino Unido se formó en 1707, cuando los dos reinos de la Gran Bretaña decidieron —de manera muy criticada en su momento— formar un solo Estado, con un convenio que se ratificó por los Parlamentos de Edimburgo y Londres. Nada que ver, pues, con el caso de Cataluña, donde nunca hubo tratado de unión: simples linajes sucesorios y diez constituciones a partir de 1812.


      Habida cuenta de las circunstancias de Kosovo, más que buscar en ellas un ejemplo, los secesionistas hispanos tendrían que valorar la tragedia que supuso que las antiguas repúblicas yugoslavas se fraccionaran en seis pedazos, tras una serie de trágicas guerras civiles. En resumen, los secesionistas de Cataluña pueden invocar esto o aquello, pero no tienen precedentes serios a su favor en el Derecho comparado europeo sobre derecho a decidir, y mucho menos a la secesión.


      También se ha visto que los casos de Checoslovaquia y Alemania (en sentido inverso) no son aplicables a la hipótesis catalana, como tampoco lo es el de Crimea. Sólo lo ocurrido en Bélgica sí lo sería, al ponerse fin a los propósitos de secesión.
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      EL NACIONALISMO CATALÁN: DEFORMACIONES Y VISIÓN DE ESPAÑA


       


       


       


      SOBRE EL ACTUAL NACIONALISMO CATALÁN


       


      En este capítulo, con un cierto número de testimonios relevantes y vivos, el autor ha tratado de esbozar una serie de escenarios en torno al nacionalismo catalán.


       


       


      Mas evoca a Prat de la Riba y a Macià


       


      El actual secesionismo catalán hunde sus raíces en Prat de la Riba, a quien exalta el actual presidente de la Generalitat catalana. Éste también se refiere a Francesc Macià, y al más reciente Heribert Barrera —diputado de ERC en las Cortes Constituyentes de 1977, y el único parlamentario catalán, ya lo vimos, que votó en el Congreso contra la Constitución en 1978—, manifestando que la ley de leyes se ha quedado pequeña para muchos catalanes.


      Y entre esos muchos, se autoincluye Mas con estas palabras: «Muchos pensaban, pensábamos, que [la Constitución] podía ser un marco teóricamente amable y respetuoso con las aspiraciones nacionales de Catalunya. Con el paso del tiempo, se ha demostrado que no lo era tanto». Sin entrar, para explicar ese punto de vista, en el análisis sobre las desviaciones e incumplimientos de la Constitución derivados de la acción de los nacionalismos, según tuvimos ocasión de examinar en el capítulo 4.


      En su referencia a Prat de la Riba —emparentando así a CiU con la Lliga—, Artur Mas magnifica a quien fue primer presidente de la Mancomunidad catalana, como el «constructor de Catalunya, con pocos instrumentos pero de mucha calidad». Y hace suya una cita del histórico dirigente nacionalista, pronunciada en 1917: «No hemos hecho la Mancomunidad para tener una diputación mayor, ni para dar al alma catalana un pequeño cuerpo de Administración subordinada, secundaria, una provincia. Todos queremos para Catalunya un cuerpo de Estado. Todos sentimos que la dignidad catalana exige imperiosamente, más o menos acentuadas, formas de Estado».1 Y para nada habla, por supuesto, de la Gran España que de manera imperial imaginó el propio Prat. Sobre Prat de la Riba, el escritor y columnista del diario El Mundo Raúl del Pozo se refirió al tema catalán como una evolución desde Prat hasta el nacionalismo actual:


       


      Intoxicados por el ideal absoluto de la independencia y por el sueño de Cataluña, próximo Estado de Europa, será la juventud la que decida. Lo profetizó Prat de la Riba: la juventud catalanista crecerá «como hilo de agua al iniciarse el deshielo». El ideólogo de la nacionalidad, que veía Madrid como una cafrería, tras el recuento de los ultrajes, tenía claro que Cataluña sería independiente y esa bandera la enarbolan las nuevas generaciones, no sólo aborígenes, como él pensaba, sino los descendientes de los emigrantes.2


       


      Lo que está por ver es cuánto tiempo van a seguir enarbolándola a la vista de las negativas consecuencias de una postura así.


       


       


      Dos Nobel frente al nacionalismo


       


      Tras las precisiones actuales de los secesionistas que ven la independencia de Cataluña no como una utopía ni una quimera, sino como una posibilidad casi inmediata, y antes de entrar en el análisis del nacionalismo catalán en nuestros días, será interesante traer a colación las reflexiones de dos premios Nobel. El primero, Santiago Ramón y Cajal, galardonado por Estocolmo en 1906, y mente privilegiada de la España regeneracionista, que reflexionó sobre la configuración de la España de su tiempo y acerca de los nacionalismos ya por entonces secesionistas:


       


      No me explico el desafecto a España de Cataluña y Vasconia. Si recordaran la Historia y juzgaran imparcialmente a los castellanos, caerían en la cuenta de que su despego carece de fundamento moral, ni cabe explicarlo por móviles utilitarios. A este respecto, la amnesia de los vizcaitarras es algo incomprensible. Los cacareados Fueros, cuyo fundamento histórico es harto problemático: fueron ratificados por Carlos V en pago de la ayuda que le habían prestado los vizcaínos en Villalar, ¡estrangulando las libertades castellanas! ¡Cuánta ingratitud tendenciosa alberga el alma primitiva y sugestionable de los secuaces del vacuo y jactancioso Sabino Arana!3


       


      Y pasando de un premio Nobel a otro, de Ramón y Cajal a Vargas Llosa (de Literatura en 2010), cabe apreciar que la expresión nacionalista —no oficial, sino sociológicamente— se vio muy mermada en los tiempos del franquismo (1939-1975). Un poco como lo que le pasó al PSOE en la España franquista entre 1939 y 1977, cuando ese partido lanzó en 1977 su eslogan de «Cien años de honradez y firmeza», y no tardó en surgir un contraeslogan que también se hizo muy popular: «cien años de honradez y cuarenta de vacaciones»... Análogamente, el nacionalismo —sin ánimo de ofender a nadie personalmente ni de minusvalorar el dolor del exilio de muchos— casi se evaporó durante más de tres décadas, para reaparecer muy tardíamente hacia 1970. El anunciado testimonio del premio Nobel de Literatura de 2010 corrobora ese punto de vista:


       


      Viví casi cinco años en Barcelona, a principios de los setenta —acaso, los años más felices de mi vida—, y en todo ese tiempo creo que no conocí a un solo nacionalista catalán. Los había, desde luego, pero eran una minoría burguesa y conservadora sobre la que mis amigos catalanes —todos ellos progres y antifranquistas— gastaban bromas feroces. De entonces a hoy esa minoría ha crecido sin tregua y, al paso que van las cosas, me temo que siga creciendo hasta convertirse —los dioses no lo quieran— en una mayoría. «Al paso que van las cosas» quiere decir, claro está, sin que la mayoría de españoles y de catalanes que son conscientes de la catástrofe que la secesión sería para España y sobre todo para la propia Cataluña, se movilicen intelectual y políticamente para hacer frente a las inexactitudes, fantasías, mitos, mentiras y demagogias que sostienen las tesis independentistas.4


       


      Vargas Llosa nos merece la más alta valoración, pues sin ser nacido en España, siente sus problemas como el ciudadano que es de este país; condición que adquirió cuando por deleznables decisiones políticas le retiraron su ciudadanía peruana.


       


       


      En busca de identidades


       


      Y tras las jugosas meditaciones de Cajal y las no menos interesantes de Vargas Llosa, hay que preguntarse sobre la identidad española en su conjunto. Acerca de la cual hay planteamientos recientes de indudable profundidad, de los que aquí referiremos en primer lugar el del historiador José Álvarez Junco:


       


      En todo caso, distinguiría entre la fijación de una identidad «española» y otra «nacional». La primera se va forjando en la Edad Media [coincide con Jovellanos] y tiene unos rasgos muy marcados ya en la época de la hegemonía europea de los Habsburgo (siglos XVI-XVII). La segunda, que añade a la primera el dato político crucial de que ese colectivo, los españoles, son el sujeto de la soberanía, es producto de la excepcional coyuntura política de 1808-1814...5


       


      Por su parte, Salvador Pániker, filósofo de su tiempo a carta cabal, que mira la realidad sin anteojeras y que no se fía de directrices y consignas, se siente más que escéptico respecto al identidismo nacionalista:


       


      Siempre he defendido la Transición [a la democracia en España, por lo menos entre 1975 y 1978], porque se llevó a cabo con sabiduría. La UCD —soy hombre de centro izquierda, moderado— dio políticos apreciables. En la actual situación, los echo de menos...


      Si no tengo una identidad fija, tampoco tengo una identidad nacional. No creo que éste sea el momento de la independencia. Evolucionamos hacia fórmulas políticas sin fronteras... La independencia no es el camino: sería crear una frontera artificial... Sobre el nacionalismo: es una manera demasiado cómoda de resolver el problema de la identidad. Yo, que carezco de identidad fija, no necesito la protección nacionalista.6


       


      Y es que realmente, la Transición a la que se refiere Pániker ya no es lo que fue históricamente; por la controversia que suscita, tal como pone de relieve el escritor Jorge Urdanoz, mirando al futuro:


       


      No se trata ni de beatificar la Transición ni de condenarla a los infiernos, sino de revivir la cultura del pacto y del acuerdo que un día la tornó posible. Necesitamos transitar otra vez desde un andamiaje heredado y en buena medida obsoleto a uno construido entre todos que nos abra las puertas del futuro.7


       


       


      Reinvención de la historia y dirigismo educativo


       


      Sobre ese andamiaje construido y que sigue construyendo el secesionismo, el escritor y académico de la Lengua Arturo Pérez-Reverte —que tiene un notable bagaje de obra literaria y de reflexión vital— advierte que en los últimos tiempos hay resquemores entre los lectores, que «habiendo recibido en el colegio nociones históricas perturbadas por el descojono educativo de las últimas décadas, se traga hasta la bola versiones inspiradas por caciques de pueblo, cantamañanas catetos o historiadores de parcelita que reinventan la historia de España a gusto de quien la financia. Con lo que a veces uno encuentra a esos lectores en desacuerdo, a menudo de buena fe, oponiendo argumentos de una simpleza abrumadora: desde la secular lucha vascongada contra el centralismo español —nunca hubo soldados vascos en los ejércitos de España, afirma un indignado jovencito guipuzcoano— a la heroica guerra de independencia que en 1714 libraron todos los catalanes».8


      De manera aún más contundente que Arturo Pérez-Reverte opina Iñaki Zaragüeta, al considerar que la educación ha sido un arma llena de perversidades para potenciar el nacionalismo catalán; precisamente por las muchas opiniones y ambigüedad de posible interpretación que comportó la Constitución de 1978 en su artículo 27 para con todas las comunidades autónomas; que en el caso del País Vasco y Cataluña fueron aprovechadas para dar apoyo al secesionismo, en la ya expuesta tendencia de no hacer caso de sentencias del TSJ y del TC, lo cual también es responsabilidad, y mayor aún, del Gobierno de la nación por su permisividad:


       


      Es el fruto inevitable de haber transferido la educación durante los últimos 33 años a un régimen nacionalista, cuyo objetivo final se centra —nunca lo escondieron— en la independencia. Tras recibir una formación de odio a España y a lo español, enseñanza de una historia tergiversada y la dura crisis económica, no puede sorprendernos que cada día sea mayor el sector secesionista, en imparable ampliación conforme más extensa sea la capa social que ha recibido esa instrucción.9


       


      Una instrucción en la que el tema de la inmersión lingüística contribuyó enormemente a un cambio generacional, ligado a las formas ya aludidas de asumir la historia. Todo ello en un proceso en el que Jordi Pujol, en contra de lo dicho en tiempos de la Constitución, pasó de la integración a los prolegómenos de la secesión, según pasamos a ver.


       


       


      El vivero secesionista del pujolismo


       


      Y que el catalanismo aprovechó a fondo la generosa autonomía de la Constitución, se apreció ya —con gran diferencia sobre el pensamiento de Josep Tarradellas— en quien fue segundo presidente de la Generalitat de Cataluña, Jordi Pujol. Como constata Manuel Milián —periodista y empresario valenciano residente en Barcelona—, Pujol siempre aspiró a prepararlo todo para llegar un día a plantear la independencia, aunque por entonces el muy honorable prefería hablar de


       


      Fer país, de levantar industrias e infraestructuras, para muscular el organismo vivo y activo de un territorio con hechuras de nación y ambición de liderazgo, en el que —error sin duda— no tenía a España como meta donde imponer su ambición y su liderazgo. Se quedaba en los límites de su territorialidad mediterránea envuelta en el eufemismo de Països Catalans. Le faltó ambición para llevar la perspectiva de su proyecto social y político a la dimensión peninsular.10


       


       

      Y en la misma línea de Milián, se mueve el periodista barcelonés Juan Carlos Girauta, reflexionando sobre educación y literatura durante la égida nacionalista:


       


      La historia de la construcción nacional catalana tras el franquismo, una vez fundada Convergència [Democràtica de Catalunya] en 1974 por Jordi Pujol, está llena de paradojas. Así, la literatura catalana, subvencionada, mimada y apoyada institucional y mediáticamente, no ha vuelto a dar, ni por asomo, nombres de la talla de Pla, Foix, Espriu, Rodoreda, Palau i Fabre, Pedrolo... en absoluto se ha repetido el fértil escenario de aquellos años. No es que a la literatura catalana le conviniera la dictadura; denuncio el poder deletéreo de la subvención cultural.11


       


      Y para no ser menos —que diría un castizo— que los ya citados, insertaré aquí ahora una pequeña historia de cuando colaboraba con el periodista Antonio Herrero en su programa radiofónico Las mañanas de la COPE. Debió de ser en 1996 o 1997, y la transcripción que sigue procede de mis Memorias,12 de tiempos en que el Molt Honorable presidente de la Generalitat de Cataluña, Jordi Pujol, estaba muy molesto con la COPE, por los continuos comentarios que hacíamos sobre las pretensiones nacionalistas, aunque por entonces no se hablase de soberanismo.


       


      En ese contexto, el presidente de la COPE, Salvador Sánchez Terán —que había sido gobernador civil de Barcelona justo al principio de la Transición y luego tres veces ministro con Suárez—, organizó un almuerzo de trabajo en honor del Molt Honorable en el restaurante Horcher, muy cerca de la emisora, en un reservado. Allí pude apreciar, al entrar, que al presidente de la Generalitat no le hizo mucha gracia verme entre los comensales, pensando quizá que yo no iba a ser políticamente correcto para sus planteamientos.


      El convivium discurrió con relativa tranquilidad hasta el momento en que Pujol, sin hablar de la palabra independencia —en contra de lo que sucede prácticamente ahora—, comentó escuetamente:


      —No hay más remedio que volver al estatus de 1714...


      —Antes de los Decretos de Nueva Planta... —completé yo la frase.


      Mi apostilla no pareció gustarle, pero como si no hubiera oído nada, la reconfirmó:


      —Antes de los Decretos de Nueva Planta, Cataluña era una pieza importante y respetada de la confederación de la Monarquía de los Austrias, lo cual duró hasta 1699. Por entonces, se mantenían los plenos derechos de la Generalitat, que quisieron conculcar en 1640 con los proyectos del conde-duque de ir a la centralización de la monarquía... pero a la postre, esos derechos se mantuvieron, hasta que Felipe V en 1714 los retiró por completo...


      El debate subsiguiente se tornó bastante agrio, cuando yo me permití subrayar que la estructura económica había cambiado mucho, y que en nuestro tiempo resultaba impensable ir a un sistema confederal en un país como España, que funciona en régimen de mercado único; momento en que Jordi Pujol ya me mostró una cierta hostilidad, como si mi título de tertuliano no fuera suficiente para estar en la reunión de tan alto nivel como pensaba que iba a ser aquélla.


      Ante esa situación, Antonio, por gestos, me pidió que aplacara mis comentarios, a fin de llegar a un ten con ten en las relaciones de la COPE con los catalanes más significados. Y en esos términos algo más conciliatorios concluyó la reunión; según parece, con resultados bastante buenos para los propósitos de templar gaitas, como coloquialmente se dice; aunque mi presencia no fuera precisamente la más conducente a esa situación.


      —La verdad, Ramón, es que le has cantado a Pujol las verdades del barquero... Pero comprenderás que yo estaba en la obligación de tranquilizar el patio... —eso fue lo que en voz baja me dijo Antonio antes de irnos.


       


      Aquel Pujol de la década de 1990 es hoy un independentista declarado. La misma persona que en 1979 proclamaba que la Constitución de 1978 era un Pacto de Estado para siempre.


       

       


      [image: 268.jpeg]


       


      Artur Mas no fue secesionista hasta llegar al poder máximo en Cataluña en 2010, según sé de primera mano —véase la foto que precede a estas líneas y en la que aparezco junto a Mas en el congreso Finantia del año 2000—; él mismo decía que el independentismo era una antigualla.


       


       


      EL SIMPOSIO HISTÓRICO NACIONALISTA DE DICIEMBRE DE 2013


       


      Aparte de lo ya expuesto sobre el tratamiento de la historia por los secesionistas, nos adentramos ahora en una de las manifestaciones más controvertidas de esa cuestión. Nos referimos al simposio organizado por el Centro de Historia Contemporánea de Cataluña, que depende del Departamento de Presidencia de la Generalitat, que se celebró los días 12, 13 y 14 de diciembre de 2013 bajo el elocuente título España contra Cataluña: una mirada histórica (1714-2014).


       


       


      ¿España contra Cataluña?


       


      En la primera circular del programa de las jornadas del simposio, se estableció que su objetivo consistiría en analizar, de forma transversal, la acción política «casi siempre represiva» del Estado español hacia Cataluña. De modo que los ponentes entrarían en el análisis de las «condiciones de opresión nacional que ha sufrido el pueblo catalán a lo largo de tres siglos». Así, en vez de preguntarse sobre la naturaleza de «Cataluña dentro de España» (como decía Pierre Vilar), se partió de la rotunda premisa de la opresión de España contra Cataluña, precisamente durante los tres siglos en que Cataluña progresó con mayor rapidez, poniéndose al frente en renta y riqueza de toda España, tanto con Felipe V como con sus sucesores Fernando VI y Carlos III, como en el proteccionista siglo XIX, como con la dictadura de Primo de Rivera y ulteriormente los tiempos de Franco.


      En línea con la citada rotundidad del simposio, éste se dividió en cuatro bloques temáticos. El primero, sobre la represión institucional, política y administrativa; el segundo, acerca de la represión económica y social; el tercero, relacionado con la represión cultural y lingüística, y el cuarto y último sobre el exilio.


      Las conferencias las dictaron profesores de Historia y de Economía de las universidades catalanas y se abrió en la sede del Institut d’Estudis Catalans (IEC), con una lección del director de la sección de Historia del IEC, el exsocialista Jaume Sobrequés. Quien a todas luces —según observadores en el acto— no quiso defraudar,13 empezando por atribuirse —con toda naturalidad e incluso desfachatez— la responsabilidad en la elección del título del simposio, escogido «para entusiasmar», como el propio ponente indicó al referirse al revuelo mediático ocasionado: «La firmeza de mis convicciones patrióticas, mi compromiso con el proceso democrático de nuestro pueblo... Todo eso me ha inmunizado hasta provocarme indiferencia ante los insultos y las acometidas recibidas. La semilla no ha caído en tierra estéril».


      En las imputaciones olimpicoides de Sobrequés se echó de menos a Josep Tarradellas, por aquello que dijo de que «en política puede hacerse de todo menos el ridículo». Como también pudo evocarse a Agustí Calvet (Gaziel) en su frase de «plantear el problema de Cataluña en un plano exclusivo de nacionalismo, como una lucha de dos nacionalidades del mismo grado, una opresora y otra oprimida, es meterse en un callejón sin salida». Desgraciadamente ni Tarradellas, ni Graziel —ni tampoco Vicens Vives o Pierre Vilar—, brillaron entre las referencias de un Sobrequés con abono permanente a la teoría de la conspiración.14


      Tras tan señalada intervención inaugural, llegó la de Francesc Homs, portavoz del Govern y consejero de Presidencia, departamento del que dependió la organización del simposio, y que seguramente por las palabras escuchadas en la inauguración, quiso salvar algo de su responsabilidad en el encuentro, al manifestar que «no buscamos imponer nada», dicho en tono que quería ser conciliador. En la puerta del IEC, sin embargo, algunas decenas de personas protestaban conjuntamente, con banderas de España y Cataluña.


       


       


      Tergiversaciones y ucronías


       


      Homs dio paso al historiador más prestigioso de las jornadas, el catedrático Josep Fontana, que centró su relato en las diferencias sobre la evolución social, política y económica de Cataluña con respecto a otras zonas de España. Fontana recordó que tras la Guerra de Sucesión y la caída de Barcelona en 1714, Felipe V abolió las instituciones catalanas, algo completamente cierto. Entre otras cosas, porque Cataluña, que le acogió con entusiasmo en 1701, renegó de él en 1705, según se ha visto en el capítulo 1 de este libro.


      Y además, a la postre, en 1714, Felipe V no discriminó a Cataluña, pues a ella se aplicó la misma vara de medir que a Aragón y Valencia, con la regulación que ya tenía toda España, salvo el País Vasco y Navarra. Sencillamente, porque Felipe V era un Borbón absolutista, que intentaba copiar el modelo francés de Luis XIV, frente al régimen confederal y de compartimentación económica del país en tiempos de los Austrias. De modo que el centralismo borbónico puede interpretarse como una efectiva modernización; lo que luego se traduciría en un progreso económico más que evidente.


      El profesor Josep Fontana entró en una verdadera ucronía al afirmar que la sociedad catalana, a principios del siglo XVIII, «parecía encaminarse hacia una forma de evolución parecida a la que seguían Holanda o Inglaterra, asociando un proceso gradual de democratización al desarrollo de una economía capitalista»; ignorando por entero la realidad de los hechos, como supo constatar Pierre Vilar en su obra Cataluña en la España moderna,15 en la que se plantea que el verdadero progreso de Cataluña durante todo el siglo XVIII fue resultado de las reformas borbónicas; entre ellas, la integración del mercado español y la liberalización total del comercio peninsular con el Imperio español americano y del Pacífico.


      En cuanto a los últimos años, Fontana consideró que la manifestación de la Diada de 2010 fue una acción contra los recortes del Estatuto, como dentro de un nuevo proceso de recentralización que sigue avanzando imparablemente... «Veo que aún se opta por nuestra asimilación forzada, nuestra reducción a una provincia más de Castilla», añadió Fontana. Como si actualmente existiera Castilla, cuando esa Corona hoy está repartida entre nueve comunidades autónomas, que hace tiempo —salvo Castilla y León y Castilla-La Mancha— hasta se han olvidado de lo que era la Corona de Castilla. Como tampoco es Madrid la que decide, ya que es el Gobierno de la nación, en el que nunca han faltado ministros catalanes. Un gobierno que cuando interesaba, y siempre a cambio de algo, se apoyó por Jordi Pujol, Maragall, el Tripartito e incluso Mas en sus comienzos como presidente de la Generalitat.


      La sesión de la tarde del primer día de simposio —sólo nos ocupamos, por razones de espacio, de la primera jornada— se centró en la «represión económica y social» contra Cataluña, a cargo de Francesc Cabana, cuñado del Molt Honorable Jordi Pujol, quien se dignó asistir a la conferencia. En su ponencia, Cabana citó el franquismo, para sostener que la dictadura intentó destruir la industria catalana con más presión fiscal. «¿Lo han escuchado alguna vez? Todavía dura», afirmó el conferenciante, quien juzgó como «un desastre» que la Administración se asentase en Madrid, a la que calificó como «la capital europea peor comunicada» hasta que funcionaron las líneas aéreas, con la siguiente pintoresca apostilla: «¿Qué era Madrid?: Un hogar de funcionarios hasta hace realmente poco. ¡He llegado a ver un rebaño de cabras al lado de la Cibeles! Tuvo que ser hacia 1960 o 1961».


      A lo que el distinguido comentarista se refirió, sin duda, y con gran ignorancia efectiva o simulada por su parte, es al hecho de que, desde hace ya más de dos décadas, se ha recuperado en Madrid —sin más pretensiones que evocar un pasado agropecuario con sus tradiciones— la trayectoria, una vez al año, de los rebaños de La Mesta, que pasaban por las grandes cañadas que atravesaban la Villa del oso y el madroño. Entre ellas, la de la Castellana, que dio lugar al grande y anchuroso eje Norte-Sur de la ciudad, y la Galiana, que discurría en parte por lo que es hoy la calle de Alcalá. Por eso, lo que el distinguido historiador pudo ver no fueron tanto cabras como ovejas que en el pasado harían la trashumancia, que también tuvo algunas manifestaciones en la propia Cataluña.


       


       


      PRONUNCIAMIENTOS SOBRE LA INDEPENDENCIA DE CATALUÑA


       


      En esta tercera parte del capítulo 6, y para medir de alguna manera la intensidad de planteamientos respecto al problema que nos está ocupando en estas páginas, vamos a ver las actitudes sobre la pretendida independencia de Cataluña desde tres diferentes enfoques: los partidarios de mantener la unión, los que están por romperla, y aquellos que para evitar esa ruptura proponen la intervención constitucional —lo que se dice en la Carta Magna española de 1978, en sus artículos 2 y 8— a través de las Fuerzas Armadas.


       


       


      No a la secesión


       


      El periodista Enric Juliana, buen conocedor de la realidad de su comunidad de nacimiento, vaticina que Cataluña, a pesar de todos los pesares, no se desgajará de España, constatando, sin decirlo, que desde 1978 en la Constitución hay una nacionalidad de Cataluña, y que desde 1992 hay una nacionalidad europea.


       


      No veo la independencia como una cuestión de fe. Ni creo, ni dejo de creer. Yo apelo al principio de realidad. Y digo dos cosas. Una: que la nacionalidad catalana es ya un hecho irreversible, guste o no al resto de España. Dos: el secesionismo sentimental puede acabar siendo un costumbrismo excitado. Válvula de escape del català emprenyat. Modificar fronteras en una Europa en grave crisis no es una broma. ¿Qué piensan en Berlín de ello? La obsesión catalana ha de ser Europa. La Europa real. Catalunya, nacionalidad europea.16


       


      Y de Javier Cercas es la reflexión que sigue por el aparente dilema, que no lo es, de monarquía/república, que late también en el fondo de la polémica sobre Cataluña:


       


      No soy monárquico; en realidad, no conozco a nadie con dos dedos de frente que lo sea, al menos en el sentido casi religioso en que tradicionalmente se era monárquico. Dicho esto, no creo que el dilema político que afrontamos sea el que obliga a elegir entre monarquía y república; es más: mi impresión es que plantear ese dilema es una forma de eludir los problemas reales de este país, igual que, como suele decirse con razón, es una forma de eludir los problemas reales de Cataluña plantearse en serio la independencia.17


       


      En cuanto a la forma de comportarse ante la cuestión catalana, es de interés la forma de ver la cuestión por parte de Josep Piqué, catalán a carta cabal, dirigente político del PP y ministro en tiempos de José María Aznar, ejecutivo empresarial brillante y persona siempre reflexiva. En un texto en el que no se hace mención de Cataluña, pero que implícitamente está totalmente dirigido a ella:


       


      Sabemos muy bien que los tiempos no son propicios para la serenidad. O, si se quiere, para el seny. Son tiempos de rauxa determinación]. De actuar a corto plazo, sin prever las consecuencias de las propias decisiones. El presidente Tarradellas solía decir que, en política, lo único que no puede hacerse es el ridículo. Hoy estaría anonadado. Porque, como es sabido, utilizó los largos años del exilio para leer y aprender lo que no había podido hacer durante sus juveniles y dramáticos años de actividad política. Y regresó aprendido. Dicho de otro modo, consciente de la realidad y de sus límites. Cosa compatible, sin duda, con la audacia y la capacidad de asumir riesgos. Y con el coraje necesario para, si se puede, cambiar las cosas. En definitiva, hacer política. De la de verdad. Con visión de futuro.18


       


      Por su parte, Fernando Savater, uno de los más reputados filósofos españoles, que intervino activamente en política, a pie de calle, en el País Vasco, en los peores tiempos del terrorismo de ETA —contra el asesinato como arma pretendidamente política—, al hablar de Cataluña tampoco se muerde la lengua, como puede apreciarse en la entrevista que sigue de El Periódico de Barcelona:19


       


      —¿Se le ocurre alguna fórmula para desatar el nudo en el que se encuentra el asunto catalán?


      —Lo primero es recordarle a la gente que no estamos en un vacío legal, como algunos creen. Este país tiene leyes y un artículo 155 de la Constitución que permite suspender la autonomía.


      —¿Y eso arreglaría el problema?


      —Lo que no es admisible es encogernos de hombros y decir: «¿Qué le vamos a hacer?». Hay que hablar y explicarle a la gente en qué consiste la ciudadanía y qué consecuencias tienen las decisiones. Hay que combatir la propaganda, pero también hay que aplicar las leyes. Un país que cree que aplicar sus leyes es una tiranía está perdido. La tiranía es violar las leyes con la anuencia de los políticos.


       


      «He ganado las elecciones en Cataluña cuando no las ganaba en otros lugares, y desde el respeto y el afecto, tengo que decir que la independencia de Cataluña como objetivo es un imposible», dijo a finales de 2013 el expresidente del Gobierno de la nación Felipe González; para quien, en plena coincidencia con su partido, el PSOE, y su secretario general, Alfredo Pérez Rubalcaba, «la federalización de España es la única salida posible». Estas reflexiones las hizo en una breve intervención para presentar al presidente de Prisa, Juan Luis Cebrián, invitado por el Foro de la Nueva Comunicación en la inauguración de un ciclo de conferencias. González, que siempre mantuvo muy buena relación con el PSC, apostilló su «respeto» hacia el primer secretario de los socialistas catalanes, Pere Navarro. Pero confía en que «no se galope hacia un imposible, porque puede generar una fractura social que tardaría 30 o 40 años en soldar».20


      Hugh Thomas, tal vez el hispanista inglés reciente más fecundo por sus estudios sobre temas de historia de España —en otra época distinta de John Elliott—, autor de La Guerra Civil española, dice sentir la situación actual como propia, con una respuesta favorable a mantener una unión que ha pasado por tantas y tan diferentes fases, con una evocación histórica sorprendente sobre la Gran Bretaña:


       

       


      —¿Qué opina del giro independentista que ha tomado el Gobierno catalán?


      —Soy un defensor de la unidad de España. Y conozco muy bien Cataluña. Tanto mi editor (Planeta) como mi agente (Carmen Balcells) están en Barcelona. No creo posible una Cataluña independiente, prefiero que siga siendo participante clave en la gran aventura histórica de España. No sé lo que va a pasar, pero mi deseo es que no se inicie este proceso.


       


      Finalmente nos referiremos al ya antes mentado profesor Francisco Rubio Llorente, exvicepresidente del Tribunal Constitucional (TC) y expresidente del Consejo de Estado, catedrático emérito de Derecho Constitucional, que no se anduvo por las ramas, en Barcelona, el 3 de diciembre de 2013, cuando expuso sus tesis sobre el tema, proclamando su oposición al movimiento secesionista de Cataluña por ser una distopía, «un futuro peor que el presente», como la sociedad que trató de profetizar George Orwell en su novela 1984, o la que Aldous Huxley esbozó en Un mundo feliz...21


       


       


      Sí a la soberanía


       


      Históricamente, una posición un tanto especial sobre la posible independencia de Cataluña fue la de Dionisio Ridruejo, que se definió como federalista, pero añadiendo lo que sigue, a todas luces con permisividad, cuando menos para una posible independencia, como recuerda Jordi Amat en su artículo:


       


      «Como súbdito de un Estado con el que tengo discrepancias pero es un hecho, yo no tengo más remedio que admitir la posibilidad y el derecho de que algunos de los que hoy considero mis compatriotas dejen de serlo. En nombre de la libertad humana en la que creo fundamentalmente, tengo que aceptar la posibilidad de que una decisión mayoritaria convirtiese en Estados independientes a cada una de las comunidades españolas, ibéricas, si ustedes quieren.» Ésa es la predisposición que hoy, mayoritariamente, es requerida por los integrantes de la hegemonía intelectual en Cataluña —la omnipresente hegemonía soberanista retroalimentada desde el fracaso del Estatut por la implosión de la corte maragallista— para entablar diálogo con los intelectuales españoles.22


       


      Ese comentario de Ridruejo —quien en sus años mozos fue partidario del totalitarismo del Nuevo Estado de Franco, y su director general de Propaganda— me parece de lo más extemporáneo. Ridruejo —a quien el autor conoció en los tiempos difíciles de la rebelión estudiantil de 1956, conviviendo con él en la cárcel de Carabanchel— se dejó llevar seguramente por la inclinación procatalanista de su esposa, Gloria de Ros, y su familia, amén de una larga estancia en Sitges como desterrado de Franco. Si por fortuna Ridruejo no hubiera muerto en 1975, en la trayectoria de hacer la Constitución de 1978, ¿en qué posición habría estado? Es, simplemente, una reflexión al hilo de lo que ahora aprecio, cuando hay toda una especie de culto post mortem de Ridruejo, por una serie de seguidores suyos actualmente.


      La agrupación política parlamentaria formalmente más a la izquierda en España, Izquierda Unida, se pronuncia a favor de las tesis más nacionalistas, ignorando por completo lo que expresa la Constitución. El texto que sigue es bien significativo de esa actitud:


       


      El coordinador federal de Izquierda Unida, Cayo Lara, firmó ayer una declaración con los máximos representantes de ICV-EUiA que defiende el derecho unilateral de Cataluña a decidir su independencia. Y descartó que los ciudadanos de toda España puedan ser consultados sobre una hipotética ruptura del Estado. De ese modo, por primera vez, un partido estatal apuesta abiertamente por impulsar la independencia de una comunidad si así lo deciden sus ciudadanos por mayoría. El acuerdo fue considerado «histórico» por parte de los líderes de IU, ICV y EUiA, la marca catalana de Izquierda Unida.23


       


      Manuel Castells, el sociólogo español mundialmente más conocido, que fue dirigente cultural en el PCE y el PSUC durante años —combinándolo con su cátedra de Berkeley—, escribe desde hace tiempo semanalmente en La Vanguardia, donde parece vencerse por la causa catalanista, al calor del enardecimiento del nacionalismo en busca de una consulta cuya viabilidad ni por asomo está en la Constitución de 1978:


       


      El «¿ahora qué?» parece claro, aunque sus ritmos y procesos son imprevisibles. Si el Gobierno y el PSOE siguen diciendo no al pacto fiscal, Mas, que está ejerciendo de líder tranquilo y firme de la llamada transición nacional, convocará elecciones que consagrarán la desaparición de un PSC que ya no tiene C y dejará al PP atrincherado en un reducto españolista con horizonte de extinción generacional. Un Parlament mayoritariamente soberanista convocaría un referéndum con garantías, aun al margen de la ley española. Y si la negociación con España fracasa, habría desobediencia civil e institucional, empezando por la tributación voluntaria a una agencia catalana.24


       


      La referencia siguiente es de Oriol Junqueras, el máximo líder de ERC y promotor principal del independentismo, para quien el Estatuto de 2006 fue desmantelado por las Cortes Generales y el TC:


       


      El Estatut que aprobó el Parlamento de Catalunya en 2006 sufrió una sacudida de consideración en las Cortes. Luego fue aprobado por mayoría en referéndum, pese al rechazo del PP, que no dudó en recurrir a todo tipo de bajezas para enterrar lo poco que había quedado del Estatut que aprobó el Parlament. Se tomó su tiempo el TC y, finalmente, cuando falló fue para abrazar los argumentos del PP más retrógrado. El Estatut, una tercera vía, no era ningún proyecto independentista, ni de lejos. Era una apuesta inequívoca para lograr un encaje en el Estado español, que nació con un gran consenso pero fue perdiendo apoyos a medida que iba sufriendo batacazos, hasta perecer.


       


      Y debe subrayarse que cuando Junqueras se refiere a la independencia, lo hace no sólo a Cataluña, sino también mirando a Baleares y la Comunidad Valenciana; y seguro que pensando igualmente en el Rosellón y la Cerdaña. En ese sentido, Junqueras ya participó en diciembre de 2012 en una manifestación en Palma de Mallorca en la que se reclamó que Baleares forme parte del «derecho a decidir». Y allí, el 17 de abril de 2013 apostó por la marcha de los «Países Catalanes» por una misma senda a su independencia. Así, «ante un reducido número de estudiantes que acudieron a la charla que dio en la Facultad de Geografía e Historia, Junqueras vaticinó que tarde o temprano la ciudadanía [de Baleares y Valencia] querrá también la independencia, y Cataluña será su ejemplo».25


      Y para finalizar la secuencia del independentismo, como muestra de una feroz aversión a España —y pidiendo excusas por transcribir lo manifestado—, traemos a colación una cita del cantautor Albert Pla, conocido secesionista:


       

       


      —¿Si estoy a favor de la independencia de Cataluña? Claro que estoy a favor, ¿quién quiere ser español?


      —¿No ve que haya otras posibilidades de convivencia al margen de la secesión?


      —No, a mí siempre me ha dado asco ser español, como espero que a todo el mundo. Me gustaría que los catalanes fuéramos independientes y que en Gijón se estudiara el catalán por cojones, igual que nos pasa a nosotros ahora.26


       


      En otra entrevista, en 2014, Pla reiteró sus puntos de vista, declarando previamente que los «españoles son muy nacionalistas»:


       


      —¿Cómo se vive el debate sobre la independencia en Cataluña?


      —Veo que hay una confrontación social alucinante por un tema tan estúpido como puede ser que uno diga que quiere ser catalán y otro que quiere ser castellano. Parece un chiste que la gente se pueda crispar por eso. Me encantaría que Cataluña fuese independiente, ahora bien, no voy a mover un dedo para ello. Tampoco sé si me encantaría; me la suda, no le doy ninguna importancia.


      —¿Y cómo ve el mismo debate en el resto de España?


      —El español es muy nacionalista. Eso es así. Fíjate ahora toda la movida con la Marca España.


      —¿Hay una brecha insalvable?


      —En Cataluña, todos somos catalanes y los españoles son unos tíos que vinieron a jodernos. Nos han educado así. Siempre ha sido así, es inevitable, todo el mundo odia al Real Madrid, el facherío, Franco, la Guerra, los guardias civiles, la persecución al catalán, que yo me llame Alberto... Muy simpáticos los españoles [ríe].27


       


      Cosas veredes, Myo Cid... que se dijo en el célebre romance.


       


       


      Supresión de las autonomías e intervención militar


       


      La erosión constitucional entre 1978 y 2010, las pretensiones secesionistas, la crisis económica que comenzó en 2007 y la situación financiera de déficit y endeudamiento de las comunidades autónomas fueron gestando actitudes contra el Estado autonómico. En ese sentido, el Foro de la Sociedad Civil —que preside Ignacio Camuñas, que fue ministro de Relaciones con las Cortes en el primer Gobierno UCD de Adolfo Suárez, tras las elecciones de 15 de junio de 1977— plantea el cambio radical de la España de las autonomías. Un cambio que se formula de la manera más vehemente en una nueva formación política, Vox, en la que Camuñas participa de cara a las elecciones europeas de 2014:


       


      A pesar de la paciencia y los esfuerzos derrochados en estas últimas décadas —en las que el terrorismo ha jugado un macabro papel—, España ha demostrado ya con creces que no puede ni debe seguir funcionando con 17 Autonomías, algunas de ellas simplemente inventadas, y otras en pertinaz rebeldía. 17 Gobiernos autonómicos, 17 Parlamentos y otros tantos tribunales de Justicia...


      No se puede exigir continuos y crecientes sacrificios a aquellos honrados ciudadanos que trabajan sin desmayo para sacar adelante sus familias, al mismo tiempo que se contempla el bochornoso espectáculo de un aparato estatal desbocado al que no hay manera de poner freno, mientras continuos casos de corrupción que salpican a la mayoría de partidos en muy distintas autonomías quedan en la práctica impunes.28


       


      Realmente, el exordio de Camuñas carece de verosimilitud, pues no calibra el hecho de que las autonomías están en España para quedarse. Que se racionalicen y se solidaricen con la idea de España es conveniente, pero pensar que pueden desaparecer es algo sin credibilidad posible, salvo en un régimen autoritario, algo difícil ya a estas alturas del siglo XXI. Y análogamente a la posición del Foro de la Sociedad Civil, el periodista José María Carrascal plantea, de hecho, la modificación profunda del Estado de las Autonomías.


       


      La gran paradoja, y peligro, del nacionalismo hoy [vasco y catalán] es que, al no poder expandirse fuera de las fronteras establecidas, su afán expansivo se dirige hacia su propio pueblo, al que sus dirigentes enaltecen, engañan y explotan con el ardor que les caracteriza. No hace falta más que ver los escándalos de corrupción que se dan en las comunidades donde vienen gobernando, donde hasta los magistrados, inspectores de Hacienda y policías se han visto envueltos, por no hablar ya de la clase política, que vienen actuando como si la «nación» les perteneciese, para darse cuenta de que el nacionalismo ha sido el gran negocio de los líderes nacionalistas. En cualquier caso, a día de hoy, el nacionalismo ya no significa progreso sino regreso.29


       


      Y tras las dos referencias previas al Foro de la Sociedad Civil y a Vox, y a José María Carrascal, queda por último la mención de quienes desde ciertas cúpulas militares defienden aplicar la Constitución por la vía de una intervención del Ejército. En esa dirección, citaremos primero al general de división Juan Antonio Chicharro, exjefe de la Infantería de Marina española, que dimitió de su cargo en la Real y Militar Orden de San Hermenegildo, un destino que ocupaba desde julio de 2011, pese a ya estar en la reserva. Y lo hizo tras recibirle en audiencia el ministro de Defensa, Pedro Morenés, quien aceptó su renuncia, descartando abrirle expediente disciplinario.


      ¿Las razones de esa dimisión? Que el 6 de febrero de 2013, en una intervención pública ante un centenar de personas —la mayoría militares— en el Gran Casino de Madrid, el general justificó una intervención del Ejército para frenar la independencia de Cataluña —con base en los artículos 2 y 8 de la Constitución, sobre la indivisibilidad de España y las funciones de las Fuerzas Armadas— si el Gobierno y el Tribunal Constitucional no cumplieran con su obligación.30


      Un segundo caso en la misma línea del general Chicharro es el del coronel en la reserva Francisco Alamán Castro, que se manifestó en los siguientes términos: «¿La independencia de Cataluña? Por encima de mi cadáver y del de muchos. Amor a España, lealtad a las Fuerzas Armadas, respeto a la dedicación a la vida militar y cumplimiento de la legalidad vigente». Son, según el coronel Alamán, los principios de la Asociación de Militares Españoles (AME), que lanzó en su web un denominado «aviso a navegantes», que nada tiene que ver con una llamada a la calma.


       


      Sorprendido y desconcertado el pueblo español tras los acontecimientos políticos que se desarrollan en aquella región, la AME ha llegado a la conclusión de que lo que sucede en Catalunya es culpa de una pavorosa crisis económica y de una desastrosa gestión política de ciertos partidos que incurren en un delito de alta traición al mantener de forma voluntaria un sistema de representación electoral que fomenta la aparición y el asentamiento de los nacionalismos separatistas al ceder ante su chantaje de votos para mantenerse en el poder.


       


      Acto seguido, la AME advirtió a Mas que, si siguiera colaborando en «la fractura de España», debería responder «con todo el máximo rigor de tan grave acusación de alta traición ante los tribunales en el ámbito de la jurisdicción castrense». Mucho más mesurada que la AME fue la Asociación Unificada de Militares Españoles, en su opinión de que las Fuerzas Armadas deben ser neutrales en este debate porque dependen del Gobierno y de las Cortes.31


       


       


      RESUMIENDO


       


      El nacionalismo catalán de la hora presente evoca con frecuencia a Prat de la Riba y Cambó, de la Lliga, y a los Macià y Companys, de ERC, por antitéticas que fueran las dos organizaciones mencionadas y por antagónicos que se mostraran sus líderes. Claro es que los independentistas precoces y los secesionistas actuales se basan en antecedentes históricos muy anteriores, ensalzando la «excepcionalidad catalana», por el confederalismo medieval de la Corona de Aragón; y después durante la dinastía de los Austrias. Evocaciones que a veces son puras muestras de tergiversación de la historia, como sucedió con la alegación sobre los trescientos años de la opresión de España sobre Cataluña (1714-2014), cuando fueron tiempos en que hubo gran progreso y un más que notable desarrollo económico de Cataluña.


      Por otra parte, los secesionistas, muchos de los cuales ensalzaron la Constitución de 1978 como un pacto de Estado para siempre, utilizaron a fondo sus instrumentos —libertades, derechos, estatutos, etc.— para profundizar en la separación, en vez de ofrecer soluciones a los problemas y aprovechar el potencial de mejora y crecimiento del todo, yendo, en cambio, al fraccionamiento. En todo lo cual fue toda una obra maestra el pujolismo durante veinticuatro años (1979-2003), que del fer país con la Constitución en la mano pasó a apoyar el secesionismo, olvidando aquello de «tranquilo Jordi, tranquilo...», que el rey Juan Carlos le dijo el 23 de febrero de 1981, cuando el golpe de Estado Armada-Tejero ponía en total peligro el Estado de las Autonomías.


      Por lo demás, fracasados ciertos sueños independentistas de otros tiempos, en la hora presente pretende hacerse realidad, con la hipótesis de que muy avanzada ya la integración económica europea, si Cataluña pudiera permanecer en la Unión Europea tras la secesión, no habría el problema económico que habría significado una separación abrupta de los catalanes de otro tiempo de su histórico mercado cautivo del resto de España. Un lubrificante para la secesión, que dio lugar al eslogan de la Diada de 2012: «Catalunya, un nou Estat d’Europa». Eslogan que ya no vale, como se verá más adelante en este mismo libro.


      Pero a pesar del problema insoluble de la Unión Europea, el objetivo de la independencia continúa vigente entre los secesionistas, que generan toda clase de deformaciones y tergiversaciones en la visión de España: antes, Castilla era la culpable, con Franco lo eran Madrid y El Pardo, y ahora son las otras 16 + 2 partes del pro indiviso España; incluyendo al País Vasco, cuyo independentismo ha decaído desde el Plan Ibarretxe.


      Muestra de todo lo indicado sobre aversión fue el simposio histórico «España contra Cataluña» de diciembre de 2013 en Barcelona, que lejos de haber resultado un incentivo para los propósitos secesionistas, creando un bagaje histórico de argumentos, se convirtió en realidad en un repertorio victimista, que nunca debería haberse producido según los críticos históricos más responsables, todos ellos historiadores que no fueron invitados a esa especie de fiesta que —sin acritud ni desprecio para nadie— cabe llamar de «Juan Palomo, yo me lo guiso, yo me lo como».
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      EL PRETENDIDO PROCESO DE TRANSICIÓN A LA INDEPENDENCIA


       


       


       


      UNA CRONOLOGÍA


       


      Definitivamente, el secesionismo en Cataluña es el tema estrella en el escenario político y económico español de 2014, tanto política como bibliográficamente, e incluso cabría preguntarse si no lo fue ya desde 2010 y si no va a serlo después de 2014. Y si es así y va a ser así, el autor estima que conviene aclarar el proceso en que nos hallamos inmersos, con un relato sintético de cómo ha venido evolucionando la cuestión catalana desde 2010:


       


      •     11 de septiembre de 2010. Diada multitudinaria. Polarizada en contra de la sentencia del Tribunal Constitucional (TC) sobre el Estatuto, considerada como vulneradora de la pretendida soberanía de Cataluña. Y por mucho que fuera ajustada a la Constitución, resultó de lo más inoportuna, en función del previo recurso de inconstitucionalidad planteado por el PP, que precipitó el pronunciamiento del TC después de haberse refrendado el Estatuto por referéndum del pueblo catalán.


      •     27 de septiembre de 2010. Como consecuencia de la magnitud de la Diada de 2010, el Gobierno Tripartito decide la convocatoria de elecciones autonómicas para el 28 de noviembre.


      •     28 de noviembre de 2010. En las elecciones al Parlamento de Cataluña resulta triunfante, sin llegar a mayoría absoluta, la coalición de CiU, liderada por Artur Mas, que desde un principio pasa a gobernar con el apoyo parlamentario de ERC. Desde entonces, se comienza a gestar el nuevo ambiente de ideas más y más soberanistas, alentado por los problemas de la financiación de la Generalitat en tiempos de grave crisis económica.


      •     14 de marzo de 2012. El Parlamento catalán da luz verde a la tramitación de la Ley Catalana de Consultas Populares, en la idea de que con esa base será posible un referéndum sobre el pacto fiscal, o la independencia, en función de la evolución de las reivindicaciones en curso.


      •     25 de diciembre de 2012. Se aprueba por el Parlamento de Cataluña el proyecto de pacto fiscal, que se dice destinado a resolver los agudos problemas económicos de Cataluña, con la pretensión de llegar a un estatus similar al del concierto vasco y el convenio navarro.


      •     11 de septiembre de 2012. En el ambiente de decepción por los recortes del Estatuto de Cataluña, se produce la más concurrida de las Diadas desde su primera convocatoria en la Transición (11 de septiembre de 1976 en Sant Boi de Llobregat). Con un pronunciamiento masivo de los asistentes en pro de la independencia, más allá del pacto fiscal propuesto por el Parlamento de Cataluña.


      •     20 de septiembre de 2012. Con el apoyo masivo de la Diada de 2012, el 20 de septiembre se entrevistan Artur Mas y Mariano Rajoy en La Moncloa. Con el rechazo más absoluto por el presidente del Gobierno de la posibilidad de un pacto fiscal, ya que podría discriminar en favor de Cataluña respecto de las demás comunidades autónomas y porque exigiría una reforma de la Constitución.


      •     23 de septiembre de 2012. Impulsado por la negativa de Rajoy y por la oleada de nacionalismo soberanista en Cataluña, y seguramente pensando que CiU podría alcanzar la mayoría absoluta, Artur Mas disuelve el Parlamento de Cataluña para convocar elecciones autonómicas con fecha del 25 de noviembre de 2012.


      •     25 de noviembre de 2012. Ante los resultados electorales —que luego se detallan—, CiU se ve abocada a pactar con ERC la consulta independentista, recibiendo su apoyo parlamentario a fin de gobernar en minoría. Desde entonces se pone en marcha la maquinaria soberanista para el referéndum 2014, todavía sin precisar fecha concreta ni posible pregunta.


      •     23 de enero de 2013. Se formula una declaración soberanista por el Parlamento de Cataluña, por mayoría absoluta, planteando al Gobierno de la nación la posible legalidad de una consulta popular sobre el derecho a decidir de Cataluña en pro de un Estado propio.


       

      •     22 de febrero de 2013. CiU e ICV presentan en las Cortes Generales una moción del siguiente tenor: «El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a iniciar un diálogo con el Govern de la Generalitat, en aras de posibilitar la celebración de una consulta a los ciudadanos y ciudadanas de Cataluña para decidir su futuro». Texto que se vota afirmativamente por los diputados de CiU, ERC, ICV y del PSC (a excepción de Carme Chacón) que rompieron la disciplina de voto del grupo parlamentario socialista;1 siendo el resultado global el rechazo de la moción por amplia mayoría que incluye al PP y al PSOE.


      •     8 de mayo de 2013. La declaración del Parlamento Catalán de 23 de enero es recurrida por el Gobierno ante el TC, para que éste se pronuncie por su posible inconstitucionalidad. El 9 de mayo, el TC admite a trámite el recurso.


      •     23 de octubre de 2013. «No hay nada que negociar» es la respuesta de Rajoy a la declaración del Parlamento del 23 de enero de 2013. Así se confirma en la entrevista que Rajoy y Mas mantienen en La Moncloa en la que se discuten, sobre todo, temas económicos y financieros.


      •     12 de diciembre de 2013. Tras largas negociaciones, CiU, ERC e ICV acuerdan una doble pregunta sobre la consulta, fijando la fecha de ésta para el 9 de noviembre de 2014, con un censo propio de los mayores de 16 años, e incluyendo a los inmigrantes que no son españoles.


       


      Tras el esquema cronológico anteriormente expuesto, entramos en algunos detalles de los puntos más importantes reseñados, empezando por la Diada de 2012.


       


       


      DIADAS, ELECCIONES Y SOBERANISMO


       


      Conviene evocar en este pasaje en que estamos, el hecho de que durante mucho tiempo el 11 de septiembre era un día festivo en Cataluña, en el que cada uno iba a lo suyo; comenzando por los partidos políticos y las instituciones, que desfilaban ante la estatua de Rafael de Casanova, donde le depositaban en homenaje una corona de flores. Luego, con el deber cumplido, muchos de ellos se dirigían a la tradicional recepción ofrecida por la Presidencia del Parlamento catalán. 


      Pero desde el momento en que el Tribunal Constitucional hizo pública, el 28 de junio de 2010, su sentencia sobre el nuevo Estatuto, toda la vida institucional catalana pasó a girar en torno al encaje de Cataluña en España. Y precisamente de cara a la Diada 2012, el número dos de CIU, Felip Puig, planteó sin tapujos la alternativa: «independencia o decadencia».2


       


       


      Tres Diadas: 1936, 2012, 2013


       


      Sobre la Diada de 2012 cabe hacer una reflexión, en línea con lo que el incisivo y ya antes citado periodista Manuel Chaves Nogales manifestó sobre la Diada de 1936, en una amplia transcripción que bien merece la pena, pues como se verá, es un análisis antropológico-político con previsiones de futuro:


       


      He recorrido el trayecto que hay desde Castelldefels hasta el Palacio de la Generalitat, al costado del coche descubierto y rebosante de flores en que volvía del presidio el presidente de la Generalitat de Cataluña, el honorable don Luis Companys, un poco avejentado, embutido en un gabancito insignificante, un pañuelo de seda al cuello y sobre la testa demacrada, como la de un san Sebastián laico, una pintoresca boinita, la misma que se puso aquella madrugada en que le sacaron de Barcelona entre guardias civiles para llevarle al penal del Puerto de Santa María.


      Al atardecer, en uno de esos locales en que suele reunirse la burguesía barcelonesa para consumir pastelillos de nata, he oído comentar el gran espectáculo de la jornada a quienes seguramente no han sido actores en él.


      —El desfile —decía alguien— ha sido impresionante y revela la gran fuerza espiritual del pueblo catalán. A nuestro pueblo le entusiasman estas grandes paradas de la ciudadanía. No sabe pasar muchos meses sin provocar alguna. Pero acaso entre una y otra, aunque sólo mediasen tres o cuatro meses, tendría alguien que preocuparse de rellenar el tiempo con una tarea que tal vez no sea del todo superflua: la de gobernar, la de administrar, la de hacer por el pueblo algo más que ofrecerle ocasión y pretexto para estos deslumbrantes espectáculos.3


       


      El relato de Nogales nos da una retrospectiva para calibrar lo que fue la Diada del 11 de septiembre de 2012, con una afluencia masiva cifrada por unos en 1,5 millones y por otros —calculistas de fotografía aérea— en 260.000. En cualquier caso, en la tarde de ese día, a las 19.45, Mas salió a la puerta del Palau a saludar, acompañado de su esposa, Helena Rakosnik, entre aplausos y renovados gritos en favor de la independencia. Departió brevemente con algunos de los representantes de la sociedad civil, a los que pidió que cantaran Els Segadors. Y un cuarto de hora después, y tras saludar con la mano simbolizando las cuatro barras, volvió a entrar en el Palau. Le pidieron que saliera al balcón, pero Mas, no sin razón, decidió que para un día ya había bastante.4


      Las repercusiones internacionales de la Diada de 2013 fueron también notables. Le Monde desplegó en su web una serie de fotografías sobre la reivindicación en «la región industrial del noreste de España». También The Guardian ofreció una colección de imágenes de una movilización que enmarcó en «la campaña por el referéndum» independentista.


      Por su parte, la estadounidense CNN ofreció una información previa —la cadena humana de unos 400 kilómetros, se enlazó en Alcanar al sur, en el límite con la provincia de Castellón, hasta La Jonquera en la frontera española con Francia— en la que se afirmaba: «Cataluña dice que ha sido el socio menor durante demasiado tiempo».


       


       


      El divorcio Mas-Rajoy


       


      Tras el Onze de Setembre de 2012, Mas se entrevistó con Mariano Rajoy el 20 de septiembre. Una reunión en la que Mas manifestó: «El pacto fiscal es la oportunidad de rehacer la relación entre Cataluña y España, que zozobra. Sin pacto fiscal, Cataluña tomará su propio camino». Y ante el no rotundo recibido de Rajoy, el presidente de la Generalitat salía «triste y decepcionado». Sin embargo, inmediatamente añadió que la inflexión que se acababa de producir en Barcelona abría una nueva etapa política, en la que Cataluña «no puede renunciar a su futuro [...] ni tampoco permanecer subyugada..., así que todas las posibilidades están abiertas».5 La presencia de Mas en Madrid —dijo el periodista Fernando Ónega— fue como una petición de divorcio, como cuando se dice «cariño: estamos cansados el uno del otro, se nos acabó el amor, ya no hay nada que nos una. Debemos disolver el matrimonio, hagámoslo de forma civilizada».6


      Cinco horas después de la entrevista Mas-Rajoy, miles de personas recibieron al presidente en la plaza de Sant Jaume de Barcelona, ante el Palau de la Generalitat —déjà vu—, como si regresara victorioso de una batalla, con gritos de independencia y de «Mas, sé valiente, Cataluña independiente». Una recepción en la que hubo directivos de entidades civiles del Institut d’Estudis Catalans, Òmnium Cultural y la Assemblea Nacional Catalana, lo que obligó al president a bajar a la plaza, donde recibió un alud de felicitaciones por haber defendido sus posiciones: se limitó a saludar, y se negó en redondo a salir al balcón como le pedían. «Hoy, todavía no tenemos nada que celebrar», dijo.


      A los pocos días, el presidente de la Generalitat comunicó a los miembros del Govern y a la presidenta de la Cámara catalana la disolución del Parlamento para nuevos comicios, tanto como consecuencia directa de la negativa del presidente del Gobierno al Pacto Fiscal, como por la histórica Diada, en pro de un «Estado catalán en Europa».7


       


       


      Las elecciones autonómicas del 2012


       


      La disolución del Parlament de Cataluña y la convocatoria de nuevas elecciones para el 25 de noviembre de 2012 —comentó el catedrático de Derecho Constitucional de la UB, Francesc de Carreras— era algo que podía esperarse tras el clima desatado por la Diada: «Sin embargo —agregó—, una legislatura que ni siquiera duró dos años es un fracaso del Govern presidido por Mas; sobre todo si la principal circunstancia para disolver fue el no haber llegado a un acuerdo con el Gobierno central sobre la financiación autonómica».8


      En cualquier caso, el resultado de las elecciones —ya antes aludido— constituyó un bumerán para Mas, pues CiU perdió 12 escaños, pasando de 62 a 50. En tanto que ERC creció de 10 a 21. El PSC cayó de 28 a 20 y el PP aumentó ligeramente de 18 a 19. Ciutadans multiplicó por tres sus diputados, de 3 a 9, e ICV subió de 10 a 13. Finalmente, la nueva Alianza Nacionalista CUP (Alternativa d’Esquerres) se hizo con tres diputados. Ante esa respuesta de las urnas —ya vista con anterioridad—, CiU se vio abocada a pactar con ERC, abriéndose entonces todo el proceso secesionista, según se verá a lo largo de este capítulo. Y en ese sentido, al principio, las élites políticas de Madrid interpretaron el resultado de las elecciones catalanas del 25 de noviembre de 2012 como un fracaso de Artur Mas, pensando algunos que el grito por la independencia perdería fuerza y que CiU volvería al redil de siempre, conformándose con alguna competencia más —ya quedan pocas— y alcanzando un pacto financiero aceptable. Los comentaristas de la capital de España no entendieron —insiste el profesor Carreras— que esas elecciones cambiaron el escenario político de Cataluña de la petición de un pacto fiscal a la exigencia independentista.


      El caso es que durante dos décadas de pujolismo nacionalista se pensó que en Cataluña todo estaba controlado. No se percibió que Pujol tenía una meta: ir construyendo poco a poco, pieza a pieza, el independentismo. Por eso nunca quiso tener un ministro en el Gobierno de Madrid: había que preservar la virginidad política ante el futuro. Pujol no fue un Cambó, ni tampoco un Macià o un Companys. Su estrategia era algo nuevo y distinta de la de estos líderes históricos.9


      En resumen, después de décadas de pujolismo y de aportes de ERC, Mas recogió la vieja bandera del secesionismo, iniciando así un largo viaje a lo desconocido. Para lo cual está haciéndose en los medios secesionistas catalanes toda una minuciosa instrumentación que pasamos a considerar.


       


       


      La declaración soberanista de 23 de enero de 2013


       


      El 23 de enero de 2013, el Parlamento catalán formuló su propuesta de referéndum, con una auténtica declaración de soberanía proclamando que «el pueblo de Cataluña tiene, por razones de legitimidad democrática, carácter de sujeto político y jurídico soberano». Resolución que en los medios oficiales del Gobierno fue considerada incumplible con la Constitución de 1978 en la mano. Sin embargo, una mayoría importante de la Cámara catalana, el 65 por 100, decidió que los decisores sobre la vida colectiva de los catalanes son los propios catalanes.10 De modo que se puso en marcha el proceso independentista.


      En ese contexto, en medio del largo diálogo de sordos, el 8 de marzo de 2013, el Gobierno decidió recurrir esa declaración ante el Tribunal Constitucional, en el que se tomó la decisión de admitir el recurso a trámite, dejando en suspenso la declaración, por 8 votos a 4 (9 de marzo de 2013). Es decir, un tercio de los magistrados defendió que carecía de sentido admitir una impugnación sobre una declaración de carácter político, sin efectos jurídicos en sí misma. En ese aspecto, el debate en el Constitucional reprodujo el que ya tuvo lugar semanas antes en el Consejo de Estado, dos de cuyos miembros también se manifestaron en contra de la procedencia del recurso.11


      En cualquier caso, y de momento, el acuerdo soberanista del Parlamento catalán de enero de 2013 quedó suspendido desde el 8 de marzo de 2013, día en el que el Gobierno impugnó el acuerdo; una suspensión ratificada a posteriori tras rechazarse por el propio Tribunal el recurso de alzada interpuesto por el Parlamento de Cataluña.


      Por sentencia hecha pública el 25 de marzo de 2014, el Tribunal Constitucional anuló, por unanimidad, la declaración soberanista aprobada el 23 de enero de 2013, que proclamaba al pueblo catalán como «sujeto político y jurídico soberano». A lo que el Tribunal agregó, también por unanimidad, que el «derecho a decidir» de los ciudadanos de Cataluña, tal como se plantea por el Parlamento de Cataluña, sólo podría conseguirse con la reforma de la propia Constitución, de conformidad con el Título X de la propia Carta Magna (artículos 166 a 169); esto es, con la exigencia de dos tercios de Congreso y Senado, referéndum nacional, etc.


      Debe destacarse que el Gobierno no recurrió al Tribunal Constitucional en las siete anteriores declaraciones sobernistas del Parlamento de Cataluña entre 1989 y 2012. Pero en el caso del 23 de enero de 2013 sí lo hizo, a la vista de que ya estaba prevista la fijación de una fecha para el referéndum en cuestión y una pregunta a contestar en la ocasión, según veremos de inmediato en este mismo capítulo.


      Tras la sentencia del TC del 25 de marzo de 2014, la siguiente secuencia en el proceso de las peticiones de los secesionistas del Estado se produjo quince días después: tres diputados catalanes (uno de CiU, otro de ERC y el tercero de ICV) defendieron en el Congreso de los Diputados la iniciativa del Parlamento catalán de que el Estado transfiriera a Cataluña la potestad de celebrar referendos, sobre la base del artículo 150.2 de la Constitución.


      El sentido de la votación que siguió al debate fue de amplio rechazo por los votos combinados del PP, PSOE y UPyD, lo cual no significa que se cierre la posibilidad de una negociación, en el marco de un nuevo sistema de financiación autonómica.


       


       


      Siete declaraciones soberanistas previas a 2013


       


      La resolución soberanista catalana de enero de 2013 no fue la primera de esa naturaleza, pues el Parlament había aprobado ya siete resoluciones muy parecidas en los últimos 25 años:


       


      1.   12 de diciembre de 1989. «El Parlamento de Cataluña declara solemnemente que Cataluña forma parte de una realidad nacional diferenciada en el conjunto del Estado.»


      2.   27 de septiembre de 1991. «El Parlamento de Cataluña declara solemnemente que Cataluña... se felicita por el hecho de que en el este y el centro de Europa las naciones hasta ahora oprimidas estén recuperando su libertad.»


       

      3.   1 de octubre de 1998. «El Parlamento de Cataluña ratifica una vez más el derecho del pueblo catalán a determinar libremente su futuro como pueblo, en paz, democracia y solidaridad [...]»


      4.   3 de marzo de 2010. «El Parlamento de Cataluña ratifica la vigencia de la resolución [de 1989] sobre el derecho a la autodeterminación de la nación catalana y de la resolución [de 1998] de ratificación de la anterior...»


      5.   10 de marzo de 2011. «El Parlamento de Cataluña considera el derecho a la autodeterminación de los pueblos como un derecho irrenunciable del pueblo de Cataluña...»


      6.   24 de marzo de 2011. «El Parlamento de Cataluña insta al Gobierno [catalán] a mantener una actitud activa en defensa del derecho del pueblo de Cataluña a la autodeterminación...»


      7.   27 de septiembre de 2012. «Cataluña ha de iniciar una nueva etapa basada en el derecho a decidir...»


       


      Pero con ser expresivas las anteriores declaraciones, nunca se había llegado al nivel de la de enero de 2013, claramente preparatoria de un proceso independentista, con toda una larga instrumentación, como pasamos a ver, empezando con la pregunta y la fecha del referéndum.


       


       


      PREGUNTA Y FECHA DEL REFERÉNDUM


       


      Tras la declaración soberanista de enero de 2013, los partidos secesionistas entraron en negociación sobre la pregunta del hipotético referéndum, fijándose como tope el día de San Silvestre (31 de diciembre de 2013). Pero antes, un breve apunte de antinacionalismo.


       


       


      Som Catalunya, somos España


       


      En las premisas de la pregunta y la fijación de la fecha para el referéndum, el 6 de diciembre de 2013, Día de la Constitución, la plataforma Som Catalunya, Somos España salió a la calle para reivindicar que la Constitución es la mejor arma para frenar la independencia. PP y Ciutadans se sumaron a la marcha bajo el lema «¡Juntos! Por un futuro democrático y plural», a la que se unieron 5.000 personas, según la Guardia Urbana, 30.000, según los organizadores. En cualquier caso, muchos más que el anterior año, cuando comenzaron esas manifestaciones el día de la Constitución.


      Al margen del baile de cifras, los manifestantes llenaron la plaza Sant Jaume, donde acabó la marcha con la lectura del preámbulo de la Constitución, apelándose a la unidad y a la convivencia entre Cataluña y España. «Hay muchos catalanes que no nos resignamos a dejar de ser españoles, demócratas y a vivir en paz», concluyó.


      El himno español sonó como colofón en una plaza donde lo habitual es oír Els Segadors, mientras se coreaba «España unida jamás será vencida», «Cataluña es España» y «Mas, dimisión». Los mismos gritos que se escucharon durante la manifestación que discurrió por la Via Laietana y donde se leyeron pancartas como «Un divorcio, mal negocio», con pegatinas en las solapas de los participantes con el lema «la ilusión de vivir juntos».12


       


       


      La doble interrogante y la data


       


      Volviendo a la otra orilla de la cuestión, y en ambiente ya prenavideño, el presidente de la Generalitat, Artur Mas, logró cerrar el acuerdo sobre pregunta y fecha del referéndum independentista el 12 de diciembre de 2013. El día escogido para celebrar el referéndum fue el 9 de noviembre de 2014, con la siguiente pregunta doble:


       


      ¿Quiere que Cataluña se convierta en un Estado?


                                                y, en caso afirmativo,


      ¿Quiere que este Estado sea independiente?


       


      De inmediato, ERC dio por buena la doble pregunta,13 y la secretaria general de los republicanos, Marta Rovira, mantuvo públicamente que el pacto alcanzado entre su formación, CiU, ICV-EUiA y la CUP certificaba que sólo sería necesaria una mayoría simple a favor del sí en cada una de las dos preguntas para que la independencia resultara la opción vencedora. Más concretamente, Rovira sostuvo que sólo se precisaría que un 51 por 100 de los votantes se decantara por que «Cataluña se convierta en un Estado» en respuesta a la primera cuestión, y que luego, en la segunda cuestión, que, además, ese «Estado sea independiente», el 51 por 100 de ellos respondiera sí. En conclusión, con un 26 por 100 del total de participantes en la consulta votando a favor de la opción independentista de forma explícita, Cataluña conquistaría su plena soberanía, a tenor de lo defendido por ERC.14


      En la prensa, la doble pregunta tuvo resonancias muy distintas. En ese sentido, de Xavier Vidal-Folch, de El País, llegó una de las observaciones más analíticas sobre la doble pregunta del hipotético referéndum:


       


      La pregunta conocida, tras meses de mareo monotemático, acusa dos graves deficiencias. Una es su estructura interna. No plantea opciones distintas, sino un encadenamiento que conduce lógicamente a la prevalencia de la secesión.


      En efecto, la primera parte inquiere sobre la preferencia porque Cataluña sea «un Estado», a lo que en principio asentirían no sólo los independentistas sino también los partidarios de las federaciones de Estados (federados), los admiradores de las construcciones confederales y los subyugados por la ambigua formulación de un Estado «propio» (que tanto puede ser uno unitario cuanto otro segregado), y todos los mediopensionistas.


      El valor polisémico del concepto [Estado] agruparía, pues, a un cuerpo social muy poliédrico. Y a partir de recogerlo todo, enteramente (como en las buenas aplicaciones de los partidos políticos catch all) se le desliza con aparente naturalidad, al modo de la secuencia de una bola de nieve en descenso, a la segunda cuestión, si ese Estado debe ser independiente.15


      El mayor error que se puede cometer al analizar la propuesta de referéndum acordada por cuatro partidos catalanes el pasado jueves [el 12 de diciembre de 2013] es tomársela en serio y no como una pieza teatral cuyos fines son distintos a los que aparenta. Los partidos catalanes que promueven esta proposición de ley saben perfectamente que no será admitida por el Congreso de los Diputados, el cual pondrá fin a su tramitación. Sin embargo, servirá para cumplir todos los objetivos previstos por Mas y sus aliados.16


       


      Para llevar a cabo la consulta, el Consejo de Garantías Estatutarias de la Generalitat de Cataluña avaló el 9 de enero de 2014 la partida presupuestaria correspondiente (cinco millones de euros), rechazando la impugnación del PP a las cuentas catalanas. Ese Consejo —una suerte de Tribunal Constitucional catalán, cuyos dictámenes no tienen carácter vinculante— concluyó que el gasto de cinco millones de euros ampliables para «consultas populares» consignado en los presupuestos es constitucionalmente válido, al considerar que sólo constituye una previsión, puesto que la realización del referendo no se da por segura.17


       


       


      Solicitud al Gobierno sobre la consulta


       


      El 16 de enero de 2014, con los votos a favor de CiU (50), ERC (21), ICV-EUiA (13) y tres diputados díscolos del PSC, el Parlamento catalán aprobó la propuesta para solicitar al Congreso que delegue a la Generalitat la competencia para convocar la consulta de autodeterminación, según el tan traído y llevado artículo 150.2 de la Constitución. 


      En medio de declaraciones y contradeclaraciones, el Congreso de los Diputados dio por recibida la petición del Parlamento catalán, y se inició el trámite para su discusión, estando en el número 5 en la lista de temas a atender por la comisión correspondiente. De modo que su examen —se dijo—, de mantenerse el orden establecido por el reglamento, podría demorarse hasta septiembre de 2014. Pero en contra de esa previsión, el propio 21 de enero de 2014, la Mesa de la Cámara tramitó el texto, para poder fijar una fecha de resolución en cualquier momento.


      En febrero de 2014, la situación dentro de la casa independentista no estaba muy clara, con posibles disensiones: «Estamos en este punto: Artur Mas sabe que se ha metido en un lío, su preocupación es evidente, está atrapado entre dos fuegos, el pacto con ERC y la negativa del Gobierno», señalaron fuentes conocedoras de los movimientos internos dentro de CiU. Y dirigentes políticos que han estado en contacto directo con el presidente catalán en las últimas semanas señalaron que a Mas se le ve «muy preocupado, porque sabe que él mismo, su partido y el conjunto de Cataluña pueden salir mal parados».18


      En realidad, tales preocupaciones las ocasionó Francesc Homs —conceller-paladín independentista hasta hace poco— que viajó a Madrid a reunirse con empresarios, a los que pidió su intermediación con el Gobierno a fin de encontrar una fórmula para salir del atolladero, con la posibilidad de una doble consulta: primero en Cataluña, de carácter no vinculante, y luego del conjunto de España. Un planteamiento imposible pero que al menos le serviría a la Generalitat para presentar una cara menos frentista.


      Por su parte, el líder de Unió Democràtica de Catalunya y vicepresidente de CiU, Josep Duran i Lleida, una vez más se mostró muy escéptico con todo el proyecto independentista. Y si Mas reconoció un día que la celebración del referéndum sería un milagro, Duran estima no habrá consulta, en el convencimiento de que


       


      el Gobierno español recurrirá ante el Tribunal Constitucional la ley de consultas catalana y/o el decreto de convocatoria del referéndum, lo que implicaría la suspensión de éste y el adelanto electoral. Un escenario que aboca igualmente a CiU al cisma, ya que Convergència llevaría en su programa electoral la independencia de Cataluña, o incluso podría tratar de ir a una coalición con ERC. Mientras que UDC, que ya se ha negado a presentarse a las elecciones europeas junto a Esquerra, no quiere ni una cosa ni otra. Y mucho menos, una declaración unilateral de independencia.19


       


       


      TRAMITANDO LA CONSULTA


       


      Las aristas y las estrecheces económicas de la Generalitat, que sin el Fondo de Liquidez Autonómica ya estaría en bancarrota efectiva, no han evitado que la vicepresidenta de la Generalitat, Joana Ortega (de UDC), se haya embarcado en un periplo internacional para explicar el proceso catalán en otros países y, de paso, aprender lecciones de territorios con escenarios similares.


      Encargada de organizar el eventual referéndum en Cataluña, Ortega viajó a Quebec para estudiar el caso de la provincia francófona y escuchar su experiencia tras dos referendos por la secesión de Canadá, en 1980 y 1995. Y a su retorno, aseguró que «los lazos» entre Cataluña y Quebec «se habían estrechado». Tanto que, según se aventuró en señalar, tras menos de 48 horas de visita, «la opinión mayoritaria de representantes políticos y de la población es de simpatía» hacia la causa soberanista catalana.


      Además, y sobre todo, la señora Ortega estuvo estudiando en Quebec el sistema de voto electrónico, que según la propia vicepresidenta «sería susceptible de ser aplicado por internet en la consulta sobre el futuro político de Cataluña que se celebrará en 2014», sobre todo para los catalanes que residen en el resto de España o en el extranjero. Para lo cual ya está trabajando Scytl Secure Electronic Voting, una empresa barcelonesa dirigida por el economista Pere Vallès, fundada en 2001 por un grupo de profesores de la Facultad de Informática de la Universidad Autónoma de Barcelona, y que ha colaborado en procesos electorales de varios países, con clientes que incluyen varios estados norteamericanos (Florida, Virginia y Misisipi), y países como Francia, Noruega, Ecuador y los Emiratos Árabes Unidos, así como distintos cantones suizos.


       

      Según algunas informaciones, los catalanes no residentes dispondrían de siete días para el voto electrónico, y los dos últimos, sábado y domingo, coincidirían con la votación presencial en los colegios electorales. Para este capítulo, la Generalitat necesitaría adquirir más de 2.000 urnas, porque las utilizadas en las distintas elecciones son propiedad del Estado. Para lo cual, el Govern ya ha pedido presupuestos y plazos de entrega a al menos un fabricante catalán, Espal World S.L., ubicado en Sant Boi del Llobregat. El coste de las urnas rondaría los 90.000 euros, a un mínimo de 40 euros por unidad.20


      Ese empeño en conocer sistemas de votación a distancia responde al deseo de incluir un modelo similar en la ley de consultas catalana, lo que sumado al derecho a voto de menores de 16 años y a inmigrantes, forma parte de la estrategia para esquivar la Ley Electoral española, en la que no se contempla ninguna de esas posibilidades.21


      Ortega es consciente de que el Estado no permitirá usar un censo oficial para un referéndum que considera ilegal, y de ahí que la Generalitat busque una alternativa, que podría pasar por utilizar las tarjetas de la sanidad pública. Un proyecto que choca con la ley de protección de datos, que prohíbe utilizar esa información con fines diferentes a su objetivo inicial.22


       


       


      EL CONSEJO ASESOR PARA LA TRANSICIÓN NACIONAL (CATN)


       


      El organismo se creó por la Generalitat, según Decreto 113/ 2013, de 12 de febrero, integrándolo 14 miembros. El presidente es Carles Viver Pi-Sunyer, exmagistrado del Tribunal Constitucional de 1992 a 2001. Y la vicepresidenta es Núria Bosch, catedrática de Hacienda Pública, exasesora de Antoni Castells, consejero de Economía en la época del Tripartito de PSC, ERC e ICV. Posiblemente, la más popular del CATN es la periodista Pilar Rahola, exdiputada por Esquerra, que publicó una biografía autorizada del propio Mas antes de su victoria electoral en 2010.23


      El elenco del Consejo lo completan el decano de Derecho de la Universidad de Barcelona, Enoch Albertí; el sociólogo Salvador Cardús; el catedrático de Ciencia Política de la Universidad Pompeu Fabra, Ferran Requejo, y el economista y exdiputado del PSC Germà Bel, autor del ensayo «Espanya, capital París», en el que sostiene que el Estado español se ha inspirado en el francés para trazar un diseño radial de las infraestructuras; en detrimento de la periferia, sobre todo de Cataluña.24 Inicialmente se previó que el CATN habría de presentar 19 informes hasta la primavera de 2014, esbozando el escenario de una hipotética Cataluña independiente.


      En el CATN hay una especie de consigna: «¡Hay que construir estructuras de Estado!». Para completar los pioneros Meteocat, Neucat, Inuncat, Ventcat, PROCICAT, DIPLOCAT o CESICAT; esto es, previsión meteorológica, planes para hacer frente a la nieve, las inundaciones o el viento, plan de protección civil, organismo asesor en materia de acción exterior y centro de seguridad de la información.


       


       


      Agencia Tributaria, diplomacia


       


      En uno de sus trabajos, el CATN analizó las tareas de la Agencia Tributaria Catalana, previéndose que con la independencia podrían recaudarse entre 40.000 y 80.000 millones de euros anuales. Tan amplia horquilla se define por un mínimo que es el dinero que en 2012 recaudó el Ministerio de Hacienda en Cataluña, y el tope superior de 80.000 millones vendría dado por la relación de la media de la presión fiscal de la Unión Europea en relación al PIB catalán.25


      Por otra parte, y dentro de su organización como un futuro Estado independiente, la Generalitat ha creado ya su diplomacia propia, con el nombre de DIPLOCAT, y si bien su apuesta inicial era utilizar voluntarios para ayudar al Gobierno catalán y buscar adeptos para la causa independentista, actualmente apuesta por formar personal experto en relaciones internacionales. Y en ese sentido, DIPLOCAT ha puesto en marcha una convocatoria, dotada de 100.000 euros, para becar a tres estudiantes que aspiren a realizar estudios internacionales (fuera de España) de posgrado.


      El 4 de diciembre de 2013, el Parlamento catalán dio luz verde a la tramitación de la Ley de Acción Exterior de Cataluña para desarrollar sus competencias, en respuesta al proyecto de Acción Exterior del ministro José Manuel García Margallo, que prevé limitar el papel de las comunidades autónomas en el exterior.


       


       


      Justicia y seguridad


       


      El Consejo Asesor para la Transición Nacional prepara un documento en el que se diseña el poder judicial en una hipotética Cataluña independiente. Según explicó el magistrado de la Audiencia de Barcelona, Santiago Vidal, en Catalunya Ràdio «se quiere evitar la politización de los órganos judiciales, a base de crear un Tribunal Constitucional catalán».26


      Otro proyecto de la Generalitat es el Centro de Seguridad de la Información de Cataluña, conocido por su sigla de CESICAT, un organismo nacido en 2010 para velar por la seguridad de las telecomunicaciones de la Generalitat que depende de la Consejería de Empresa y Ocupación de la Generalitat, cuyo titular es Felip Puig.27 Los responsables de CESICAT idearon un proyecto para convertirlo en el embrión de una suerte de Agencia Nacional de Seguridad, lo que levantó gran polvareda política.


      Y al respecto, cuando Albert Rivera, presidente de Ciutadans, pidió explicaciones por esta «especie de contraagencia diseñada para obtener información y utilizarla políticamente», Mas desmintió la puesta en marcha del organismo en cuestión, y se permitió sugerir que el documento exhibido por Rivera era un producto creado por los servicios secretos españoles.28


      Otro traspié de Mas en el tan vidrioso tema de seguridad se produjo a partir de un informe según el cual la Generalitat «entró en contacto con los servicios de inteligencia de Israel (Mossad) para conocer la organización de su agencia de ciberseguridad», subrayándose que «la Ertzaintza ya tiene buenos contactos con empresas y el mundo gubernamental israelí».


       


       


      El surrealista Consejo Ibérico


       


      Extrañamente, de prosperar el proyecto independentista del Gobierno de Artur Mas, podría ser también el primero en intentar volver a unir el Estado español con un superpoder peninsular, según se desprende de un informe del CATN, que ha propuesto crear un Consejo Ibérico de cuatro miembros: España, Portugal, Andorra y Cataluña, «a partir —se dice— de intereses comunes en todos los terrenos, en busca de una cooperación que permita reforzar la capacidad de influencia dentro de la Unión Europea». Y eso se propone cuando está claro que una Cataluña independiente quedaría fuera de la Unión Europea y cuando Andorra no es Estado miembro de la misma.


      La inspiración del CATN para semejante idea es el Consejo Nórdico que forman Islandia, Dinamarca, Noruega, Suecia y Finlandia, a fin de trabajar de forma coordinada en problemas que comparten por su posición geográfica. El documento también detalla que ese Consejo Ibérico, según datos de 2012, «reuniría una población de más de 57 millones de habitantes y acumularía un PIB superior a los 1.196.000 millones de euros».


      El dislate no puede ser mayor. Porque la realidad es muy otra de la que pretenden los inventores del tal Consejo Ibérico:


       


      •     Primero, Andorra tiene dos copríncipes, aunque su estatus ha cambiado últimamente. Pero de todas formas, habría de contarse con Francia.


      •     Segundo: Portugal y España ya tienen suficientes órganos comunes e interrelación a través de la Unión Europea, además de sus numerosos acuerdos bilaterales, y los encuentros periódicos a nivel ministerial.


      •     Los tamaños de los cuatro Estados hacen que toda la propuesta no tenga el más mínimo sentido: España, en términos de PIB es cinco veces Portugal, el resto de España es cuatro veces Cataluña y 666,66 (periódica pura) veces Andorra.


       


      Los asesores incluso se han dignado a diseñar la posible estructura y funcionamiento de tal entelequia, con un Consejo de Parlamentarios, formado por representantes de las asambleas legislativas de los cuatro países, cuyos acuerdos serían recomendaciones que «para tener efecto deberían ser asumidas posteriormente» por cada Estado.


      También piensa el CATN en un Consejo de Ministros, formado por presidentes o primeros ministros de los cuatro ibéricos, aunque «en las sesiones ordinarias participaría el ministro para la cooperación ibérica de cada territorio». La presidencia de este organismo sería rotatoria. Además, habría una secretaría general permanente.


      El tema que nos ocupa aún se hizo más disparatado cuando el presidente del CATN, Carles Viver Pi-Sunyer, propuso un consejo entre España y Cataluña, similar al Benelux, que permita la cooperación entre los dos Estados. Viver explicó que el proceso de transición nacional hacia la independencia provocaría unas relaciones más cercanas y constructivas que las actuales, ya que no debería ser «ni una ruptura ni un aislamiento de Cataluña respecto a España».


      «¿Pero hasta dónde puede llevar la necedad de algunos ingenieros del independentismo? ¿Cómo puede pagárseles por semejantes paridas?», me preguntó un asistente a un encuentro en el que participó el autor de este libro.


      Por lo demás, la Generalitat tiene a punto un nuevo pulso al Gobierno al proponerse activar un Código laboral, que sería la réplica en la comunidad autónoma del Estatuto de los Trabajadores, para el mercado laboral de Cataluña y articulado en un gran pacto interprofesional, con la participación de los sindicatos y las patronales, según explicó el Secretario de Ocupación del Govern y presidente de la sectorial de trabajo de Convergència Democràtica de Catalunya (CDC), Ramón Bonastre.29


       


       


      La disidencia aranesa y otra vez la lengua


       


      La casualidad quiso que, justo al cumplirse un año de la Declaración de soberanía aprobada por el Parlamento catalán en enero de 2013, trascendiera que Convergència Democràtica Aranesa autodeclarase nación al Valle de Arán; comarca-nación pirenaica, con sus 10.000 habitantes. En otras palabras, el Valle aspira a lograr su propia independencia con capacidad legislativa y ejecutiva, según explicó Àlex Moga, alcalde de Viella (capital del Valle), diputado en el Parlamento catalán, y secretario general de Convergència Democràtica Aranesa (CDA).


       

      Moga defiende el reconocimiento del Valle de Arán como nación «para preservar su identidad milenaria y su lengua, el aranés, que procede del occitano, que es hablada por 2.000 personas, y que está en peligro de extinción», precisando adicionalmente:


       


      Esa aspiración no pretende ir ni contra Cataluña ni contra España. Nosotros queremos la cultura española [el español es la lengua más hablada en el Valle, mientras el catalán está en retroceso] y tenemos fuertes vínculos empresariales con España. Por ello, en el caso de que Cataluña se convirtiera en un Estado reivindicamos una capacidad legislativa para decidir nuestras relaciones con España.30


       


      Y si en esa actitud se sitúa el Valle de Arán con sus 2.000 habitantes autóctonos —me comentó al respecto Francisco Gálvez Balcázar, barcelonés y buen conocedor de su ciudad— qué no decir del barrio de La Sagrera con sus 365.000 habitantes, cuando en algunos muros ya se ven pintadas con aquello de La Sagrera independent.


      Y muy directamente relacionado con el CATN, el Gobierno de Artur Mas podría sumar otro casus belli contra el Estado, tras ver amenazado uno de los pilares de su política nacionalista: la preponderancia del catalán sobre el español en todos los ámbitos. El nuevo «enemigo» de la Generalitat es la Ley de Garantía de Unidad de Mercado, cuyo objetivo principal estriba en que cualquier operador económico pueda ejercer en todo el territorio nacional con la licencia que haya obtenido en su comunidad de origen o establecimiento.


      Además, la ley podría acabar con las multas que impone la Generalitat a los comerciantes que no rotulan los carteles informativos y publicidad de sus establecimientos al menos en catalán; o con las sanciones por no etiquetar los productos en ese idioma. O incluso con la exigencia de presentar la documentación en catalán a aquellas empresas que opten a cualquier contratación pública con la administración catalana. Porque la nueva norma estatal de unidad de mercado consagra el principio de «no discriminación por razón de establecimiento o residencia del operador económico».31


       


       


      LA BATALLA EXTERIOR SOBRE EL REFERÉNDUM


       


      En preparación de lo que pueda pasar en 2014, el ministro de Exteriores, José Manuel García Margallo, envió, a finales de 2013, a todos los representantes de España en el exterior (128 embajadores y 90 cónsules) un documento de 210 páginas para que los diplomáticos tengan un acervo de materiales para informar a los Gobiernos del tema de Cataluña, explicando la imposibilidad de celebrar una consulta independentista que la Constitución impide, subrayando al tiempo el importante grado de autogobierno de la comunidad catalana y de los altos costes que tendría su independencia.32 Un informe del que hemos citado varios pasajes a lo largo de este libro.33


      El ministro de Asuntos Exteriores, José Manuel García Margallo, anunció el 6 de febrero de 2014 en el Congreso de los Diputados que, tras el argumentario sobre el proceso soberanista catalán enviado a las embajadas y consulados, su departamento prepara un informe sobre el coste que tendría la independencia para Cataluña, y otro sobre la lengua y la cultura catalanas.34


      A falta de diálogo, guerra de propaganda. El Govern filtró el 12 de febrero de 2014 un documento de 50 páginas que replica al memorando antiindependentista que el Ministerio de Exteriores remitió a todas las embajadas españolas.35 Los argumentos del texto, titulado Estrechar lazos en libertad, combinan ingredientes legales y precedentes históricos con muestras de una ironía directa no muy habitual en el lenguaje jurídico-político.


       


       


      Carta de Mas a la Unión Europea - 28 y respuestas


       


      Como réplica a esa acción del Gobierno de la nación, Artur Mas optó por enviar una carta (el 20 de diciembre de 2013) a los 28 países de la Unión Europea, sin apenas resultados: «el mundo nos está mirando», comentó Artur Mas sobre esa comunicación, casi parafraseando la arenga de Napoleón a sus soldados ante las pirámides de Egipto.


      Sobre esa carta, que se reproduce en recuadro adjunto, un portavoz de la Embajada de Francia en Madrid confirmó su recepción y se remitió a previas palabras del presidente François Hollande, cuando dijo que la pretendida independencia de Cataluña es «un asunto interno de España». Por su parte, el Gobierno de Italia confirmó la recepción del escrito, pero se limitó a responder que el primer ministro, Enrico Letta, estaba de vacaciones.36
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      Durão Barroso, presidente de la Comisión Europea, sí contestó la carta, rechazando cualquier clase de intervención desde Bruselas en el pretendido proceso independentista, con un texto de apenas siete líneas, con las que, tras agradecer a Mas su misiva, declaraba: «No es mi papel, ni el papel de la Comisión, expresar una opinión o apoyos en una cuestión de organización interna relativa a los acuerdos constitucionales en los Estados miembros».37


      Y por si el testimonio de Durão Barroso no fuera suficiente, llegó el de Martin Schulz, presidente del Parlamento Europeo, para quien el asunto de Cataluña «corresponde al debate constitucional español». Ni siquiera una ofensiva de 40.000 cartas de secesionistas indignados dirigidas a él —por el hecho de que el vicepresidente del Parlamento, Alejo Vidal Quadras, había pedido una intervención de la Guardia Civil para restablecer la legalidad en Cataluña— le hizo cambiar su posición, al comentar:38


       


      El Estado miembro de la Unión es España y se trata de un asunto interno de España. La cuestión de las relaciones de un Estado nacional y sus regiones es un asunto interno. En Gran Bretaña han encontrado una fórmula con el caso de Escocia y me parece bien; y en España, sin embargo, discuten en otros términos constitucionales y me parece también bien. No está en nuestras manos resolver este problema.


       


       


      La voz del papa y otras voces


       


      Por otra parte, la Nunciatura Apostólica de Su Santidad en España desmintió el 4 de febrero de 2014 que «un eventual Estado catalán fuera a ser reconocido por el Vaticano», en contra de lo que días antes había asegurado el abad de Montserrat, Josep Maria Soler, en un coloquio en el Born Centre Cultural de Barcelona. Durante éste, el padre benedictino manifestó que «el papa Francisco está al corriente del proceso [soberanista]... y es la práctica normal del Vaticano que si hay un Estado nuevo lo sea reconocerlo para establecer relaciones diplomáticas con él».39 En un escueto comunicado, la Nunciatura precisó que «las mencionadas declaraciones del Abad son de su exclusiva responsabilidad personal, y no reflejan en absoluto la posición de la Santa Sede». Desde la Abadía declinaron hacer ningún tipo de comentarios al respecto.


      Entre las réplicas a Mas por su epístola a los 28 de la Unión Europea, el Catedrático de Pensamiento político de la UCM, Antonio Elorza, escribió una carta abierta al presidente de la Generalitat, de la que extraemos algunos párrafos.


       


      Sigue usted hablando en nombre de Cataluña, y tiene para ello pleno derecho. No es lícito, empero, que esa Cataluña de la cual es presidente, y casi nuevo Moisés, pueda ser considerada tal prescindiendo de quienes rechazan el objetivo de la independencia, más de la mitad antes del 11 de septiembre de 2011, y aún una proporción sensible. En su «vía catalana» el problema no es la independencia, sino la falta de democracia, que no se compensa con la estimación de votos previsibles...


      Su Gobierno ha elegido otro camino, sin duda más eficaz, descalificando de raíz las alternativas (statu quo, federalismo), en una operación permanente de marketing que no vacila en utilizar denuncias demagógicas («España nos roba», «el expolio»), promesas ridículas (Cataluña independiente, aliada de España) y puras y simples falsedades, sobre la permanencia de Cataluña en la Unión Europea o sobre la constitucionalidad de la «consulta» a pesar de la sentencia del TC de 11 de septiembre de 2008.


       


      Esa falta de rigor democrático en todo el proceso secesionista también se ha subrayado de manera resonante desde fuera de España, y más concretamente desde la prensa neoyorquina:


       


      Si es usted un matón, una prostituta o un delincuente en un programa de la televisión en catalán TV3, lo más probable es que hable en español. Y si es un espectador, lo más probable es que se haya dado cuenta de que la cadena se ha inclinado de manera decisiva a favor de la independencia de Cataluña.


       


      Con esas palabras arrancó un artículo publicado el 3 de enero de 2014 en las páginas de The Wall Street Journal (con base en Nueva York y que tira dos millones de ejemplares), aireando la postura abiertamente soberanista de la televisión pública catalana, recogiendo opiniones de sus propios empleados, que consideran excesivo el sesgo informativo de la emisora. «A veces, TV3 es peor que la televisión soviética. Veo Cubavisión y no es peor que TV3», sostiene en ese texto quien fue el primer director de la emisora, Alfons Quintà.


      Asimismo, en el artículo de The Wall Street Journal se apunta que TV3, con su programación de creciente sentimiento independentista, ejemplifica «cómo los Gobiernos regionales de uno de los países más descentralizados de Europa promueven sus puntos de vista [...] la emisora, que cuesta a los contribuyentes catalanes 225 millones de euros [en 2013], es parte de lo que el Gobierno regional denomina construcción nacional».40


      Por lo demás, en Estados Unidos, el «problema catalán» confunde. Y cuando se pregunta a los políticos estadounidenses qué opinan de Cataluña, la respuesta se resume en dos palabras: asunto interno. En la Casa Blanca, el Departamento de Estado, el Congreso y en los foros empresariales, la contestación es casi siempre idéntica: una cuestión que deben resolver España y los españoles; Estados Unidos no tiene ningún papel en ese tema.41


      Y a propósito de Estados Unidos, cabe recordar aquí que en una visita a Boston en 2012, Artur Mas —sin duda impresionado por el bienestar, el desarrollo de la investigación científica y las universidades, y quizá hasta por la belleza del paisaje— dijo que quería que Catalunya fuera como Massachusetts. Cabría notar, por cierto, que la balanza fiscal de Massachusetts con el Gobierno federal de Estados Unidos es tanto o más negativa que la de Cataluña con el Gobierno de España, sin que por ello Massachusetts quiera la independencia: desde la mortífera guerra civil del siglo XIX (1861-1865), a nadie en Estados Unidos se le ocurre reivindicar la independencia de un estado organizando movimientos de secesión.42


       


       


      RESUMIENDO


       


      El actual proceso intencional del secesionismo catalán, desde la Diada del 2012, se inició con las elecciones de noviembre de ese mismo año, en la idea —visto lo impracticable del pacto fiscal— de lograr la convocatoria de un referéndum sobre la independencia de Cataluña. Algo que no es factible legalmente con la Constitución en la mano. En ese sentido, la cronología del iter independentista es una expresión de cómo en vez de luchar contra la crisis económica y las penurias financieras de la Generalitat, los más altos responsables políticos catalanes se dedican a ejercicios de futurología secesionista.


       

      La declaración soberanista de enero de 2014 —y no es la primera, pues ya ha habido siete de ellas desde 1989—, objetada desde el Gobierno por su recurso ante el TC, llevó al siguiente paso de redactar la pregunta, que en los términos de su redacción resulta técnicamente imposible. Todo lo cual no fue óbice, en la infundada lógica del secesionismo, para que la Generalitat de Cataluña fijara la fecha del referéndum: 9 de noviembre de 2014, por improbable que sea —un milagro sería, según el propio Mas—. No obstante lo cual, la Generalitat continuó con sus preparativos de sistemas de voto electrónico, censos oficiales imposibles (incluyendo a los inmigrantes irregulares y a los menores de 16 años), adquisición de urnas, y otras muchas medidas, siempre sin reparar en gastos.


      Con un empecinamiento digno de mejor causa, la Generalitat de Cataluña ha entrado, pues, en un proceso constituyente in vitro. Al poner en marcha un Consejo Asesor para la Transición Nacional (CATN) a la Independencia destinado a configurar el futurible Estado Catalán, con toda una duplicación burocrática en el supuesto de no producirse la independencia y seguir los secesionistas en su intento de crear un Estado dentro del Estado, con administraciones propias desde la diplomacia a la meteorología, y desde la seguridad cibernética al espionaje.


      En ese afán de tenerlo todo atado y bien atado, el CATN, en una seudocreatividad rayana en lo surrealista, propone un Consejo Ibérico a formar por Andorra, Cataluña, España y Portugal, así como un Consejo España-Cataluña, en analogía con el Benelux. Se les podría haber ocurrido incluir también Gibraltar, y darle un puesto de país observador a Marruecos, por aquello de que España tiene fronteras terrestres con ese país.


      En ese contexto, los secesionistas son víctimas de su propia intoxicación: el Valle de Arán, a la vista de los acontecimientos, ya está en la tesitura de autoconsiderarse nación, aspirando a una posible independencia de Cataluña. Otra muestra de surrealismo digna de Buñuel con su El ángel exterminador, y de Dalí en alguna de sus expresiones oníricas.


      Dentro del mismo proceso de transición a la independencia, la batalla exterior que están librando los secesionistas no ha podido ser menos productiva: nadie entre los países de la Unión Europea dio muestras de interés por el proyecto. Y sólo el presidente de la Comisión Europea, siempre tan educado él, contestó con una carta que seguramente el propio Mas preferiría no haber recibido. Sin olvidar al papa Francisco, que no dudó en desmentir al triunfalista proindependentista abad de Montserrat, que ya veía también una Iglesia catalana fuera de la actual Conferencia Episcopal de España. Sic transit gloria mundi.
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      ECONOMÍA POLÍTICA DE LA HIPOTÉTICA INDEPENDENCIA


       


       


       


      ASPECTOS ECONÓMICOS DE LA PRETENDIDA INDEPENDENCIA


       


      ¿Cómo abordar los aspectos económicos en el tema que nos ocupa? Seguramente muchos lectores pensarían que, al llegar a este capítulo, se encontrarían con un desarrollo sistemático del tema, con un cuadro macroeconómico para proyectar variables al futuro, previsiones de impuestos recaudables o a no ingresar más, flujos comerciales, cálculo de pérdidas del PIB en uno y otro lado de la independencia, etc., etc. Todo ello pensando que debido a la principal filiación profesional del autor, de economista, esa sistemática era más obligada.


       


       


      Cuestión de método


       


      Sin menospreciar para nada el tipo de enfoques convencionales, por los que han optado una serie de economistas —y sobre todo Mikel Buesa en sus trabajos en Libertad Digital—, el autor desde un principio manifiesta su inapetencia de hacer una evaluación así, por la sencilla razón de que en las previsiones económicas hay muchas variables (producción, comercio, fiscalidad, inversiones, etc.) y, dentro de cada una de ellas, importantes y difícilmente evaluables elasticidades que generan infinidad de parámetros posibles. Por lo cual tiene muy poco sentido hacer un esfuerzo futurológico con pretensiones. Y por si todo eso fuera poco, el autor entiende que la secesión de Cataluña es imposible, lo cual hace aún más difícil realizar estimaciones, por la inverosimilitud de la hipótesis de base.


      Por consiguiente, hemos escogido otra hoja de ruta: cuestiones históricas (capítulos 1 a 3), marco constitucional (cap. 4), precedentes de Derecho comparado (cap. 5), deformaciones históricas del secesionismo (cap. 6) y vacuidad, cuando no surrealismo, del proceso de transición a la independencia (cap. 7). Y ahora, después de ver en todos esos casos que la independencia es imposible, corresponde apreciar los escollos que económicamente se oponen a la secesión. Y que realmente son muchos.


      Y una segunda advertencia al entrar en este espacio sobre lo económico: no vamos a tratar aquí la cuestión de si una independencia efectiva significaría la salida automática de Cataluña de la Unión Europea y de la OTAN, como ya se está afirmando reiteradamente desde esos dos organismos. Se trata de un tema de mayúscula importancia, tanto en los aspectos políticos como en los económicos, y por eso lo llevamos a la última parte del libro, a lo que llamamos «A modo de conclusiones».


      Las grandes verdades son sencillas de exponer, y así lo hizo alguien que tuvo en la España de la primera mitad del siglo XX un predicamento notable: «La ruptura de un mercado comparativamente grande para empecinarse en controlar otro mucho menor es un atentado contra el progreso de todos». Es lo que dijo José Larraz: un destacado hacendista, y un europeísta a carta cabal, ministro de Franco que supo dimitir, por tener criterio propio sobre lo que debía ser la política fiscal progresiva en el impuesto sobre la renta, cuando la Guerra Civil había terminado sólo dos años atrás.


      Y a ese Larraz inasequible a la vanagloria brindó Juan Velarde su homenaje en 2013, recordando el libro La Hacienda Pública y el Estatuto Catalán,1 en el que don José manifestó: «Resulta imposible la cesión de las contribuciones demandadas [por Cataluña, en lo que era el por entonces denominado pacto fiscal]... so pena de dejar trabada la actividad de todo el Estado».


      Y al observar esa noticia sobre Cataluña en la década de 1930, el profesor Velarde también evocó otro texto del mismo tiempo, éste de un diálogo de Pío Baroja en su libro Miserias de la guerra. Las saturnales, donde el gran novelista hacía la siguiente reflexión: «Malo es para un país no saber aprovechar la energía de sus hombres. Esto que sucede en literatura, pasa en la política en mayor escala». Larraz estaría de acuerdo con don Pío, comentó Velarde.2


      ¿Y qué ha pasado para llegar a donde hemos llegado, con planteamientos y exigencias tantas veces formuladas sin vislumbrar la magnitud del tema y sus riesgos y renunciando a aprovechar la energía común? Un interrogante al que, en cierto modo, contesta el periodista catalán Lluís Bassets, en un artículo en El País, destacando cómo la idea de la independencia de Cataluña ha evolucionado a más y más, merced a la integración europea, un aspecto de la cuestión no suficientemente comentado:


       


      Hasta ahora, el catalanismo histórico se descartaba por varias razones, una de ellas la geopolítica: una pequeña nación, nacida como cuña entre Francia y España, estaba destinada a la absorción por uno de los dos países vecinos. La novedad geopolítica del neocatalanismo actual es que ya no se siente amenazado por Francia cuando imagina a Cataluña como independiente. Y esto sucede así gracias a la integración europea.


       


      Y es que dentro del proceso de integración de Europa —en nuestro caso, el de España, integrada a su vez por sus 17 + 2 comunidades—, salvo raras excepciones, cada pieza aspira a hacerse con lo más posible del resto de soberanía que pueda quedar en el Estado, ya que algunas de las más importantes (monetaria, parte de la fiscal, mucho de medio ambiente, política comercial exterior, etc.) se han puesto irreversiblemente en común en la soberanía de la Unión Europea. Y como ya es difícil conseguir más competencias del Estado, lo que se plantea con la independencia es hacerse con todas las que aún pudieran quedar en él.


      Y ahí surge el problema insoluble: la Unión Europea constituye una asociación de Estados nacionales, y los catalanes son ciudadanos europeos merced a que antes de cualquier otra cosa, e internacionalmente hablando, son ciudadanos españoles. Y en consecuencia, nada puede hacerse por españoles en Europa que no sea de la mano del Estado español.3 Lo que significa la limitación más absoluta a las aspiraciones de que Cataluña pueda independizarse de España, porque quedaría fuera de la Unión Europea y para reingresar en ella necesitaría de años de negociaciones, con una posible serie de vetos al final para seguir aislada sine die, como se verá al final del libro en su mencionada fase final de «A modo de conclusiones».


       


       


      La experiencia de la crisis


       


      Los problemas económicos y financieros de España y sus comunidades autónomas se generaron al final de una larga etapa de bonanza (1996-2007), al aflorar dificultades muy graves que aún estamos atravesando. De modo que hasta febrero de 2014, España acumula 29 trimestres consecutivos por debajo del nivel de PIB que alcanzó en 2008 (en diciembre de 2013, 7,5 puntos). Y las predicciones hacen pensar que aún podrían pasar por lo menos cuatro o cinco años hasta recuperar ese nivel de actividad económica de 2007.


      La dimensión de la crisis se está midiendo sobre todo a través de la tasa de paro (27 por 100 y más de 6 millones de parados a mediados de 2013, según la Encuesta de Población Activa, realmente muy discutibles, por no incluir el trabajo sumergido), superior a la que registró la economía estadounidense en los años de la Gran Depresión (25 por 100). Y el Gobierno da por hecho que tardarán más de diez años en recuperarse los casi cuatro millones de puestos de trabajo perdidos según las estadísticas.4


      En cualquier caso, el tema Cataluña no es una excepción al aforismo de que los hechos son tozudos, expresivo de que las realidades se rebelan contra las pretensiones en exceso autocomplacientes. Pues por mucho que en medio de una larga y dura crisis económica alguien se disponga a explicar que tiene el secreto para sacar a su pueblo de Egipto, ese viaje no está resuelto para nada: en él no habría ningún maná cayendo del cielo, ni otros milagros como que las aguas del mar Rojo fueran a abrirse para que todo un pueblo en marcha llegara sano y salvo a la tierra prometida.


       


       


      La deuda pública


       


      Constituye un hecho histórico a destacar que, después de tres décadas de desarrollo autonómico, las comunidades autónomas han asumido la mayoría de las competencias del Estado, allende lo que estaba previsto en la propia Constitución. Y como resultado de ese proceso, más de la mitad del gasto público es gestionado ahora por las autonomías, mientras que la Administración General del Estado (AGE) apenas se ocupa de la quinta parte del total.


      En la dirección apuntada, las entidades autonómicas, durante quince años ininterrumpidos de crecimiento económico (1995-2008), fueron aumentando sus gastos más y más; y en paralelo, su nómina de funcionarios y trabajadores creció más que proporcionalmente a la renta regional. Y durante los años de bonanza, lejos de aplicarse ajustes de empleo o de gasto buscando la eficacia (hacer las cosas) y la eficiencia (hacerlas bien), los presupuestos autonómicos siguieron creciendo y las contrataciones prosiguieron con escaso freno en todas las comunidades autónomas sin excepción. Y para huir de un excesivo déficit oficial, se crearon empresas y fundaciones pantalla, cuyas cuentas no se consolidan en los presupuestos.


      La deuda pública global de la Generalitat —incluyendo sus empresas públicas— aumentó desde el año 2000 a 2012 un 412,6 por 100, muy por encima de la media del resto de autonomías (370,8 por 100). En 2013 se llegó a algo más de 50.000 millones de euros, en torno al 25 por 100 del PIB catalán, sin contar todavía los créditos facilitados por el Fondo de Liquidez Autonómica (FLA), que superan ampliamente los 20.000 millones. Lo que sumado a los 200.000 millones que puedan corresponderle a Cataluña por su alícuota en la deuda pública del Estado español, llevaría a un total de 270.000 millones, que en caso de acceder a la independencia, la nueva República Catalana habría de asumir frente a sus acreedores, análogamente a lo que vimos en el capítulo 5, al ocuparnos del muy apreciado referente —para los secesionistas catalanes— que es la Escocia que quiere separarse del Reino Unido.


       

      Una deuda pública tan recrecida en el caso de Cataluña será muy difícil de amortizar, por no decir imposible, a menos que haya una reestructuración de la misma, tras reconocerse la bancarrota, o una mutualización a escala de todo el Estado, como se propone en «A modo de conclusiones».


       


       


      Comercio y fiscalidad Cataluña/resto de España


       


      Debe subrayarse que un porcentaje muy alto del total de los recursos fiscales que Cataluña recibe, en función de los impuestos recaudados en la propia comunidad, se asignan por el sistema de financiación autonómica, con porcentajes concretos a cada comunidad autónoma: 50 por 100 del IRPF, 50 por 100 del IVA, y 58 por 100 de los impuestos especiales (carburantes, alcohol, tabaco, etc.). Y en el caso catalán, esos ingresos provienen en gran parte de todo el circuito de producción de empresas ubicadas en Cataluña, que en altas proporciones venden su producción al resto de España, en la que Cataluña tiene en torno al 50 por 100 de su mercado de exportaciones.


      Y como todos esos impuestos, de una forma u otra, están relacionados con la indicada exportación de Cataluña al resto de España, la independencia significaría una contracción importante de tales ingresos fiscales. De lo cual ya se dio cuenta el profesor Ramón Trías Fargas cuando, en 1960, el Servicio de Estudios y Publicaciones del Banco Urquijo —que ese mismo año editó Estructura Económica de España del autor del presente libro— dio a luz su obra La Balanza de Pagos interior, en la que Trías puso de relieve el fuerte superávit comercial de Cataluña con el resto del país. Lo que muchos años después sigue siendo una realidad.


      Y en la misma línea de pensamiento, el profesor Ernest Lluch sostenía que el desequilibrio fiscal era «la otra cara del excedente comercial». Y a ese respecto, puede decirse que si en 2002-2011, el déficit entre pagos fiscales y asignación de percepciones a Cataluña promedió un 12,7 por 100 del PIB catalán anual, en idéntico periodo el déficit comercial catalán con el extranjero alcanzó los 15.000 millones de euros anuales; en tanto que el intercambio de Cataluña con el resto de España dejaba un saldo favorable de 22.700 millones de euros, también de media anual.5


      De manera que si la relación de Cataluña con el resto de España se deteriorara —como de hecho ya está deteriorándose por la desazón o la irritación que genera el independentismo—, muchos consumidores tendrían una propensión menor que ahora a comprar productos fabricados en Cataluña. Por lo cual caerían los ingresos por IRPF, IVA, e impuestos especiales.


      En esa expectativa de futuro nada brillante, y nada deseable, será bueno recordar que antes de 1986, cuando ninguno de los dos países ibéricos pertenecía a la CE, España y Portugal mantenían un comercio bilateral irrisorio: vivían prácticamente de espaldas, ignorándose mutuamente. Pero todo eso cambió desde 1986, cuando los Gobiernos de Lisboa y Madrid comenzaron a aplicar el Tratado de Adhesión a la CE: el comercio recíproco se multiplicó por más de diez entre 1986 y 2012. De modo que, si Cataluña se separara de España, se produciría un efecto luso a la inversa: al no estar ya Cataluña dentro de la Unión Europea, sus exportaciones a la España persistente se reducirían de forma considerable, y con ello sufriría en grado sumo la Hacienda de la Generalitat. En cuanto al sector agrario, la pérdida de los apoyos PAC tendría un efecto demoledor, según estudios del profesor Jaime Lamo de Espinosa.


       


       


      Balanzas fiscales: «España nos roba»


       


      Mucho se habla de balanzas fiscales y muy poco de las correlativas balanzas comerciales entre Cataluña y el resto de España, de lo que, junto con toda clase de mistificaciones estadísticas, se deriva el zafio eslogan del nacionalismo escisionista de «España nos roba», del cual es bien expresivo el siguiente texto:


       


      La banda mafiosa llamada España [...] roba a cada catalán 3.000 euros. Por lo tanto, el problema no es que la Cataluña que madruga, la Cataluña que trabaja, la Cataluña que trabaja duro, la Cataluña que sufre, no pague impuestos o pague pocos impuestos. El problema es que los impuestos los establece y se los lleva España [...] sin decir que cada día que pasa la banda mafiosa llamada España se lleva el 10 por ciento de la facturación [...] El problema es que cada año España roba a cada catalán 3.000 euros. El problema es que cada día España roba 60 millones de euros en Cataluña, que es dos veces más que los intereses que se pagan. Éste es el problema.6


       


      Tan incendiario como demagógico discurso —pronunciado como si el Sr. López Tena fuera un líder africano contra un expolio como el de los tiempos de Leopoldo II en el Congo Belga— tuvo una réplica sosegada en el trabajo elaborado por dos catalanes muy significativos: un exministro en tiempos de Gobierno del PSOE, Josep Borrell, junto con el empresario Joan Llorach, quienes explican así el tema del déficit fiscal:


       


      El presidente de la Generalitat, Artur Mas, y Oriol Junqueras argumentan con frecuencia y rotundidad que si Cataluña fuera independiente, la Generalitat dispondría cada año de unos 16.000 millones de euros adicionales. Con ese dinero que «España nos roba» se podrían prestar nuevos servicios, evitar recortes y reducir deuda. Veamos algunos ejemplos...


      Esa cifra surge del informe de la Generalitat Resultats de la balança fiscal de Catalunya amb el sector públic central 2006-2009, de marzo de 2012, que hizo famosos los exactamente 16.409 millones de euros de déficit fiscal, que según la Generalitat tuvo Cataluña con el Estado en 2009 (posteriormente ha dado a conocer una cifra parecida para 2010 y todavía no hay datos para 2011). Artur Mas escribe en el libro What’s up with Catalonia? que se trata de un déficit anual «inmutable».


      Muchos catalanes están convencidos de que la Generalitat independiente dispondría cada año de esos 16.000 millones de euros adicionales. Y ése es un poderoso argumento en favor de la independencia. Pero realmente no es así. Y para explicarlo, imaginemos que al día siguiente de la independencia, los señores Mas y Junqueras se reúnen con el nuevo conseller de Hacienda, uno de los economistas que han puesto su prestigio como garantía de ese cálculo [Andreu Mas-Colell], para decidir en qué se van a gastar esos 16.409 millones. El conseller carraspea y les dice que en realidad la Generalitat no dispone de esos 16.409 millones adicionales.7


       


      Lejos de esa disponibilidad de liquidez por el hecho de robar España, lo cierto es que los gestores de la independencia catalana, si un día lograran su designio, se encontrarían con el panorama de un fuerte déficit fiscal y con el volumen de deuda antes calculado, de 270.000 millones de euros, que habría de reembolsar, puntualmente, la Hacienda de la República Catalana ante los ojos vigilantes de los mercados.


      En definitiva, una Hacienda catalana, que ahora está virtualmente quebrada y que desde 2012 sólo se sostiene por las inyecciones de recursos desde el Fondo de Liquidez Autonómica (FLA), entraría en bancarrota definitiva. Sin posibilidad de emitir bonos patrióticos, por no tener ya acceso a los mercados de capitales, incluso prometiendo pagar tipos de interés desmesurados.


       


       


      Nuevo sistema de cuentas de financiación autonómica


       


      De cara al futuro, según el ministro de Hacienda, Cristóbal Montoro, podría haber cambios en los cálculos de la financiación autonómica. Así lo manifestó el 28 de enero de 2014: «No hay nada como vencer prejuicios para mover conciencias», y en ese sentido, el ministro defendió el cambio de metodología de las balanzas fiscales para tratar de «racionalizar el debate» y abordar una mejora del sistema de financiación «con un espíritu integrador, no de enfrentamiento». Pero esa idea de cambiar el espíritu fue interpretada más bien como una «censura» por parte del ejecutivo de la Generalitat, que basa buena parte de su argumentario para reclamar la consulta de autodeterminación en el supuesto expolio fiscal que sufre Cataluña.8 Una indignación que obligó a la patronal catalana Foment, que preside Joaquim Gay de Montellà, a emitir un duro e inédito comunicado reclamando al ministro de Hacienda la debida transparencia, planteando al tiempo que sigan publicándose los saldos fiscales con las metodologías anteriores.9


      En definitiva, hay toda una polémica en curso que sería bueno templar con información precisa y aceptable por todos. En esa dirección, el profesor Ángel de la Fuente, investigador del Consejo Superior de Investigaciones Científicas (CSIC) en Barcelona, fue encargado por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas de presentar un sistema de cuentas públicas territorializadas para toda España, que efectivamente ha elaborado junto a Ramón Barberán, de la Universidad de Zaragoza, y Ezequiel Uriel, de la Universidad de Valencia. Y estando ya en esa misión, el profesor De la Fuente ha pedido al Gobierno catalán que no descalifique su método, neutral, antes de ver los resultados. Lo dijo así en una entrevista concedida a la agencia Efe, en la cual De la Fuente aseguró que el nuevo modelo «es un sustituto mejorado de las balanzas fiscales, ya que la información que daban éstas se va a seguir ofreciendo y, además, se facilitará mucha más información que antes».


      De la Fuente dejó claro que el nuevo sistema usará el método de carga-beneficio, por entender que el otro —el del flujo monetario, al que da preferencia la Generalitat y que objetivamente no es el más correcto— ignora una parte muy notable del gasto del Estado que retorna a Cataluña en forma de servicios o en especie.


      Como ejemplo de esa mayor corrección del método De la Fuente, en el caso de la actividad de defensa, en la balanza de flujos monetarios la Generalitat de Cataluña sólo tiene en cuenta básicamente el destacamento del Ejército en el cuartel del Bruc, en Barcelona, y la academia de suboficiales de Talarn (Lleida). En cambio, con el enfoque de carga-beneficio, a Cataluña se le imputará a la región la parte proporcional que le corresponda por su población en el presupuesto de defensa.10


       


       


      LA ECONOMÍA ANTE LA INDEPENDENCIA


       


      ¿Cuál es la visión general de la independencia de Cataluña desde el enfoque económico? A esta cuestión trataremos de responder inicialmente con una serie de posicionamientos que nos parecen de todo interés sobre la cuestión.


       


       


      Tres economistas: los profesores Granell, Zabalza y Galí


       


      Traemos aquí, en primer lugar, las opiniones de Francesc Granell, catedrático de Organización Económica Internacional de la Universidad de Barcelona, y que tiene valiosos puntos de vista por su larga trayectoria internacional: alto funcionario de la CE, ha participado en las negociaciones para la adhesión de Suecia, Finlandia y Austria, y es actualmente Consejero de la Unión Europea. Además, ha redactado un documento que advierte sobre los riesgos de una eventual independencia de Cataluña.11 Con ese bagaje, Francesc Granell fue entrevistado por Lluís Pellicer y Miquel Noguer para El País el 29 de septiembre de 2013, un diálogo del que extraemos algunas preguntas y respuestas:


       


      P. ¿Por qué sostiene que una Cataluña independiente lo tendría complicado incluso para formar parte de Naciones Unidas?


      R. Primero Cataluña tendría que ser un Estado. Ahí no hay problema: tenemos territorio, población y un gobierno constituido. Pero también es necesario que la Asamblea General de la ONU acepte al Estado previa propuesta positiva del Consejo de Seguridad. El problema es que ahí están cinco países que tienen derecho a veto, y el portavoz de la Casa Blanca ya dijo que la cuestión catalana es un problema interno de España; Francia, dijo lo mismo; Rusia tiene el problema de Chechenia, y China, el del Tíbet, como para apoyar la independencia de Cataluña. ¿Qué significa eso? Nosotros podríamos llegar a ser un Estado, pero no un Estado reconocido con vida internacional normal. Es lo que ocurre con Palestina, que cuando quieren entrar chocan con un veto u otro del Consejo de Seguridad. Si nos conformamos con ser Kosovo o Palestina, hagamos una declaración unilateral de independencia, pero esto me parece muy pobre para un proceso tan ilusionante.


      P. ¿Cataluña saldría del euro?


      R. Si no es miembro de la Unión Europea, no es miembro de pleno derecho del euro. Eso no quiere decir que no pueda usarlo. Nadie puede impedir ir al Banco de España y comprar euros. Andorra, Mónaco, San Marino, Montenegro, Kosovo lo usan; pero sin derechos de señoraje y sin apoyo del Banco Central Europeo, que es esencial. Y una moneda propia sería muy débil, porque la capacidad presupuestaria, de acción y exportadora de Cataluña es lo que es. Estaríamos condenados a la devaluación, y eso significa devolver los préstamos más caros.


      P. Dibuja un Estado fallido.


      R. Seremos un Estado fallido, sí. Como Somalilandia, o como Kosovo. Los cito en el documento que he elaborado.12


       


      En la misma dirección que Granell, y con clara propensión a mejorar el Estado de las Autonomías, está Antoni Zabalza, economista y también empresario, de quien provienen los comentarios que siguen:


       


      Argumentar que no es aconsejable optar por una Catalunya independiente es una tarea en la que el sentimiento juega tanto como la razón... No aspiro a convencer al 22,7 por 100 de ciudadanos de Catalunya que sólo se siente catalán. Para ellos, probablemente, no hay coste que valga la satisfacción de ser independiente. Pero para una parte significativa del 30,2 por 100 que se siente más catalán que español, un coste significativo podría ser decisivo para rechazar esta opción y apostar por un Estado federal o por la mejora del actual sistema autonómico...13 Los costes de transición son enormes... Los beneficios, en cambio, son difíciles de identificar y en todo caso lejanos. Es una conclusión acerca de posibles acontecimientos futuros y por tanto basada en suposiciones...


       


      De entre los economistas catalanes creíbles que ven y desean la independencia de su tierra con cierta verosimilitud, recogemos los puntos de vista de Jordi Galí, formado en el MIT, y que fue profesor en las universidades de Columbia y Nueva York, siéndolo actualmente de la Pompeu Fabra en Barcelona:


       


       

      Mi atracción por la opción soberanista está vinculada a los conceptos de oportunidad y de posibilidades que ofrece. En todos los terrenos, pero especialmente en el económico. Para decirlo claramente, me atrae la oportunidad y las posibilidades que ofrecerían la construcción de un Estado nuevo que tuviera entre sus objetivos fundacionales [los siguientes puntos]:14


      —Necesidad de un nuevo modelo de administración pública basado en los principios de austeridad, eficiencia y servicio de calidad al ciudadano.


      —Importancia capital de procedimientos administrativos y judiciales sencillos, rápidos y eficientes, que maximicen la seguridad jurídica de los particulares y garanticen plenamente sus derechos.


      —Necesidad de un marco laboral flexible, con un contrato único indefinido que ponga fin a la dualidad actual, y donde el papel de los tribunales no consista en «decidir por las empresas», sino que esté restringido a garantizar el respeto a los procedimientos establecidos y la no discriminación.


      —Una fiscalidad sobre empresas y trabajadores que favorezca la inversión extranjera y la atracción de talento. El fin del déficit fiscal y la prioridad de la lucha contra el fraude tendrían que dar margen por esta nueva fiscalidad.


      —La adopción del inglés como tercera lengua oficial, enfatizando su papel en la relación con el mundo.


      —Un Estado del bienestar de calidad, que sea generoso con los desvalidos, pero con mínimas distorsiones y desincentivos, e implacable con el fraude.


       


      Interesantes las apreciaciones del profesor Galí. Pero al igual que hizo Antonio Zabalza, antes citado, nos preguntamos si para desarrollar los seis puntos que se plantean (de lo más razonables como política económica y social) es necesaria la independencia; con todos sus trances traumáticos derivables de una penosa separación, no sólo del resto de España, sino también de la Unión Europea.


       


       


      La visión del Bolívar catalán: Oriol Junqueras


       


      Oriol Junqueras, el máximo dirigente de ERC —y jefe político del propio Mas, según dicen muchos—, ha hecho una serie de pronunciamientos económicos (él es historiador, pero se supone que tiene asesores economistas), entre otros en el Foro Barcelona Tribuna, impulsado por la Societat Econòmica Barcelonesa d’Amics del País (Sebap), la Asociación Española de Directivos (AED) y La Vanguardia. Y aunque no es economista, como se verá, argumenta con información económica que, explicablemente por su posicionamiento político, utiliza a su manera... que diría Frank Sinatra.


      En la ocasión y con tono profesoral, Junqueras defendió que no hay futuro para Cataluña dentro de España: un Estado, dijo, con «el récord mundial de suspensión de pagos, con el récord de expedientes abiertos por violación de competencias europeas, que lidera el índice de miseria de la Unión Europea... no logrará salir de la crisis». Y lo dijo con absoluta naturalidad, como si de todos esos infortunios tan cuidadosamente descritos, en ninguno tuviera nada que ver que en Cataluña gobernaron esos años el Tripartito y los ulteriores Gobiernos nacionalistas independentistas de CiU; que han tenido y tienen, insistimos, más poderes económicos que Baviera en Alemania, Escocia en el Reino Unido, o el estado de California en Estados Unidos.


      Adicionalmente, y aunque por diplomacia en ningún momento utilizó la expresión expolio fiscal, el líder de ERC abundó en la idea de que Cataluña pierde recursos por el hecho de formar parte de España, recurriendo a las cifras de siempre: «Más de la mitad de los impuestos que pagamos desaparecen de nuestro país... Desde 1986, de media, Catalunya ha representado el 16 por 100 de la población española, ha producido el 20 por 100 del PIB, ha pagado el 24 por 100 de impuestos y ha recibido un 10 por 100 del presupuesto público». Todas ellas, cifras más que controvertibles según se vio antes con el testimonio Borrell-Llorach.15


      A la semana siguiente de la citada conferencia de Junqueras en la Sebap, el dirigente de ERC volvió, el 13 de noviembre de 2013, a la carga en Bruselas, donde fue eurodiputado español durante casi tres años —con reconocida inoperancia—, en un discurso, pronunciado en español, en el que el máximo dirigente de ERC, tras recordar que Cataluña representa una cuarta parte de los ingresos fiscales del Estado, planteó que como «hemos demostrado (con la Vía Catalana de la Diada de 2013), podemos poner a dos millones de personas en las calles, ¿alguien cree que no somos capaces de parar la economía catalana durante una semana?».


      Acto seguido, Junqueras lanzó las siguientes preguntas al Ejecutivo de Mariano Rajoy: «Si lo hacemos [parar la economía catalana durante una semana], ¿qué impacto tendrá sobre el PIB español? ¿Qué opinión tendrán los acreedores de la deuda española? ¿Y qué pasa con la prima de riesgo?».16 Afortunadamente, el Sr. Junqueras, sin ningún demérito personal para él, no es tan conocido como para provocar con esas palabras una crisis de la deuda soberana española. Su sarta de ciegas amenazas no tuvo ningún efecto en los mercados.


       


       


      La CEOE: por el mercado español


       


      Entramos ahora en la parte correspondiente a las opiniones de los empresarios, que se han pronunciado sobre el tema de la posible independencia en Cataluña.


      «Los empresarios españoles están por mejorar la financiación de las comunidades autónomas, pero en ningún caso por la independencia de Catalunya», así se expresó el presidente de la CEOE, Juan Rosell, el 24 de noviembre de 2012, al calificar la reclamación de independencia para Cataluña como «una barbaridad para los empresarios».17 Palabras que surgieron durante una entrevista radiofónica, en la misma línea en que se expresó unos días antes en rueda de prensa, al mostrarse favorable a una renegociación de la financiación autonómica a fondo para todo el «Estado de las Autonomías, y no solamente para Catalunya, y pensando no en los territorios, sino en las personas».


       

      El presidente de la CEOE profundizó en su intento de desmontar la viabilidad de un pacto fiscal entre el Gobierno y la Generalitat —llevando en eso la contraria al presidente de Foment, según luego veremos—, asegurando que las finanzas de España «no podrían aguantar que en Cataluña se estableciera una especie de cupo», al estilo de los del País Vasco o de Navarra. Porque «si todas las comunidades tuvieran el sistema del cupo, no saldrían los números».


      Rosell ha seguido recapacitando sobre el tema. Así, después de conocerse la pregunta del hipotético referéndum, en una entrevista del diario El Mundo constató lo siguiente:


       


      —Finalmente, Artur Mas ha cruzado la línea roja al anunciar el referéndum y la pregunta sobre la independencia. ¿Qué margen tiene el Gobierno ante este desafío?


       

      —El Gobierno tiene de margen la ley, y la verdad es que estamos ante un problema gravísimo. La sociedad catalana ha llegado a un punto de crispación tremendo. Las encuestas certifican que Cataluña no se entiende con España, y en España no se entiende lo que está pasando en Cataluña. Eso es un problema y lo que no podemos hacer es dejar que se pudra. Por eso es la hora de la política en mayúsculas y de ver qué se puede hacer ante la gravedad del asunto.18


       


       


      La posición de Foment


       


      Artur Mas sufrió una baja importante en su convocatoria del Pacto nacional por el derecho a decidir cuando el presidente del Fomento del Trabajo Nacional (Foment) —Joaquim Gay de Montellà— declinó asistir al encuentro convocado para el 26 de mayo de 2013, en la sede del Parlamento de Cataluña, por entender que la convocatoria no sería meramente informativa, sino de búsqueda de aliados por el presidente de la Generalitat de cara a convocar la consulta soberanista. Una postura que también se justificó por la falta del previo debate en Foment, al que luego se procedió por su Junta, ratificándose en ella, por unanimidad, la cautela de su presidente.19


      Posteriormente, Foment sí asistió a otra convocatoria, de las patronales catalanas, bajo el título de Anem per feina, subrayando Joaquim Gay de Montellà que las propuestas en esa reunión no perseguían «nada más que recuperar la atención y el compromiso de los gobernantes y los partidos, para que el mundo empresarial tuviera el mejor escenario», para luego proseguir:


       


      Somos una institución para la defensa de los intereses del mundo empresarial, y las lecturas de corte político las tenemos que remitir a la ciudadanía. Tenemos que ser más prudentes, más cautos y más reflexivos. Estamos obligados a analizar las consecuencias que pueden tener nuestras acciones. En Foment, no hay ninguna oposición a una consulta. Los suizos hacen consultas tres veces al año y nadie dice que no sean demócratas. Pero lo que tenemos que conocer es el contenido y la dirección de la consulta y en el caso de que se tome ese camino u otro, cuáles son las consecuencias. No debemos entrar en un totum revolutum que no nos aporta nada.20


       


      Meses después, el 18 de diciembre de 2013, el propio Joaquim Gay de Montellà planteó la necesidad urgente de una financiación especial para Cataluña como solución para impedir la ruptura con el Estado. «El café para todos ya no sirve», afirmó durante un coloquio organizado por el Club Siglo XXI en Madrid. En su opinión, es urgente trabajar de aquí a noviembre de 2014 [fecha prevista para el referéndum independentista] en la consecución del llamado pacto fiscal (que en cambio, ya lo hemos subrayado, Joan Rosell no defiende), pidiendo la revisión del sistema de financiación de Cataluña por el convencimiento de que después de 30 años de pacto constitucional y de evolución del Estado de las Autonomías, Cataluña «acumula un desequilibrio fiscal difícil de asumir, que le resta competitividad y genera malestar social».


      Y ante la intervención en el debate del autor de este libro —a petición del propio Gay de Montellà— proponiendo un nuevo sistema de financiación autonómica para dar facilidades a las comunidades autónomas más eficientes, Gay volvió a insistir en el pacto fiscal. El organizador del acto, como presidente del Club Siglo XXI, el exministro Eduardo Zaplana, dijo que «se puede estar de acuerdo o no» con el jefe de Fomento, pero alabó su «coraje».21


       


       


      Un terceto contra la secesión: Lara Bosch, Bonet, Fainé


       


      Las voces más resonantes de alarma sobre el envite de Artur Mas han llegado de tres empresarios de renombre, y con una sinceridad seguro que directamente proporcional a su poder económico y su influencia. Más en concreto, en septiembre de 2012, el presidente del Grupo Planeta (editoriales, Antena 3 TV, Onda Cero Radio, diario La Razón de Madrid), José Manuel Lara Bosch, sentenció el debate con aquello de que «si Cataluña fuera independiente, el Grupo Planeta se tendría que ir a Zaragoza, a Madrid o Cuenca... No hay ningún negocio editorial que tenga la sede en un país extranjero o que hable otro idioma», alegó.


      Y por si lo anterior fuera poco, en una entrevista posterior, en febrero de 2014, manifestó lo siguiente:


       


      Soy más catalanista que los independentistas. Fíjate si soy catalanista, y fíjate si creo en Cataluña, que yo no quiero un país que en el peor de los casos sea como Moldavia y en el mejor, como Dinamarca. ¿Por qué tendríamos que conformarnos con estas migajas? Es mucho más importante y mucho más serio liderar España. Quiero una Cataluña fuerte, potente y brillante que lidere España.


      Yo, de hecho, como empresario catalán, ya lidero España. España es el único gran país en el que su capital editorial no está en su capital política, sino que está donde yo vivo, que es en Barcelona. Esto es liderar. Liderar Cataluña y liderar España. Así es como se gana. ¿Qué han hecho los independentistas por Cataluña? ¿Qué han hecho por Cataluña los que me acusan de no ser catalanista? Yo soy el primer editor en catalán de Cataluña y el primer editor en español en España y mi empresa está en Barcelona y es catalana. ¿Quién es más catalanista? ¿Quien más habla o quien más hace? Ser independentista no es la única manera de querer a Cataluña, ni la más inteligente.22


       


      El otro empresario de renombre que se ha pronunciado abiertamente, José Luis Bonet Ferrer, que según él mismo es «un catalán que quiere seguir siendo español», se ha situado en medio de una batalla campal entre nacionalistas independentistas y españolistas antinacionalistas. Todo por su frase «Cataluña es una parte esencial de España y así es como debe continuar», en un reportaje que le hizo el New York Times acerca de qué opinaban los grandes empresarios catalanes sobre el independentismo.


      A José Luis Bonet Ferrer le avalan no sólo las cifras (520 millones de euros facturados en 2012), sino un optimismo visceral: «Las cosas son más normales de lo que parecen, hay que desdramatizar». Sí admite que hay un boicot del mercado español contra el producto catalán y otro, más incomprensible aún, del nacionalismo acérrimo contra los catalanes que además de serlo se consideran españoles: «Pero son los políticos quienes tienen que arreglar esta desafección, y yo estoy seguro de que al final van a entenderse». Y a la pregunta de si de verdad confía en que ese acuerdo se logre, responde: «Sí, soy un optimista visceral. Nunca me he desanimado, siempre he pensado que las cosas podían mejorarse».23


      Como presidente del Foro de Marcas Renombradas Españolas, de Freixenet, del Salón Alimentario, y de la Fira de Barcelona, José Luis Bonet manifestó el 26 de noviembre de 2013:


       


      Creo que el futuro está en la multirregionalización, el estar en todos los lugares de España donde se hace buen vino. Es un hecho que Freixenet está en esa línea, por eso este verano, además de la inversión en Cataluña, también la hemos hecho en Rías Baixas.


      Me parece que viendo como van las cosas, lo mejor es plantearse poco la posibilidad de independencia porque creo que no llegará a ser. Soy escéptico en este punto. Las voces que reclaman moderación son cada vez mayores aunque hay muchos catalanes que quieren ser sólo catalanes. Es verdad que también hay muchos catalanes, yo mismo, que quieren también ser españoles. Al final la consulta, que tiene que ser legal y de acuerdo con el Gobierno del Estado, nos dirá cuáles son los porcentajes.24


       


      El «tercer hombre» de este pasaje del libro es el presidente de La Caixa (tercera entidad financiera de España, después del Santander y el BBVA), Isidro Fainé, quien estando en la residencia del embajador de España en Washington (1 de febrero de 2013), mantuvo una breve conversación con los periodistas para trasladar sus reflexiones, en absoluto improvisadas, sobre la situación en Cataluña, subrayando la necesidad de que «la llamada cuestión catalana se resuelva con un gran acuerdo que nos ayude a tirar adelante al conjunto del país». Para Fainé, cuando España ha entrado en una fase de crecimiento, y ha superado la desconfianza que generaba su situación económica de un año antes, debe centrarse en hacer que ese crecimiento sea sostenido. A su juicio, las empresas españolas y catalanas están demostrando que pueden crecer más: «estamos en el paleolítico superior en cuanto a posibilidades de crecimiento», dijo.


      Pero no sólo Fainé habló de la situación en Cataluña en la residencia del embajador de España en Washington DC. El director del Instituto de la Empresa Familiar y del Consejo Empresarial para la Competitividad, Fernando Casado, también de Barcelona, subrayó que hace falta mucho diálogo «para reconducir la situación». Y Florentino Pérez (presidente de ACS), se refirió a la cuestión tras el almuerzo de Rajoy con varios empresarios norteamericanos y, en la misma línea que Fainé, llamó al diálogo entre España y Cataluña. El presidente de ACS subrayó que «por el camino del diálogo siempre se hallará una solución» y se declaró optimista sobre la resolución del conflicto abierto entre el Gobierno y el Govern «porque —dijo— conozco Cataluña y conozco a CiU».25


       


       


      La Declaración de Barcelona y las lamentaciones de Mas


       


      La mayoría de los empresarios no españoles en Cataluña se mantenían al margen del proceso soberanista, intentando no elevar el tono para no contribuir a empeorar más la situación de incertidumbre económica. Pero el 11 de febrero de 2014 alzaron su voz, y de forma muy potente, contra el proceso independentista de Mas.26


      El manifiesto, al que dieron el título de «Declaración de Barcelona», fue presentado por el empresario germano Albert Peters y secundado por 60 empresarios extranjeros en Cataluña, la mayoría de ellos de la República Federal, dejando bien claro que una independencia de Cataluña no sólo afectaría a los 60 firmantes, sino que incidiría negativamente, en mayor o menor medida, en las 5.602 empresas extranjeras establecidas en Cataluña, de las que 885 (el 15,8 por 100 del total en número y una proporción mucho mayor en valor añadido) son alemanas. Y a la pregunta hecha sobre si hay miedo entre los empresarios a rechazar el independentismo oficial, Peters contestó:


       


      Sí, hay miedo. Nos ha llamado gente que ha firmado la carta y ahora tiene miedo a perder clientes. Hay que vivir con ese miedo en un proceso democrático, aunque yo creo que no se llegará a este extremo. Este conflicto político está evolucionando hacia una discusión fanática y eso es lo que debemos evitar. Hay que rebajar la tensión del proceso y encontrar una solución a favor de Cataluña. Todavía no se han producido represalias, pero la gente nota conflicto en sus familias o en sus negocios. No es bueno para el negocio si usted choca contra la opinión política de un cliente.27


       


      La Declaración de Barcelona provocó gran alarma en Artur Mas, quien se lanzó a pedir apoyo a los empresarios, con argumentos más sentimentales que otra cosa. El escenario y lo dicho se reflejan en las palabras que siguen a continuación:


       


      En años no se habían visto en Cataluña tantos representantes de empresas familiares por metro cuadrado como, el 14 de febrero de 2014, en la presentación en Barcelona del libro Capitanes de industria, obra de Francesc Canosa, que relata la historia de 50 grandes compañías industriales.


      Ante ese auditorio y tras la polémica generada por la Declaración de Barcelona, el presidente de la Generalitat buscó la complicidad de los patrones de primera y segunda generación para pedirles que «no caigan en la tentación de pasar de la política» y que luchen de la misma manera que él batalla contra «aquellos que dicen pasar de la economía». «Debemos tener la misma mentalidad para administrar mejor nuestras complejidades», añadió.


      Pero esas palabras de Mas no convencieron al empresariado, pues en el mismo acto que comentamos, Josep Oliu, presidente del Banco Sabadell, replicó que los empresarios son «gente con ambición que miran hacia un mundo global» y es precisamente esta actitud y sus proyectos «los que harán a Cataluña grande o no la harán». Palabras que no fueron nuevas en el financiero, pues el 12 de febrero de 2014, estando en Londres, Oliu fue aún más tajante: «No contemplamos una Cataluña independiente». No es extraño que eso dijera Oliu, pues el exministro de Economía y Hacienda, Carlos Solchaga, había manifestado poco antes: «Si Cataluña fuera independiente, CaixaBank y el Sabadell emigrarían inmediatamente al resto de España porque no tendrían acceso al Banco Central Europeo».28


       


       


      OPINIONES EMPRESARIALES DESDE FUERA DE ESPAÑA


       


      En 2012, en Washington DC, el economista Nicolas Véron, del think tank Bruegel (de Bruselas) y actual asesor del Fondo Monetario Internacional (FMI), manifestó: «De pronto, en España estamos escuchando que se debaten cosas que pasaron en el siglo XVIII [1714 y demás, ya se sabe]. ¡Parece Oriente Medio!».


      Véron hizo esa afirmación en el Peterson Institute for International Economy, del que es investigador visitante, y en el que trabaja el español Ángel Ubide como investigador (Senior Fellow). Para Ubide, toda la cuestión catalana «está en una situación en la que el mercado todavía no se lo ha tomado en serio, o lo ve como una pataleta por dinero».


      Por su parte, Mauro Guillén, profesor de la Escuela de Negocios Wharton, de la Universidad de Pensilvania, una de las más prestigiosas del mundo, coincide en esa visión del tema: «No creo que los mercados hayan hecho nada todavía sobre este asunto. Simplemente piensan que no va a llegar a nada».


      Por su parte, Brian Lawson, de la consultora de riesgo político estadounidense IHS, dio una respuesta muy matizada. «Algunas empresas podrían cambiar su sede a Madrid o a otros lugares para evitar posibles bloqueos de sus productos. Los bancos catalanes, como Caixabank o Banco Sabadell, podrían ver amenazado su negocio de banca minorista, con una retirada de depósitos, pero también podrían sufrir pérdidas de clientes empresariales».29


      En la misma dirección de las preocupaciones de las multinacionales foráneas en España, algunos empresarios que quieren atraer inversión extranjera a Cataluña con actividad actual o previsible en Cataluña están planteando ya la línea roja de sus posicionamientos. En ese sentido, los promotores del macrocomplejo turístico, de juego y ocio BCN World, que lidera Enrique Bañuelos, pasado un año desde que el empresario anunciara el proyecto, como réplica al no de Eurovegas a Barcelona (para instalarse en Madrid, aunque luego se abandonó el proyecto), se pronunciaron sobre el tema catalán, en Barcelona, el 18 de septiembre de 2013.


       

      Concretamente, el presidente de BCN World y consejero delegado de Veremonte, Xavier Adserà, advirtió que la línea roja para los inversores del macrocomplejo a ubicar en la costa de Tarragona es la pertenencia a la Unión Europea por «cuestiones de moneda y seguridad jurídica». Declaración que se correspondió con lo dicho pocos días antes, el 16 de septiembre de 2013, por el vicepresidente de la Comisión Europea, Joaquín Almunia, quien advirtió en Barcelona que la independencia significaría la expulsión de Cataluña de la Unión Europea: «La parte segregada no es miembro», afirmó.30


      Por su parte, el presidente de la Cámara de Comercio de Estados Unidos en España, Jaume Malet, catalán él, alertó sobre la secesión, «que podría desencadenar una fuga masiva de compañías norteamericanas, espantadas por la inestabilidad del proceso. Hay una preocupación muy grande por parte de la inversión extranjera, y de la estadounidense en particular, por lo que está pasando. Podría comportar una deslocalización masiva de inversión y de puestos de trabajo», aseguró Malet.31


       


       


      BANCO DE ESPAÑA: CATALUÑA FUERA DE LA EUROZONA


       


      Entramos ahora en un tema fundamental: el sector financiero. Y a ese respecto, y a propósito de las pretensiones independentistas, el gobernador del Banco de España, Luis María Linde, aseguró en privado —durante una cena en Barcelona, en el otoño de 2013, con empresarios, banqueros y economistas— que Cataluña quebraría si se independiza de un país de la Eurozona como es España. «No recuerdo si utilizó expresamente la palabra quiebra —manifestó uno de los asistentes al encuentro—, pero desde luego lo presentó de ese modo: no veo posibilidad alguna de que una Cataluña independiente se financie por sí sola.»


      El gobernador señaló que el Banco Central Europeo (BCE) es fundamental para la financiación de los bancos catalanes y también de la deuda de las empresas y de la comunidad autónoma, como del resto de España. Por ello, si Cataluña se independizara, La Caixa y el Banco Sabadell, con sede en Barcelona, no podrían seguir recurriendo a bajo precio a la liquidez del BCE, con el consiguiente perjuicio para la economía catalana, muy dependiente de ambas entidades.


      Algunos asistentes preguntaron a Linde si no podrían recurrir La Caixa y Sabadell a financiarse en el BCE a través de una filial con sede en Madrid. El gobernador señaló que eso sí sería posible, pero que tal cosa no anularía otro gran problema, que son las garantías a ofrecer: para aceptar financiar a un banco de la Eurozona, el BCE acepta la pignoración de la deuda pública de un país miembro o de una de las autonomías del mismo, pero no de un Estado fuera de los límites de la moneda única. Por tanto, Cataluña perdería una vía clave de financiación.32


       

      En un encuentro ulterior de empresarios, el 25 de noviembre de 2013, Luis María Linde reconoció que ya se había pronunciado sobre el tema en Barcelona, «en una conversación más o menos privada, pero lo voy a repetir aquí», comentó. Sin mencionar nunca a Cataluña o a España, sino a «un territorio grande» y a «uno pequeño», anticipó graves problemas para los bancos con su sede allí: CaixaBank, Banco Sabadell o Catalunya Banc, entre otros. Linde recordó que la Cataluña independiente tendría que tener una moneda y un organismo supervisor propios:


       


      Un escenario muy malo para las entidades financieras ya que tendrían activos en una moneda propia, pero sus pasivos seguirían en euros. Una vez que se convirtiera los euros a la moneda catalana, con un tipo de cambio muy desfavorable para ésta, se provocaría un desfase en los balances. Un escenario que llevaría a la quiebra, a la suspensión de pagos o a un problema financiero gravísimo.33


       


      En definitiva, el gobernador del Banco de España dio su non placet a la independencia de Cataluña. Y no por razones patrióticas —que se le suponen—, sino con argumentos estrictamente jurídico-económicos.


      En cierto modo, lo expresado por el gobernador del Banco de España no pasa de ser puro realismo. A cuyo propósito, el periodista económico Claudi Pérez plantea, con clarividencia, lo que precisamente llama lecciones de realismo: «hace ya mucho tiempo que las decisiones fundamentales de política económica no se toman en Madrid». Y es que efectivamente, la política monetaria está en manos del Banco Central Europeo (BCE); la política fiscal está cada vez más tutelada por las instituciones europeas.


      Las lecciones de realismo se aprecian especialmente en los tiempos de crisis en medio de un «incendio» en los mercados. Que en el caso español duró casi 30 meses, cuando no sólo el BCE tomó el mando, sino que también lo hicieron Alemania, China y Estados Unidos. Y Bruselas, vía rescate y memorando de entendimiento. Más concretamente, en mayo de 2010 fueron las llamadas de Obama y Wen Jiabao las que precipitaron la conversión del expresidente José Luis Rodríguez Zapatero, cuyo Gobierno empezó a aplicar recortes, tras haber negado repetidamente la crisis. Y en agosto de 2011, en medio del huracán en los mercados, llegó la carta de Jean-Claude Trichet —revelada a finales de noviembre de 2013 por el propio expresidente en su libro El dilema—, la que marcó la senda de política económica de los últimos meses del Gobierno socialista. Y sobre todo, de los dos años que lleva Rajoy al frente del Gobierno.34


      Por lo demás, en el mismo sentido de lecciones de realismo económico, puede traerse a colación el anuncio de la agencia de calificación de rating (valoración de solvencia) Moody’s, que fue la primera en abordar públicamente el riesgo de secesión de Cataluña, calificable como «el gran peligro actual para la recuperación de la economía española». En un informe titulado «España, una recuperación débil», Moody’s dedicó un capítulo a lo que llama «riesgos a la baja» y en él sólo cita uno: Cataluña, por la posibilidad de que se separe de España, «lo que podría desanimar la inversión extranjera y la actividad empresarial... La secesión tendría un gran impacto negativo en la economía española».35


      Como colofón de lo visto: ¿qué pasaría con La Caixa o con el Sabadell en caso de independencia, cuando la primera tiene fuera de Cataluña, en el resto de España, el 65 por 100 de su negocio, y el segundo, el 85 por 100? Se atribuye a Isidro Fainé la frase de que en esa hipótesis, la sede central de La Caixa habría que trasladarla a Navarra. Y en el caso del Sabadell igual podría situarse, por razones fiscales, en Holanda o en Luxemburgo.


       


       


      A VUELTAS CON EL PACTO FISCAL


       


      Es éste un pasaje importante del espacio que dedicamos a la economía en el propósito de la independencia de Cataluña por un momento histórico pocas veces mencionado, debiendo recordarse lo visto en el capítulo 4 sobre el hecho de que, en el proceso constituyente de 1977-1978, a Cataluña se le ofreció un concierto fiscal tipo vasco, que los catalanes rechazaron. Y en cualquier caso, entonces, a diferencia de los vascos, ni siquiera lo plantearon.


       


       


      La propuesta catalana de 2012


       


      Para los defensores del pacto, «las circunstancias históricas —dice Jordi Barbeta— han hecho coincidir el desafío catalán con la peor crisis que afecta a España y a Europa. Y son precisamente las enormes dificultades del Govern de Catalunya para mantener los servicios públicos esenciales lo que ha puesto al descubierto la precariedad de la autonomía, y ha convertido, políticamente hablando, el pacto fiscal en un asunto de vida o muerte para Catalunya, para Convergència i Unió y, sobre todo, para su abanderado, el propio Artur Mas».36


      Sin duda, argumentos de ese corte fueron los que llevaron, el 25 de julio de 2012, al Parlamento de Cataluña a aprobar la propuesta de un pacto fiscal para permitir a Cataluña aproximarse al modelo del concierto económico vasco. Y de esa propuesta,37 hacemos una síntesis en lo que sigue:


       


      El Parlament de Catalunya reivindica un acuerdo de financiación que comporte un cambio de modelo respecto a los diferentes acuerdos alcanzados en la historia del autogobierno de Catalunya. Este acuerdo de financiación debe tener como objetivos: alcanzar la plena capacidad de decisión sobre todos los tributos soportados en Catalunya, poder disponer de los recursos económicos que como país se generan para atender las políticas sociales y de crecimiento, y garantizar la lealtad institucional para evitar arbitrariedades e incumplimientos de las partes.


      El Parlament de Catalunya insta al Gobierno de la Generalitat a iniciar un proceso de negociación con el Gobierno español para alcanzar un modelo de financiación propio para Catalunya, dentro de este año 2012, de acuerdo con las conclusiones aprobadas por la Comisión de Estudio de un Nuevo Modelo de Financiación basado en el Concierto Económico.


       


      Como se ve, la propuesta de pacto fiscal de la Generalitat de Cataluña es análoga al concierto vasco o al convenio navarro. Y sin base constitucional para ello —a diferencia de las dos haciendas confederales citadas, que tienen la salvaguarda de su régimen por los derechos históricos que menciona la Constitución—, no es extraño que la propuesta de Mas de 2012 fuera rechazada por Rajoy en la entrevista que ambos políticos tuvieron el 20 de septiembre de 2012, después de la Diada de 2012, cuando se reunieron en la Moncloa.38 Y ante el rechazo por entero de la propuesta, vino la convocatoria de las elecciones al Parlamento catalán para el 25 de septiembre de 2012 y el pronunciamiento independentista. Temas ya tratados en este libro en el capítulo 6.


      Y en cuanto a la reacción del Ministerio de Hacienda sobre el pacto fiscal solicitado por el Parlamento de Cataluña en 2012, la posición del ministro de Hacienda, Cristóbal Montoro, fue terminante:


       


      P. ¿Se le dará un concierto económico como el vasco y el navarro?


      R. No estamos barajando ese horizonte, porque técnicamente no es posible, por la magnitud. Puedes tener haciendas forales de tamaño relativamente pequeño, como el caso de Navarra. Pero de tamaño grande realmente no pueden existir, sería una relación de un Estado confederal, ni siquiera de un Estado federal, que es el que ya tenemos en España. Tenemos que seguir insistiendo en la mejora de la financiación autonómica, en la mejora de la corresponsabilidad fiscal y en seguir financiando los servicios públicos que reciben los catalanes en unas condiciones de igualdad entre todos los territorios.39


       


      Descentralización del gasto público en España


      [image: 354.jpeg]


       


      Comunidades autónomas y regímenes de financiación autonómica


      [image: 355.jpeg]


       


      Pero si hay diálogo de sordos, lo cierto es que la política se mantiene sotto voce por parte de La Moncloa y la Generalitat: hay frecuentes llamadas de la vicepresidenta Soraya Sáenz de Santamaría a la vicepresidenta del Govern, Joana Ortega, y viceversa. Una conexión por la que, a principios de febrero de 2014, llegó la propuesta de Ortega de convocar una sesión de la Comisión Bilateral Estado-Generalitat, que no se ha reunido aún en lo que va de legislatura. Un lugar de encuentro en el que Ortega es la presidenta de la parte catalana, desde que, también a principios de febrero, relevó al portavoz de CiU en el Congreso, Josep Antoni Duran i Lleida.40


       


       


      Un sistema fiscal descentralizado


       


      Por lo demás, la expresada posición del ministro de Hacienda sobre las propuestas del pacto fiscal tiene mucho de razonable y la de Rajoy también, desde el punto de vista de la Constitución tal como está hoy. Pero sin duda, hay posibilidad de ir a mayor flexibilidad, con un nuevo marco. Y en ese sentido, el sistema fiscal español y el de financiación autonómica son claves. Y para hacer las propuestas que figuran en «A modo de conclusiones», daremos a continuación una somera explicación del actual Sistema de Financiación Autonómica en España.


      Como puede apreciarse por los dos gráficos adjuntos —algo que tantas veces se ignora cuando se habla de centralismo—, España tiene un sistema muy descentralizado del gasto público, de modo que las comunidades autónomas y las entidades locales (diputaciones y ayuntamientos) gestionan el 70 por 100, en tanto que el Gobierno de la nación apenas controla el 30 (incluyendo la Seguridad Social). Todo ello, con quince comunidades autónomas de régimen común, dos de régimen foral (País Vasco y Navarra) y dos ciudades autónomas (Ceuta y Melilla).


      Esa configuración fiscal española tiende al déficit estructural y al endeudamiento crónico —dos aspectos agravados por la crisis económica que empezó en 2007—. Y por ello mismo, el 29 de mayo de 2013, Bruselas reclamó al Gobierno una revisión sistemática del sistema tributario. Ante lo cual, el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas explicó que se seguirían «las líneas maestras marcadas por Europa». De modo que el Consejo de Ministros, el 5 de julio de 2013, decidió la formación de una Comisión —presidida por el profesor Manuel Lagares—, fijándose como término el 1 de marzo de 2014 para preparar el documento que servirá de base para la nueva reforma fiscal, que posiblemente se aplicará a partir del año 2015, en la idea de que un día termine la drogadicción del Estado en materia de emisiones de deuda.


       


       


      Más y más emisiones de deuda


       


      A lo largo de 2014 el Tesoro hará emisiones récord de deuda: 242.370 millones de euros (5.600 millones más que en 2013); de los cuales 65.000 millones serán para cubrir el déficit del año y el resto para la gestión de la deuda viva total, que en 2015 se situará en el 100 por 100 del PIB. Y para hacer frente a esas emisiones récord, cuando la banca española está reduciendo el peso de su cartera de deuda pública —por la amenaza de que el BCE penalice la deuda soberana en los exámenes de estrés—, el Tesoro se centrará en captar nuevos inversores internacionales.41 De esa deuda a emitir por el Estado, uno de cada tres euros se destinará en 2014 a cubrir las necesidades de las nueve comunidades autónomas rescatadas por el Estado.


      Y dentro de ese panorama, la demanda de bonos y otros activos financieros por los mercados de capitales, los emitidos por las comunidades autónomas, no tienen todos el mismo rating de solvencia. Mientras Madrid, Galicia, Aragón y Navarra han dejado atrás la crisis financiera y están captando capitales a tipos de interés históricamente bajos, Cataluña solicitó el 6 de febrero de 2014 al Gobierno, a través del Fondo de Liquidez Autonómico (FLA), 6.347 millones de euros para cubrir sus necesidades financieras de 2014. De ese modo, la Generalitat se sumó formalmente a las comunidades autónomas que este año no podrán financiarse en los mercados, en los que sus emisiones están equiparadas a bonos basura.42


      Concretamente, ante la casi imposibilidad de la Hacienda catalana y de otras comunidades autónomas de emitir deuda propia (nadie la quiere en los mercados por ser bonos basura, a menos que rindan intereses desmesurados) para pagar proveedores y hacer frente al elevado déficit público y a los vencimientos del voluminoso endeudamiento, el Gobierno creó dos instrumentos financieros para orillar la bancarrota de las comunidades autónomas: el ya mencionado FLA y Fondo de Pago a Proveedores (FPP).


      

      De esas entidades, Cataluña ha absorbido casi la mitad de sus recursos: en el caso del FLA, más del 40 por 100, y una parte proporcional del FPP sensiblemente superior a su peso en el PIB español. Lo que ha permitido a Cataluña, en 2012 y 2013, tres cosas: incurrir en déficits presupuestarios notablemente superiores a la media del resto de comunidades autónomas, seguir aumentando su deuda pública y hacer posible que la caída acumulada de su PIB desde el comienzo de la crisis hasta 2013 haya sido menor del 6,7 por 100, inferior al conjunto de España (7,5 por 100), y muy inferior al de Valencia y Andalucía (11 por 100).


       


       


      ¿Cómo explicar la situación fiscal de Cataluña?


       


      La difícil situación de la Hacienda catalana aquí esbozada, aparte del fenómeno general en la crisis, se debe en gran medida a los excesos fiscales cometidos por el primer Gobierno del Tripartito (2003-2007, y no menos por el segundo, de 2007 a 2010), sensiblemente mayores que en la mayoría de las otras comunidades autónomas. Y eso mismo pasó con la gestión de la crisis por los sucesivos Gobiernos de la Generalitat desde 2010 a 2014. De modo que Cataluña acusó el impacto de la recesión con niveles de déficit y deuda pública más elevados que el promedio de las comunidades autónomas; llegándose a la máxima dificultad de financiarse por sí sola.


      En tales circunstancias, con indudable astucia y marketing, los políticos nacionalistas gobernantes consiguieron convencer a la sociedad catalana de que sus dificultades económicas tienen su origen en el «expolio fiscal» por parte de España y que la solución no podía consistir sino en salirse de España o, cuando menos, utilizar esa amenaza para lograr algún arreglo fiscal que proporcione los ingentes recursos necesarios para reducir la deuda catalana hasta niveles sostenibles, sin necesidad de reformas y recortes adicionales del gasto público.43


      Cataluña ha absorbido hasta ahora (ya lo vimos antes) el 42,2 por 100 de los créditos del Fondo de Liquidez Autonómico: de los 39.638,4 millones de euros que el Estado distribuyó con el FLA entre 2012 y 2013, Cataluña se hizo con 16.715,4 millones.44


      En cuanto a las inversiones públicas del Estado en las comunidades autónomas, en la ponencia política aprobada el 6 de julio de 2013 en la Conferencia Nacional por la República catalana (sic), de Esquerra Republicana, se dijo lo siguiente:


       

       


      Cataluña, el País Valenciano y las Islas [Baleares] han quedado severamente perjudicados por el efecto acumulado de tantos años de expolio fiscal y de desatención inversora del Estado español.


       


      Ante esta acusación, es esclarecedor el artículo de Eduardo Martínez Abascal, profesor del IESE de Barcelona:


       


      Los residentes en Catalunya tenemos la percepción de que el Estado invierte poco en infraestructuras en Catalunya [...] Para tener una idea completa de lo que invierte el Estado en Catalunya hay que ver los números totales de toda la inversión.[...] Estos datos los proporciona la Generalitat de Catalunya en su informe sobre balanza fiscal de Catalunya: «Resultats de la balança fiscal de Catalunya amb el sector públic central 2006-2009» [...]. Si consideramos las inversiones llevadas a cabo en Catalunya por el Estado y sus empresas públicas, el resultado es que el 20 por 100 de las inversiones se han llevado a cabo en Catalunya. Este porcentaje es superior al que marca el Estatut, que indica que el Estado debe invertir en Catalunya al menos lo equivalente a su peso en el PIB de España, que es un 19 por 100. Esto es lo que dicen los números calculados por la Generalitat. Luego cada ciudadano puede tener la percepción que estime oportuno.45


       


      En definitiva, la realidad puede expresarse de una forma u otra, argumentar, ignorar, inventar, etc. Pero todo eso acaba descubriéndose, y la cruda realidad luce sin paliativos.


       


       


      ¿Una Cataluña menos emprendedora y menos líder?


       


      No hay al presente, o al menos el autor no lo conoce, un estudio en el que de manera clara se analice cuál es la posición actual de Cataluña dentro de la economía española, en términos de si tiene o no el liderazgo económico que, en una u otra medida y según épocas, asumió para toda España desde el siglo XVIII hasta la era de Franco y después. Pero lo que sí se evidencia es un parco dinamismo empresarial en lo que concierne a las mayores empresas de España que son, en general, las cotizadas en bolsa.46


      A la vista del cuadro 1 que hemos elaborado puede apreciarse que las empresas catalanas que cotizan en el mercado continuo son 31 sobre un total de 179 (el 17,3 por 100 para un peso de la economía catalana del 20 por 100 en PIB nacional). Y de las 35 incluidas en el índice Ibex, tienen su sede en Cataluña sólo seis; con un peso del 17,1 por 100 por número de empresas, y del 9,38 por 100 en términos de ponderación en el referido índice.


      Claro es que las observaciones hechas sobre el cuadro 8.1 necesitan del complemento de las empresas no cotizadas, para lo cual hemos preparado el cuadro 8.2: la relación de las cien firmas de mayor importancia con sede en Cataluña. De las cuales, como se aprecia en el propio cuadro, siete cotizan en bolsa, estando dentro de ellas las seis que son parte del índice Ibex 35, que aparecen en el cuadro 8.1.47


      La información de esas cien primeras empresas del cuadro 8.2 se completa situando un topo al lado del nombre de cada una de las sociedades que son de capital extranjero 100 por 100 (un total de 20), o mayoritario; si bien las que figuran sin topo pueden tener mayores o menores proporciones de capital foráneo, aunque, que se sepa, no mayoritario.


      El cuadro 8.2 nos muestra que entre las cien primeras empresas de Cataluña, 93 no cotizan en bolsa, lo que define hasta cierto punto la estructura empresarial catalana de tradición familiar, y que no se corresponde con el capitalismo anónimo que hoy caracteriza a la economía internacional. De manera que ese repertorio es toda una expresión del viejo espíritu laborioso catalán, que en el pasado estuvo por delante de los demás españoles.


      Y sobre todo, de las empresas hoy más dinámicas internacionalmente, en Cataluña tienen su sede Gas Natural, FCC (con su plataforma operativa en Madrid), Abertis, Vueling (filial de IAG e Iberia) y algunas más. De modo que el elenco más dinámico se sitúa en Madrid con ACS, Acciona, Ferrovial, Indra, OHL, Sacyr, Técnicas Reunidas y otras que marcan la gran diferencia en la historia presente de la presencia internacional.


       


      CUADRO 8.1. Las 31 empresas catalanas del mercado continuo


      
        
          
            
              	
                º

              

              	
                Empresa

              

              	
                 Sede

              

              	
                Peso en el IBEX


                (por 100)

              
            


            
              	
                1

              

              	
                 

                Abertis Infraestructuras, S.A.*

              

              	
                Barcelona

              

              	
                2,61

              
            


            
              	
                2

              

              	
                Aigües de Sabadell, S.A.

              

              	
                Sabadell

              

              	
            


            
              	
                3

              

              	
                Almirall, S.A.

              

              	
                Barcelona

              

              	
            


            
              	
                4

              

              	
                 

                AMCI Habitat, S.A.

              

              	
                Barcelona

              

              	
            


            
              	
                5

              

              	
                Banco de Sabadell*

              

              	
                Sabadell

              

              	
                1,35

              
            


            
              	
                6

              

              	
                Caixabank, S.A.*

              

              	
                Barcelona

              

              	
                1,48

              
            


            
              	
                7

              

              	
                 

                Cementos Molins, S.A.

              

              	
                Sant Vicenç 

              

              	
            


            
              	
                8

              

              	
                Compañía General de Inversiones, SICAV

              

              	
                Barcelona

              

              	
            


            
              	
                9

              

              	
                Damm

              

              	
                Barcelona

              

              	
            


            
              	
                10

              

              	
                Desarrollos Espe de Sistemas de Anclajes

              

              	
                Viladecans

              

              	
            


            
              	
                11

              

              	
                Dogi International Fabrics, S.A.

              

              	
                El Masnou

              

              	
            


            
              	
                12

              

              	
                Ecolumber Invest, S.A.

              

              	
                Reus

              

              	
            


            
              	
                13

              

              	
                 

                Ercros, S.A.

              

              	
                Barcelona

              

              	
            


            
              	
                14

              

              	
                Española de viviendas en alquiler, S.A.

              

              	
                Barcelona

              

              	
            


            
              	
                15

              

              	
                Fergo Aisa, S.A.

              

              	
                Barcelona

              

              	
            


            
              	
                16

              

              	
                Fersa Energías Renovables, S.A.

              

              	
                Barcelona

              

              	
            


            
              	
                17

              

              	
                Fluidra, S.A.

              

              	
                Sabadell

              

              	
            


            
              	
                18

              

              	
                Fomento de Construcciones y Contratas, S.A.*

              

              	
                Barcelona

              

              	
                0,30

              
            


            
              	
                19


                
              

              	
                Gas Natural SDG, S.A.*

              

              	
                Barcelona

              

              	
                1,75

              
            


            
              	
                20

              

              	
                Grifols, S.A.*

              

              	
                Barcelona

              

              	
                1,94

              
            


            
              	
                21

              

              	
                Grupo Catalana de Occidente, S.A.

              

              	
                Sant Cugat 

              

              	
            


            
              	
                 

                22

              

              	
                Indo Internacional, S.A.

              

              	
                Sant Cugat

              

              	
            


            
              	
                23

              

              	
                Inmobiliaria Colonial, S.A.

              

              	
                Barcelona

              

              	
            


            
              	
                24

              

              	
                Inverfiatc, S.A.

              

              	
                Barcelona

              

              	
            


            
              	
                25


                
              

              	
                Inverpyme, S.A., S.C.R. 

              

              	
                Barcelona

              

              	
            


            
              	
                26

              

              	
                La seda de Barcelona, S.A.

              

              	
                El Prat 

              

              	
            


            
              	
                27

              

              	
                Miquel y Costas & Miquel, S.A. 

              

              	
                Barcelona

              

              	
            


            
              	
                28

              

              	
                Mobiliaria Monesa, S.A.

              

              	
                Barcelona

              

              	
            


            
              	
                29

              

              	
                Renta Corporación Real Estate, S.A.

              

              	
                Barcelona

              

              	
            


            
              	
                30

              

              	
                Service Point Solutions, S.A.

              

              	
                Barcelona

              

              	
            


            
              	
                 

                31

              

              	
                Unión Catalana de Valores, S.A.

              

              	
                Barcelona

              

              	
            


            
              	

              	
                Total peso en IBEX 35

              

              	

              	
                9,38

              
            

          
        

      


      Fuente: Bolsa de Madrid y elaboración propia.


       


      CUADRO 8.2. Principales empresas de Cataluña por facturación


      (diciembre 2012)


      
         

        
          
            
              	

              	
                Nombre

              

              	
                Facturación 


                (Mill. €)

              

              	
                Empleados

              
            


            
              	
                1

              

              	
                Gas Natural Comercializadora, S.A.

              

              	
                5.678

              

              	
                De 101 a 250

              
            


            
              	
                2

              

              	
                Volkswagen Audi España, S.A.•

              

              	
                 

                5.573

              

              	
                De 251 a 500

              
            


            
              	
                3

              

              	
                Gas Natural SDG, S.A.*

              

              	
                5.526

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                4

              

              	
                Seat, S.A.•

              

              	
                5.049

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                5

              

              	
                Endesa Distribución Eléctrica, S.L.U.

              

              	
                2.492

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                6

              

              	
                Nissan Motor Ibérica, S.A.•

              

              	
                2.335

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                7

              

              	
                Lidl Supermercados, S.A.•

              

              	
                2.268

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                 

                8

              

              	
                FCC Construcción, S.A.

              

              	
                2.251

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                9

              

              	
                Fomento de Construcciones y Contratas, S.A.*

              

              	
                1.691

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                10

              

              	
                Nestlé España, S.A.•

              

              	
                1.437

              

              	
                 

                Más de 500

              
            


            
              	
                11

              

              	
                Caprabo, S.A.

              

              	
                1.378

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                12

              

              	
                Gas Natural Servicios SDG, S.A.

              

              	
                1.346

              

              	
                De 251 a 500

              
            


            
              	
                13

              

              	
                Corporación Almimentaria Guissona, S.A.

              

              	
                1.295

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                14

              

              	
                Compañía Española de Laminación, S.L.

              

              	
                1.200

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                15

              

              	
                Cargill, S.L.U.•

              

              	
                1.174

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                16


                
              

              	
                Danone, S.A.•

              

              	
                1.099

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                17

              

              	
                Abertis Infraestructuras, S.A.*

              

              	
                1.046

              

              	
                De 101 a 250

              
            


            
              	
                18

              

              	
                Punto Fa, S.L.

              

              	
                1.006

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                 

                19

              

              	
                Meroil, S.A.

              

              	
                914

              

              	
                De 51 a 100

              
            


            
              	
                20

              

              	
                Miquel Alimentacio Grup, S.A.U.

              

              	
                913

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                21

              

              	
                Union Fenosa Distribución, S.A.

              

              	
                902

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                22

              

              	
                Tech Data España, S.L.

              

              	
                899

              

              	
                De 251 a 500

              
            


            
              	
                23

              

              	
                Norvartis Farmacéutica, S.A.

              

              	
                859

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                24

              

              	
                Vueling Airlines, S.A.

              

              	
                 

                856

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                25

              

              	
                Basf Española, S.A.•

              

              	
                852

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                26

              

              	
                Torraspapel, S.A.

              

              	
                821

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                27

              

              	
                Cobega, S.A.

              

              	
                 

                803

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                28

              

              	
                Schneider Electric España, S.A.•

              

              	
                794

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                29

              

              	
                Gas Natural Distribución, SDG S.A.

              

              	
                726

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                30

              

              	
                 

                Antonio Puig, S.A.

              

              	
                724

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                31

              

              	
                Casa Tarradellas, S.A.

              

              	
                683

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                32

              

              	
                Bayer Hispania, S.L.•

              

              	
                679

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                 

                33

              

              	
                Comsa, S.A.

              

              	
                675

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                34

              

              	
                Ercros, S.A.*

              

              	
                673

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                35

              

              	
                Federació Farmacèutica, SCCL

              

              	
                668

              

              	
                De 251 a 500

              
            


            
              	
                 

                36

              

              	
                Bon Preu, S.A.

              

              	
                655

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                37

              

              	
                Unilever España, S.A.•

              

              	
                629

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                38

              

              	
                Almirall, S.A.*

              

              	
                626

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                 

                39

              

              	
                La Farga Rod, S.L.

              

              	
                604

              

              	
                De 26 a 50

              
            


            
              	
                40

              

              	
                Autopistas Concesionarias Españolas, S.A.

              

              	
                602

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                41

              

              	
                Servihabitat XXI, S.A.U.

              

              	
                595

              

              	
                 

                De 101 a 250

              
            


            
              	
                42

              

              	
                Damm, S.A.*

              

              	
                585

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                43

              

              	
                Arbora & Ausonia, SLU

              

              	
                584

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                44

              

              	
                Condis Supermercats, S.A.

              

              	
                581

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                45

              

              	
                Ingram Micro, S.L.

              

              	
                578

              

              	
                De 101 a 250

              
            


            
              	
                46

              

              	
                Sanofi Aventis, S.A.•

              

              	
                574

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                47

              

              	
                Benteler Iberica Holding, S.L.•

              

              	
                569

              

              	
                De 51 a 100

              
            


            
              	
                48

              

              	
                La Farga Lacambra, S.A.U.

              

              	
                555

              

              	
                De 101 a 250

              
            


            
              	
                49

              

              	
                Quimidroga, S.A.

              

              	
                552

              

              	
                De 251 a 500

              
            


            
              	
                50

              

              	
                 

                Hennes & Maurtiz, S.L.•

              

              	
                550

              

              	
                Más de 500

              
            

          
        

      


      Notas: • Empresas de capital extranjero; * empresa cotizada en Bolsa.


       


      CUADRO 8.2. Principales empresas de Cataluña por facturación (conclusión)


      
        
          
            
              	

              	
                Nombre

              

              	
                Facturación 


                (mM)

              

              	
                 

                Empleados

              
            


            
              	
                51

              

              	
                Cespa 

              

              	
                548

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                52

              

              	
                Grupo General Cable Sistemas, S.A.

              

              	
                544

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                53

              

              	
                Basell Poliolefinas Ibérica, S.L.•

              

              	
                 

                541

              

              	
                De 251 a 500

              
            


            
              	
                54

              

              	
                Euromadi Ibérica, S.A.•

              

              	
                520

              

              	
                De 51 a 100

              
            


            
              	
                55

              

              	
                Compañía General de Compras Agropecuarias 

              

              	
                482

              

              	
                De 51 a 100

              
            


            
              	
                56

              

              	
                 

                Instituto Grifols, S.A.*

              

              	
                479

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                57

              

              	
                Criteria Caixaholding, S.A.

              

              	
                473

              

              	
                De 26 a 50

              
            


            
              	
                58

              

              	
                S.C.A. Hygiene Products, S.L.

              

              	
                464

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                 

                59

              

              	
                ISS Facility Services, S.A.

              

              	
                461

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                60

              

              	
                Laboratorios del Dr. Esteve, S.A.

              

              	
                458

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                61

              

              	
                Lípidos Santiga, S.A.

              

              	
                449

              

              	
                 

                De 101 a 250

              
            


            
              	
                62

              

              	
                Boehringer Ingelheim España, S.A.•

              

              	
                444

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                63

              

              	
                San Miguel Fábricas Cerveza y Malta, S.A.•

              

              	
                422

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                64

              

              	
                Harinera Vilafranquina, S.A.

              

              	
                402

              

              	
                De 101 a 250

              
            


            
              	
                65

              

              	
                Roca Sanitario, S.A.

              

              	
                396

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                66

              

              	
                Omnicom Media Group, S.L.

              

              	
                386

              

              	
                De 101 a 250

              
            


            
              	
                 

                67

              

              	
                Panrico, S.L.

              

              	
                384

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                68

              

              	
                Roche Diagnostics, S.L.•

              

              	
                369

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                69

              

              	
                Schlecker, S.A.•

              

              	
                365

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                 

                70

              

              	
                Comercial Grupo Freixenet, S.A.

              

              	
                363

              

              	
                De 251 a 500

              
            


            
              	
                71

              

              	
                CS Establiments de Proximitat, S.L.

              

              	
                362

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                72

              

              	
                Reckitt Benckiser España, S.L.•

              

              	
                360


                
              

              	
                De 101 a 250

              
            


            
              	
                73

              

              	
                Ferrer Internacional, S.A.

              

              	
                357

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                74

              

              	
                Copisa Constructora Pirenaica, S.A.

              

              	
                355

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                75

              

              	
                Red Española de Servicios, S.A.

              

              	
                342

              

              	
                De 26 a 50

              
            


            
              	
                76

              

              	
                Lear Corporation Holding Spain, S.L.•

              

              	
                337

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                77

              

              	
                Sdad. Española de Carburos Metálicos, S.A.

              

              	
                329

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                78

              

              	
                Europastry, S.A.•

              

              	
                328

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                79

              

              	
                Abasic, S.L.U.

              

              	
                323

              

              	
                De 101 a 250

              
            


            
              	
                80

              

              	
                Retevisión, I S.A.

              

              	
                321

              

              	
                 

                Más de 500

              
            


            
              	
                81

              

              	
                Áreas, S.A.

              

              	
                311

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                82

              

              	
                Peguform Module División Ibérica Cockpits, S.L.•

              

              	
                310

              

              	
                De 101 a 250

              
            


            
              	
                83

              

              	
                García Munte Energía, S.L.

              

              	
                307

              

              	
                De 51 a 100

              
            


            
              	
                84

              

              	
                Solvia Development, S.L.

              

              	
                298

              

              	
                De 26 a 50

              
            


            
              	
                85

              

              	
                Iberpotash, S.A.•

              

              	
                295

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                86

              

              	
                 

                Serunión, S.A.

              

              	
                294

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                87

              

              	
                Frape Behr, S.A.•

              

              	
                290

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                88

              

              	
                Copcisa, S.A.

              

              	
                288

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                89

              

              	
                 

                Vall Companys, S.A.

              

              	
                283

              

              	
                De 101 a 250

              
            


            
              	
                90

              

              	
                Prysmian Cables y Sistemas, S.A.•

              

              	
                282

              

              	
                De 251 a 500

              
            


            
              	
                91

              

              	
                Frigoríficos Costa Brava, S.A. 

              

              	
                280

              

              	
                Más de 500


                
              
            


            
              	
                92

              

              	
                Mediacom Iberia, S.A. 

              

              	
                280

              

              	
                De 51 a 100

              
            


            
              	
                93

              

              	
                Nissan Iberia, S.A.•

              

              	
                279

              

              	
                De 101 a 250

              
            


            
              	
                94

              

              	
                T. Systems Itc Iberia, S.A.•

              

              	
                278


                
              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                95

              

              	
                Gearbox Del Prat, S.A. 

              

              	
                276

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                96

              

              	
                Bimbo, S.A.•

              

              	
                274

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                97

              

              	
                Kao Corporation, S.A.•

              

              	
                 

                273

              

              	
                De 251 a 500

              
            


            
              	
                98

              

              	
                Saint Gobain Distribucion Construccion, S.L.•

              

              	
                272

              

              	
                De 251 a 500

              
            


            
              	
                99

              

              	
                Asoc. Nuclear Ascó-Vandellós, II A. I E 

              

              	
                272

              

              	
                Más de 500

              
            


            
              	
                 

                100

              

              	
                Bayer Materialscience, S.L.•

              

              	
                270

              

              	
                De 251 a 500

              
            

          
        

      


      Fuente: Bolsa de Madrid y elaboración propia.


       


      Y al final, hay una cuestión difícilmente cuantificable: en tiempos pasados, los empresarios en Cataluña desarrollaban su actividad en estrechas relaciones entre ellos, y recurrían lo menos posible a la Administración Pública. En cierto modo —como me comentaba un economista catalán al que corresponden las siglas VIP—, en Cataluña se vivía como en un país sin un Estado ubicuo y vigilante. Seguro que con mayor flexibilidad, y un clima empresarial distinto que el de ahora, al no tener una pesada burocracia interviniéndolo todo, como ahora sucede con la Generalitat.


      Además, los catalanes en ese pasado participaban poco en las carreras de la función pública: abogados del Estado, técnicos comerciales, inspectores de tributos, miembros de la judicatura, militares, Guardia Civil, Policía, etc. En cambio, ahora, los empresarios catalanes están mucho más sujetos a reglamentaciones, tanto del Estado catalán que supone ya la Generalitat, como del Estado español. Y desde luego, los profesionales participan mucho más en las carreras funcionariales del Estado, y casi en exclusiva endogámica en las de la Generalitat, diputaciones y ayuntamientos de Cataluña.


      En resumen, el sistema autonómico ha comportado toda una superestructura, ya muy similar a otras partes de España, lo que puede haber conllevado una cierta pérdida del dinamismo anterior, al que se unía una tradicionalmente escasa presencia de la banca catalana, que se ha reforzado en las últimas décadas. Desde el punto y hora en que dos entidades de ahorro han sabido salir de sus tradicionales límites regionales, para acceder a todo el mercado español. Ésa es la success story de La Caixa (ya la tercera entidad financiera de España) y del Banco Sabadell (en el número cinco del mismo ranking).


      Ha de destacarse también que su antigua Fira de Barcelona ha cedido su supremacía a Ifema, la Feria de Madrid, al haber aprovechado esta última su centralidad para conseguir un crecimiento espectacular, representando actualmente más del 50 por 100 de la actividad total de exposiciones comerciales de toda España.


      Y en lo que concierne a puertos, el de Barcelona, a pesar de su engrandecimiento —ya prácticamente en el límite, entre los ríos Besós y Llobregat—, queda por debajo en contenedores respecto a Algeciras y Valencia, en hidrocarburos frente a Cartagena o Bilbao o incluso Tarragona. Si bien es cierto que figura en el puesto número uno de los cruceros turísticos que tanto han proliferado en el Mediterráneo.


      Una cuestión final: si Cataluña pierde liderazgo económico y se arriesga a quedar fuera de la Unión Europea, ¿cuál será la perspectiva de la inversión extranjera en la comunidad transferida en flamante pero quejumbrosa República? La respuesta no es difícil: nada brillante, lo cual en la era de la integración y la globalización es un riesgo de gran envergadura.


       


       


      RESUMIENDO


       


      El balance que nos ofrece la economía política del proyecto de independencia no puede ser más negativo para la causa secesionista. Los propios y mejores economistas catalanes ven imposible la independencia y uno de ellos llega a equiparar a Cataluña —en el supuesto de una declaración unilateral de independencia— al caso de Somaliland, en el Cuerno de África, como república fuera de la ONU, de la OUA, y no reconocida oficialmente por ningún país. Y si escuchamos las voces de las empresas multinacionales, se aprecia que la eventual salida de Cataluña de la Unión Europea marcaría la línea roja para no invertir en ella como hasta ahora.


      Hay opiniones críticas del independentismo en los círculos empresariales de la CEOE y Foment y en multitud de empresarios. Como también han de calibrarse la apreciación, muy notable, del Banco de España, en el sentido de que salir del recinto financiero español supondría para Cataluña un colapso bancario insoluble de todo punto, por no poder disponer de la liquidez del Banco Central Europeo, ni de los demás mecanismos del Eurosistema.


      Por lo demás, la poco rigurosa gestión económica de la autonomía (Tripartito y después) parece que ha contribuido a reducir la flexibilidad y el liderazgo anterior de Cataluña dentro de España, por comparación con los tiempos en que verdaderamente era un país sin Estado. En lo cual ha habido una clara falta de responsabilidad en los gobiernos del Tripartito a lo largo de su manejo de la crisis que, como tantas otras comunidades autónomas, ha pasado por los más penosos avatares.


      Entre los consejeros económicos de la Generalitat, Antoni Castells, en tiempos del Tripartito, en un momento dado no sabía cómo resistir los embates de la crisis (si no era emitiendo bonos patrióticos), y después, ya en los gobiernos de Mas, el distinguido profesor Andreu Mas-Colell sorprendentemente se apuntó al independentismo cuando sabe perfectamente que la globalización a escala mundial y la integración a escala europea lo hacen de todo punto imposible.


      El pacto fiscal, primera exigencia en la vía a ser independientes planteada por Mas, está todavía por ver si sería factible en un ambiente de mayor distensión y deseo de concordia; y sin discriminaciones frente a las demás autonomías, respecto a las cuales la reforma del sistema de financiación autonómica es una prioridad, según se expone al final de este libro, en «A modo de conclusiones», al plantearse su reforma.


      Señalemos, por último, que hoy el liderazgo económico de España, por su introspección autonómica primero e independentismo ahora, seguramente ya no corresponde a Cataluña, como se infiere de varios rankings empresariales. Y también por el destino de las inversiones extranjeras que prefieren zonas más seguras del Estado español, en las que no hay el peligro de perder mercado interno y quedar fuera de la Unión Europea.
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    A MODO DE CONCLUSIONES


    


    INTRODUCCIÓN 


    


    En esta cuarta edición de ¿Adónde vas, Cataluña?, el capítulo 9 es enteramente nuevo en sus dos partes. La primera, dedicada a actualizar la situación desde enero de 2014 a noviembre de 2017, se presenta en forma de cronología, proporcionando la información evolutiva necesaria para saber hoy cuál es el estado del arte en el tema que nos ocupa y pudiendo apreciarse, así, lo que ha sido el doble mecanismo de acciones independentistas, desde la Generalitat y sus aledaños, y de las réplicas constitucionales, desde el Gobierno de la nación y demás instituciones, hasta llegar al artículo 155 de la Constitución.


    En la segunda parte de este capítulo 9 se propone cómo salir del laberinto independentista, el subtítulo, precisamente, de este libro renovado, también con una óptica actualizada respecto de la situación que se ha creado.


    


    CRONOLOGÍA 2014-2017


    


    La cronología que aquí empieza incluye los acontecimientos políticos del llamado procés, esto es, el planteado por los independentistas catalanes para la secesión, con las réplicas, tal como ya se ha dicho, desde la perspectiva del orden constitucional.


    


    2014


    


    • 16 de enero de 2014. Petición de Cataluña al Gobierno de la cesión de la competencia para realizar el referéndum.


    


    • 14 de marzo de 2014. Sentencia del Tribunal Constitucional sobre la soberanía y el derecho a decidir en Cataluña. Resuelve el recurso de inconstitucionalidad del Gobierno de la nación con dos fallos fundamentales que delimitan la convivencia política y jurídica en todo el Estado: el único derecho a decidir radica en la soberanía nacional del pueblo español como un todo.


    


    
      • 16 de junio de 2014. Carta del autor a Artur Mas, presidente de la Generalitat:


      


      Después de nuestra entrevista, que te agradezco, en la Lonja del Mar el pasado miércoles, he preparado unas notas, que me atrevo a llamar Memorándum, y que tengo mucho gusto en hacerte llegar. Y como te menciono en mi carta al presidente del Go-bierno, al que también remito ese Memorándum, te envío copia de la misma.

    


    


    
      • 16 de junio de 2014. Carta del autor a Mariano Rajoy, presidente del Gobierno:


      


      Como te informé en mi carta del pasado miércoles 11, ese mismo día estuve en Barcelona para la cena anual del diario Expansión, que presidieron Artur Mas y la vicepresidenta Soraya Sáenz de Santamaría. Al finalizar los discursos, y según lo que habíamos previsto, tuve una entrevista, de una media hora, con Artur Mas, quien ya tenía idea de mis reflexiones sobre el tema que nos ocupa, a través de mi libro ¿Adónde vas, Cataluña? Nuestra conversación creo que fue muy abierta, y yo le expuse mis ideas de innovación, sobre las cuales, le dije, haría un Memorándum, que, efectivamente, acabo de terminar. En el presidente de la Generalitat percibí una considerable firmeza en sus conocidos propósitos. Pero también una especie de expectativa de que podría haber algún tipo de acuerdo si el Gobierno se decide a abrir una conversación en busca de soluciones. Y me manifestó que había por lo menos dos líneas de comunicación entre ambos Ejecutivos.

    


    


    
      El Memorándum planteado por el autor y enviado a Artur Mas y Mariano Rajoy se podría resumir en lo siguiente:


      


      Como dijo Benjamin Franklin, «la peor decisión es la indecisión». Y como manifestó José Luis de Vilallonga, «la nostalgia es un error». Citas que vienen a colación porque en este Memorándum de lo que se trata es de ver la manera de apartarnos de la indecisión y de la nostalgia. En el intento de hallar la mejor fórmula para determinar la solución de una serie de problemas actuales, con planteamientos de base racional, en el marco presente de la globalización, y del hecho de ser España un Estado de la Unión Europea, siguen cinco medidas: creación de una Agencia Tributaria Federal, mutualización estatal de la deuda pública de las Comunidades Autónomas, solidaridad interregional dentro de unos límites (4 por 100 en balanzas fiscales), ubicación del Senado en Barcelona, creación del Ministerio de Cuestiones Territoriales y ubicación en Barcelona, y revisión del Estatuto Catalán.

    


    


    • 23 de junio de 2014. Artur Mas, presidente de la Generalitat de Cataluña, admite en una entrevista a la CNN, que menos de la mitad de los catalanes está a favor de la independencia. Reclama, no obstante, un referéndum, con base en el pretendido derecho a decidir ya descartado por el Tribunal Constitucional.


    


    • 25 de julio de 2014. Jordi Pujol, expresidente del Gobierno de Cataluña, confiesa, en un comunicado enviado a los medios de comunicación, que tiene dinero —seis millones de euros— sin regularizar en Andorra, fruto de la herencia de su padre. El comunicado conmociona a toda la sociedad catalana y a España entera.


    


    • 28 de julio de 2014. El portavoz del PP en el Parlament, Enric Millo —luego será delegado del Gobierno en Cataluña— explica que su grupo ya ha registrado en el Parlamento catalán una petición para que se cree una comisión de investigación sobre los fondos en el extranjero de la familia del expresidente de la Generalitat Jordi Pujol. En rueda de prensa explica que están hablando con todos los grupos de la oposición para intentar recabar sus apoyos a fin de que prospere la iniciativa. Finalmente, la comisión llega a crearse. Entretanto, en Convergència Democràtica de Catalunya (CDC) se dice que van a mover ficha para que la confesión de Jordi Pujol, sobre sus cuentas en el extranjero no perjudique al partido. Varias voces insinúan que Pujol debería abandonar el cargo de presidente de honor y las prerrogativas que le otorga la ley como expresidente de la Generalitat.


    


    
      • 28 de julio de 2014. Carta del autor a Artur Mas:


      


      Junto con estas breves líneas, te envío un artículo, que espero se publique mañana en el diario La Razón, sobre el encuentro que vas a tener con Mariano Rajoy el miércoles 30. El escrito a que me refiero está hecho en la línea de una serie de documentos que te he enviado en los últimos tiempos, sobre temas de los que estuvimos hablando en la Lonja del Mar en la noche del 11 de junio.

    


    


    
      Extracto del artículo del autor publicado en La Razón el 29 de julio de 2014:


      


      Mañana podría ser un gran día, pero los pronósticos de un lado y del otro sobre el encuentro Rajoy/Mas en La Moncloa no son los mejores. Para el presidente del Gobierno, las cosas están claras: de referéndum catalán secesionista, nada de nada. Porque la Constitución no lo permite; ya que el derecho a decidir a que se refieren algunos sólo reside en todo el pueblo español, según nuestra Carta Magna de 1978. Y será bueno recordar al respecto que en el referéndum del 6 de diciembre de ese año, votaron el 68 por 100 de los catalanes (más que en cualquier otra consulta popular en el Principado), con nada menos que un 92 por 100 de votos positivos. En las circunstancias expresadas, podría pensarse que mañana, en La Moncloa, sólo habrá un diálogo de sordos, o una conversación tipo método Ollendorf.

    


    


    • 22 de agosto de 2014. El Consejo de Garantías Estatutarias de Cataluña, institución de la propia Generalitat, avala la legalidad de la Ley catalana de consultas por cinco votos a favor y cuatro en contra. El dictamen señala que la ley está amparada por el artículo 122 del Estatuto y no incumple la Constitución. Los cinco juristas que votaron a favor fueron los propuestos por CiU y ERC al principio de la legislatura. Los otros cuatro presentaron votos particulares concluyendo que la ley vulnera la Constitución y el Estatuto.


    


    • 11 de septiembre 2014. En la Diada, las movilizaciones independentistas organizadas por la Assemblea Nacional Catalana (ANC) y Òmnium Cultural se concentran en la Gran Vía y la Avenida Diagonal de Barcelona, con el lema «Ahora es la hora, unidos por un país nuevo». Llorenç Badiella, responsable del Servicio de Estadística Aplicada de la Universidad de Barcelona cifra los asistentes en alrededor de 900.000 participantes, en tanto que la Delegación de Gobierno los cuantifica en 520.000, y la Guardia Urbana en 1.800.000. La permanente guerra de cifras.


    


    • 26 de septiembre de 2014. Jordi Pujol comparece ante la Comisión de Asuntos Institucionales del Parlamento Catalán, y abronca a los diputados, lanzando esta advertencia: «Si vas segando la rama de un árbol, al final cae toda la rama y todos los nidos que hay.»


    


    • 27 de septiembre de 2014. Decreto de convocatoria de la consulta de la Generalitat por la independencia de Cataluña. Artur Mas, que reacciona contra la decisión de Mariano Rajoy de no considerar la propuesta de un pacto fiscal análogo al del País Vasco y Navarra, firma el decreto de convocatoria de la consulta para el 9 de noviembre (9-N) e indica que «ha llegado el momento de ejercer el derecho a decidir». El coste de la consulta se estima en 8.987.699,17 euros. La misma mañana en que se convoca oficialmente la consulta pro referéndum, comparece en Madrid ante los medios de comunicación la vicepresidenta del Gobierno, Soraya Sáenz de Santamaría, y asegura que el ejecutivo ha iniciado los trámites para presentar un recurso de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional, contra el decreto de convocatoria de la consulta y contra la Ley de consultas de Cataluña.


    


    • 3 de octubre de 2014. El Gobierno catalán nombra los miembros de las comisiones de control electoral central y locales, a fin de cumplir con el calendario electoral marcado por la propia Generalitat.


    


    • 27 de octubre de 2014. El periódico El Mundo publica la existencia de una cuenta en Suiza a nombre del alcalde de Barcelona, Xavier Trias. Poco después se demuestra que esa información no es veraz, pero el tema resurge en noviembre de 2017.


    


     

    • 9 de noviembre de 2014. Se celebra la consulta, que el Gobierno prácticamente no obstruye. Los locales abren sin incidencias graves a las 9.00 horas. Poco después del comienzo de la votación algunas organizaciones políticas, como Unión, Progreso y Democracia (UPyD) y Plataforma per Catalunya (PxC), presentaron denuncias al juzgado de guardia, exigiendo la detención de dirigentes del Gobierno de Cataluña y la paralización del proceso por incumplir la resolución del Tribunal Constitucional, que había suspendido el proceso participativo. El resultado de la consulta del 9-N, con un censo electoral de 5,31 millones de ciudadanos, fue el siguiente:


    


    
      [image: ]
    


    


    Votaron, pues, el 37,02 por 100 de los censados, y los votos del sí fueron el 18,6 por 100 del censo. En Cataluña hay entonces menos de dos millones de independentistas sobre más de cinco millones en el censo, esto es, poco más de un tercio.


    


    • 12 de noviembre de 2014. El presidente del Gobierno, Mariano Rajoy, sostiene que el 9-N ha sido un fracaso y advierte a Mas de que se opondrán a «liquidar la soberanía nacional». Califica el 9-N de «propaganda política» e insiste en que el diálogo tiene que llevarse a cabo dentro de la ley.


    


    
      • 14 de noviembre de 2014. Carta del autor a Artur Mas después del 9-N, con referencias a los resultados del simulacro de referéndum:


      


      Mi idea es que deberías cumplir todo el mandato, hasta el 2016, con dos años en que podrían cambiar muchas cosas. Entre otras, una recuperación económica, ya visible, que tendrían consecuencias apaciguadoras para todos. Y además, lo que está claro es que pedir ahora al Gobierno un referéndum de verdad, sería tropezar otra vez en la misma piedra con un gasto inútil de energía.

    


    


    • 21 de noviembre de 2014. La Fiscalía Superior de Cataluña presenta una querella contra el presidente de la Generalitat, Artur Mas, contra su vicepresidenta, Joana Ortega, y contra la Consejera de Educación, Irene Rigau. Se les acusa de los delitos de prevaricación, desobediencia, malversación y usurpación de sus funciones por el 9-N.


    


    • 23 de noviembre de 2014. Artur Mas prepara la voladura controlada de su partido, CDC, muy tocado por el caso Pujol y tensado por el soberanismo. Amén de que cierto número de sedes del partido han sido embargadas por la justicia, debido a las corrupciones concretas del caso Palau y el caso del 3 por 100. El nuevo partido ya no estará en la coalición CiU, y quedará aparte de Unió Democràtica de Catalunya (UDC), con Josep Antoni Duran i Lleida al frente.


    


    
      • 24 de noviembre de 2014. Carta de Artur Mas al autor sobre el 9-N:


      


      No te sorprenderá si te afirmo que no comparto tus reflexiones en relación a tu diagnosis sobre el 9 de noviembre. La participación fue altísima, teniendo en cuenta las precarias condiciones de su organización y el hecho de que fuera puramente participativo. Y con las papeletas del sí-sí, en unas elecciones probablemente habría mayoría absoluta. Así mismo, como ya afirmé en mi comparecencia la noche del 9 de noviembre, quisiera reiterar el compromiso de poder ejercer el derecho a decidir nuestro futuro como nación de forma definitiva, ya sea a través de una consulta pactada y consensuada con el Estado —al estilo británico— o bien a través de la celebración de unas futuras elecciones al Parlamento catalán con carácter plebiscitario, ya que no nos atemorizan los resultados, sean éstos cuales sean, pues entendemos que no hay nada más democrático que ceder el protagonismo a la ciudadanía y que ésta pueda expresarse en las urnas.

    


    


    • 24 de noviembre de 2014. El candidato del PSC a la alcaldía de Barcelona, Jaume Collboni, reclama la cocapitalidad de Barcelona junto a Madrid, y que ello se plasme formalmente en la Constitución cuando se reforme, de acuerdo a un modelo federal. También pide que el Senado sea trasladado a la capital catalana. Collboni protagoniza en Madrid un desayuno informativo en el que es presentado por el secretario general del PSOE, Pedro Sánchez.


    


    
      • 25 de noviembre de 2014. Carta del autor a Artur Mas sobre la conferencia que va a pronunciar el presidente de la Generalitat:


      


       

      Te agradezco mucho tu carta de ayer, que acabo de recibir hoy, y me apresuro a seguir con nuestro diálogo, habida cuenta de las circunstancias en tan rápido movimiento. No haría falta decir que el párrafo de tu misiva con mayores expectativas de cara al futuro es el tercero, cuando planteas que «si el Estado tiene algo que ofrecer para solucionar el conflicto, debe y puede formular sus propuestas». Esa es una manifestación positiva, que yo creo —si me permites que te lo diga—, deberías subrayar en tu conferencia de hoy sobre «Después del 9-N…». Porque, en el proceso en que nos encontramos, no sería lo más conveniente una sensación de ruptura.

    


    


    • 25 de noviembre de 2014. El catedrático de la Universidad de Barcelona Francesc de Carreras sostiene que España es un Estado federal «inacabado», y agrega que «no hay derecho a decidir ni a la autodeterminación» como tales, a no ser que se consiga reformar la Constitución: el derecho a decidir es un eufemismo de la autodeterminación y, por lo tanto, no es aplicable por ninguna comunidad autónoma de España. Entretanto, el presidente de la Generalitat de Cataluña y líder de CiU, Artur Mas, desvela su plan para proclamar la independencia de Cataluña en el plazo de un año y medio a partir de las próximas elecciones, a las que no pone fecha. En una multitudinaria conferencia en Barcelona, presiona, sin dar nombres, a ERC y al resto de partidos soberanistas para que accedan a formar una lista única con la que acudir a unos comicios anticipados.


    


    
      • 26 de noviembre de 2014. Carta de Artur Mas al autor, lamentándose de la falta de comunicación con Rajoy:


      


      El presidente Rajoy parece que viene a un acto de partido. No nos han informado de nada.

    


    


    
      • 26 de noviembre de 2014. Carta del despacho de Artur Mas al autor, con el texto de la conferencia del 25 de noviembre. Al final de la conferencia, el presidente de la Generalitat propone su actuación personal sobre la próxima consulta al pueblo catalán: si no tiene mayoría absoluta, se retira. Por lo demás, al prepararse la lista (lo que fue la coalición Junts pel sí), no pretendía encabezarla. Al final se situó el cuarto, por presiones en contra de la CUP.

    


    


    • 28 de noviembre de 2014. Artur Mas pide al Estado que aborde el malestar de Cataluña. En un encuentro con empresarios catalanes, Mas critica que «el Gobierno central no arriesga con una propuesta encima de la mesa sobre la que pueda pronunciarse la sociedad catalana», ni que tampoco decida una salida «a la británica», es decir, que se convoque una consulta popular legal.


    


    
      • 28 de noviembre de 2014. Carta del autor a Artur Mas:


      


      Pero, con todo —no sé si uno es demasiado ingenuo—, creo que todavía pueden arreglarse las cosas, para no llegar a esa meta que preconizáis sin atender a las razones fundamentales del caso. Sería desdichado para todos, según entiendo, que al final tuviéramos un «adiós, y si te he visto no me acuerdo». En cualquier caso, podremos seguir conversando virtualmente, porque, desde los tiempos de Platón, el diálogo puede ser refrescante para las ideas.

    


    


    • 3 de diciembre de 2014. El desmarque de Oriol Junqueras respecto al plan de Artur Mas para conseguir la independencia de Catalunya no gusta a las entidades soberanistas que durante años han reclamado en la calle el derecho a decidir. La Assemblea Nacional Catalana, Òmnium Cultural, la Associació de Municipis per la Independència y el Pacte Nacional pel Dret a Decidir piden un acuerdo que haga confluir los planes del presidente de la Generalitat y del líder de Esquerra Republicana.


    


    
      • 3 de diciembre de 2014. Carta de Artur Mas al autor:


      


      Gracias de nuevo por tu correo. En efecto, el diálogo permite discrepar desde el respeto, y puede ser semilla de futuros acuerdos.


      


      El 3 de diciembre de 2014 se suspende mi correspondencia con Artur Mas y no se reanuda hasta 2017, lapso en el que pasaron muchas cosas, tal como se refleja en esta cronología. El intercambio de cartas continúa a partir del 16 de septiembre de 2017, cuando coinciden en el Ampurdán, en el civet (un almuerzo con caza, en este caso concreto de jabalí) organizada por el multifacético Luis Conde, cazatalentos y presidente del Salón Náutico de Barcelona.

    


    


    2015


    


    • 14 de enero de 2015. Artur Mas anuncia el adelanto de las elecciones autonómicas para el día 27 de septiembre de 2015, destacándose su carácter plebiscitario sobre la independencia de Cataluña. Es una réplica al Gobierno de la nación, que no toma en consideración a ningún efecto los resultados del 9-N.


    • 11 de marzo de 2015. El Parlamento de Cataluña aprueba la Ley de medidas fiscales, financieras y administrativas, con el objetivo de establecer una Hacienda catalana que comenzará a recaudar los impuestos de los catalanes y evitar la Agencia Tributaria del Ministerio de Hacienda.


    


    • 25 de mayo de 2015. Ada Colau es elegida alcaldesa de Barcelona. Es una activista contra los desahucios y pasará a gobernar el Ayuntamiento por su coalición con Podemos y PSC, lo que cambia el mapa político de Barcelona y Cataluña.


    


    • 11 de junio de 2015. Sentencia del Tribunal Constitucional sobre el «proceso participativo» declarando nulos los actos impugnados por el Gobierno de la nación, que son «inconstitucionales en su totalidad» por «no corresponder a la Comunidad Autónoma la convocatoria de consultas como la del 9-N sobre cuestiones que afectan al orden constitucional».


    


    • 12 de junio de 2015. El Gobierno de la nación presenta un recurso ante el Tribunal Constitucional para impugnar la Ley de medidas fiscales, a fin de anular los planes de la Generalitat de crear un «plan director de la Administración Tributaria de Cataluña», así como la elaboración de un catálogo de infraestructuras estratégicas. También se pretende impedir la creación de un plan director relativo a energía, telecomunicaciones y sistemas de información y del transporte ferroviario, un Servicio Meteorológico de Cataluña y evitar la limitación desde la Generalitat de la instauración de grandes establecimientos comerciales.


    


    • 14 de junio de 2015. Ruptura de la antigua coalición CiU, formada por Convergència Democràtica de Catalunya y Unió Democràtica de Catalunya, debido a las diferencias de posicionamiento político sobre el tema de la independencia. En ese contexto, UDC hace una consulta a su militancia en la que el 50,9 por 100 se declara no soberanista. Tras lo cual hay reuniones entre dirigentes de ambas formaciones que desembocan en una especie de ultimátum de CDC a UDC para que esta última decida en un plazo de «2 o 3 días» si se suma o no a la hoja de ruta independentista.


    


    • 17 de junio de 2015. Se confirma la ruptura entre CDC y UDC con la salida de los tres consejeros de UDC del gobierno de la Generalitat de Cataluña. Ese mismo día, la Comisión Ejecutiva Nacional de CDC confirma que UDC y CDC no se presentarán conjuntamente (bajo las siglas CiU) a las elecciones autonómicas y que la federación de los dos partidos se ha acabado.


    


    • Julio de 2015. Negociaciones entre CDC, ERC y otras entidades soberanistas sobre un posible acuerdo para concurrir bajo una lista unitaria, a favor de la independencia de Cataluña, en las elecciones autonómicas convocadas para el 27 de septiembre de 2015. En ese acuerdo se concreta que a la cabeza de la lista de Junts pel Sí (nombre de la coalición) estará Raül Romeva, exeurodiputado por la antigua entidad comunista/ecologista ICV. Seguirán en la lista Carme Forcadell, expresidenta de la Assemblea Nacional Catalana, y Muriel Casals, presidenta de Òmnium Cultural. Artur Mas se situaría en el puesto número 4 y Oriol Junqueras, líder de ERC, en el quinto. Todos ellos con el compromiso de investir a Artur Mas como presidente.


    


    • 20 julio de 2015. Nace formalmente la coalición Junts pel Sí, formada por miembros de CDC, ERC, Demòcrates de Catalunya (exmiembros de Unió que se declaran independentistas) y Moviment d’Esquerres (exmiembros del PSC también independentistas).


    


    • 11 de septiembre de 2015. La plataforma Ara es l’hora organiza, de cara a la Diada, una concentración multitudinaria en la Avenida Meridiana de Barcelona, con el objetivo de reivindicar la independencia. Según la organización convocante, participan dos millones de personas, cifra que la Guardia Urbana reduce a cerca de 1,2 millones. La Delegación del Gobierno estima la cifra en solamente algo más de medio millón. En cualquier caso, los manifestantes son menos que en 2012, 2013 y 2014.


    


    • 27 de septiembre de 2015. En las elecciones autonómicas, la lista independentista de Junts pel Sí consigue el 39,6 por 100 de los votos y 62 escaños. La CUP, también independentista, obtiene un 8,2 por 100 y 10 escaños, suficientes para, agregados a Junts pel Sí, llegar a la mayoría parlamentaria de 68 escaños. A pesar de lo cual, si bien es cierto que los partidos a favor de la independencia ganan las elecciones en escaños, no lo hacen en número de votos populares (1.957 millones de Junts pel Sí y CUP, y 1.972 millones de Ciudadanos + PSC + PP + Catalunya Sí que es Pot).


    


    • 28 de septiembre de 2015. No obstante los resultados electorales de Junts pel Sí, la coalición afirma que ha obtenido la victoria y la legitimidad política y moral para comenzar el proceso de constitución de la República Catalana, en tanto que el candidato de la CUP declara que «no se ha ganado el plebiscito, pero sí que hay un voto independentista mayoritario». Por su parte, los líderes de Ciudadanos, del PSC, del PSOE y del PP enfatizan que las elecciones han dejado clara la inexistencia, en voto popular, de una mayoría a favor de la independencia.


    


    2016


    


    • 10 de enero de 2016. Se decide elegir al nuevo presidente de la Generalitat, y en contra de lo previsto, por presiones de la CUP, Artur Mas no lo será: se dedicará al nuevo partido y al diseño de la independencia. Se selecciona como presidente a Carles Puigdemont, de las filas de CDC, alcalde de Gerona, e independentista «de toda la vida». El 130 presidente declara: «Mi programa político es hijo de una cultura que se rebela contra la resignación.» Asume una hoja de ruta en la cual, en 18 meses, habrá de construir la República Catalana. Su fecha límite es el 10 de julio de 2017.


    


    • 28 de enero de 2016. El Parlamento de Cataluña crea la Comisión de Estudio del Proceso Constituyente, con el apoyo de Junts pel Sí, la CUP y Catalunya Sí que es Pot.


    


    • Febrero de 2016. Junts pel Sí y la CUP inician los trámites para redactar tres leyes previstas para la desconexión de Cataluña respecto a España, creándose otras tantas ponencias ad hoc.


    


    • 11 de septiembre de 2016. Las movilizaciones de la Diada, con un criterio totalmente independentista, tienen lugar bajo el eslogan «A punt». Las manifestaciones son convocadas por la Assemblea Nacional Catalana y Òmnium Cultural y, a diferencia de otros años, en esta ocasión no hay una manifestación central y unitaria, sino cinco concentraciones en el mismo número de localidades catalanas: Barcelona, Tarragona, Lleida, Salt y Berga. La guerra de cifras va desde los 292.000, según Sociedad Civil Catalana, a las 350.000 personas, según la Delegación del Gobierno, y las 800.000 de acuerdo con la Guardia Urbana.


    


    • 29 de septiembre de 2016. Convergència Democràtica de Catalunya cambia su nombre y pasa a llamarse Partit Demòcrata Europeu Català (PDCat). Desde su nacimiento se declara independentista. Su presidencia la asume Artur Mas.


    


    • 6 de octubre de 2016. Puigdemont firma la resolución para la celebración de un referéndum en septiembre de 2017, con lo que abre una nueva etapa en el proceso de independencia.


    


    2017


    


    • 14 de febrero de 2017. El Tribunal Constitucional anula la resolución de la Generalitat del 6 de octubre de 2016 por la que se instaba al Gobierno catalán a celebrar un referéndum de independencia.


    


    • 9 de mayo de 2017. Toda la familia de Jordi Pujol es considerada como organización criminal, según la Unidad de Delincuencia Económica y Financiera (UDEF) de la Policía Nacional: los miembros del clan habrían actuado coordinados para enriquecerse ilícitamente. El juez de la Audiencia Nacional José de la Mata decreta prisión incondicional sin fianza para el primogénito de la familia Pujol Ferrusola al considerar acreditada su ocultación de 30 millones de euros a la justicia.


    


    • 9 de junio de 2017. Anuncio oficial del referéndum sobre la independencia de Cataluña que finalmente será el 1 de octubre de 2017, con dos respuestas posibles a la pregunta: «¿Quiere que Cataluña sea un Estado independiente en forma de república?»: sí y no. Las papeletas serán impresas en catalán, español y aranés.


    


    • 28 de agosto de 2017. La mayoría independentista del Parlamento catalán, compuesta por los grupos de Junts pel Sí y la CUP, presentan el proyecto legislativo de transitoriedad jurídica y fundacional de la República. Ciudadanos, el PSC y el PP abandonaron el hemiciclo para no participar en la votación por considerarla ilegal.


    


    • 6 de septiembre de 2017. Se aprueba en el Parlamento Catalán la Ley del referéndum de autodeterminación sobre la independencia de Cataluña, que, se dice, será vinculante.


    


    • 20 de septiembre de 2017. La Guardia Civil, bajo orden de la Fiscalía General del Estado, inicia una operación policial para no permitir el referéndum. Los agentes policiales entran en las Consejerías de Economía, Relaciones Institucionales y Asuntos Exteriores, Gobernación y Asuntos Sociales de la Generalitat, además de rodear la sede de la CUP. El operativo policial acaba con 14 detenidos.


    


    • 29 de septiembre de 2017. Pocos días antes del ilegal referéndum del 1 de octubre, se sabe que la Generalitat de Cataluña eleva su deuda con el Estado a 52.500 millones. Es un nuevo récord en su endeudamiento con el Estado, según los datos del Banco de España correspondientes al segundo trimestre de 2017. Es una cantidad muy superior a los 35.405 millones que adeuda la Generalitat Valenciana y duplica los 24.030 que registra la Junta de Andalucía. El Gobierno de Carles Puigdemont adeudaba hasta marzo 50.677 millones.


    


    • 1 de octubre de 2017. Pese a las repetidas advertencias del presidente Rajoy de que no se iban a poner las urnas para el referéndum, se celebra la consulta declarada inconstitucional, en la que prácticamente solo participa la población declarada independentista. Según el Govern, votan 2.286.217 personas (un 43 por 100 del censo) y el 90,18 por 100 lo hace a favor de la independencia. El Ministerio de Interior del Gobierno de Rajoy ordena a los Mossos —que en la práctica no obedecen—, a la Policía Nacional y a la Guardia Civil requisar las urnas. Labor que resulta imposible por razones de orden público, por lo que se llevan a cabo algunas cargas (de Policía Nacional y Guardia Civil). El Departamento de Sanidad cifra los heridos en 1.066, aunque nunca se evidencia esa cifra.


    


    • 3 de octubre de 2017. Felipe VI, como jefe del Estado habla al país por la televisión y confirma, con semblante grave, que ésta es la mayor crisis de Estado de las últimas décadas. Nunca se había visto al Rey con rostro tan serio, gesto tan firme y ademanes que remarcan su condición de garante de la unidad y permanencia de la nación española.


    


    
      • 3 de octubre de 2017. Carta del autor a Artur Mas:


      


      Recordaras que el pasado 16 de septiembre, con ocasión del civet que nos ofreció nuestro común amigo Luis Conde en Fonteta, fui a saludarte durante el almuerzo, y te comenté que podríamos hablar después del 1 de octubre. Desde aquel día han pasado muchas cosas, y sobre todo el propio primero de octubre, que no es para recordar con alegrías unánimes; siendo cierto que el panorama ha experimentado una transformación importante, que debe tenerse en cuenta en cualquier proyecto…


      En la situación actual, hay un alto nivel de enfrentamiento, y también de cansancio por la cuestión catalana en toda la sociedad española. Que, ciertamente, lleva prestando al tema una atención hasta ahora nunca tan resonante. Por eso, a mi juicio, es la hora de plantear una oferta de posible acuerdo, para frenar una evolución perversa que luego podríamos lamentar todos…


      La posibilidad que planteo, de poder realizarse –y ya sé que es muy difícil—, sería saludada por todos como la Gran Ocasión. Y sin prejuicios ni falsas premisas, no sería tan difícil reconsiderar el nuevo estatus de Cataluña, e incluso el nuevo nombre de la Comunidad como Nación Catalana. Ya existen precedentes, aunque sean muy distintos, de nombres singulares en nuestra estructura política, como Principado de Asturias, Comunidad Foral de Navarra, o País Vasco. Además, en la propia Constitución de 1978, en el artículo 2, al incluirse la palabra nacionalidad, de hecho se estaba anunciando ya la idea de nación, que se formuló en el proyecto de Estatuto de 2006, que debería haberse considerado tras el referéndum del pueblo catalán en 2010.

    


    


    • 5 de octubre de 2017. Ante el anuncio del presidente de la Generalitat de Cataluña, Carles Puigdemont, de que se aplicarán los resultados del referéndum, tanto Banco Sabadell como CaixaBank deciden trasladar sus sedes sociales y domicilios fiscales a Valencia y Alicante, respectivamente. Los dos bancos, que los días anteriores habían sufrido importantes caídas en bolsa y de retirada de depósitos, alegaron que, de no seguir Cataluña en la Unión Europea y la eurozona, se quedaría sin la liquidez que suministra el Banco Central Europeo. El mismo día 5 de octubre se confirma que Gas Natural, establecida en Cataluña desde 1843 y participada en un 24,4 por 100 por Criteria (holding de La Caixa), traslada su sede a Madrid. Y a propósito de las entidades financieras antes mencionadas, hay que preguntarse si no tendrían cierta responsabilidad, al menos políticamente hablando, al financiar durante un tiempo a algunas entidades secesionistas, que con su comportamiento condujeron a la situación de alta alarma económica que se acabó creando. Ese mismo día, el Círculo de Economía advierte de las «muy graves» consecuencias de una independencia unilateral de Cataluña. La entidad, que representa a académicos y ejecutivos, muestra su «máxima preocupación» y pide «recuperar el camino de la concordia y el encuentro».


    • 8 de octubre de 2017. Sólo una semana después del ilegal referéndum, se celebra en Barcelona una gran manifestación pública, convocada por Societat Civil Catalana (SCC), en la que se ve a cientos de miles de portadores de banderas españolas, es decir, la bicolor, que fue establecida como enseña de la Marina por Carlos III en 1785 y como bandera nacional en 1843, con el escudo de los cinco territorios: Castilla, León, Corona de Aragón, Navarra, y Granada. Es la primera vez que se ve tal masa en defensa de la unidad de España, que se cifra en 950.000 personas por SCC, y en 350.000 por la Guardia Urbana. En los parlamentos, intervienen el presidente de SCC, Mariano Gomà, Mario Vargas Llosa y Josep Borrell, con discursos en pro de la unidad. «Vamos a impedir la independencia de Cataluña —declara el presidente del Gobierno, Mariano Rakoy—. Tomaremos las medidas que sean necesarias para impedirlo. La separación de Cataluña no se va a producir. El Gobierno hará todo lo que haga falta para que así sea.» Se piensa en el artículo 155 de la Constitución, en la Ley de Seguridad Nacional y en el Código Penal.


    


    
      • 9 de octubre de 2017. Carta del autor a Artur Mas:


      


      Sinceramente, entiendo que deberías inducir a Puigdemont y a sus amigos más extremistas a que mañana no hagan la declaración unilateral de independencia, lo que sería un auténtico desastre para todos, y mayormente para quienes quieren proclamarla. Por lo demás, aquello que dijiste hace años, que «los bancos se pelearían entre sí para quedarse en Cataluña en caso de secesión», más o menos literal, no se ha cumplido con los traslados de cese que se han producido en estos días. Finalmente, el referéndum (si así puede llamarse) del día 1 de octubre, da peores resultados que el del 9-N del 2014. Y además toda la sociedad española ha empezado a movilizarse ya en la idea de que la unión es mucho mejor que la separación.

    


    


    • 9 de octubre de 2017. El PSOE estudia aplazar la interpelación que ha registrado como paso previo a la reprobación de la vicepresidenta del Gobierno, Soraya Sáenz de Santamaría, por la actuación decidida del Gobierno en Cataluña preanunciando el 155.


    


    
      • 10 de octubre de 2017. Carta de Artur Mas al autor:


      


      Comprenderás que estamos en unos días muy intensos que no dejan mucho tiempo para otras cosas que no sean encauzar lo mejor posible el proceso que está viviendo Cataluña. En este sentido, hoy es un día trascendente. Tus opiniones me sugieren una serie de comentarios que no puedo detallar pero sí apuntar a la espera de un discusión más serena y relajada. El primero es que la sentencia del Tribunal Constitucional de 2010 alejó a una buena parte del pueblo catalán de la Constitución. Desde entonces, la Constitución ha ido perdiendo legitimidad. Tiene fuerza legal, pero ha perdido identificación. El segundo es que aquella sentencia se cargó, de forma gratuita e innecesaria, el pacto constitucional a través del cual el pueblo catalán –o el vasco, o el gallego- tenían la última palabra sobre su autonomía, vía referéndum vinculante. Es decir, el intérprete de la Constitución fulminó un pilar básico de la propia norma, y nadie ha movido un dedo para reparar tal desaguisado. Y el tercero es que el derecho a decidir no es incompatible con la propia Constitución, según reza una sentencia no muy lejana del TC.

    


    


    • 10 de octubre de 2017. Se declara en el Parlamento la independencia de Cataluña, con pretendida base en el «mandato popular surgido de las urnas el 1 de octubre». Una declaración suspendida por Puigdemont instantes después, lo que deja sin aplicación la presunta independencia, se supone que para dar tiempo para entablar negociaciones con el Gobierno de la nación. El documento de la DUI es firmado por los diputados de Junts pel sí y la CUP, para que pueda ser levantada la referida suspensión en cualquier momento.


    


    • 12 de octubre de 2017. El Gobierno requiere al presidente de la Generalitat que responda a la pregunta de si ha declarado la independencia, e inicia los mecanismos para la aplicación del artículo 155 de la Constitución. El presidente de la Generalitat envía respuestas instando al diálogo sin concretar si su declaración unilateral de independencia fue efectiva o no.


    


    
      • 13 de octubre de 2017. Carta del autor a Artur Mas:


      


      Estimo que el mantenimiento de la idea de proclamar la independencia no es posible en las circunstancias por las que estamos atravesando. El daño que con ese propósito puede hacerse a todos los catalanes es difícilmente medible, pero ya tenemos una idea de la gravedad de las consecuencias en todo lo que supone la decisión de tantas empresas importantes de fijar su sede fuera de Cataluña, incluso a efectos fiscales. De consolidarse esta tendencia, que algunos ya dan por segura, la economía del Principado se vería muy dañada, y las inversiones foráneas desaparecerían por completo. Ya solo faltan Seat y Volkswagen. Y el Puerto de Barcelona y la Zona Franca, ha de recordarse, son entidades del Estado. En definitiva, la pretendida República, que yo creo que no lo va ser, nacería en medio de una crisis económica y de un verdadero caos, a efectos de seguridad jurídica y de conexiones internacionales. Realmente os la estáis jugando de verdad, si me permites que lo diga en esos términos… No quería dejar de manifestarte todas las observaciones anteriores, porque creo que estamos en el momento decisivo: cruzar el Rubicón independentista sería un acto de autoinmolación de los dos millones de catalanes que tú citas están por la independencia.

    


    


    • 15 de octubre de 2017. La Agencia Europea del Medicamento (EMA, por sus siglas en inglés) considera que Barcelona cumple con nota todos los criterios técnicos necesarios para albergar la nueva sede de la institución europea, que abandonará su ubicación actual en Londres a causa del brexit. En un informe publicado el pasado 3 de octubre, la EMA constata que la capital catalana está lista para acoger su sede. Fuentes del Ministerio de Sanidad aseguran que la tensión política en Cataluña no está afectando a la candidatura. Luego se verá…


    


    • 16 de octubre de 2017. La juez de la Audiencia Nacional Carmen Lamela envía a prisión a Jordi Sànchez y Jordi Cuixart, líderes de la Assemblea Nacional Catalana y Òmnium Cultural, respectivamente, principales entidades movilizadoras del independentismo. Les imputa un delito de sedición. Sin embargo, rechaza la petición de la Fiscalía de mandar a la cárcel sin fianza al excomisario mayor de los Mossos d’Esquadra, Josep Lluís Trapero, y se limita a imponerle medidas cautelares leves.


    


    
      • 16 de octubre de 2017. Carta de Artur Mas al autor:


      


      Gracias Ramón, por tus palabras y reflexiones. Seguimos en contacto.

    


    


    • 18 de octubre de 2017. La activación del artículo 155 de la Constitución para hacer frente al reto independentista calma las tensiones internas que estaba provocando el ala dura del PP, especialmente en Cataluña. Días después de que el expresidente José María Aznar criticara la «inacción» de Mariano Rajoy, la mayoría de los líderes territoriales defienden la estrategia hipotensa del presidente.


    


    • 24 de octubre de 2017. El pleno del Ayuntamiento de Gerona declara al rey Felipe VI y al delegado del Gobierno español en Cataluña, Enric Millo, personas non gratas, expresando al tiempo su rechazo a la aplicación del artículo 155. El consistorio también aprueba pedir la liberación de los presidentes de la ANC y Òmnium Cultural, Jordi Sànchez y Jordi Cuixart, y condenar la «represión policial» del 1-O. El 20 de octubre, Barcelona había rechazado declarar persona non grata al rey Felipe VI: el partido de Colau vota en contra, argumentando que es «inoportuno» cuando se llama al diálogo.


    


    
      • 25 de octubre de 2017. Carta del autor a Artur Mas:


      


      Ya sé que estaréis estudiando si el M.H. decide venir a Madrid, al Senado, mañana o pasado. En ese sentido, me permito hacerte las siguientes observaciones pensando precisamente en mañana jueves: si Puigdemont comparece, creo que insistir en la independencia sería una desviación del tema. Me explico: si finalmente el M.H. decidiera convocar elecciones autonómicas en Cataluña, se supone que en esa circunstancia se mantiene vuestra comunidad dentro del orden constitucional de España. Por lo cual, en plena coherencia, habría de incluirse la idea de derogar las dos leyes recientemente aprobadas en el Parlamento catalán, que significan la desconexión del resto de España. Sería difícil convocar y votar conforme al Estatuto de Autonomía de Cataluña, que tiene su base en el Título VIII de la Constitución española, en un estado de desconexión, por muy aplazado que se haya autoproclamado.


      


      Estamos en las horas decisivas y, en cualquier caso, no venir el Presidente de Cataluña al Senado sería una omisión muy grave, con toda clase de conjeturas al respecto, que no beneficiarían una idea de entendimiento favorable a todos en una encrucijada que se complica por momentos.

    


    


    • Entre el miércoles 25 de octubre y el viernes 27 de octubre de 2017. Se suceden varias reuniones del Govern a puerta cerrada. Primero, Carles Puigdemont está por decidir la convocatoria de elecciones, a cambio de que el Gobierno de Mariano Rajoy no aplique el artículo 155 de la Constitución. A lo cual da su apoyo el expresidente de la Generalitat, Artur Mas. Sin embargo, Puigdemont no firma el decreto de convocatoria: se deja convencer por los más radicales, y se decide por la Declaración Unilateral de Independencia (DUI).


    


    • 27 de octubre de 2017. El consejero de Empresa y Conocimiento de la Generalitat de Cataluña, Santi Vila, dimite de su cargo tras conocer la decisión de Puigdemont. Vila, en un posicionamiento público, lamenta que haya fracasado el diálogo y afirma que, pese condenarla, la aplicación del artículo 155 no justifica. Por la tarde, la Generalitat declara unilateralmente la independencia, después de una votación en el Parlamento, por 70 votos a favor, 2 en blanco y 10 en contra, con la ausencia de los grupos parlamentarios Socialista, Popular y de Ciudadanos. Como respuesta a esa decisión, el Gobierno de la nación, el propio día 27, invocando el artículo 155 de la Constitución, disuelve el Parlamento catalán, destituye al Gobierno de la Generalitat y a otras instituciones catalanas, y convoca elecciones autonómicas para el 21 de diciembre de 2017. El presidente del Gobierno, Mariano Rajoy, después de la reunión extraordinaria del Consejo de Ministros, declara lo siguiente: «Los españoles estamos viviendo hoy una jornada triste en la que la sinrazón se ha impuesto a la ley y ha derribado la democracia en Cataluña, despreciando el interés general, sin respeto por los derechos de la mayoría y sin reparar en las circunstancias, ni inquietarse por el daño que se pudiera causar. En la reunión ordinaria del Consejo de Ministros se ha acordado plantear ante el Tribunal Constitucional, en incidente de ejecución de sentencia, la nulidad de las resoluciones aprobadas por el Parlamento de Cataluña. La reunión extraordinaria del Consejo se ha dedicado, en exclusiva, a la puesta en marcha de las primeras medidas previstas en aplicación del artículo 155 de la Constitución, que ha aprobado, en el mismo día, el Senado.»1


    


    
      • 27 de octubre de 2017. Es la última misiva de Artur Mas al autor, el propio día de la DUI, en horas de incertidumbre. La sensación de la carta es un consumatum est ya anunciado por muchos, pero que no por eso dejó de sorprender a todos. El mismo día, por la tarde, se produjo la activación del artículo 155 de la Constitución:


      


      Me imagino que estás al corriente de lo que ocurrió ayer en Cataluña. Siguiendo muchos consejos recibidos en las últimas semanas, el president Puigdemont ofreció a Moncloa convocar elecciones autonómicas en base al marco legal vigente, siempre que hubiera garantías de no aprobación del 155. El coste político asumido por el president era enorme, pero el sentido de país y de Estado daban una oportunidad. La respuesta de Moncloa fue miope y ruin. No se pretende solucionar un conflicto, se quiere acabar con él. Un error inmenso de burócratas con mucho sentido de partido y muy poca mentalidad de Estado. En fin, seguimos en contacto.

    


    


    • 28 de octubre de 2017. El rey Felipe VI se refiere a la situación política en Cataluña durante su discurso en la ceremonia de entrega de la XXXVII edición de los Premios Princesa de Asturias, que tiene lugar en el Teatro Campoamor de Oviedo: «España tiene que hacer frente a un inaceptable intento de secesión en una parte de su territorio nacional, y lo resolverá por medio de sus legítimas instituciones democráticas, dentro del respeto a nuestra Constitución.» En el mismo sentido se pronuncian Donald Tusk, Jean Claude Juncker y Antonio Tajani, presidentes del Consejo Europeo, la Comisión y el Parlamento Europeo, respectivamente, que están presentes en el acto de Oviedo, representando a la UE, para recibir el galardón Princesa de Asturias a la concordia.


    


    • 29 de octubre de 2017. Viaje de Carles Puigdemont a Bruselas huyendo de la querella de la Fiscalía dirigida a todo el Gobierno catalán. Desde Bruselas, Puigdemont se autodefine como presidente en el exilio, con gran resonancia mediática, pero sin ningún apoyo de los países de la UE; sólo se solidarizan algunos diputados flamencos independentistas, que quieren la separación de Flandes del resto de Bélgica.


    


    • 29 de octubre de 2017. Decenas de miles de personas ocupan las calles de Barcelona para la manifestación convocada por Societat Civil Catalana a las 12 del mediodía, contra la DUI. Según la entidad convocante, más de un millón de personas participan en la marcha. La Guardia Urbana se refiere a 300.000 personas.


    


    • 2 de noviembre de 2017. La juez Carmen Lamela, de la Audiencia Nacional, ordena el ingreso en prisión provisional (cárcel de Estremera, en Madrid) del exvicepresidente Oriol Junqueras y de siete exconsejeros de la Generalitat. Por su parte, Puigdemont permanece en Bruselas, siendo citado a declarar ante la justicia belga tras la orden europea de detención emitida desde la justicia española.


    


    • 5 de noviembre de 2017. El exalcalde de Barcelona y actual jefe de filas del PDCAT en el consistorio, Xavier Trias, se ve salpicado por los llamados Paradise Papers. Su nombre, junto al de sus padres y sus once hermanos, aparece en un fideicomiso, o trust vinculado a una cuenta bancaria suiza, y a una sociedad opaca en las Islas Vírgenes Británicas, con el único objetivo de ocultar al fisco determinados activos de la familia.


    


    • 7 de noviembre de 2017. La junta directiva de Foment del Treball, la patronal que preside Joaquim Gay de Montellà, expedienta a la vallesana Cecot por entender que Cecot, una de sus patronales territoriales adheridas, ha vulnerado los estatutos y el acuerdo de paz que las dos entidades firmaron en febrero pasado. Concretamente, le reprochan su deriva soberanista y que actúe fuera de su demarcación territorial, así como la carta enviada al ministro de Economía, Luis de Guindos, para oponerse al decreto de facilitar el traslado de sedes sociales de empresas. El mismo día, la patronal Empresaris de Catalunya explica en el Parlamento Europeo que el secesionismo ha restado inversiones, empleo y crecimiento en Cataluña. El presidente de la entidad, Josep Bou, cree que la solución «pasa por una victoria de las fuerzas constitucionalistas en las elecciones del 21 de diciembre». Bou expresa su apuesta «por un marco jurídico estable en el marco constitucional español y de la Unión Europea» en contraposición a «las consecuencias económicas del populismo nacionalista». La rueda de prensa subsiguiente cuenta con la presencia de representantes en el Parlamento Europeo de PP, PSOE, Ciudadanos y UPyD. Durante la misma, la entidad presenta un vídeo en el que, bajo el título de Together, evidencia los negativos efectos que el independentismo ha tenido en los últimos años en la sociedad y la economía catalana.


    


    • 10 de noviembre de 2017. El Tribunal Supremo abre causa a los componentes de la Mesa del Parlamento. Tras su audiencia preceptiva, impone fianzas para su libertad condicional (25.000 euros para los miembros de la Mesa, y 150.000 para la Presidenta, Carme Forcadell). Con el pago de las fianzas, los miembros de la Mesa quedan en libertad de inmediato, excepto Carme Forcadell, que pasa una noche en la cárcel, hasta que reúne el referido monto de 150.000 euros para su fianza.


    


    • 20 de noviembre de 2017. Ámsterdam se queda con la nueva sede de la Agencia Europea del Medicamento, con 900 altos funcionarios y un negocio redondo a su alrededor. El de Barcelona es un fracaso sin paliativos desatado por el independentismo. El expresidente Puigdemont acusa al Estado de sentenciar las posibilidades de la capital catalana, en tanto que fuentes europeas explican que la incertidumbre política del soberanismo es lo que ha lastrado irremisiblemente las opciones de Barcelona.


    


    • 21 de noviembre de 2017. Tras otras declaraciones en ese mismo sentido, Junqueras, desde la cárcel de Estremera, otorga sólo valor simbólico a la DUI, a fin de pedir a la justicia la excarcelación. Junqueras no acata expresamente el artículo 155, pero sí acepta sus efectos, destacando que no posee ningún cargo ejecutivo, y que el Gobierno catalán no se ha reunido desde el día de su cese, ni ha efectuado publicaciones en el Boletín Oficial de Cataluña que demuestren que haya habido actos ejecutivos. Entretanto, Albert Rivera, líder de Ciudadanos, formula una proposición de ley para mejorar la inspección educativa e incluirla en el Pacto de Estado por la Educación que está en negociación. El PP apoya la proposición de Ciudadanos, que propugna la creación de una agencia independiente que asuma las funciones de la Alta Inspección Educativa. Albert Rivera define su propuesta como «una ley con 37 años de retraso» que ya estaba prevista en la Constitución. Ese mismo día, José Luis Bonet, que además de presidente de la Cámara de Comercio de España lo es de Freixenet, se muestra consternado por la situación en Cataluña: «Lo que pasó el lunes [el fracaso para acoger la Agencia Europea del Medicamento] es gravísimo: Barcelona nunca había perdido un concurso internacional. Ahora la marca Barcelona está muerta. ¿Se puede recuperar?», se pregunta. «Sí, pero depende del resultado de las elecciones». Cabe recordar que Bonet decidió, tras la aplicación del artículo 155, mantener Freixenet en Sant Sadurní d’Anoia, en vez de trasladar su sede fuera de Cataluña.


    


    • 22 de noviembre de 2017. El presidente de la Conferencia Episcopal Española, el cardenal Ricardo Blázquez, inaugura la Asamblea Plenaria, con un claro apoyo al «restablecimiento del orden constitucional», en Cataluña, tras la aplicación del artículo 155 por parte del Ejecutivo, en respuesta a la DUI del 27 de octubre. «La declaración de ruptura es un hecho grave y perturbador de nuestra convivencia», dice el cardenal.


    


    • 23 de noviembre de 2017. Más allá de la autocrítica y de las declaraciones públicas, las principales formaciones del independentismo tienen la intención de cambiar de estrategia tras las elecciones del 21 de diciembre, y renunciar a la vía unilateral que ha terminado con más de medio Gobierno catalán en la cárcel y otra parte huida a Bruselas. Junts per Catalunya (la lista liderada por Puigdemont) y Esquerra Republicana de Catalunya pactan un documento conjunto en el que abogan sin reparos por «una negociación bilateral» con el Gobierno español.


    


    • 25 de noviembre de 2017. Puigdemont presenta en Bruselas su candidatura con la proclama «Contra Rajoy y contra el 155». El expresidente pidió al Gobierno que sacara sus «garras autoritarias de Cataluña» y preguntó a Mariano Rajoy y a la Unión Europea «si piensan respetar o no el mandato de las urnas». Entretanto, Ramón Cotarelo, recién incorporado a ERC, dice que el procés fue una ensoñación colectiva, la proyección de deseos tan dispares y contradictorios como la naturaleza política de sus impulsores. Allí donde los antiguos convergentes anticipaban un paraíso liberal, la CUP adivinaba el advenimiento del socialismo real y prometía «una república que trabaje por la construcción nacional de los Países Catalanes, para una sociedad justa, que acabe con un capitalismo que genera miseria y que se enfrente con el patriarcado que impone desigualdades». Los programas de los partidos del bloque independentista sólo coincidían en la necesidad de romper con un Estado hostil.


    Ese mismo día aparece en El Mundo una entrevista al periodista y escritor catalán Valentí Puig. Sobre Cataluña: «El soberanismo no tiene mayoría social para imponer su proyecto y tendrá que replegarse.» Sobre el procés: «El origen no es la sentencia del Estatuto del Tribunal Constitucional. Eso fue un invento a posteriori. Mas piensa algo que es propio de los nacionalismos más caducos: los problemas de tu enemigo son tus oportunidades. Se vio obligado a hacer unos recortes brutales que encontraron una feroz oposición en la calle. En ese momento le dicen que se apunte a una oleada de descontento en la que el independentismo crece a costa de hacer creer que España hundirá a Cataluña.» Sobre Rajoy: «Vive ajeno a las dinámicas del mundo actual, pero tiene un sentido común que le permite afrontar las crisis. Hay quienes le reprochan haber convocado tan rápido las elecciones o que se haya quedado corto en la aplicación del 155. Debió trabajar para que en Cataluña hubiera un sistema de opinión más equilibrado, por ejemplo, a través de TVE.»


    


    • 26 de noviembre de 2017. Según Marcos Sanz Agüero, analista sénior de Metroscopia, el mapa electoral en Cataluña que refleja el sondeo difundido por la empresa que representa dibuja una distribución simétrica entre los bloques independentista (46 por 100 de los votos) y constitucionalista (idéntico 46 por 100) y, dentro de cada bloque, una relación de dos a uno entre ERC y Junts per Catalunya en el primero y entre Ciudadanos y PSC en el segundo. En ambos casos, dos partidos con menor apoyo (CUP y PP) servirían para completar cada bloque. La única gran certeza es que el bloque secesionista dispondrá de más escaños que el constitucionalista en virtud de la sobrerrepresentación que la ley electoral le otorga, sobre todo en Gerona y Lérida.


    Xavier Domènech, candidato de Catalunya en Comú-Podem a las elecciones del 21-D, dice: «Yo creo que son las elecciones del desbloqueo y del juicio a la política que hemos vivido. A pesar de que va a haber un intento de que sean elecciones plebiscitarias, la hoja de ruta se ha agotado. Es más, por primera vez los partidos que formaban el Govern de la Generalitat se presentan separados, con lo cual ese frente patriótico ya no está. Son las elecciones de la recuperación del autogobierno, de la eliminación del 155 y unos comicios para poner en el centro la agenda social. El anhelo de una parte importante de la sociedad catalana que quiere la independencia de Cataluña no creo que haya finalizado. El procés como tal, sí, ha acabado”.


    Ese mismo día, el periodista Lluís Pellicer, de El País, sostiene que la fuga de empresas de Cataluña por el clima de inestabilidad política aún no se ha frenado. Desde el 1 de octubre, la comunidad ha perdido 2.745 sedes sociales de compañías de todos los sectores. El ritmo de salida ha ido aflojando, pero el Registro Mercantil aún refleja cada día decenas de cambios de domicilio. A esas 2.745 empresas se suman otras, según fuentes empresariales, que constituyen sociedades fuera de Cataluña para evitar sufrir boicots en la comunidad.


    


    QUÉ CABE ESPERAR TRAS LA DUI Y EL 155


    


    Con no pocas implicaciones de muy diferente naturaleza, cabe decir que toda la evolución del tema independentista de Cataluña ha tenido un cierto aire surrealista. Porque cuando Cataluña constituye una de las áreas a medio y largo plazo de mayor prosperidad de España –cierto que dejando atrás la crisis económica que se ha dado en llamar Gran Recesión (2008/2013)—, cuando sus empresas y ejecutivos mandan tanto en sus propios destinos y en el resto del país, cuando el empleo está recuperándose, cuando el turismo por tierra, mar y aire bate récords, y cuando Barcelona es la ciudad más importante del Mediterráneo y un potente imán para toda clase de convocatorias, en esas circunstancias bonancibles, la minoría nacionalista plantea una independencia políticamente inverosímil en su materialización, por ir contra la Constitución de 1978 y el Estatuto de Autonomía de 2006.


    Ese objetivo independentista se reforzó desde 2013, cuando la recuperación de la economía ya se hacía patente. Lo que invalida la tesis de que la expansión del virus soberanista es el fruto de la crisis con su austeridad y recortes del estado de bienestar. Siendo cierto, en cambio que la mayor presión soberanista se hizo patente al suscitarse la corrupción manifiesta de una serie de políticos catalanes, que se hicieron indepes. Con escándalos como el del patriarca Pujol, y todo el precedente de la «política del 3 por 100» a la que se refirió Pasqual Maragall dirigiéndose públicamente a los gobiernos de CiU, presunta perceptora de fuertes comisiones económicas a cambio de la concesión de obras y otros negocios públicos.


    Esa malla corrupta, como en una ocasión dijo Macià Alavedra, que fue consejero de la Generalitat de Cataluña, era algo que llegó a ser normal: recibir comisiones sin que nadie quisiera denunciarlas durante años.


    


    Unas expectativas soberanistas que vienen de largo


    


    La pretendida emancipación de la República de Cataluña, instrumentada por Puigdemont —con Mas siempre detrás— es la número once en el particular registro de este libro de proclamaciones secesionistas catalanas.


    Sin embargo, la pretensión separatista en curso alcanza un máximo nivel por lo que implica para Cataluña salir de Europa, sin prácticamente posibilidad de reingreso. Un episodio que se plantea en ausencia de moneda propia —¿se reinventará la peseta?—, perdiendo la gran banca que por fin ya tenían los catalanes —con CaixaBank y el Sabadell— y contemplando el exit de una cifra mayor de 2.500 empresas, para fijar su sede en otros lugares de España.


    Eso está sucediendo, de modo que cuando se trata de hacer balance en lo económico, entendemos que en vez de un informe económico, se deriva más bien una elegía, evocando el canto de «No llores por mí, Cataluña».2


    


    Una elegía que se coronó lóbregamente el 20 de noviembre de 2017 con la decisión de la Unión Europea de adjudicar la nueva sede de la Agencia Europea del Medicamento (AEMA) a Ámsterdam, cuando Barcelona había sido, hasta la proclamación de la DUI el 27 de octubre, la ciudad favorita. Lo que significó la pérdida de una sede europea de la UE muy importante, hasta ese momento situada en Londres, de donde se ha de retirar por el brexit. Con casi 1.000 funcionarios directos, más 4.500 puestos de trabajo indirectos, 75.000 visitantes al año... Algo decisivo para Barcelona, que, como se ha visto en este mismo libro, se convirtió en la capital española de la industria farmacéutica durante la era de Franco. ¿Cómo se iba a adjudicar una sede así a un país de la Unión en el que la posible ubicación, Barcelona, es una región con pretensiones de secesión y de salir de la UE?


    En todo ese contexto, la verdad es que los empresarios catalanes, temerosos de la reacción excluidora de su propia Generalitat en el ciclo de los negocios, no protestaron suficiente durante la larga deriva hacia la fantasía surrealista de unos malvisionarios, con el consiguiente desastre económico.


    Si bien es cierto que hubo notables excepciones, como la de José Luis Bonet y Josep Bou –y globalmente Foment del Treball, con Joaquín Gay de Montellá al frente—, que desde el principio plantearon lo absurdo de una operación secesionista que podría causar incertidumbres, desconfianzas, y posibles empobrecimientos futuros. Pena que no les siguieran, en tales momentos difíciles y de manera decidida, los banqueros, como los señores Isidre Fainé y Josep Oliu, quienes, después de la DUI y el 155, cambiaron las sedes de sus entidades a fuera de Cataluña.


    De todo lo cual ya hay constancia a través de indicadores de coyuntura del segundo y tercer trimestre de 2017: éxodo de empresas, caída de la actividad turística, inversiones de todo tipo frenadas por el wait & see, menor consumo, etc.


    


    Un europeísmo más que dudoso


    


    Y para mayor inri de los gestores de tanta desgracia, cabría recordar aquello que dijo Tarradellas: «En política puede hacerse de todo, menos el ridículo», como promete serlo al final, la tocata y fuga de Puigdemont a Bruselas. Desde donde critica a España, mintiendo cuando dice que no es un Estado de derecho, con una puesta en escena que incluye a 300 alcaldes independentistas enarbolando sus varas para criticar a la Unión Europea por no adaptarse a su búsqueda de apoyo.


    En ese contexto, dicen los partidarios de la secesión, ellos pretenden ser los más europeístas. Como también aseguran que una Cataluña independiente seguiría en la UE. Falacias autocomplacientes en la perspectiva de una salida virtualmente más caótica, y ya es decir, que la planteada con el brexit por el Reino Unido.


    Como dijo Juncker, «entrar en la Unión es más que difícil, salir de ella es muy caro». Así las cosas, hay que preguntarse: ¿son europeístas Mas, Puigdemont, Junqueras y el resto? ¿Cómo pueden serlo si están empujando a los catalanes a salir de Europa con su deseado exit de España? Su actitud es todo lo contrario al europeísmo.


    En otras palabras, los soberanistas de la élite nacionalista que desdeña todo lo que no les favorece, hurtaron a todos los catalanes de a pie, y a los demás españoles, la muy negativa trascendencia que podría tener su independencia a la hora de seguir en la UE, en la que hoy se deciden tantas cosas importantes. Y han ocultado esa burda maniobra con toda desfachatez, a pesar del apoyo unánime que recibe el Gobierno español por parte de los 27 países de la UE, que han dicho que la de Cataluña sería una salida automática para seguramente no volver nunca.


    


    El gran éxodo de empresas y la conversión al 155 


    


    Los independentistas (Artur Mas el primero) juraron y perjuraron que los bancos no se irían nunca de Cataluña, y fueron las entidades bancarias (CaixaBank y Sabadell, ya lo vimos en la cronología), las primeras en emprender el éxodo económico. Sencillamente, para no quedarse sin el recurso del Banco Central Europeo (BCE). No sólo a efectos del habitual suministro de liquidez, sino también para la política de facilidades cuantitativas y otras muchas cuestiones relacionadas con el BCE. No es extraño, pues, que ante las perspectivas de una posible secesión, los fondos de inversión de todo el mundo presionaran a los bancos, y a las demás empresas, para que fijaran sus sedes en cualquier otro lugar de España que no fuera Cataluña.


    Sin olvidar que, igualmente, los independentistas manifestaron que las principales empresas se quedarían para siempre en Cataluña. Cuando la verdad es que, con la DUI en perspectiva, una parte clave, por empleo y facturación, han trasladado ya sus sedes sociales y fiscales a otras plazas de España.


    Además, los seductores de la surrealista independencia hicieron lo expuesto sabiendo que no se iba a conseguir la independencia verdadera, sino una autoproclamación, sin ofender, casi al estilo de un «Viva Cartagena», en un ejercicio un tanto onírico. Cuya escasa fuerza real se vio cuando el Gobierno activó el artículo 155 de la Constitución: a partir de ese momento, la presidenta del Parlamento y su Mesa confesaran que todo eso de la independencia era una idea más o menos simbólica. Algo que Artur Mas ya dejó claro en una entrevista que le hicieron en el Financial Times el 6 de octubre de 2017, en la que manifestó que Cataluña no estaba preparada para ser independiente.


    En esa línea de tendencia, a la vista de la campaña electoral para las elecciones del 21 de diciembre de 2017, los encarcelados del Govern manifestaron su propósito de reconocer, más o menos solemnemente, el artículo 155. Con el propósito de salir de la prisión de Estremera y participar en la campaña electoral, idea a la que se asoció el propio Puigdemont desde su exilio de Bruselas.


    Por eso y mucho más, no me extrañó lo que oí en Barcelona a un amigo catalán: «Si Dalí levantara la cabeza en Cadaqués y viera lo que está sucediendo con la falaz euforia secesionista, pintaría otra vez “El gran masturbador”». No comment.


    


    Secesionistas desde hace más de 600 años


    


    La intentona de Mas, Junqueras y la CUP, ya se ha dicho antes, hace el número 11 de los planteamientos de nacionalistas catalanes de irse: algo que empezó hace más de 600 años, con el Compromiso de Caspe de 1412, cuando, tras la decisión de elegir un nuevo monarca para la Corona de Aragón, como no resultó ser el preferido del Conde de Urgel, sus huestes —los independentistas de entonces—, los urgelistas, se levantaron en armas contra un acuerdo tomado conforme a unas reglas del juego predeterminadas y aceptadas por todos los candidatos al trono.


    Por otro lado, en 1652, después del Corpus de Sangre de 1640, y tras haber tenido un rey de Francia, Luis XIII, como conde de Barcelona por más de una década —vejando a los catalanes, a quienes nunca visitó, y entregándolos a un virrey más autoritario que cualquier otro español—, se dieron cuenta de que, dentro de España, con sus libertades, estaban mejor. Ironías de la historia…


    Y otro tanto aconteció después en 1705, momento hasta el cual la inmensa mayoría de los catalanes apoyaron al nuevo rey Felipe V, como demuestra su larga estadía en Barcelona, donde fue proclamado monarca en 1701 y juró las constituciones catalanas. Pocos años después, sin embargo, por una miserable conjura británica con algunos tránsfugas locales, los independentistas de entonces se pasaron al pretendiente austriaco, contribuyendo así a una gran guerra civil, tras la cual tuvieron que volver a España una vez más. Cierto que, en esta ocasión, para avanzar durante casi un siglo en la senda de la prosperidad económica, como pusieron de relieve los historiadores Pierre Vilar, Jaume Vicens Vives y John Elliot, entre otros; todos ellos, hoy vituperados por los falsos narradores de una historia inventada para Cataluña con el objetivo único, pro domo sua, de sembrar el odio antiespañol.


    Después vendrían los intentos separatistas de las Bases de Manresa (1892), Francesc Macià (1931) y Lluís Companys (1934), en lo que ha sido una larga ilación ante cuya evidencia histórica de fracasos y devastación los separatistas de ahora muestran su ignorancia o, aún peor, su tergiversación de la historia. Ocultan que, si fracasaron los anteriores intentos de secesión (porque nunca hubo una Cataluña mayoritaria pro independencia), más fracasarían ahora, porque hay una vinculación estructural, económica y social entre Cataluña y el resto de España mucho mayor. Sólo la indicación del tráfico cotidiano entre Barcelona y Madrid, de más de 30.000 viajeros diarios entre las dos ciudades, lo demuestra. Como también se advierte en las cifras de exportación con ventas de Cataluña al resto de España, mayores que sus exportaciones al resto de la UE y del mundo.


    No tiene sentido, pues, lo que se está haciendo con la pretensión soberanista. Salvo que se expresen intenciones tan temerarias como irrealistas, pensando además que los secesionistas son de gran astucia —así se dijo alguna vez— y que el resto de España estaba en una inoperancia tan completa como engañable. Y por eso mismo, los empresarios conscientes, tras proclamarse confusamente la República Catalana, votaron, como se dice vulgarmente, «con los pies», con la marcha de directivos fuera de Barcelona y otras ciudades catalanas a sus nuevas sedes al sur del Ebro, como ya se ha visto antes.


    Y después de la teatral huida de Puigdemont a Bruselas, después de aplicarse el artículo 155 de la Constitución, los empresarios siguieron votando con el éxodo hasta llegar a 2.655 al 22 de noviembre de 2017. Una decisión que aún no se sabe si tendrá tan fuertes repercusiones negativas como algunos aseguran, por la decidida actitud de los independentistas de mantener sus reivindicaciones de cara a las elecciones del 21 de diciembre y más allá, en contra de lo que preconiza el artículo 155.


    


    Falacias: el fin no puede justificar los medios


    


    La crisis constitucional que estamos atravesando también tiene enseñanzas para el tiempo futuro, previsiblemente no muy largo. Se verá lo que ha sido el intento de crear las condiciones de Cataluña para la salida de España, y de Europa, lo que son los boicots que pueden producirse sobre productos catalanes, las inversiones que dejarán de llegar y las empresas que no crearán riqueza en lo sucesivo en las cuatro provincias del Principado.


    Todo eso va a tener un alto coste y dará que pensar a los aventureros de la política que propiciaron tanta incertidumbre, mezclando prédicas falaces con sentimientos y conveniencias personales, a veces más que obscuras, por el factor corrupción institucional y personal que también se ha comentado ya. Todo eso, y otras circunstancias, han desvelado un voto antes dormido, que puede ir contra los que enarbolaron la estelada —invento fantasioso, y pseudocaribeño— contra la vieja señera, que es propia, también, de Aragón, Baleares y Comunidad Valenciana. Es decir, los mal llamados «países catalanes» en realidad son piezas de la antigua Corona de Aragón, con la superioridad histórica de que Valencia y Mallorca tuvieron un estatus político superior a Cataluña, como reinos que fueron.


    En resumen, el daño que se ha hecho ya es muy considerable. Y algunos quieren seguir haciéndolo y, si es posible, aumentarlo, asegurando que son muy pacíficos, pero recurriendo al engaño, como sucedió con Marta Rovira, de ERC, que el 19 de noviembre planteó la fábula ignominiosa de que el Gobierno amenazó a los independentistas con llegar la Policía o la Guardia Civil a operaciones letales. Como dijo aquél, eso es lo que quieren algunos, bastantes, soberanistas: que haya muertes para tener héroes de la causa.


    Pero todo puede tener solución, volviendo a la legalidad constitucional. Y para eso creo que cabe decir que los diputados constituyentes en 1977-78 supimos redactar —con catalanes como Miquel Roca Junyent, Jordi Solé Tura y otros— la Constitución de 1978, con su artículo 155. Que no es otra cosa que la intervención federal para poner las cosas en su sitio, como tienen todos los países en que existen regímenes autonómicos o federales.


    Dentro de unos meses, incluso después del 21-D, se comprobará que Cataluña, dentro de España, continuará siendo un espacio más que apreciado, y que, si la Constitución se respeta —sin perjuicio de plantear su reforma—, retornarán los impulsos de prosperidad económica y de consenso verdadero, a través de unas relaciones estructurales con el resto del país de cuya fortaleza sólo podían dudar los enloquecidos secesionistas.


    


    La reforma constitucional


    


    Todo lo que vamos viendo se planteó ya en la primera edición de este libro, y a ello volvemos ahora, cuando está planteado, por un pacto entre PP y PSOE, poner en marcha una Comisión sobre Reforma de la Constitución, o Territorial. Porque la Constitución puede y debe reformarse, tema del cual el autor se ocupó en un encuentro en la UIMP, en Santander, en el verano de 2016, tras el cual se preparó un texto, todavía no editado, en el que planteé una serie de cuestiones:


    


    • La Constitución es un texto de escasa difusión popular, que para muchos sigue siendo un libro sagrado sobre el cual no saben ver aplicaciones cotidianas.


    • La Constitución es para siempre; eso sí, con las modificaciones que la mantengan útil en su aplicación, por medio de enmiendas.


    • Por qué ha tenido tan pocas reformas la Constitución española? ¿Por qué, aparte de dos (sobre elecciones locales y unión presupuestaria europea), no ha habido más cambios? Respuesta: por lo difícil de llegar a un consenso del 66 por 100.


    • De cara a la reforma: ¿el preámbulo de 1978 es inmodificable? Un tema que tiene su razón de ser en el origen de ese texto, que propuso el profesor Enrique Tierno Galván.


    


    Después del examen de tales cuestiones, cabe realizar la siguiente apuesta de modificación, con tres categorías de diferentes artículos:


    

    


    Modificaciones concretas


    


    Art. 2. Para reflejar que España es parte de la Unión Europea desde 1986, lo que aún no pudo recogerse en el texto de 1978.


    Art. 30. Se trataría de introducir criterios de defensa actualizados, sobre todo teniendo en cuenta que España pertenece a la OTAN desde 1981 —confirmado por el referéndum de 1986— y tiene toda una serie de obligaciones que no figuran en la Ley de leyes, anterior en su redacción.


    Art. 45. Propuestas en torno al calentamiento global y el cambio climático. Lo que en combinación con el Acuerdo de París obligaría a cambios importantes, sobre todo en el modelo energético, en un esfuerzo mundial solidario de largo alcance.


    Art. 57. Cambios en la sucesión en la Jefatura del Estado, obligada para cumplir con la igualdad de géneros. Art. 99. Sobre el nombramiento del presidente del Gobierno, a fin de evitar lo que sucedió en el año 2014/2015 por no disponer de gobierno.


    Art. 128. Sobre el librecambio mundial libre y solidario en relación con la Organización Mundial de Comercio.


    Art. 128. Introducción de la lucha contra la pobreza, como un objetivo solidario no recogido en 1978.


    Art. 128. En torno a la política económica y la Unión Europea, reconociendo la prevalencia del derecho comunitario sobre el nacional.


    Art. 128. Mención al mercado único en España y en la UE, un objetivo tantas veces obstruido en la realidad.


    Arts. 148/149. Sobre las competencias del Gobierno y de las Comunidades Autónomas, para asegurar una mayor claridad de competencias.


    Art. 155. Sobre la intervención federal, con la promulgación de una Ley Orgánica para el desarrollo de un artículo, el 155, que durante mucho tiempo se consideró que no sería aplicable.


    Art. 164. Sobre el Tribunal Constitucional y sus sentencias. Un tema muy controvertido que necesita de una solución contundente para que la justicia sea efectiva y se apliquen las resoluciones judiciales.


    


     

    Cuestiones a debatir previamente a su enmienda


    


    Art. 69 y otros. En este punto debería introducirse la reforma del Senado, para convertirlo en un cuerpo legislativo útil y de cohesión de la Administración General del Estado y de las Comunidades Autónomas en el proceso de federalización que España puede estar necesitando.


    Art. 27. Sobre la Educación, para llegar a un consenso en el más largo artículo de la Constitución. Art. 41. En torno a la Seguridad Social, redondeando la actual seguridad social a fin de asegurar el estado de bienestar.


    Arts. 148 y 149. Sobre las competencias del Estado y de las Comunidades Autónomas, con el propósito de definir más claramente las competencias.


    Art. 150. Sobre la coordinación entre Comunidades Autónomas, en la idea de ir a una federalización eficiente, algo que en España no se comprende todavía bien.


    


    Enmiendas no recomendables


    


    Art. 168. Sobre el llamado «derecho a decidir». Sería necesario mantener el principio de la soberanía nacional, un tema en el que tanto se insiste en este libro.


    


    La reforma de la Constitución que así se plantea no puede ser expuesta aquí en detalle, porque desborda los límites del presente libro. Pero cabe aclarar que con la reforma tiene que darse respuesta a las necesidades no sólo de Cataluña sino de todas las Comunidades Autónomas, en el sentido de federalizar. Para entendernos, nuestro sistema autonómico actual, ya significativamente rodado (casi cuarenta años), necesita federalizarse. No para ampliar las competencias de las Comunidades Autónomas, preparándolas para a la postre pedir la independencia, sino yendo a servicios públicos más eficientes y coordinados en el territorio.


    La federalización debe venir a reforzar y hacer más útil la descentralización de las Comunidades Autónomas y la relación entre la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas. Y en esa dirección se plantea la cuestión de reconocer una serie de principios a seguir por todos, en vez de separar más y más a las Comunidades Autónomas unas de otras, con una multiplicación de sistemas diferentes, creando así una costosa heterogeneidad.


    


    Renegociación del Estatuto de Autonomía


    


    Pero no se puede pretender resolverlo todo con la reforma de la Constitución. Y en el caso de Cataluña, una parte importante del problema está en el Estatuto de Autonomía, donde cabe recuperar cuestiones del documento de 2006 que fueron recortadas por las Cortes Generales, primero, y por el Tribunal Constitucional, después. Y en ese sentido, dentro de las Cortes Generales, podría iniciarse el tema en la presentación de un proyecto por parte de la Generalitat, a fin de entrar en una revisión del texto para hacerlo más útil y menos conflictivo. En esa negociación no habría por qué eludir el tema de si la nacionalidad histórica que hoy es Cataluña podría cambiar a ser considerada como nación, tal como se planteó en 2006.


    Y si lo que se precisa es una mayor integración constitucional catalana —y de todas las Comunidades Autónomas—, sin ni siquiera modificar la Constitución, pueden tomarse algunos acuerdos ya avanzados en la anterior versión de este libro. Como sucede, por ejemplo, con la posibilidad de establecer el Senado en Barcelona, tras previa reconsideración de las funciones de la Cámara Alta, que hoy resultan casi absolutamente inútiles para el sistema legislativo y el control del Gobierno (salvo, buena excepción, para el artículo 155). En esa dirección, no cabe duda de que el sistema alemán es todo un precedente, como lo fue el artículo 37 de la Ley fundamental de Bonn para el 155 de la Constitución española de 1978. El traslado del Senado a la Ciudad Condal, además, no supondría un sistema de bicapitalidad, pero sí daría a Barcelona, y a toda Cataluña, un estatus nuevo complementario de su más que importante encumbramiento desde los Juegos Olímpicos de 1992, en compensación histórica a lo que fue una subordinación de la Corona de Aragón a la de Castilla en tiempos del nacimiento de la Monarquía Hispánica.


    Complementario del Senado, podría ser el establecimiento, también en Barcelona, de un Ministerio de Administraciones Territoriales, al que correspondería la preparación de todo lo concerniente al nuevo modelo de descentralización económica y social, con no poca labor a desarrollar por el Senado. Para asegurar, entre otras cosas, que dejemos de tener 17 sistemas sanitarios diferentes, 17 políticas educativas distintas, o 17 mecanismos diversos para la aplicación de la justicia y las leyes. Eso es lo que debemos federalizar, para cohesionar, en vez de ser un camino para la secesión.


    


    Financiación autonómica


    


    Y queda el tema fiscal, recordando la vieja petición de un pacto que llevase a Cataluña las ventajas confederales del País Vasco y Navarra, un tema que hemos estudiado en este libro, y que resulta imposible de aplicar sin una más que difícil reforma de la Constitución. Es una cuestión que sería diferente si en 1978 Cataluña hubiera aceptado la posibilidad de disfrutar de un régimen especial —análogo al del País Vasco y Navarra—, pero no lo quiso en ese momento, cuando Adolfo Suárez ofreció esa eventualidad a Jordi Pujol y Miquel Roca Junyent.


    Por eso, al tema fiscal habría que echarle mucha imaginación, pero planteando cuestiones realizables y no cayendo en fantasías surrealistas. Por ejemplo, no puede haber, en las célebres balanzas fiscales (correctamente formuladas), una contribución neta solidaria superior al 4 por 100 del PIB regional propio por parte de ninguna Comunidad. Como sucede en el caso de Alemania con los Länder.


    También cabe la posibilidad de que dentro del Impuesto de Sociedades se dedique una parte de sus ingresos totales a las Comunidades Autónomas que tengan más de un cierto porcentaje de sedes societarias y de percepciones reales por ese tributo, que ahora van enteramente a la caja común del Estado. Un principio que habrá de reexaminarse en el futuro ante la realidad del éxodo de empresas catalanas fuera de Cataluña.


    Naturalmente, sería necesario esbozar otras cuestiones que serían objeto de negociación de la Administración General del Estado con Cataluña, en el caso del Estatuto. Como también serán necesarias otras decisiones para toda España, mejor fuera de la Constitución y de los Estatutos que no dentro.


    Sinceramente creo que, si se instrumenta un conjunto de mecanismos concretos y operativos, habría posibilidades de llegar no tanto a un acuerdo minucioso, sino a unos principios de funcionamiento, en la idea de lo que puede ser la relevancia catalana en la realidad española sin más discriminación que la propia dinámica de las capacidades de Cataluña.


    


    Final


    


    Por supuesto hay muchos temas que no se han tratado en este capítulo final: educación sin sectarismos, orden público bien interconectado y no una policía hipertrofiada, sanidad con mayor solidaridad, la cuestión de los pretendidos «países catalanes», etc. Todo ello puede revisarse; incluso, insistimos, el término nación, de tanta resonancia en Cataluña.


    En cualquier caso, las indicadas, son las propuestas que a mi juicio deberían estudiarse, en vez de seguir en la nebulosa actual en la que todo son vaguedades e improperios recíprocos, en medio de tensiones que tanto perjudican a todos, empezando por los propios catalanes.


    Tras lo más exacerbado de la crisis, estamos en un momento único de encarrilar la democracia en España, con el indudable trasfondo de una realidad europea que tanto nos conviene.


    


    ANEXO: EL DÍA DESPUÉS DEL 21-D


    


    Sea cual sea el resultado de las elecciones autonómicas catalanas del jueves 21 de diciembre de 2017, cabe hacer algunos últimos comentarios al respecto, a poco más de una semana del cierre de imprenta de este libro y cuando quedan sólo seis días para los comicios:


    


     

    • Se prevé un fuerte ascenso del partido de Albert Rivera, Ciutadans, con las atractivas figuras políticas de su presidente y la de Inés Arrimadas al frente de la candidatura. Con un aumento de la fuerza parlamentaria de Ciudadanos en Cataluña de gran significado: los partidarios de seguir en España han perdido cualquier clase de temor a manifestar esa legítima aspiración, lo que se aprecia en la posibilidad de que vote más del 80 por 100 del censo electoral.


    


    • Ciudadanos se hará con muchos votos, algunos dicen que el 40 por 100, del Partido Popular. De modo que los esfuerzos de su cabeza de lista, Xavier García Albiol, se verán deslucidos, a pesar de la ubicua presencia del presidente, Rajoy, en la campaña. El PP quedará como última fuerza política, detrás incluso de la CUP, con un futuro no poco dudoso.


    


    • En lo relativo al PSC, recuperará votos sobre la elección anterior, pero quedará frenado por lo que parece una transferencia importante de papeletas a Ciudadanos. La formación naranja inspira más confianza que el volátil Miquel Iceta, quien se permite de tiempo en tiempo extrañas declaraciones sobre indultos a los soberanistas y ha anunciado que solamente dará un plazo de dos años para negociar con el Estado, amenazando con no se sabe qué una vez transcurrido ese tiempo.


    


    • Se dará una holgada victoria, en votos populares, de los partidos constitucionalistas sobre los independentistas. Pudiendo decirse que, tras haber pedido un referéndum válido, ahí lo tienen más claro que nunca: la mayoría de los electores votará que Cataluña no entre en la aventura del independentismo. Y que ante la situación política y económica que han creado los indepes, la ciudadanía opta decididamente por el sentido común (el célebre seny), buscando la racionalidad y la prosperidad, en vez de ir al abismo político y a una cada vez más posible depresión económica.


    • La disminución de votos de última hora para ERC significará un desdibujamiento de la figura de Oriol Junqueras, que no supo gobernar en tándem con Puigdemont durante casi dos años de actividad casi totalmente estéril del Parlamento.


    • Puigdemont desde Bruselas quizá recuperará votos de la antigua CiU para el PDeCAT. Pero su huida a la capital belga, y sus andanzas un tanto anómalas y peregrinas, no servirán, a la postre, para fortalecer su personalidad e ir nuevamente a la presidencia de la Generalitat. El fracaso parece evidente y su retorno a España, y previsible detención, contribuirá negativamente a su futuro político.


    • De los restantes partidos soberanistas, de la CUP cabe esperar el mantenimiento de sus posiciones electorales, insistiendo siempre en el monotema de la soberanía y con muy pocos elementos apreciables en su restante actuación programática.


    • Por último, queda la cuestión de los comunes de Ada Colau, con Xavier Domènech como jefe de fila de los podemitas y asimilables de Cataluña. Con la posibilidad, en una combinación compleja para la formación de gobierno, de ser fuerza determinante a tales efectos.


    En resumen, las elecciones del 21 de diciembre de 2017 no se prevé que vayan a resolver la cuestión catalana en un plazo breve. Los habitantes del Principado se hallan divididos en dos mitades, casi iguales en escaños, con una ley electoral que favorece a los soberanistas y posibles asociados, si bien la mayoría del voto popular está previsiblemente en contra del independentismo.
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